
 

TESIS AISLADA    I/2009. 
 
 

DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN. EL ARTÍCULO 2.100 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE MÉXICO, 
NO VIOLA LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, POR EL HECHO 
DE NO ESTABLECER QUE AQUÉL DEBE EXHIBIRSE EN ORIGINAL. 
El citado artículo 2.100 dispone que al escrito de demanda o contestación 
deben acompañarse, entre, otros, los documentos en que se funde la 
acción, y si éstos no estuvieran disponibles, deberá designarse el archivo 
o lugar en que se encuentren los originales. Ahora bien, la circunstancia 
de que ese precepto legal no establezca que dichos documentos deben 
exhibirse en original, no lo torna violatorio de los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues del análisis 
sistemático de los artículos 2.101, 2.102 y 2.103 del Código indicado se 
advierte que: a) los documentos pueden estar disponibles o no; b) en 
caso afirmativo, las partes deben acompañar los originales a la demanda 
o contestación; c) si no los tuviere a su disposición, designará el archivo o 
lugar en que se encuentren los originales para que a costa del solicitante 
el  juez ordene la expedición; y, d) puede presentarse copia simple del 
documento público fundatorio del derecho, siempre y cuando se haga con 
los requisitos legales necesarios dentro del plazo de prueba, ya que de lo 
contrario no producirá efectos jurídicos. En tales condiciones, resulta 
evidente que el aludido marco normativo prevé elementos ciertos sobre el 
aspecto que regula y brinda la posibilidad de defensa a las partes sobre 
los documentos aportados en juicio, pues permite que éstas conozcan su 
contenido y que aquéllos sean objeto de debate. Además, en términos del 
artículo 1.302 del referido Código, pueden impugnarse los documentos 
presentados al contestar la demanda, al reconvenir o al contestar ésta, o 
dentro de los tres días siguientes a la apertura del plazo de prueba, 
tratándose de los presentados hasta entonces; de ahí que la sola 
presentación de copias certificadas de documentos privados no genera 
inseguridad jurídica a las partes ni limita su capacidad de defensa en el 
juicio. 
 
Amparo directo en revisión 552/2008. **********. 21 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  II/2009. 
 

DERECHOS DE AUTOR. LA SUSPENSIÓN DE LOS EFECTOS DE LA 
INSCRIPCIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 168 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO CONSTITUYE UN ACTO PRIVATIVO, POR 
LO QUE NO SE RIGE POR LA GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA. La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente que 
la garantía de previa audiencia contenida en el segundo párrafo del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
únicamente rige respecto de actos privativos con efectos definitivos. En 
ese sentido, se concluye que dicha garantía no rige tratándose de la 
providencia a que se refiere el artículo 168 de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, al disponer que en caso de controversia se suspenderán los 
efectos inherentes a la inscripción en el Registro Público del Derecho de 
Autor, pues ello no constituye un acto privativo sino una medida cautelar. 
En efecto, acorde con el indicado precepto legal, ante la existencia de una 
controversia suscitada respecto de los derechos autorales entre quien los 
inscriba y un tercero que alegue un mejor derecho, se suspenderán los 
efectos de dicho registro; sin embargo, ese no es el fin último de la norma, 
ya que tal suspensión sólo durará hasta que la autoridad competente 
resuelva la controversia que la motivó; de ahí que se trate de un acto de 
molestia provisional cuya constitucionalidad se cumple con los requisitos 
de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional.  
 
Amparo en revisión 439/2008. **********. 24 de septiembre de 2008. 
Cinco votos: Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos 
de la Barrera Vite. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 

 

HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    III/2009. 
 
 

SEGURO SOCIAL. LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS DE LA 
SUBCUENTA DE RETIRO, CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ 
AL GOBIERNO FEDERAL, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
(ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY DEL 
SEGURO SOCIAL Y NOVENO TRANSITORIO DE LA LEY DE LOS 
SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO, REFORMADO MEDIANTE 
DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 24 DE DICIEMBRE DE 2002). Acorde con el artículo 169 de la Ley del 
Seguro Social, el trabajador es propietario de los recursos de su cuenta 
individual     –que contiene los de la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez–; sin embargo, ello no significa que la transferencia de 
aquéllos al Gobierno Federal viole la garantía de audiencia contenida en 
el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues según su origen, dicha propiedad está sujeta a las 
modalidades establecidas en la Ley del Seguro Social, por lo que la 
disposición de esos recursos sólo se otorga a los trabajadores en la forma 
y términos que prevén esta Ley y la de los Sistemas de Ahorro para el 
Retiro; de ahí que los artículos décimo tercero transitorio de la Ley del 
Seguro Social y noveno transitorio de la Ley de los Sistemas de Ahorro 
para el Retiro, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 24 de diciembre de 2002, no privan al quejoso de su 
propiedad, sino que regulan la forma en que esos recursos serán 
administrados. Lo anterior es así, porque la Ley del Seguro Social, 
cumpliendo con el mandato de la fracción XXIX del apartado A del artículo 
123 constitucional, comprende el régimen del seguro obligatorio como 
instrumento básico de la seguridad social, de modo que al ser de orden 
público y de interés social, su cumplimiento no queda al arbitrio de la 
persona, sino que ésta se encuentra constreñida a lo ordenado por la 
norma, incluso contraponiéndose a la voluntad de las partes como fuente 
de las obligaciones. Esto es, al seguro obligatorio se ingresa, 
regularmente, por disposición legal, ante la existencia de una relación de 
trabajo, lo cual obliga al patrón a inscribir a sus trabajadores en el Instituto 
Mexicano del Seguro Social, con el concomitante deber de enterar las 
cuotas obrero patronales que la propia ley prevé, aunado a que el patrón 
tiene la obligación de cumplir con lo referente al seguro de retiro, cesantía 
en edad avanzada y vejez, en razón de que se conceden al trabajador 
derechos especiales respecto a su cuenta individual, lo que permite 
integrar un fondo o reserva con cargo a la cual pueda otorgar una 
pensión, previo cumplimiento de determinados requisitos legales; 
reservas que adicionalmente se integran con los rendimientos generados 
por la inversión de los recursos, de ahí que la ley obligue a su correcta 
inversión y administración. Así, las cuotas de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez se depositan en la cuenta individual por el indicado 
Instituto y con ello transfiere su propiedad al trabajador, cumpliendo con el 
citado artículo 169, siendo éste quien ordena a la entidad financiera 
invertir los recursos en una sociedad de inversión especializada en fondos 
de retiro. En tal virtud, la propiedad de los recursos está sujeta a 
modalidades restrictivas y de protección, por lo que el trabajador sólo 
podrá disponer de ellos cuando se cumplan los supuestos para que nazca 
el derecho de obtener una pensión y podrá solicitar la entrega de los 
recursos de su propiedad para contratar un seguro de renta vitalicia o un 
retiro programado; igualmente, la entrega del saldo en una sola 
exhibición, cuando la pensión de que disfrute sea mayor en un 30% a la 



 
 

 
 

 

garantizada, constituyendo así un patrimonio afectado a un fin 
determinado. 

 
Amparo en revisión 579/2008. **********. 8 de octubre de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  IV/2009. 
 
 

DILIGENCIA DE REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO DE 
BIENES. EL ARTÍCULO 152 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE OMITE EXIGIR EL NOMBRAMIENTO DE 
TESTIGOS, NO VIOLA LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Acorde con el artículo 152 del Código Fiscal de la Federación, el ejecutor 
que practica una diligencia de requerimiento de pago y embargo de 
bienes no sólo tiene la obligación de identificarse ante la persona con 
quien vaya a entenderse la diligencia, sino también de levantar un acta 
pormenorizada de ésta; sin embargo, el hecho de que omita exigir el 
nombramiento de testigos no lo torna violatorio de los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en tanto que no 
genera incertidumbre jurídica a los contribuyentes. Lo anterior es así, 
porque del estudio sistemático de la sección que regula el embargo en el 
citado Código, se advierte que su artículo 155 señala que la persona con 
quien se entienda la diligencia de embargo podrá designar dos testigos, y 
si no lo hiciere o éstos se negaren a firmar, así lo hará constar el ejecutor 
en el acta, sin que tales circunstancias afecten la legalidad del embargo. 
 
Amparo directo en revisión 1196/2008. **********. 29 de octubre de 
2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  V/2009. 
 
 

DILIGENCIA DE REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO DE 
BIENES. EL EJECUTOR QUE LA PRACTICA DEBE ESPECIFICAR EN 
EL ACTA QUE LEVANTE LOS DATOS ESENCIALES DE SU 
IDENTIFICACIÓN. Conforme al artículo 152 del Código Fiscal de la 
Federación, el ejecutor que practica una diligencia de requerimiento de 
pago y embargo de bienes no sólo debe identificarse ante la persona con 
quien entienda la diligencia, sino también levantar un acta pormenorizada 
de ésta. En ese sentido y tomando en cuenta que la indicada diligencia 
constituye un acto de molestia, resulta evidente que la identificación del 
ejecutor debe ser fehaciente y, por tanto, en el acta referida deben 
asentarse los datos esenciales de su identidad: el cargo que ocupa, la 
fecha de su credencial –para demostrar que está vigente–, el nombre de 
quien la expidió y el puesto que desempeña. 
 
Amparo directo en revisión 1196/2008. **********. 29 de octubre de 
2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    VI/2009. 
 

 

INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. SI DURANTE SU TRAMITACIÓN 
ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EL 
JUZGADO DE ORIGEN ORDENA LA APERTURA DE UN INCIDENTE 
INNOMINADO, PROCEDE DEVOLVER LOS AUTOS DEL JUICIO DE 
GARANTÍAS A ÉSTE. Para que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación pueda pronunciarse sobre un incidente de inejecución de 
sentencia en términos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario precisar si la 
autoridad responsable contó con los elementos suficientes para cumplir 
con el fallo protector, siendo uno de ellos la determinación inequívoca de 
los exactos extremos en que debe cumplirse dicha ejecutoria, los cuales 
deben fijarse por el propio órgano jurisdiccional con los elementos 
aportados por las partes en el juicio. Así, cuando durante la tramitación 
del incidente de inejecución de sentencia ante la Suprema Corte el 
juzgado de origen ordena la apertura de un incidente innominado, lo 
procedente es devolver los autos del juicio de garantías a dicho juzgado 
para que lleve a cabo todas las actuaciones necesarias para lograr el 
cumplimiento de la ejecutoria de amparo, y hecho lo anterior, determine si 
ésta se acató o no para que, en su caso, el tribunal constitucional proceda 
en términos del citado precepto constitucional. 
 

Incidente de inejecución 483/2008. **********. 5 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Gustavo 
Ruiz Padilla. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho.  Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
 
 

TESIS AISLADA  VII/2009. 
 
 

INCONFORMIDAD. SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DISTINTO AL QUE DICTÓ LA RESOLUCIÓN QUE 
TUVO POR CUMPLIDA LA EJECUTORIA DE AMPARO, NO 
INTERRUMPE EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN. Si bien es cierto 
que el artículo 105 de la Ley de Amparo no señala expresamente ante 
qué autoridad debe interponerse la inconformidad, también lo es que de la 
interpretación de sus párrafos segundo y tercero, que disponen que la 
parte inconforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria 
de amparo deberá solicitar al juez de distrito, a la autoridad que haya 
conocido del juicio o al tribunal colegiado de circuito, según sea el caso, el 
envío del expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
se advierte que el escrito relativo debe presentarse ante el propio órgano 
jurisdiccional que dictó la resolución; de ahí que hacerlo ante una 
autoridad distinta no interrumpe el plazo legal de cinco días previsto para 
su interposición. 
 
Inconformidad 281/2008. **********. 19 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio 
Sepúlveda Castro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de diciembre de dos mil ocho. 
México, Distrito Federal, cuatro de diciembre de dos mil ocho. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   VIII/2009. 
 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE IMPUGNAR VÍA 
AMPLIACIÓN DE DEMANDA EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 
QUE ORIGINÓ LA NORMA GENERAL RECLAMADA INICIALMENTE, 
SI DEL ESCRITO DE CONTESTACIÓN Y DE LOS DOCUMENTOS QUE 
LO ACOMPAÑAN SE DESPRENDEN HECHOS NUEVOS QUE A 
JUICIO DEL ACTOR CONSTITUYEN VICIOS EN DICHO 
PROCEDIMIENTO. Conforme al artículo 27 de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y a lo sostenido por el Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, procede ampliar la demanda de 
controversia constitucional ante la presencia de hechos nuevos, es decir, 
aquellos cuya existencia conoce la parte actora con motivo de la 
contestación de la demanda, independientemente del momento en que 
nazcan. En congruencia con lo anterior, se concluye que si del escrito de 
contestación de demanda y de los documentos que lo acompañan se 
desprenden hechos nuevos que a juicio del actor constituyen vicios en el 
procedimiento legislativo que originó la norma general reclamada 
inicialmente, procede su impugnación vía ampliación de demanda, toda 
vez que al tratarse de circunstancias novedosas para el actor, se actualiza 
la hipótesis del artículo citado. Además, el estudio de constitucionalidad 
de las normas reclamadas en el escrito inicial de demanda no implica per 
se un análisis oficioso sobre la constitucionalidad del procedimiento 
legislativo que las originó, pues para ello se requiere al menos de un 
planteamiento de invalidez concreto y expreso; sin que sea óbice a lo 
anterior el contenido de la jurisprudencia P./J. 129/2001, de rubro: 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS VICIOS DEL 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO SÓLO PUEDEN IMPUGNARSE A 
PARTIR DE QUE ES PUBLICADA LA NORMA GENERAL.”, conforme a 
la cual el procedimiento legislativo y la ley que de él deriva forman una 
unidad indisoluble, pues tal criterio establece que sólo a partir de la 
publicación de la norma general puede impugnarse dicho procedimiento, 
no previa y aisladamente; sin que ello signifique que una vez realizada su 
publicación el actor no pueda combatir, vía ampliación de demanda, vicios 
formales en su creación, al tratarse de hechos nuevos, máxime si se trata 
de un ente que no participa en el procedimiento legislativo. 
 
Recurso de reclamación 22/2008-CA, derivado de la controversia 
constitucional 6/2008. Municipio de Xochitepec, Estado de Morelos. 11 de 
junio de 2008. Mayoría de tres votos. Disidentes: Juan N. Silva Meza y 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretaria: Laura García Velasco. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de catorce  de enero de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, quince de enero  de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  IX/2009. 
 
 
GENERALIDAD TRIBUTARIA. NATURALEZA JURÍDICA Y ALCANCES 
DE ESE PRINCIPIO. Entre otros aspectos inherentes a la responsabilidad 
social a que se refiere el artículo 25 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, está la obligación de contribuir establecida en 
el artículo 31, fracción IV, constitucional, resultando trascendente que 
cuando el legislador define la forma y términos en que ha de concurrirse 
al gasto público, considere a todas las personas –físicas o morales– que 
demuestren capacidad susceptible de gravamen, sin atender a criterios 
como la nacionalidad, estado civil, clase social, religión, raza, etcétera; y, 
en su caso, que las excepciones aplicables obedezcan a objetivos de 
política general, sociales o culturales considerados de ineludible 
cumplimiento. Así, el principio de generalidad tributaria se configura como 
la condición necesaria para lograr la igualdad en la imposición y como un 
mandato dirigido al legislador tributario para que al tipificar los hechos 
imponibles de los distintos tributos agote, en lo posible, todas las 
manifestaciones de capacidad económica, buscando la riqueza donde 
ésta se encuentra. Ahora bien, dicho principio se presenta bajo dos 
ópticas: la primera, en sentido afirmativo, implica que todos deben 
contribuir, por lo que corresponde al legislador cuidar que los signos 
demostrativos de capacidad de alguna forma se plasmen en una norma 
tributaria como supuesto de hecho al que se vincula la obligación de 
contribuir; de manera que nadie tiene un derecho constitucionalmente 
tutelado a una exención tributaria, lo cual no implica que no habrá 
excepciones, considerando que la causa que legitima dicha obligación es 
la existencia de capacidad idónea para tal fin. La segunda óptica, en 
sentido negativo, se refiere a la prohibición de privilegios o áreas inmunes 
al pago de tributos, quedando prohibida la exención no razonable a los 
dotados de capacidad contributiva; de ahí que las exenciones –y, en 
general, las formas de liberación de la obligación– deben reducirse a un 
mínimo, si no abiertamente evitarse y, en todo caso, deben justificarse 
razonablemente en el marco constitucional, pues debe reconocerse que 
este postulado puede ser desplazado o atenuado, como medida 
excepcional, ante la necesidad de satisfacer otros objetivos 
constitucionalmente tutelados, adicionalmente al que ordinariamente 
corresponde a los tributos, es decir, la recaudación de recursos para el 
sostenimiento de los gastos públicos. Resulta conveniente precisar que lo 
señalado tiene primordial aplicación tratándose de impuestos directos que 
gravan la renta obtenida por las personas, dado que las exenciones 
tributarias pueden obedecer a lógicas completamente diferentes en otras 
contribuciones. 
 
Amparo en revisión 811/2008. **********. 5 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en  sesión de catorce  de enero de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, quince de enero  de dos mil nueve.  Doy fe. 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   X/2009. 
 
 
DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON EL 
PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. Conforme al principio de 
generalidad tributaria, cuando una persona reúne las condiciones relativas 
a la obligación de contribuir al gasto público, debe tributar sin importar 
cuál sea su sexo, nacionalidad, edad, naturaleza jurídica, categoría social 
o preferencia ideológica, entre otros criterios; sin embargo, afirmar que 
todas las personas deben contribuir no implica que no habrá excepciones, 
ya que la causa que legitima la obligación tributaria es la existencia de 
capacidad idónea para tal fin, parámetro que debe entenderse vinculado 
con lo que se ha denominado “mínimo vital” o “mínimo existencial”, y que 
se ha establecido en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación como una garantía fundada en la dignidad humana, configurada 
como el requerimiento de que los individuos tengan como punto de 
partida condiciones tales que les permitan desarrollar un plan de vida 
autónomo, a fin de facilitar que los gobernados participen activamente en 
la vida democrática. En ese sentido, cuando el legislador reconoce un 
nivel de renta o patrimonio –o, de ser el caso, alguna definición de 
consumo– que debe liberarse de la obligación tributaria, no se configura 
una excepción real al principio de generalidad, pues debe admitirse que 
las personas cuyos niveles de ingreso o patrimonio apenas resultan 
suficientes para subsistir no deberían verse conminadas a aportar 
cantidad alguna a título de contribuciones, pues ello sólo agravaría su ya 
precaria situación, lo cual no es la intención de una obligación fundada en 
un deber de solidaridad entre los gobernados. Con base en lo anterior, 
puede afirmarse que la exclusión de la imposición al mínimo vital permite 
cumplir con el principio de generalidad, al posibilitar que todas las 
personas contribuyan al sostenimiento de los gastos públicos, excepto 
aquellas que, al no contar con un nivel económico mínimo, deben quedar 
al margen de la imposición. 
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TESIS AISLADA   XI/2009. 
 
RENTA. FINALIDAD DE LA EXENCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE OCTUBRE DE 2007). 
Conforme al citado artículo, no se pagará el impuesto sobre la renta por 
los ingresos derivados de la enajenación de acciones emitidas por 
sociedades mexicanas cuando ésta se realice a través de bolsas de 
valores concesionadas legalmente, o de acciones emitidas por 
sociedades extranjeras cotizadas en dichas bolsas de valores. Sin 
embargo, se excluye de ese trato a quienes directa o indirectamente 
tengan un 10% o más de las acciones representativas del capital social de 
la empresa emisora, cuando en un periodo de 24 meses se enajene dicho 
porcentaje o más de las acciones pagadas de la sociedad de que se trate 
mediante una o varias operaciones simultáneas o sucesivas, incluyendo 
las realizadas a través de operaciones financieras derivadas o de 
naturaleza similar a éstas; asimismo, dicho precepto dispone que 
tampoco aplicará la exención referida si la persona o grupo de personas 
que tengan el control de la emisora lo enajenen en el plazo y condiciones 
mencionados. Ahora bien, del proceso legislativo que originalmente 
introdujo tal disposición en la legislación mexicana en 1972, se advierte 
que ésta obedece a la intención de fomentar la colocación de acciones en 
el mercado para que las empresas accedan a formas de endeudamiento 
no excesivo y que la propiedad de las sociedades no permanezca 
concentrada, sino que se distribuya entre pequeños y medianos 
ahorradores. Además, posteriores procesos de reformas a la mencionada 
Ley (como las que entraron en vigor en 2002 y 2007) permiten apreciar 
que no sólo se ha conservado la indicada finalidad, sino que también 
pretende acotar dicha exención para evitar que se abuse de ella, 
cuidando que el incentivo al mercado de valores se conserve “siempre 
que las operaciones que se realicen en éste contribuyan al desarrollo 
económico y financiero del país y no para incentivar operaciones de 
compra y venta de empresas a través de bolsa de valores”. Esto es, el 
legislador procura impedir que se acuda a la exención como fin y no como 
medio encaminado a la consecución de los propósitos con que se creó 
dicha exoneración. Así, la finalidad de la exención aludida consiste en 
hacer accesibles a las empresas los recursos financieros necesarios para 
sus proyectos productivos, así como facilitar la movilidad de capitales 
entre sectores y promover la diversificación de la propiedad empresarial, 
en beneficio de los pequeños y medianos ahorradores, todo ello con la 
intención de promover el desarrollo económico y financiero del país. 
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TESIS AISLADA   XII/2009. 
 

 
RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE 
OCTUBRE DE 2007). La aludida disposición establece que, entre otros 
supuestos, no se pagará el impuesto por los ingresos provenientes de la 
venta de acciones emitidas por sociedades mexicanas cuando ésta se 
realice a través de bolsas de valores autorizadas legalmente, excluyendo 
de ese trato a quienes directa o indirectamente tengan un 10% o más de 
las acciones representativas del capital social de la empresa emisora, 
cuando en un periodo de 24 meses se enajene ese porcentaje o más de 
las acciones pagadas de la respectiva sociedad, mediante una o varias 
operaciones simultáneas o sucesivas, incluyendo las realizadas a través 
de operaciones financieras derivadas o de naturaleza similar a éstas, o 
bien, si quien ostenta el control de la emisora lo enajena en el plazo y 
condiciones descritos. Así, el artículo 109, fracción XXVI, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 2 de octubre de 2007, al 
prever el indicado trato diferenciado, no viola el principio de equidad 
tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que persigue una 
finalidad objetiva y válida desde el punto de vista constitucional: hacer 
accesibles a las empresas los recursos financieros necesarios para sus 
proyectos productivos, facilitar la movilidad de capitales entre sectores, 
así como promover la diversificación de la propiedad empresarial en el 
país, en beneficio, principalmente, de pequeños y medianos ahorradores, 
ya que pretende promover el desarrollo social e impulsar el crecimiento 
económico, lo cual es admisible con fundamento en los artículos 3o., 25 y 
26 constitucionales. Adicionalmente, al apreciar la relación entre medios y 
fines empleados en la determinación de la exención, se advierte que ésta 
es una medida adecuada y racional para alcanzar la meta deseada, pues 
su otorgamiento puede incentivar que se acuda al mercado de valores, 
con el consecuente incremento de recursos para el financiamiento de los 
proyectos empresariales, procurándose también las condiciones que 
favorecerían la movilidad de capitales, dada la circulación característica 
del mercado y, finalmente, se promueve la diversificación de la propiedad 
empresarial, al procurar reducir el grado de concentración accionaria. 
Finalmente, a la luz de un escrutinio constitucional de intensidad débil –
por tratarse de materia económica– se aprecia que la distinción efectuada 
por el legislador al exentar tales ingresos resulta razonable en cuanto a la 
proporción que guardan el medio y el fin trazado, ya que no se afectan 
innecesaria o excesivamente otros bienes o derechos protegidos 
constitucionalmente, sin que lo anterior se traduzca en una norma de 
privilegio, tomando en cuenta que las hipótesis que regulan tanto la 
exención como las excepciones a ésta, se configuraron razonablemente, 
atento a las finalidades perseguidas. 
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TESIS AISLADA  XIII/2009. 
 

 
RENTA. ANÁLISIS DE LOS LÍMITES A LA EXENCIÓN ESTABLECIDA 
EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE GENERALIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE 
OCTUBRE DE 2007). Acorde con el principio de generalidad tributaria, no 
existe un derecho constitucionalmente tutelado a la exención tributaria, 
excepto tratándose de aquellos que al no contar con un nivel económico 
mínimo, deben quedar al margen de la imposición; igualmente, de dicho 
principio deriva el postulado que sostiene que las exenciones deben 
reducirse a un mínimo –si no abiertamente evitarse– y, en todo caso, 
deben justificarse razonablemente, en el marco de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, la fracción XXVI del 
artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 2 
de octubre de 2007 establece que los ingresos que resulten de la venta 
de acciones, a través de bolsas de valores concesionadas legalmente, no 
pagarán impuesto sobre la renta, y específicamente excluye a quienes 
directa o indirectamente tengan un 10% o más de las acciones 
representativas del capital social de la emisora cuando en un periodo de 
24 meses se enajene dicho porcentaje o más de las acciones pagadas de 
la sociedad de que se trate mediante una o varias operaciones 
simultáneas o sucesivas, incluyendo las realizadas a través de 
operaciones financieras derivadas o de naturaleza similar a éstas, o bien, 
si quien tiene el control de la emisora enajena en el plazo y condiciones 
aludidas. A juicio de este Alto Tribunal, el límite a la exención establecida 
en el citado precepto se configuró normativamente de manera razonable, 
a la luz del principio de generalidad tributaria, pues la exclusión del 
supuesto de exención no afecta un derecho protegido constitucionalmente 
y, por tanto, el contribuyente no puede resentir la privación de un derecho 
ni puede afirmarse que efectivamente se haya dado una auténtica 
intromisión en su esfera jurídica. Asimismo, debe tomarse en cuenta que 
la intención de acotar la exención no carece de razonabilidad, pues tiene 
el propósito de obtener una finalidad constitucionalmente avalada, con 
carácter excepcional, por lo que es admisible que su otorgamiento se 
disminuya al mínimo indispensable, sin que con ello se afecten derechos 
de terceros.  
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TESIS AISLADA  XIV/2009. 
 
 

RENTA. LOS PARÁMETROS DEFINIDOS POR EL LEGISLADOR 
PARA ACOTAR EL BENEFICIO OTORGADO A TRAVÉS DE LA 
EXENCIÓN PREVISTA EN LA FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 109 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, SON PROPORCIONALES 
CON LAS FINALIDADES QUE PERSIGUE (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 2 DE OCTUBRE DE 2007). El numeral de referencia 
establece la exención relativa a los ingresos derivados de la enajenación 
de acciones, realizada a través de bolsas de valores concesionadas 
legalmente, excluyendo a quienes directa o indirectamente tengan un 
10% o más de las acciones representativas del capital social de la 
sociedad emisora, cuando en un periodo de 24 meses se enajene dicho 
porcentaje o más de las acciones pagadas de la sociedad de que se trate 
mediante una o varias operaciones simultáneas o sucesivas, incluyendo 
las realizadas a través de operaciones financieras derivadas o de 
naturaleza similar a éstas, o bien, si la persona o grupo de personas que 
tengan el control de la emisora lo enajenen en el plazo y condiciones 
mencionados. En relación con dichos supuestos, debe tomarse en cuenta 
que la tenencia de un porcentaje equivalente, cuando menos, al 10% del 
capital social de una sociedad emisora, o bien, del que implique el control 
de ésta, es un dato representativo que analizado conjuntamente con la 
limitante referida al plazo para la realización de la enajenación, permiten 
advertir que se estaría ante operaciones que generalmente podrían 
encontrar incentivos suficientes en la exención del impuesto, sin importar 
si con ello se consiguen las finalidades de su otorgamiento. En efecto, la 
venta de un porcentaje significativo del capital social de la emisora no es 
un hecho que pase desapercibido al accionista; de hecho, lo ordinario es 
que valore esa operación bajo parámetros muy distintos a los que acudiría 
si se tratara de una venta que no implicara perder el control de la 
empresa, todo lo cual debería traducirse en un precio más alto por la 
venta, lo que por sí mismo podría incentivar acudir al mercado de valores, 
a fin de minimizar la carga tributaria. En este contexto, también debe 
considerarse el factor relativo al lapso en el que se lleva a cabo la 
enajenación, pues en un mercado bursátil, caracterizado por su alta 
circulación y por la poca permanencia del capital en una sola inversión, el 
hecho de fijar un plazo de tenencia  –forzándolo, como condición para que 
los accionistas puedan disponer del trato favorable– no debería 
trascender si el inversionista no ve a la exención como una finalidad en sí 
misma. En estos casos, en que puede anticiparse la obtención de 
ingresos importantes para el enajenante, si ello coincide con la necesidad 
de que la operación se cierre en un plazo menor a 24 meses, el legislador 
estimó que las personas involucradas podrían verse atraídas por la 
exención en sí misma, independientemente de que con ello se 
consiguieran o no las finalidades por las que se creó. Asimismo, debe 
tomarse en cuenta que el autor de la norma originalmente expresó la 
intención de que la exención propiciara, en principio, la distribución de la 
propiedad empresarial en beneficio de ahorradores pequeños y medianos, 
lo cual no acontecería en los casos excluidos de la exención, pues debe 
valorarse que el nivel de inversión que podría requerirse para llegar a 
ejercer el control de una sociedad en los términos de la Ley del Mercado 
de Valores o para llegar a tener el 10% del capital de una determinada 
sociedad, implica contar con recursos superiores a los que podría aportar 
uno de dichos ahorradores; en tal virtud, la distinción de dicho supuesto 
como uno de los que no requerirían de la exención y que, por ende, 
podría implicar su otorgamiento injustificado, no sólo es razonable, sino 



 
 

 
 

 

que resulta consistente con el objeto de la norma. Todo lo anterior permite 
concluir que los parámetros definidos por el legislador para acotar el 
beneficio otorgado a través de la exención mencionada son 
proporcionales con las finalidades que persigue, por lo que el trato 
diferenciado no resulta arbitrario. Ello es así, pues se excluyen los casos 
en que el legislador cuenta con elementos para anticipar que puede 
abusarse de la medida al pretender acudir al mercado de valores sólo 
para obtener el trato favorable y no para la consecución de los propósitos 
últimos de la norma, debiendo valorarse, adicionalmente, que el escrutinio 
que corresponde al Tribunal Constitucional en casos como el presente, 
vinculado con la regulación de la actividad económica, es de intensidad 
débil, por lo que basta con que se persiga la consecución de una finalidad 
permitida por la Constitución, a través de medidas adecuadas para tal fin, 
sin que sea necesario determinar si son las idóneas en dicho sentido. 
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TESIS AISLADA  XV/2009. 
 
RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO ESTABLECE UN BENEFICIO 
DISCRIMINATORIO NI PRETENDE FAVORECER ARBITRARIAMENTE 
A UN SECTOR DETERMINADO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DEL 2 DE OCTUBRE DE 2007). El artículo citado establece la exención 
relativa a los ingresos derivados de la enajenación de acciones, realizada 
a través de bolsas de valores concesionadas legalmente, excluyendo a 
quienes tengan directa o indirectamente el 10% o más de las acciones 
representativas del capital social de la emisora, cuando en un periodo de 
24 meses se enajene dicho porcentaje o más de las acciones pagadas de 
la sociedad de que se trate mediante una o varias operaciones 
simultáneas o sucesivas, incluyendo las realizadas a través de 
operaciones financieras derivadas o de naturaleza similar a éstas, o bien, 
si la persona o grupo de personas que tengan el control de la emisora lo 
enajenen en el plazo y condiciones mencionados. Si bien es cierto que en 
virtud de las limitantes establecidas en dicho numeral existen casos que 
pueden quedar excluidos o incluidos en un tratamiento legal que no sería 
el pretendido por el legislador, también lo es que ello no acontece en la 
generalidad de los casos y que tal situación difícilmente podría 
subsanarse, dada la dificultad de obtener un criterio que abarque la 
totalidad de los escenarios que pueden darse en la realidad. Además, el 
legislador es el actor estatal que puede valorar el costo de oportunidad de 
la medida aludida, a la luz de las ventajas que ésta procuraría, y definir 
los casos en que podría otorgar mayor peso a otras cuestiones o 
finalidades. En tal virtud, no debe pasar por alto el hecho de que el 
legislador no tenía la intención de incentivar la exención por sí misma, por 
lo que resulta aceptable que existan casos de exclusión. Finalmente, se 
trata de estímulos para promover ciertas conductas entre los agentes de 
la economía; de ahí que corresponde al legislador determinar en qué 
medida debe ofrecer sanciones negativas o positivas para la consecución 
de tales fines, o bien, si debe dejarlo al libre juego del mercado o 
intervenir con acciones directas del aparato estatal. Así, aunque los 
sujetos excluidos de los beneficios de la norma indicada también podían 
contribuir a los fines de ésta, quienes se ubican en los supuestos de 
exclusión no están en condiciones que, a juicio del legislador, ameritaran 
un incentivo especial para su participación a tales propósitos. Con base 
en lo anterior, se concluye que el artículo 109, fracción XXVI, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 2 de octubre de 2007, no 
establece un beneficio discriminatorio ni pretende favorecer 
arbitrariamente a un sector determinado, todo lo cual se precisa 
reiterando que este Alto Tribunal reconoce la libertad amplia, que no 
irrestricta, del legislador tributario en el diseño del sistema fiscal. 
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TESIS AISLADAS  XVI/2009. 
 

 
EXENCIONES FISCALES. PUEDEN FIJARSE A PARTIR DE 
ELEMENTOS DISTINTOS A LOS DEL IMPUESTO DE CUYO PAGO SE 
LIBERA. Es incorrecto afirmar que exista una obligación a cargo del 
legislador, en el sentido de que los elementos que determinen la 
liberación del pago deban ser idénticos a los que conforman los 
elementos esenciales de un impuesto; por el contrario, el establecimiento 
de este tipo de medidas exoneradoras debe fundarse en valores y 
principios diversos a los que tradicionalmente justifican el gravamen, a fin 
de que se cumpla con el principio de generalidad tributaria que proscribe 
las exenciones no justificadas cuando exista capacidad contributiva. En tal 
virtud, no sólo resulta adecuado que la determinación de casos de 
exención pueda vincularse a parámetros que, en principio, no parezcan 
relacionados con la capacidad contributiva, sino que tal proceder resulta 
idóneo para justificar tanto los casos en los que se otorga el trato 
diferenciado, como aquellos en los que éste se excluiría, si se toma en 
cuenta que, bajo cualquier óptica, los ingresos no están amparados por 
un derecho constitucional a la exención del gravamen y que únicamente 
cabría excluir de la obligación a los ingresos o personas que debieran ser 
cobijados por el mínimo vital en la imposición. Lo anterior, en razón de 
que la capacidad económica trasciende a la configuración de dicho 
mecanismo liberador de pago únicamente en los casos de aquellos 
causantes que no tienen la capacidad idónea para soportar la imposición 
que solamente se legitima constitucionalmente cuando la persona supera 
el nivel del mínimo vital o mínimo exento. En el resto de los casos, es 
admisible acudir a parámetros diversos a la capacidad del causante, pues 
son las finalidades constitucionales –perseguidas a través de medios 
objetivos y razonables y no necesariamente vinculadas a razones 
propiamente fiscales–, las que podrían avalar un trato diferenciado 
cuando sí existe capacidad. En consecuencia, la propia circunstancia 
excepcional que justifica el otorgamiento de la exención, cuando coincide 
con una finalidad tutelada constitucionalmente, pone de manifiesto que las 
exenciones fiscales pueden fijarse a partir de elementos distintos a los del 
impuesto de cuyo pago se libera. 
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TESIS AISLADA    XVII/2009. 
 
 
RENTA. LA LIMITANTE A LA EXENCIÓN PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 109 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE 
OCTUBRE DE 2007). La citada disposición establece que no se pagará 
impuesto sobre la renta por aquellos ingresos que provengan de la 
enajenación de acciones, realizada a través de bolsas de valores 
concesionadas legalmente, excluyendo a quienes directa o indirectamente 
tengan el 10% o más de las acciones representativas del capital social de 
la emisora, cuando en un periodo de 24 meses se enajene tal porcentaje 
o más de las acciones pagadas de la sociedad de que se trate, mediante 
una o varias operaciones simultáneas o sucesivas, incluyendo las 
realizadas a través de operaciones financieras derivadas o de naturaleza 
similar a éstas, o bien, si quien o quienes tengan el control de la emisora 
lo enajenan en el plazo y condiciones referidos. En congruencia con lo 
anterior, se concluye que la limitante a la exención prevista en la fracción 
XXVI del artículo 109 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a 
partir del 2 de octubre de 2007, no viola el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que los 
parámetros que se refieren a la exclusión de la exención no deben 
considerarse como elementos determinantes de la deuda tributaria 
líquida, lo cual no implica dejar de reconocer que éstos ponen de 
manifiesto una condición que permite establecer un mecanismo particular 
de tributación para todos aquellos que se ubiquen en la misma 
circunstancia jurídica relevante, independientemente de que el monto del 
ingreso percibido por cada sujeto pasivo, permita una cuantificación que 
se ajuste a su propia capacidad. En tal virtud, el hecho de que se enajene 
un cierto porcentaje de acciones o el control de la emisora en un periodo 
determinado son condiciones que válidamente permiten distinguir algunos 
casos que no ameritarían gozar del aludido trato favorable, de lo cual 
eventualmente derivará la determinación de una obligación fiscal de 
mayor entidad, sin que ello sea desproporcional. 
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TESIS AISLADA    XVIII/2009. 
 

 
GENERALIDAD TRIBUTARIA. RELACIÓN DEL PRINCIPIO RELATIVO 
CON LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. El artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que nadie podrá ser 
privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho. Por otra parte, conforme al principio de generalidad tributaria, 
ninguna persona tiene derecho a no contribuir a los gastos públicos, 
cuando efectivamente pone de manifiesto un signo de capacidad 
contributiva que justifique la imposición. En este sentido, no constituye 
una violación a la garantía de audiencia contenida en el citado precepto 
constitucional, la eliminación o modificación de algún supuesto normativo 
que contemplaba una exención tributaria. Al respecto, debe valorarse que 
la supuesta falta de audiencia no estaría tutelando la salvaguarda de la 
esfera jurídica del gobernado –la vida, la libertad, sus propiedades, 
posesiones o derechos–, ámbito en el cual eventualmente podría 
materializarse un acto de privación. En tal virtud, el hecho de que el 
legislador establezca una exención a favor de ciertas personas no origina 
el derecho de los demás a ser oídos para la justificación de tal medida, o 
para que puedan acreditar las razones por las que consideran que 
también deberían contar con ese trato favorable, lo cual desde luego no 
excluye el cuidado que el legislador debe tener, no sólo en la valoración 
de la exención como una medida excepcional, sino en que los supuestos 
normativos respectivos se configuren de manera que la medida de 
referencia no sea el vehículo para establecer diferenciaciones 
injustificadas. 
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TESIS AISLADA  XIX/2009. 
 
 
RENTA. LA LIMITANTE A LA EXENCIÓN PREVISTA EN LA 
FRACCIÓN XXVI DEL ARTÍCULO 109 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE OCTUBRE DE 2007). El citado numeral 
establece la exención relativa a los ingresos derivados de la venta de 
acciones efectuada a través de bolsas de valores concesionadas 
legalmente, excluyendo a quienes directa o indirectamente tengan el 10% 
o más de las acciones representativas del capital social de la sociedad 
emisora, cuando en un periodo de 24 meses se enajene dicho porcentaje 
o más de las acciones pagadas de la respectiva sociedad, mediante una o 
varias operaciones simultáneas o sucesivas, incluyendo las realizadas a 
través de operaciones financieras derivadas o de naturaleza similar a 
éstas, o bien, si quienes ostentan el control de la emisora lo enajenan en 
el plazo y condiciones indicados. Ahora bien, es criterio reiterado de este 
Alto Tribunal que en materia tributaria no rige el principio de audiencia 
previa ya que el impuesto es una prestación unilateral y obligatoria, en 
términos del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por lo que la audiencia que puede otorgarse a 
los causantes es siempre posterior a la aplicación del gravamen, que es 
cuando los interesados pueden impugnar ante las autoridades fiscales el 
monto y cobro correspondiente, y basta que la ley otorgue a los causantes 
el derecho a combatir la fijación del tributo, una vez determinado, para 
que en materia hacendaria se cumpla con el derecho fundamental en 
comento. En ese tenor, se concluye que dicho criterio también es 
aplicable tratándose de la exención mencionada y, por tanto, el artículo 
109, fracción XXVI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir 
del 2 de octubre de 2007 no viola la garantía de audiencia contenida en el 
artículo 14 constitucional. Además, otorgar una audiencia al gobernado en 
el supuesto aludido no serviría a propósito alguno, pues si lo que pretende 
éste es tener la oportunidad de demostrar que su caso escapa de la forma 
en la que el legislador diseñó el concepto de “abuso” como factor 
excluyente de la exención, debe valorarse que la audiencia en todo caso 
hubiere correspondido desahogarla frente al juicio del legislador y la 
configuración normativa del parámetro, es decir, debe ubicarse en el 
proceso legislativo, lo cual resulta improcedente. En cambio, si lo que 
pretende es una audiencia para acreditar que, al actualizar los supuestos 
de exclusión de la exención, no estaría llevando a cabo prácticas 
abusivas, ello tampoco resulta procedente, dado que basta la realización 
del supuesto normativo –sin importar las causas que motiven tal 
circunstancia– para que se materialicen los efectos jurídicos de manera 
causal. Inclusive, tales circunstancias permiten apreciar que la audiencia 
previa resultaría imposible, pues la causalidad jurídica no evitaría la 
materialización de la consecuencia de derecho una vez realizada la 
hipótesis normativa.  
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TESIS AISLADA  XX/2009. 
 

FINES EXTRAFISCALES Y DE POLÍTICA FISCAL. CUANDO 
PERSIGUEN UNA FINALIDAD AVALADA POR LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS APORTAN 
ELEMENTOS ADICIONALES PARA EL ESTUDIO DE 
CONSTITUCIONALIDAD DE UN PRECEPTO. Acorde con la 
jurisprudencia P./J. 24/2000, de rubro: “IMPUESTOS. PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA PREVISTO POR EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN 
IV, CONSTITUCIONAL.”, para cumplir el principio de equidad tributaria el 
legislador no sólo está facultado, sino que tiene la obligación de crear 
categorías o clasificaciones de contribuyentes, sustentadas en bases 
objetivas que justifiquen el tratamiento diferente, y que pueden responder 
a finalidades económicas o sociales, razones de política fiscal o incluso 
extrafiscales. En ese sentido, se advierte que las mencionadas finalidades 
económicas o sociales, o bien, las razones de política fiscal o extrafiscal 
que sustenten las categorías diferenciadoras establecidas por el 
legislador, cuando se materializan a través de bases objetivas y bajo 
parámetros razonables, no son una causa que justifique la violación a la 
garantía de equidad tributaria, sino que tal concatenación de 
circunstancias es lo que permite salvaguardar dicha garantía, es decir, 
cuando los indicados fines persiguen una finalidad avalada por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aportan 
elementos adicionales para determinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de un determinado precepto. En tal virtud, partiendo 
de la premisa de que efectivamente existiría un trato diferenciado, la 
búsqueda de fines extrafiscales o de política tributaria no es la razón que 
justificaría el establecimiento de un trato discriminatorio, sino que 
evidenciaría que la diferenciación no vulnera la Constitución y que se 
cumplen los postulados de la garantía de equidad. Argumentar lo 
contrario implica un error metodológico, al alterarse el orden de la 
conclusión en relación con las premisas, pues se partiría de la existencia 
–no corroborada– de una violación a la garantía de equidad tributaria, 
para posteriormente oponer a ésta la existencia de fines fiscales o 
extrafiscales que supuestamente justificarían la afectación a los derechos 
de los gobernados. Sin embargo, ello no es así, pues no debe inferirse 
que el trato simplemente desigual en automático implica una 
diferenciación discriminatoria y violatoria de garantías, sino que debe 
reconocerse que, en las circunstancias descritas, no se vulnera la 
mencionada garantía porque se persiguen las finalidades apuntadas, las 
cuales podrán analizarse desde una óptica constitucional. 
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TESIS AISLADA  XXI/2009. 
 

 
DEDUCCIONES. DEBEN REUNIR EL REQUISITO AL QUE ALUDE EL 
ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA, CONSISTENTE EN OFRECER EN DONACIÓN LOS 
PRODUCTOS, ANTES DE PROCEDER A SU DESTRUCCIÓN, LO 
CUAL NO VIOLA LA GARANTÍA DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. La referida norma legal, al establecer que los 
contribuyentes podrán deducir el costo de las mercancías, siempre que 
antes de proceder a su destrucción se ofrezcan en donación a las 
instituciones autorizadas, no viola el principio de proporcionalidad 
tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues dicha condición no 
impide gravar la verdadera capacidad contributiva del particular sino que, 
por el contrario, le beneficia al poder aplicar la deducción del costo de una 
mercancía que ya no era comercializable y estaba destinada a ser 
destruida. Además, sujetar las deducciones mencionadas al señalado 
requisito formal no constituye una medida arbitraria, pues al disponer que 
las mercancías deben ofrecerse en donación a instituciones dedicadas a 
la atención de requerimientos básicos de subsistencia en materia de 
alimentación, vestido, vivienda o salud de personas, sectores, 
comunidades o regiones de escasos recursos, es evidente que tiene 
como finalidad ayudar a la población más necesitada. 
 

Amparo en revisión 1036/2007. **********. 16 de enero de 2008. Cinco 
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TESIS AISLADA  XXII/2009. 
 

 

AUTOMÓVILES NUEVOS. LOS ARTÍCULOS 2o. Y 3o. DE LA LEY 
FEDERAL DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 27 DE DICIEMBRE DE 2005). Conforme al principio de 
legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes deben 
precisar los elementos esenciales del tributo para que cualquier persona 
de entendimiento ordinario sepa a qué atenerse respecto de sus 
obligaciones fiscales. En ese sentido, se concluye que los artículos 2o. y 
3o. de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos vigente a 
partir del 27 de diciembre de 2005, no transgreden dicho principio 
constitucional, ya que permiten conocer con certeza cuál es el objeto del 
gravamen, quién debe pagarlo y en qué medida. En efecto, el artículo 1o. 
de la Ley mencionada establece que están obligados al pago del tributo 
quienes enajenen automóviles nuevos o los importen en definitiva al país; 
por su parte, y respecto a la base del impuesto, el citado artículo 3o. 
señala la tarifa desarrollada en cuatro columnas en las que se toma en 
cuenta el precio total de enajenación de los vehículos, señalando un límite 
inferior, uno superior, una cuota fija y un porcentaje para aplicar al 
excedente del límite inferior, y finalmente el aludido artículo 2o. dispone 
que el impuesto se calculará aplicando la tarifa referida al precio de 
enajenación del vehículo, incluyendo el equipo opcional, común o de lujo, 
sin disminuir el monto de los descuentos, rebajas o bonificaciones.  
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TESIS AISLADA   XXIII/2009 
 

 

AUTOMÓVILES NUEVOS. LOS ARTÍCULOS 3o. Y 5o., INCISO A), DE 
LA LEY FEDERAL DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLAN LOS 
PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 27 DE DICIEMBRE DE 2005). 
Los artículos 3o. y 5o., inciso a), de la Ley Federal del Impuesto sobre 
Automóviles Nuevos, vigente a partir del 27 de diciembre de 2005, al 
excluir del pago del gravamen a los automóviles con capacidad de más de 
quince pasajeros y a los vehículos con capacidad de carga de más de 
cuatro mil doscientos cincuenta kilogramos, no violan los principios 
tributarios de proporcionalidad y equidad contenidos en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues la categoría de adquirentes de automóviles nuevos a los que el 
legislador federal exentó del pago del gravamen se constituye por los 
propietarios de vehículos automotores de carga y de pasajeros; de 
manera que la diferenciación se justifica en tanto que obedece a 
circunstancias objetivas como son las características del vehículo, 
además de que con dicha distinción el legislador pretendió apoyar la 
reactivación de la actividad del transporte, lo cual atiende a una razón 
extrafiscal y a un fin social.  
 

Amparo en revisión 375/2008. **********. 24 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIV/2009 
 

 
INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE OTORGÓ POR UNA 
VIOLACIÓN PROCESAL, LA AUTORIDAD RESPONSABLE SÓLO 
ESTÁ OBLIGADA A REPARARLA, SIN QUE SEA NECESARIO QUE 
EMITA UNA NUEVA RESOLUCIÓN. Conforme al artículo 80 de la Ley de 
Amparo, cuando se conceda la protección de la justicia federal en razón 
de una violación al procedimiento, el efecto será obligar a la autoridad 
responsable a que respete la garantía individual de que se trate, 
restableciendo las cosas al estado en que se encontraban antes de que 
ocurriera dicha violación. Así, cuando se otorga el amparo por una 
violación procesal, la autoridad responsable sólo está obligada a 
repararla, sin que sea necesario que emita una nueva resolución, ya que 
ello es una consecuencia normal de todo procedimiento, y no propiamente 
de la sentencia de garantías, la cual queda cumplida cuando se repara la 
violación procesal en virtud de la cual se otorgó la protección 
constitucional. 
 
Inconformidad 276/2008. **********. 19 de noviembre de 2008. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXV/2009. 
 

 

SEGURO SOCIAL. LOS ARTÍCULOS 162, PRIMER PÁRRAFO, Y 169, 
PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, AL CONDICIONAR LA 
DISPOSICIÓN DE LOS FONDOS DEPOSITADOS EN LAS CUENTAS 
INDIVIDUALES DE AHORRO PARA EL RETIRO, NO VIOLAN EL 
ARTÍCULO 5o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. Conforme al artículo 3o., fracción X, de la Ley de 
los Sistemas de Ahorro para el Retiro, las aportaciones de los 
trabajadores, patrones y del Estado han de manejarse a través de 
cuentas individuales propiedad de los trabajadores con el fin de acumular 
saldos que se aplicarán para fines de previsión social o para la obtención 
de pensiones o como complemento de éstas; de ahí que la naturaleza de 
los fondos depositados en las cuentas de ahorro para el retiro es 
preventiva, ya que su finalidad es integrar un fondo que proteja los riesgos 
de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez de los asegurados, quienes 
podrán disponer de aquél cuando cumplan determinados requisitos 
legales. Por tanto, si bien es cierto que dichos fondos son propiedad de 
los trabajadores, también lo es que su disponibilidad está sujeta al 
cumplimiento de los requisitos establecidos al efecto. En ese sentido, se 
concluye que los artículos 162, primer párrafo, y 169, primer párrafo, de la 
Ley del Seguro Social, al condicionar la disposición de los fondos 
depositados en las cuentas individuales de ahorro para el retiro, no violan 
el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en tanto que no privan a los gobernados del producto de su 
trabajo. Ello es así, porque al señalar que para tener derecho al goce de 
las prestaciones del seguro de vejez, el asegurado debe haber cumplido 
sesenta y cinco años de edad, tener reconocidas por el Instituto Mexicano 
del Seguro Social un mínimo de mil doscientas cincuenta cotizaciones 
semanales, y que los recursos depositados en la cuenta individual de 
cada trabajador son propiedad de éste con las modalidades establecidas 
en la Ley de la materia y demás disposiciones aplicables, prevén 
restricciones cuya finalidad es proteger los fondos indicados para que al 
actualizarse alguno de los riesgos protegidos (retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez), los asegurados tengan recursos propios, ya sea 
mediante una pensión o efectuando retiros programados. 
 

Amparo en revisión 709/2008. **********. 19 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XXVI/2009. 
 
 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. LA ENTRADA EN 
VIGOR DEL DECRETO DE REFORMAS CONSTITUCIONALES 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE 
JUNIO DE 2008 TAMBIÉN DEPENDE DE LA EMISIÓN DE LA 
DECLARATORIA A QUE ALUDEN LOS ARTÍCULOS SEGUNDO Y 
TERCERO TRANSITORIOS DEL PROPIO DECRETO, LO CUAL ES 
DETERMINANTE PARA EL ESTUDIO DE CONSTITUCIONALIDAD 
RELATIVO. El artículo tercero transitorio del Decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2008, establece que el sistema procesal 
penal acusatorio entrará en vigor al día siguiente al de la publicación del 
propio Decreto en el medio oficial mencionado, en las entidades 
federativas que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales 
vigentes; sin embargo, la vigencia de las citadas reformas también se 
condicionó a lo previsto en los artículos segundo y tercero transitorios del 
indicado Decreto, en el sentido de que los poderes legislativos deben 
emitir una declaratoria que se publicará en los órganos de difusión 
oficiales y en la cual se señalará expresamente que el sistema 
mencionado se ha incorporado a los aludidos ordenamientos y, en 
consecuencia, que las garantías consagradas en la Constitución Federal 
empezarán a regular la sustanciación de los procedimientos penales. En 
ese sentido, si un precepto legal relativo al sistema procesal penal 
acusatorio se impugna después de la declaratoria referida, es indudable 
que su confrontación debe hacerse contra el nuevo texto constitucional, 
pero si la impugnación se realiza con anterioridad a tal declaratoria, la 
confrontación será a la luz del texto constitucional vigente antes de ser 
reformado, pues de esa manera todos los actos de autoridad quedan 
sujetos a control constitucional. 
 
Amparo en revisión 334/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXVII/2009. 
 
 

PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL 
ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL CÓDIGO RELATIVO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2007, NO ES UNA 
NORMA PRIVATIVA. Las leyes privativas son aquellas cuyas 
disposiciones se extinguen por su validez después de aplicarse a un caso 
concreto y determinado, y que se aplican en consideración de especie o 
persona a todos los casos idénticos al que previenen, es decir, son las 
que carecen de los atributos de generalidad, abstracción e impersonalidad 
que debe revestir toda norma jurídica. En ese sentido, el artículo segundo 
transitorio del Código de Procedimientos Penales del Estado de 
Chihuahua, vigente a partir del 1o. de enero de 2007, no es una norma 
privativa de las prohibidas por el artículo 13 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ya que es aplicable a un número ilimitado 
e indefinido de personas y para todos los casos indeterminados 
comprendidos en su texto, esto es, mientras esté vigente, se aplicará a 
todos los ciudadanos en general sin distingo alguno, y su validez no se 
extingue después de aplicarse a un caso concreto y determinado, con lo 
cual se cumple con el requisito de abstracción de toda norma jurídica, ya 
que no hace diferenciación alguna en cuanto a las personas a quienes 
debe aplicarse, sino que se dirige a todos los que se ubiquen en las 
hipótesis normativas previstas en el mencionado Código. Además, la 
circunstancia de que el referido numeral establezca que las disposiciones 
de dicho ordenamiento legal se aplicarán a hechos que ocurran en el 
Distrito Morelos, a partir de las cero horas del día 1o. de enero de 2007 no 
implica incumplimiento al requisito de abstracción aludido, pues tales 
disposiciones no se aplican a una persona o personas determinadas, sino 
a todos los ciudadanos del señalado Distrito Judicial, sin excepción. 
 
Amparo en revisión 334/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXVIII/2009. 
 
 

JUEZ DE GARANTÍA. EL ARTÍCULO 168 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, QUE 
REGULA ESTA FIGURA, NO VIOLA EL ARTÍCULO 103 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El citado precepto constitucional establece que los tribunales de la 
Federación resolverán toda controversia suscitada por leyes o actos de la 
autoridad que violen las garantías individuales; por leyes o actos de la 
autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o 
la esfera competencial del Distrito Federal, y por leyes o actos de las 
autoridades de los Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de 
competencia de la autoridad federal. Así, el artículo 168 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, al prever el término 
“Juez de Garantía”, no viola el artículo 103 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que el hecho de disponer que el 
imputado detenido se pondrá a disposición del Juez de Garantía, no 
significa que se le estén otorgando facultades reservadas únicamente 
para los Tribunales de la Federación. Lo anterior, porque si bien es cierto 
que la claridad de las leyes constituye un imperativo para evitar su 
ambigüedad, confusión y contradicción, también lo es que del análisis 
integral de la Ley Suprema se advierte que ninguno de sus artículos 
impone al legislador ordinario la obligación de definir los vocablos o 
locuciones utilizados en cada uno de los ordenamientos secundarios –
entre los que se encuentra el Código indicado–; de ahí que no es dable 
suponer que el legislador debió definir el término “Juez de Garantía”. 
 
Amparo en revisión 334/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de enero de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintidós de enero de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXIX/2009. 
 
 

PRISIÓN PREVENTIVA. EL ARTÍCULO 169, FRACCIÓN XII, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2007, NO 
VIOLA LOS ARTÍCULOS 16 Y 18 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Por medio de la prisión 
preventiva legalmente estipulada puede privarse a alguien de su libertad 
personal mientras culmina el proceso al que se halla sujeto, lo cual 
constituye una medida cautelar para evitar que se sustraiga de la acción 
de la justicia. En ese contexto, el artículo 169, fracción XII, del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, vigente a partir del 1o. 
de enero de 2007, no viola los artículos 16 y 18 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales son el fundamento para la 
imposición de dicha medida cautelar, que tendrá lugar a solicitud del 
Ministerio Público, una vez que al imputado se le haya dado la 
oportunidad de rendir su declaración preparatoria en la forma, bajo las 
condiciones y por el tiempo fijado en el propio Código, a menos que el 
delito imputado tuviera señalada pena alternativa o no privativa de la 
libertad. Así, el legislador no viola la garantía de seguridad jurídica, sino 
que la favorece al restringir de manera objetiva los supuestos que pueden 
dar lugar a la imposición de la medida cautelar consistente en la prisión 
preventiva. Los artículos 170, 171 y 172 del referido Código  regulan su 
procedencia al señalar que ésta sólo se actualiza ante la presunción 
razonable de que el imputado puede sustraerse a la acción de la justicia, 
obstaculizar la investigación o el proceso, o si representa un riesgo para 
la victima o para la sociedad. Lo anterior, aunado a que la necesidad de 
imponer al inculpado la medida indicada se evalúa en una determinación 
separada de la que resuelve su situación jurídica. 
 
Amparo en revisión 334/2008. 3 de diciembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXX/2009. 
 

 
IMPUESTOS. PARA DETERMINARLOS EL LEGISLADOR TIENE 
LIBERTAD PARA ACUDIR A LOS DISTINTOS CRITERIOS DE 
SUJECIÓN FISCAL. Tradicionalmente en un contexto internacional, pero 
aplicables al analizar las repercusiones del establecimiento de 
gravámenes independientes en entidades que forman parte de una 
Federación, suelen reconocerse dos criterios básicos de asignación 
impositiva o sujeción fiscal: 1) el principio personalista, que implica la 
tributación de toda la renta de un residente de determinado territorio, 
independientemente de la localización de la fuente de la renta –el cual, en 
el contexto internacional, admite las modalidades fundamentales de 
residencia y nacionalidad–; y 2) el principio de territorialidad o de la fuente 
y origen de la renta, basado en la sujeción a gravamen de los residentes y 
de los no residentes que obtienen rentas de fuentes localizadas en un 
territorio específico, es decir, este criterio fundamenta el derecho de 
gravamen en la localización de fuentes de renta dentro de un territorio. 
Ahora bien, no existe preeminencia de un criterio de asignación tributaria 
sobre el otro, ni es dable afirmar que uno de ellos es el correcto, sino que, 
por el contrario, el legislador tiene libertad para acudir a los mecanismos 
existentes, e incluso a alguna formulación mixta, como la que rige en el 
impuesto sobre la renta federal, determinándose la tributación de los 
residentes por su renta mundial y de los no residentes por la renta 
doméstica. 
 

Amparo en revisión 712/2008. **********. 8 de octubre de 2008. Mayoría 
de tres votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Disidente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop.   



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    XXXI/2009. 
 
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE EN 2005, AL ATENDER A LA 
TERRITORIALIDAD DEL INGRESO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. El hecho de que el citado artículo 43 prevea que 
el establecimiento de los impuestos cedulares locales sobre los ingresos 
por otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles corresponderá a 
la entidad federativa donde esté ubicado el inmueble, con independencia 
de que el contribuyente tenga su domicilio fuera de esa entidad federativa 
–sujetando el tributo al criterio que atiende a la territorialidad del ingreso–, 
por sí mismo no lo torna violatorio del principio de equidad tributaria 
contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, es incorrecto considerar que la 
exigencia en el otorgamiento de un trato igual a los contribuyentes que se 
encuentran en condiciones semejantes, supone necesariamente que el 
universo al que debe aplicarse dicha máxima es el de los habitantes de 
cada Estado, o bien, el de propietarios de bienes inmuebles, 
independientemente de la entidad en que residan, porque el legislador 
federal no está sometido a tal exigencia, la cual ni siquiera puede 
sostenerse como postulado derivado de alguna garantía constitucional. 
Además, el establecimiento de tributos locales que graven los ingresos 
por arrendamiento atendiendo a un principio de territorialidad vinculado a 
la ubicación del ingreso no resulta inadecuado si, adicionalmente, se 
toman en cuenta las implicaciones que puede tener el principio de 
residencia en términos de política fiscal, pues si el impuesto cedular 
considerara un criterio de asignación fiscal basado en la residencia se 
correría el riesgo de una potencial doble imposición, ya que la Federación 
y las diversas entidades federativas tendrían que hacerse cargo de 
diversos problemas en el marco del Sistema de Coordinación Fiscal, 
como sería el caso de que un contribuyente pudiera ser gravado en la 
entidad en la que reside por los inmuebles ubicados en ésta, así como por 
los localizados en otras entidades, mientras que algunas entidades 
podrían atender a criterios diversos y volver a gravar por los inmuebles 
ubicados en el Estado, independientemente del lugar en que residan sus 
propietarios. Así, este Tribunal Constitucional aprecia la existencia de 
causas suficientemente razonables para acudir a un criterio de asignación 
vinculado a la territorialidad del ingreso; máxime que el creador de la 
norma no estaba ceñido constitucionalmente a un particular criterio de 
asignación fiscal.  
 

Amparo en revisión 712/2008. **********. 8 de octubre de 2008. Mayoría 
de tres votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Disidente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
HAGH/cop.   



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXII/2009 
 
 
VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE EN 2005, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El citado artículo, al disponer que 
la base de los impuestos cedulares locales deberá considerar los mismos 
ingresos y las mismas deducciones que se establecen en la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, sin incluir el impuesto cedular local, no viola el 
principio de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del 
artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
por las siguientes razones: en primer término, porque el legislador cuenta 
con un margen amplio  para la configuración del sistema tributario, por lo 
que se le reconoce un marco en el que legítimamente puede actuar al 
definir el modelo y las políticas tributarias que en cada momento histórico 
cumplan con sus propósitos de la mejor manera; de ahí que no se aprecia 
razón alguna que haga constitucionalmente exigible que dos impuestos –
el cedular local y el sobre la renta federal– que graven la misma fuente, lo 
hagan tomando en cuenta necesariamente la misma base, lo cual se 
corrobora con circunstancias tanto prácticas como estructurales, dentro 
del marco de la Ley Fundamental. Desde el punto de vista práctico, se 
advierte que en caso de que el monto del impuesto cedular local fuera 
deducible frente al propio impuesto, ello haría inviable a dicho gravamen, 
porque su cálculo resultaría imposible, al requerirse como dato para tal 
efecto, el propio monto del impuesto; por otro lado, desde una óptica 
diversa, si el tributo local estableciera algún mecanismo que permitiera 
reconocer dicho concepto específicamente, ello implicaría un doble 
reconocimiento a la deducibilidad de tal concepto, lo cual no es inválido 
en sí mismo, pero no es exigible constitucionalmente, máxime si existen 
mecanismos que compensan el impacto que podría resentir el gobernado 
por el nuevo gravamen, como la propia deducción en el impuesto sobre la 
renta federal, así como la disminución de su tasa, la cual también 
obedeció a la intención de redistribuir la titularidad de los ingresos fiscales 
entre la Federación y las entidades federativas.  
 

Amparo en revisión 712/2008. **********. 8 de octubre de 2008. Mayoría 
de tres votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Disidente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop.   



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXIII/2009 
 
 

OMISIÓN DE DATOS EN LA DEMANDA DE AMPARO. EL ARTÍCULO 
211, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, AL INTEGRAR EL 
ELEMENTO “HECHOS QUE LE CONSTEN” EN EL TIPO PENAL 
RELATIVO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. La 
conducta típica del delito previsto en el artículo 211, fracción I, de la Ley 
de Amparo es de omisión, en tanto que el hecho punible consiste en un 
“no hacer”, en el caso, que un quejoso no exprese en su demanda de 
garantías los “hechos que le consten” pertinentes al juicio que promueve. 
Ahora bien, para fines procesales, el hecho es un antecedente del propio 
juicio, es decir, algo que sucedió y que se relaciona con lo solicitado en 
éste. Así, el citado precepto legal se autodelimita al señalar que los 
hechos que debe narrar el quejoso son los que vivió, por ser los que le 
constan. En ese sentido, se concluye que el artículo 211, fracción I, de la 
Ley de Amparo, al integrar el elemento “hechos que le consten” en el tipo 
penal relativo, no viola la garantía de seguridad jurídica contenida en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que la aludida conducta típica no es ambigua o imprecisa, 
en tanto que la norma no genera confusión, pues resulta evidente que los 
hechos a que se refiere no pueden ser frívolos o generales, sino 
necesariamente pertinentes en su vinculación con el juicio de garantías, 
esto es, que puedan incidir en la decisión del órgano jurisdiccional del 
conocimiento.  

 

Amparo directo en revisión 1730/2008. 26 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé 
Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de marzo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales. 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   XXXIV/2009 
 
 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 16, FRACCIONES I Y VI, 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 12 DE OCTUBRE DE 2007). El 
artículo 16, fracciones I y VI, del Reglamento de la Ley Federal de 
Competencia Económica, abrogado mediante Decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 12 de octubre de 2007, no transgrede el 
principio de subordinación jerárquica a que está sujeta la facultad 
reglamentaria del titular del Poder Ejecutivo Federal, contenida en el 
artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y cuya  finalidad es explicitar la norma jurídica contenida en la 
ley para su exacto cumplimiento, observancia y aplicación. Ello es así, 
porque al determinar las condiciones a que la Comisión Federal de 
Competencia podrá sujetar a los agentes económicos y señalar el marco 
de actuación de la propia Comisión, el referido precepto reglamentario no 
va más allá de lo previsto por la norma que reglamenta, es decir, el 
artículo 19 de la Ley Federal de Competencia Económica, sino que regula 
específica y pormenorizadamente su aplicación, ya que éste únicamente 
establece que cuando exista alguna transgresión a la norma, además de 
aplicar la medida de apremio o la sanción respectiva, en caso de así 
estimarlo y con el único objeto de corregir los efectos de la concentración, 
la Comisión podrá sujetar la realización de ciertos actos al cumplimiento 
de las condiciones que fije, así como ordenar la desconcentración total o 
parcial. 
 
Amparo en revisión 723/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXV/2009 
 
 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 16, FRACCIONES I Y VI, 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 12 
DE OCTUBRE DE 2007). El artículo 16, fracciones I y VI, del Reglamento 
de la Ley Federal de Competencia Económica, abrogado mediante 
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de octubre de 
2007, al facultar a la Comisión Federal de Competencia para establecer 
determinadas condiciones a los agentes económicos con el objeto de 
evitar concentraciones que puedan dañar o impedir la competencia o libre 
concurrencia, no viola el principio de legalidad contenido en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto 
que, por un lado, la norma se expidió por la autoridad competente en 
ejercicio de la facultad reglamentaria prevista en el artículo 89, fracción I, 
de la Ley Fundamental y, por el otro, aquélla señala la autoridad 
encargada de su aplicación. 
 
Amparo en revisión 723/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XXXVI/2009 
 
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 16, FRACCIONES I Y VI, 
DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA RESPETA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 12 DE OCTUBRE DE 2007). El artículo 16, fracciones I y VI, 
del Reglamento de la Ley Federal de Competencia Económica, abrogado 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de 
octubre de 2007, al señalar con precisión que la Comisión Federal de 
Competencia podrá establecer las condiciones necesarias, siempre que 
tengan por objeto evitar que la concentración pueda disminuir, dañar o 
impedir la competencia o libre concurrencia, y determinar las condiciones 
y los parámetros en que dicha Comisión podrá imponerlas, respeta el 
principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que 
prevé que las condiciones indicadas deben estar directamente vinculadas 
a la corrección de los efectos de la concentración, lo cual constituye un 
parámetro objetivo que evita que el órgano desconcentrado referido actúe 
según su libre arbitrio. 
 
Amparo en revisión 723/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XXXVII/2009 
 
 
COMPETENCIA ECONÓMICA. LOS ARTÍCULOS 16 Y 19 DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Si 
se toma en cuenta que el objeto del artículo 28 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos es sancionar y perseguir los 
monopolios y las prácticas monopólicas, así como proteger los intereses 
sociales, resulta evidente que la Comisión Federal de Competencia, al 
investigar y, en su caso, sancionar o imponer condiciones o restricciones, 
tratándose de conductas posiblemente constitutivas de prácticas 
monopólicas, no disminuye, menoscaba o suprime definitivamente un bien 
material o inmaterial o un derecho del gobernado, sino que al prevenir y 
detectar posibles prácticas monopólicas, protege el interés general. En 
ese sentido, se concluye que los artículos 16 y 19 de la Ley Federal de 
Competencia Económica, al facultar a la Comisión mencionada para 
investigar o sancionar posibles prácticas monopólicas, no violan la 
garantía de audiencia contenida en el artículo 14 constitucional, pues su 
actuación no constituye un acto privativo sino uno de molestia. En efecto, 
conforme al artículo 33 de la Ley citada, si de la investigación aparece la 
probable participación del investigado en una conducta que pueda 
considerarse que afecta la competencia y la libre concurrencia, se le 
emplazará y se le dará oportunidad de defensa, ya que el procedimiento 
respectivo le permite hacer valer lo que a su derecho convenga y aportar 
los elementos de convicción que estime necesarios para desvirtuar la 
posible práctica monopólica que se le atribuye. 
 
 
Amparo en revisión 723/2008. **********. 3 de diciembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de marzo  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de marzo de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

 

TESIS  AISLADA  XXXVIII/2009 
 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. AUNQUE 
FORMALMENTE SEA UN PROCEDIMIENTO AJENO AL JUICIO 
PRINCIPAL, MATERIALMENTE ES UNA EXTENSIÓN DEL MISMO 
(CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO 
FEDERAL Y CÓDIGO DE COMERCIO). El procedimiento que tiene por 
objeto cuantificar la condena ilíquida decretada en la sentencia definitiva 
que puso fin al juicio principal, que en la legislación analizada se tramita 
por la vía incidental, constituye un procedimiento contencioso, en tanto 
que tiene por objeto determinar si el cálculo contenido en la planilla de 
liquidación, fue realizado de conformidad con los lineamientos jurídicos 
aplicables. Dicho procedimiento es autónomo respecto del juicio principal, 
porque su resolución no afecta la cosa juzgada derivada de la sentencia 
definitiva dictada en éste, y su tramitación constituye un procedimiento 
independiente del juicio principal, con una estructura procesal equiparable 
a la de éste, por partir de una acción incidental que contiene una 
pretensión jurídica, a la que pueden oponerse defensas procesales, y por 
contener una etapa procesal de pruebas, alegatos y sentencia, siendo 
ésta impugnable en la apelación; sin embargo, este procedimiento es al 
mismo tiempo un accesorio del juicio principal, porque la procedencia de 
la acción incidental depende de la previa existencia de una condena 
ilíquida, y su tramitación, aunque es facultativa, es jurídicamente 
necesaria porque obedece al interés público de cuantificar dicha condena. 
El aparente antagonismo se explica porque para hacer efectivo un 
derecho de crédito, no basta con que se decrete su existencia, sino que 
además debe determinarse su contenido y alcance, pues un derecho de 
crédito es inerte si no puede cobrarse, y para ello es necesaria su 
liquidación. Por lo tanto, aunque a veces no es posible o conveniente que 
en el juicio principal se determine tanto la existencia como la cuantía del 
derecho de crédito, y por ende deba tramitarse otro procedimiento que 
desde el punto de vista adjetivo, es autónomo e independiente, ello no 
resta a tal liquidación del crédito su naturaleza sustantiva, pues su objeto 
versa sobre un aspecto esencial de la litis principal, que es la 
determinación del contenido y alcance del derecho cuya existencia fue 
previamente decretada como cosa juzgada en la sentencia definitiva. Por 
consiguiente, debe considerarse que el incidente de liquidación es, 
materialmente, una extensión del juicio principal, aunque formalmente sea 
ajeno al mismo, pues al resolverse en el mismo un aspecto esencial de la 
misma pretensión jurídica que fue materia del juicio principal, tal 
resolución obedece al principio de la justa composición de la litis, que en 
términos del artículo 17 constitucional, ordena que la justicia sea 
administrada de manera completa. De lo anterior se deriva que la 
sentencia interlocutoria dictada en un incidente de liquidación, participa de 
la misma naturaleza jurídica de la sentencia definitiva, ya que no puede 
considerarse que el proceso contencioso ha terminado materialmente, 
sino hasta que se apliquen en pago al acreedor los bienes necesarios. 
 
 
Contradicción de tesis 39/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero, Séptimo y Noveno, todos en Materia Civil 
del Primer Circuito. 26 de noviembre de 2008. Cinco votos. Ponente. Juan 
N. Silva Meza. Secretario: Rodrígo de la Peza López Figueroa. 
 
 



 
 

 
 

 

Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de marzo de dos mil nueve.- México, 
Distrito Federal, doce de marzo dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/*pmm 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  XXXIX/2009 
 

MENORES DE EDAD. DEBE DÁRSELES INTERVENCIÓN PARA QUE 
SE ESCUCHE SU OPINIÓN EN RELACIÓN CON LA CONTROVERSIA 
DE LOS JUICIOS DE NULIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE 
ADOPCIÓN. Conforme a los artículos 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, 12 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y 41 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, corresponde a las autoridades, en el ámbito de sus 
funciones, asegurar a los niños y adolescentes la protección y el ejercicio 
de sus derechos, así como tomar las medidas necesarias para su 
bienestar, teniéndose como consideración primordial atender al interés 
superior del niño, siendo uno de los derechos de los menores el de 
expresar su opinión en los asuntos que les afecten, para lo cual se les 
debe tomar su parecer. Así, en la controversia judicial relativa a la nulidad 
del procedimiento de adopción, debe darse intervención a los menores 
adoptados para que se escuche su opinión, no en calidad de parte 
procesal, toda vez que pueden resultar afectados sus derechos, pues en 
ella el juzgador debe determinar si procede declarar la validez o invalidez 
del procedimiento que culminó con la aprobación de la adopción y sus 
consecuencias, esto es, establecer a quién corresponde la custodia legal 
de los menores; sin embargo, la opinión de éstos debe tomarse en cuenta 
siempre y cuando estén en condiciones de formarse un juicio propio, lo 
que implica que las autoridades que conocen del procedimiento judicial o 
administrativo, en cada caso, deben apreciar las circunstancias objetivas 
en relación con la capacidad física y mental de los menores, es decir, 
ponderar la intervención de éstos atendiendo a su edad, condiciones de 
madurez y si tienen suficiente juicio. 
 
 
Contradicción de tesis 60/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 25 de febrero de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo. 
 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de marzo de dos mil nueve.- México, 
Distrito Federal, doce de marzo dos mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XL/2009. 
 

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL FIN EXTRAFISCAL PRETENDIDO AL 
GRAVAR CON UNA TASA MAYOR LOS TABACOS LABRADOS A 
GRANEL ES DISTINTO E INDEPENDIENTE DE LA FACULTAD DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN PARA IMPONER EL IMPUESTO ESPECIAL 
RELATIVO. El artículo 73, fracción VII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos prevé la facultad del Congreso de la Unión 
para imponer las contribuciones necesarias para cubrir el gasto público, 
con base en la cual se estableció el tributo por la enajenación e 
importación de los bienes señalados en la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios. Ahora bien, mediante Decreto publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2006, el legislador 
estableció una tasa impositiva mayor para los tabacos labrados a granel 
en relación con otros productos, con la finalidad de desalentar su 
consumo, es decir, con la indicada medida no atendió al propósito de todo 
impuesto de contribuir al gasto público, sino al fin extrafiscal consistente 
en desincentivar el consumo de un producto nocivo para la salud, lo cual 
es distinto e independiente de la facultad del Congreso de la Unión para 
imponer el tributo respectivo, pues si bien el impuesto especial sobre 
producción y servicios tiene un fin recaudatorio, éste es distinto al hecho 
de que pretenda desincentivarse el consumo del tabaco, lo que se logra 
mediante la imposición de una tasa alta, no por el tributo en sí.  
 

Amparo en revisión 1088/2007. **********. 30 de abril de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  XLI/2009. 

 

CONSULTA FISCAL. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
BASÁNDOSE EN LA RESPUESTA RECAÍDA A LA REALIZADA EN 
RELACIÓN CON LA INTERPRETACIÓN DE DICHO PRECEPTO. Si se 
toma en cuenta que la consulta fiscal es una petición del particular a la 
autoridad en materia de su competencia sobre el régimen o la 
clasificación tributaria que le corresponde, y que aquélla debe resolver 
expresamente sobre una situación en particular, resulta evidente que el 
hecho de que la autoridad fiscal conteste un planteamiento elaborado en 
relación con la interpretación del artículo 34 del Código Fiscal de la 
Federación, no se traduce en que se haya actualizado el supuesto 
establecido en dicho numeral respecto a una consulta tributaria. Lo 
anterior es así, pues en ese caso la autoridad únicamente contesta en 
términos del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos respecto a la interpretación del referido numeral 34, pero no se 
pronuncia sobre una situación real y concreta relativa a alguna cuestión 
jurídica de carácter fiscal que pudiera tener implicaciones para considerar, 
en su caso, un debido cumplimiento de las normas fiscales. En efecto, 
para que se actualice tal supuesto es preciso que se plantee una consulta 
en términos del artículo 34 del citado Código, en la cual el contribuyente 
manifieste su duda respecto al criterio de la administración en relación 
con una determinada operación cuya trascendencia tributaria le afecte. 
Por tanto, deben declararse inoperantes los conceptos de violación que 
plantean la inconstitucionalidad del artículo 34 del Código Fiscal de la 
Federación, basándose en la respuesta de la autoridad recaída a una 
consulta realizada en relación con la interpretación de dicho precepto, 
pues no se actualiza el perjuicio que pudiera producir la norma, en tanto 
que la inconstitucionalidad la hace depender de una situación abstracta, 
ya que la respuesta recaída a tal consulta es de carácter informativo –por 
tratarse únicamente de la interpretación de un numeral–, y no respecto de 
una situación real y concreta cuya aplicación pudiera causarle algún 
perjuicio al quejoso. 
 
Amparo en revisión 245/2008. **********. 25 de junio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XLII/2009. 
 

 
RENTA. EL ARTÍCULO 10-A DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2001, AL ESTABLECER 
LA OBLIGACIÓN DE MULTIPLICAR LOS DIVIDENDOS O UTILIDADES 
DISTRIBUIDOS POR EL FACTOR DE 1.5385, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El artículo 10-A de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2001, al establecer la 
obligación a cargo de los contribuyentes que hubieren reinvertido sus 
utilidades difiriendo el pago del impuesto respectivo, consistente en 
multiplicar los dividendos o utilidades distribuidos provenientes de la 
cuenta de utilidad fiscal neta reinvertida por el factor de 1.5385, no viola el 
principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien en 
el proceso legislativo mediante el cual se introdujo el referido factor el 
legislador no justificó su creación, lo cierto es que no se le puede exigir 
que establezca específicamente, en la ley o en la exposición de motivos, 
el procedimiento matemático por el cual surgió el factor de piramidación 
señalado, toda vez que ello deriva de la propia mecánica establecida para 
el cálculo del impuesto cuando el contribuyente haya decidido diferir su 
pago. En efecto, los fines perseguidos con la medida señalada guardan 
estricta relación con propósitos fiscales y procuran que los contribuyentes 
que optaron por diferir el pago del gravamen no dejen de cubrir 
exactamente la cantidad diferida, ello con independencia de que dichas 
finalidades no se hayan expuesto en el proceso legislativo relativo, pues 
el factor de 1.5385 resulta de dividir 100 entre 65, que representan, 
respectivamente, la totalidad del ingreso real de la empresa y la parte 
resultante del mismo, después de habérsele descontado el 35% 
correspondiente al impuesto sobre la renta en 2002.  

 

Amparo en revisión 190/2008. **********.. 25 de junio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XLIII/2009. 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 
PREVER EL PROCEDIMIENTO PARA EL CÁLCULO DEL COSTO 
PROMEDIO POR ACCIÓN QUE CORRESPONDE A LA ENAJENACIÓN 
DE ACCIONES CON UN PLAZO DE TENENCIA MAYOR A DOCE 
MESES, SE AJUSTA A LA MECÁNICA ORDINARIA O GENERAL DE 
DICHO GRAVAMEN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE 
ENERO DE 2003). El artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 30 de diciembre de 2002, prevé los conceptos que deben 
tomarse en cuenta al determinar el costo promedio por acción con el que 
se disminuye el ingreso obtenido por su venta, y establece dos 
procedimientos diferentes, según se trate de la enajenación de títulos con 
un plazo de tenencia de hasta doce meses, o mayor a dicho lapso, todo 
ello para definir la ganancia o pérdida derivada de la operación respectiva. 
Así, tratándose de tenencia accionaria igual o menor a doce meses, para 
determinar el costo promedio por acción se reconocen el impacto de 
reembolsos de capital pagados, así como dividendos o utilidades 
enterados, mientras que en el supuesto de tenencia accionaria mayor a 
doce meses, además de los aludidos conceptos, se reconocen el 
diferencial en el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta, considerando 
los momentos de adquisición y enajenación accionaria, así como las 
pérdidas fiscales sufridas por la sociedad emisora. En ese sentido, se 
concluye que el procedimiento para calcular el costo promedio por acción 
que corresponde a la enajenación de acciones con un plazo de tenencia 
mayor a doce meses puede considerarse como ordinario o general y se 
ajusta a la mecánica del impuesto sobre la renta, pues es consistente con 
lo expresado por el legislador en los procesos de reforma de las 
disposiciones legales que entraron en vigor en 2002 y 2003. Por ello, en 
el mecanismo aludido puede considerarse como regla general que el 
cálculo de la ganancia o pérdida derivada de la enajenación de acciones 
permita reflejar en la mejor medida posible los conceptos que 
efectivamente tienen una trascendencia en el valor de las acciones; de 
ahí que debe favorecerse el mecanismo que reconozca el mayor número 
de elementos atinentes a la apreciación del verdadero impacto patrimonial 
derivado de la enajenación. En cambio, el procedimiento correspondiente 
a la enajenación de acciones con un plazo de tenencia de hasta doce 
meses, debe considerarse como caso de excepción, pues en su mecánica 
se excluyen algunos de dichos conceptos y se incorporan otros. 
 
Amparo en revisión 297/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLIV/2009. 
 

 
RENTA. EL ESTABLECIMIENTO DE UN TRATO DIFERENCIADO 
PARA EL CÁLCULO DEL COSTO PROMEDIO POR ACCIÓN CUANDO 
SE ENAJENAN TÍTULOS CON UN PLAZO DE TENENCIA DE HASTA 
DOCE MESES, EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 24 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO RELATIVO, NO PUEDE JUSTIFICARSE 
VÁLIDAMENTE ALUDIENDO A LA MAYOR FACILIDAD EN EL 
CÁLCULO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2003). El artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, reformado 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de 
diciembre de 2002, prevé los conceptos que deben considerarse al 
determinar el costo promedio por acción con el que se disminuye el 
ingreso obtenido por su venta, para definir la ganancia o pérdida derivada 
de la operación respectiva, estableciendo procedimientos diferenciados 
que atienden al plazo de tenencia accionaria. Así, en el supuesto de 
tenencia accionaria igual o menor a doce meses, para determinar el costo 
promedio por acción se reconocen el impacto de reembolsos de capital 
pagados, así como dividendos o utilidades enterados; mientras que 
tratándose de tenencia accionaria mayor a doce meses, se reconocen 
conceptos como el diferencial en el saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
neta, considerando los momentos de adquisición y enajenación 
accionaria, así como las pérdidas fiscales sufridas por la sociedad 
emisora y los reembolsos pagados. En relación con dicho trato 
diferenciado, dependiente del periodo de tenencia accionaria, no es válido 
sostener que el legislador pretendió establecer un mecanismo más 
sencillo para determinar el costo de dichas acciones, pues además de 
que ello no puede constituir un fin extrafiscal, lejos de esclarecer la 
diferencia entre contribuyentes, erige un aspecto confuso, oscuro e 
insuficiente para justificar la distinción de trato en el cálculo del costo 
promedio por acción. En efecto, tales razones no justifican otorgar un trato 
diferenciado a las personas físicas ubicadas en el mismo supuesto de 
causación, máxime si se toma en cuenta que la Ley citada o el proceso 
legislativo que la originó no explican cómo es que la enajenación de 
acciones cuyo periodo de tenencia sea de doce meses o inferior puede 
traer como consecuencia una forma más sencilla de calcular el costo 
promedio por acción; principalmente, no se justifica cómo esa cuestión 
trasciende a efecto de no tomar en cuenta diversos elementos que sí 
deben incluirse en la determinación del costo promedio por acción, 
respecto de la enajenación de acciones cuya tenencia sea mayor a ese 
periodo.  
 
Amparo en revisión 297/2008. **********. 3 de septiembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLV/2009. 
 
 
RENTA. EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 
ESTABLECER UN TRATAMIENTO DIVERSO ENTRE 
CONTRIBUYENTES A FIN DE CALCULAR EL COSTO PROMEDIO 
POR ACCIÓN, ATENDIENDO AL PERIODO DE TENENCIA 
ACCIONARIA, NO PERSIGUE EL FIN CONSISTENTE EN EVITAR QUE 
SE REPORTEN PÉRDIDAS MAYORES A LAS REALMENTE 
SUFRIDAS (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2003). El artículo 24 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, reformado 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de 
diciembre de 2002, prevé los conceptos que deben considerarse al 
determinar el costo promedio por acción con el que se disminuye el 
ingreso obtenido por su venta, para definir la ganancia o pérdida derivada 
de la operación respectiva, para lo cual se atiende al periodo de tenencia 
accionaria. De esta forma, el procedimiento de cálculo establecido para el 
caso de tenencia accionaria de hasta doce meses considera conceptos 
particulares como el impacto de reembolsos de capital pagados, así como 
dividendos o utilidades enterados, a diferencia de lo que acontece 
tratándose de tenencia superior a doce meses. En congruencia con lo 
anterior, no puede sostenerse que el tratamiento diverso que otorga el 
aludido precepto se encamina a evitar conductas irregulares, como 
reportar pérdidas mayores a las realmente sufridas por el causante, para 
prevenir la generación de bases ficticias que propicien la elusión de la 
obligación fiscal. Lo anterior, porque dicha conclusión no se sigue del 
planteamiento descrito, en virtud de que la declaración de pérdidas 
fiscales mayores a las realmente sufridas –conducta a la que se imputa la 
intención de generar artificialmente beneficios fiscales– debería traducirse 
en un menor costo promedio por acción y, en consecuencia, una mayor 
ganancia y un mayor impuesto sobre la renta.  
 
Amparo en revisión 297/2008. **********.  3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos 
Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA   XLVI/2009. 

 

RENTA. LA PROCEDENCIA DE LAS DEDUCCIONES EN EL 
IMPUESTO RELATIVO NO ESTÁ CONDICIONADA AL HECHO DE 
QUE LAS EROGACIONES RESPECTIVAS SE VINCULEN 
NECESARIAMENTE CON LA ACTIVIDAD PREPONDERANTE DEL 
CONTRIBUYENTE. Es lógico y deseable que las erogaciones deducibles 
se justifiquen en la medida en que resulten necesarias frente a la 
generación del ingreso del contribuyente, como lo sostuvo la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis  1a. XXIX/2007, 
de rubro: “DEDUCCIONES. CRITERIOS PARA DISTINGUIR LAS 
DIFERENCIAS ENTRE LAS CONTEMPLADAS EN LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 
31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL.”; sin embargo, el postulado que 
indica que la erogación respectiva debe vincularse necesariamente con la 
generación del ingreso no implica que de las erogaciones efectuadas para 
generar ingresos, únicamente serán deducibles las que correspondan a la 
actividad preponderante del contribuyente, considerando que sólo éstas 
tienen el carácter de “estrictamente indispensables”. En efecto, si bien la 
Ley del Impuesto sobre la Renta señala que las deducciones deben ser 
estrictamente indispensables para los fines de “la actividad del 
contribuyente”, ello no debe entenderse en el sentido de que cada 
contribuyente solamente puede dedicarse a un único giro, pues al ser el 
objeto del gravamen la obtención de ingresos, es evidente que los gastos 
en que se incurre para su obtención deben ser deducibles (sujeto a las 
condiciones y limitantes legales), independientemente de que el causante 
tenga más de una actividad. Ello es así, pues aunque no es dable 
sostener que la realización de una actividad no preponderante siempre se 
realiza para posibilitar las actividades que principalmente realiza el 
causante, tampoco puede afirmarse que aquélla sea un simple 
pasatiempo o que no tiene relevancia para quien la realiza, cuando se 
trata de una actividad lícita que se inscriba entre las que puede llevar a 
cabo el quejoso en el desarrollo de su objeto social, las cuales, de 
reportar ganancias, estarían gravadas, y que, aun si finalmente no 
generan ingresos, cuando menos se trata de operaciones en las que se 
involucran los causantes con la intención de generarlos. De aceptarse lo 
contrario, el contribuyente quedaría expuesto a la incertidumbre de no 
conocer bajo qué criterio se decidiría cuál es su actividad preponderante. 
Además, al limitar la posibilidad de deducir costos o gastos que no 
corresponden a lo que se identificaría como la actividad preponderante 
del contribuyente, se coartaría la posibilidad de diversificar, pues para las 
deducciones que correspondería al rubro no preponderante tendría que 
constituirse una nueva persona moral o, en su caso, liquidar la empresa 
activa, lo cual no debería tener cabida en tiempos de turbulencia 
económica o de poco crecimiento. 
 
Amparo en revisión 297/2008. **********.  3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos 
Roa Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLVII/2009. 
 

CAUSACIÓN DE LAS CONTRIBUCIONES. LA CARGA DE LA PRUEBA 
DE QUE UN ACTO, HECHO O NEGOCIO JURÍDICO ES ARTIFICIOSO 
RECAE EN QUIEN HACE LA AFIRMACIÓN CORRESPONDIENTE. Las 
operaciones no prohibidas legalmente que lleven a cabo los 
contribuyentes –entre ellas, las inversiones en acciones– cuentan con 
presunción de licitud, si en ello coincide el que no se presentan como 
ajenas a la práctica comercial ordinaria. Por tanto, cuando se alegue que 
una determinada operación no revela la intención de realizar una 
inversión real, sino que tiene un propósito especulativo que únicamente 
pretende eludir el impuesto correspondiente, la parte que propone tal 
argumento debe aportar los elementos que acrediten la ausencia de 
sustancia jurídica. Así, para probar el carácter artificioso de una operación 
ante la autoridad jurisdiccional, debe argumentarse, por ejemplo, 
atendiendo a si: la operación tiene una repercusión económica neta en la 
posición financiera del contribuyente; existe una razón de negocios para 
la realización de la operación; al efectuar la transacción podía 
razonablemente anticiparse la generación de una ganancia, previa a la 
consideración de los efectos fiscales de la operación; o bien, la medida en 
la que el particular se hubiera expuesto a sufrir una pérdida bajo 
circunstancias ajenas a su control. Todo lo anterior, sin dejar de reconocer 
que el tema aludido resulta de particular complejidad, por lo que las 
cuestiones propuestas como elementos para la valoración de cada caso 
no son más que una aproximación que no pretende ser la guía rectora 
definitiva de los juicios que versen sobre el carácter artificioso o abusivo 
de una operación, o sobre su plena validez. 
 
Amparo en revisión 297/2008. **********.  3 de septiembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos 
Roa Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLVIII/2009. 
 
 
MULTAS FISCALES. TRATÁNDOSE DE LAS IMPUESTAS POR EL 
INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS, TANTO 
FORMALES COMO SUSTANTIVAS, NO RIGE LA GARANTÍA DE 
PREVIA AUDIENCIA. Tratándose de las multas fiscales impuestas por la 
comisión de infracciones vinculadas directamente tanto con la obligación 
de pagar las contribuciones que el Estado impone de manera imperativa y 
unilateral (obligaciones sustantivas), como con la relativa a los medios de 
control en la recaudación, cuyo objeto es facilitar la gestión tributaria 
(obligaciones formales), no rige la garantía de previa audiencia contenida 
en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sino que los particulares pueden ser escuchados en su 
defensa con posterioridad al acto de autoridad. Lo anterior es así, pues 
conforme a las ejecutorias emitidas por el Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de las que derivó la 
jurisprudencia 110, publicada en la página 141 del Tomo I, Materia 
Constitucional, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
2000, con el rubro: “AUDIENCIA, GARANTÍA DE. EN MATERIA 
IMPOSITIVA, NO ES NECESARIO QUE SEA PREVIA.”, la referida 
excepción se justifica porque la facultad económica coactiva constituye 
una atribución del fisco que le permite hacer efectivos los créditos a favor 
de la hacienda pública, por lo cual, la subsistencia del Estado y sus 
instituciones debe prevalecer frente al derecho de los particulares a ser 
escuchados antes del acto de autoridad, máxime que éste puede 
impugnarse mediante los recursos y juicios procedentes. De ahí que si las 
multas fiscales son actos derivados de la mencionada facultad económica 
estatal, la garantía de audiencia se respeta si con posterioridad a la 
cuantificación de la sanción los contribuyentes son escuchados en su 
defensa, lo cual se cumple en tanto que tienen un plazo de cuarenta y 
cinco días para promover el recurso de revocación ante la misma 
autoridad, o el juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, para desvirtuar los hechos que se les imputan como 
omitidos (la contribución o la formalidad exigida) antes de que inicie el 
procedimiento administrativo de ejecución. 
 
Amparo directo en revisión 1261/2008. **********.  29 de octubre de 
2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XLIX/2009. 
 
 

LEY ADUANERA. SUS ARTÍCULOS 178, FRACCIONES  I Y IV Y 185, 
FRACCIÓN II, AL ESTABLECER MULTAS QUE PUEDEN OSCILAR 
ENTRE UN MÍNIMO Y UN MÁXIMO, NO VIOLAN EL ARTÍCULO 22 
CONSTITUCIONAL. Los mencionados preceptos legales establecen 
multas relacionadas a infracciones fiscales y administrativas en materia 
aduanera, sobre la base de una técnica legislativa reconocida por esta 
Suprema Corte como constitucional: el establecimiento de un mínimo y un 
máximo, entre los cuales se debe individualizar. El artículo 22 
constitucional prohíbe las multas excesivas, siendo una posibilidad de 
éstas aquellas que son fijas, pues en la realidad producen el mismo 
resultado que el prohibido por la norma constitucional, esto es, un trato 
desproporcionado, al imponer una idéntica penalidad, de manera 
invariable e inflexible, a una serie de casos heterogéneos. Sin embargo, 
las multas que se deben individualizar entre un mínimo y un máximo no 
son de aquellas que se reputan como fijas ni constituyen una variante de 
una multa excesiva. Ello por dos razones: 1) en primer lugar, el solo 
hecho de que una norma establezca una multa que se fija entre un 
mínimo y un máximo exige de la autoridad administrativa la implícita 
obligación de individualizarla proporcionalmente, por derivarse esta 
obligación directamente de lo prescrito por los artículos 14 y 16 
constitucionales, en el sentido de que todos los actos de autoridad deben 
estar fundados y motivados, teniendo como premisa que al objetivo de 
individualización casuística en busca de la proporcionalidad es al que se 
instrumentaliza esta técnica legislativa y 2) en segundo lugar, porque en 
el caso concreto, existe una norma aplicable que obliga a la autoridad a 
individualizar las multas en materia aduanera tomando en cuenta las 
circunstancias particulares de realización de las infracciones. Lo anterior, 
toda vez que el artículo 75 del Código Fiscal de la Federación, de 
aplicación supletoria a la Ley Aduanera, establece que dentro de los 
límites fijados por dicho código, las autoridades fiscales al imponer multas 
por la comisión de las infracciones señaladas en las leyes fiscales, 
incluyendo las relacionadas con las contribuciones al comercio exterior, 
deben fundar y motivar sus resoluciones, estableciendo a continuación un 
listado de seis fracciones que contienen criterios individualizadores 
concretos que deben tomarse en cuenta en la medida en que resulten 
aplicables.  
 
 
Amparo directo en revisión 1378/2008. **********. 15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   L/2009. 
 
 
LEY ADUANERA. SU ARTÍCULO 152, AL NO ESTABLECER UN 
PLAZO DENTRO DEL CUAL LA AUTORIDAD DEBE EMITIR EL ACTA 
DE OMISIONES O IRREGULARIDADES, UNA VEZ EJERCIDAS LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN SOBRE MERCANCÍAS DE 
DIFÍCIL IDENTIFICACIÓN, VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA.  El artículo 152 de la Ley Aduanera establece un 
procedimiento al término del cual la autoridad aduanera puede determinar 
tres consecuencias jurídicas: contribuciones omitidas, cuotas 
compensatorias y/o sanciones. Este procedimiento se inicia una vez que 
la autoridad aduanera ha ejercido una de las siguientes facultades 
comprobatorias: reconocimiento aduanero, segundo reconocimiento, 
verificación de mercancías en transporte, revisión de documentos durante 
el despacho o ejercicio de facultades de comprobación. Si en el ejercicio 
de alguna de estas facultades, la autoridad lo encuentra procedente, debe 
emitir un acta  circunstanciada de los hechos u omisiones que impliquen 
la omisión de contribuciones, cuotas compensatorias y, en su caso, la 
imposición de sanciones, con lo cual inicia el procedimiento aduanero, 
pues con la notificación de dicha acta se le otorga al particular interesado 
un plazo de diez días para ofrecer pruebas y formular alegatos contra las 
imputaciones que se le realizan en el acta inicial. Una vez cerrada la 
etapa de pruebas y alegatos, la autoridad da por integrado el expediente 
y, a partir de ahí, cuenta con un plazo de cuatro meses para emitir 
resolución sobre el asunto. Ahora bien, si las mercancías analizadas por 
la autoridad aduanera son de difícil identificación, en los términos de los 
artículos 44 y 45 de la Ley de la materia, deben tomarse muestras de las 
mismas y mandarlas examinar, para determinar su naturaleza y 
composición. Lo anterior debe tener lugar antes de la emisión del acta 
que da inicio al procedimiento referido, por constituir un elemento de juicio 
necesario para su contenido. Pues bien, como se observa, en la norma 
analizada no se establece un plazo dentro del cual la autoridad debe 
emitir y notificar el acta de omisiones o irregularidades, una vez que ha 
ejercido alguna de sus facultades comprobatorias y ha recibido los 
resultados de laboratorio correspondientes, cuando se trate de 
mercancías de difícil identificación, lo cual viola la garantía de seguridad 
jurídica, que ha sido definida por esta Suprema Corte, en relación a 
normas procesales, como aquella que permite a los particulares hacer 
valer sus derechos e impide a la autoridad actuar con arbitrariedad. Lo 
anterior, dado que la referida falta de plazo abre la posibilidad a la 
autoridad aduanera para determinar cuándo emitir y notificar el acta que 
da inicio al procedimiento aduanero sin constreñirse a un límite acorde a 
los objetivos que la ley busca con el procedimiento aduanero, pudiendo 
así escoger cualquiera que considere conveniente, con lo que es evidente 
que no se satisface uno de los objetivos esenciales de la garantía de 
seguridad jurídica, esto es, proscribir la arbitrariedad de la actuación de la 
autoridad. Debe aclararse, sin embargo, que este criterio no debe hacerse 
extensivo a aquellos casos en los cuales el procedimiento de fiscalización 
no versa sobre mercancías de difícil identificación, pues en éstos la citada 
acta de omisiones o irregularidades se debe realizar de forma inmediata 
al reconocimiento o segundo reconocimiento aduanero y, por tanto, en 
esos casos no existe la condición de arbitrariedad que conlleva violación a 
la garantía de seguridad jurídica.           
 
 



 
 

 
 

 

Amparo directo en revisión 1378/2008. **********.  15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LI/2009. 
 
 
AUTORIDADES ADUANERAS. LA CADUCIDAD DE SUS 
FACULTADES Y EL PLAZO DELIMITADOR PARA LA 
SUSTANCIACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO EN LA MATERIA DE SU 
COMPETENCIA, NO TIENEN UNA FUNCIÓN EQUIVALENTE DESDE 
LA PERSPECTIVA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA. Esta Suprema Corte 
ha señalado que la garantía de seguridad jurídica en el ámbito concreto 
de la configuración jurídica de los procedimientos fiscales constriñe al 
legislador a regular de forma obligatoria ciertos elementos mínimos que 
permitan la consecución de dos objetivos: 1) la posibilidad de que el 
gobernado sujeto a dicho procedimiento pueda hacer valer sus derechos 
y 2) que en los mismos, la autoridad no incurra en arbitrariedades. Así, 
sobre la premisa de que uno de los objetivos de dicho derecho 
constitucional es proscribir la arbitrariedad de la autoridad, esta Primera 
Sala ha concluido que las etapas y plazos que dividen y ordenan un 
procedimiento deben acotarse por el legislador a un tiempo prudente para 
lograr el objetivo pretendido con ellas. Así, la función constitucional de los 
plazos impuesta por la garantía de seguridad jurídica consiste en 
determinar un tiempo prudente que tenga como referente la extensión 
necesaria y suficiente para la consecución de los objetivos que se 
pretendan satisfacer con dichos procedimientos. Por otro lado, la 
caducidad de las facultades fiscalizadoras de las autoridades cumple con 
la función distinta de establecer un límite temporal al término del cual la 
ley tiene por extinguidas las competencias de la autoridad como una 
consecuencia sobrevenida por la inactividad de ésta en el despliegue de 
las mismas, las cuales, como es evidente, pueden referirse a 
procedimientos inconexos en su naturaleza y fines. Sobre la base de lo 
anterior, debe concluirse que ambas figuras jurídicas no son equivalentes 
y, por tanto, no puede concluirse que la falta de un plazo que delimite la 
extensión temporal de un procedimiento se substituya por la delimitación 
temporal que establece, en un distinto plano, la caducidad de las 
facultades de las autoridades que participan en su tramitación. Lo anterior 
por las siguientes dos razones: 1) la caducidad tiene una función 
esencialmente diversa a la de un plazo y 2) la caducidad, en sustitución 
de un plazo, no impide que la autoridad actúe con arbitrariedad. Así, dado 
que la caducidad de las facultades de las autoridades no se configura 
necesariamente en función de las necesidades concretas de los 
procedimientos sobre los cuales se despliegan las facultades de las 
autoridades, que es el objeto que interesa a esta figura, es claro que la 
caducidad sustituyendo a un plazo abre la posibilidad de la arbitrariedad a 
la autoridad, pues le establece un límite temporal insensible a los 
procedimientos concretos que es individualizable como mejor le parezca a 
la autoridad, sin tomar en consideración las especificidades de cada uno 
de los procedimientos. 
 
 
Amparo directo en revisión 1378/2008. **********. 15 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 



 
 

 
 

 

la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LII/2009. 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE UN DERECHO 
SUSTANTIVO EN FAVOR DE LOS PARTICULARES. El citado precepto 
constitucional establece la responsabilidad patrimonial del Estado por su 
actividad irregular y el derecho correlativo de los particulares de recibir 
una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 
establezcan las leyes. Por tanto, al tener como objetivo restaurar la 
integridad del patrimonio afectado mediante una compensación 
económica por el daño producido, se trata de un derecho sustantivo de 
rango constitucional establecido en favor de los particulares que tiene su 
fundamento en la responsabilidad patrimonial del Estado, cuyas 
características esenciales son la de ser directa y objetiva. Cabe 
mencionar que, el ámbito espacial de validez del referido derecho a la 
indemnización  trasciende  a todos los órdenes  jurídicos parciales –
Federación, estados, Distrito Federal y municipios–, por lo que sus 
titulares pueden exigir su contenido inmediata y directamente a cualquiera 
de los órganos de gobierno de aquellos órdenes. En tanto que su ámbito 
material es propio y no puede limitarse por las especificidades 
infraconstitucionales de las materias en las cuales el legislador ordinario 
despliega sus facultades de creación normativa (administrativa, civil, 
mercantil, laboral, etcétera) por lo que su extensión debe tutelarse en la 
forma prevista en la norma constitucional; de ahí que el indicado artículo 
113 no establece algún tipo de división competencial específica, en tanto 
que la responsabilidad patrimonial del Estado no reclama con exclusividad 
para sí un ámbito material propio –por ejemplo, civil o administrativo–, y 
tampoco uno espacial específico    –Federación, Distrito Federal, estados 
y municipios–. Finalmente, se advierte que este derecho no sólo tiene el 
propósito de consagrar la prerrogativa de los particulares a la 
indemnización referida, sino también el de asegurarles en las vías 
ordinarias correspondientes un vehículo procesal para obtener su 
cumplimiento, pues al prescribir que aquélla se otorgará conforme a las 
bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes, faculta al 
legislador ordinario para la configuración normativa de ejercicio 
obligatorio, consustancial a la operatividad de la responsabilidad 
patrimonial del Estado y, por tanto, imprescindible para el respeto del 
derecho de los particulares a la indemnización respectiva. 
 
Amparo en revisión 903/2008. **********.  12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA   LIII/2009. 

 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS SUPONE LA DIVISIÓN 
COMPETENCIAL PREVIAMENTE ESTABLECIDA EN ELLA. El citado 
precepto constitucional contiene un derecho sustantivo cuyas condiciones 
de desarrollo a nivel secundario y de exigibilidad suponen la división 
competencial previamente establecida en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, porque su última parte señala que 
los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las 
bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes; y del único 
artículo transitorio del decreto que introdujo este contenido constitucional 
(publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002) se 
advierte una facultad de ejercicio obligatorio para los órdenes jurídicos del 
Estado Mexicano para adecuar sus ordenamientos y proveer para que los 
particulares disfruten del contenido del derecho introducido. Así, si el 
derecho de los particulares a recibir una indemnización puede generarse 
por la actividad administrativa irregular de distintos órganos de gobierno –
federales, estatales, del Distrito Federal y/o municipales–, es indudable 
que su reclamo, trámite e individualización deben determinarse en el 
contexto normativo del orden jurídico parcial al que pertenece cada uno 
de dichos órganos, por tratarse de cuestiones delegadas por la Ley 
Fundamental a la regulación de las leyes que deben emitirse en cada 
orden jurídico en lo individual, con la única condición de que no restrinjan 
la extensión del derecho en la forma en que se encuentra tutelado.  
 
Amparo en revisión 903/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 

 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LIV/2009. 
 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
113, SEGUNDO PÁRRAFO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL 
ESTABLECE UN DERECHO SUSTANTIVO QUE PUEDE SER 
AMPLIADO POR EL LEGISLADOR ORDINARIO.  La mencionada norma 
constitucional establece un derecho sustantivo en favor de los particulares 
que se fundamenta en la figura de la responsabilidad patrimonial del 
Estado, articulada sobre la base de dos características fundamentales: la 
de ser directa y objetiva. Siendo estas dos características las que 
determinan la extensión del citado derecho constitucional, es claro que 
existen actos realizados por el Estado por los cuales no es responsable 
constitucionalmente. Así, el Tribunal Pleno de esta Corte ha considerado 
que los daños ocasionados por la actividad regular del Estado, que se 
traduce en una responsabilidad subjetiva e indirecta, así como la 
actuación dolosa o culposa de los funcionarios públicos eran aspectos no 
incluidos en el segundo párrafo del artículo 113 constitucional. Sin 
embargo, el hecho de que no estén explícitamente contemplados en la 
Norma Fundamental, debe llevar a concluir que dichas cuestiones pueden 
ser reguladas en los distintos órdenes jurídicos parciales con el propósito 
de ampliar el ámbito protector que establece el precepto constitucional. La 
anterior conclusión se fundamenta en el criterio de esta Suprema Corte, 
según el cual los derechos constitucionales son mínimos que deben ser 
respetados para garantizar su efectividad, pero que pueden ser ampliados 
por el legislador ordinario —ya sea federal o local— en su 
reglamentación—. Una técnica válida constitucionalmente para ampliar un 
derecho constitucional de los particulares es la de ampliar los supuestos 
de responsabilidad de aquellas instituciones de cuya actuación —y la 
forma cómo se regule— dependa el ejercicio del citado derecho, por lo 
que si en un orden jurídico parcial se decide establecer supuestos que 
actualicen la responsabilidad patrimonial del Estado, distintos a los 
establecidos en la norma constitucional, es evidente que los particulares 
tienen derecho a exigir todas las consecuencias que se deriven de la 
actuación del Estado, en las vías que se contemplen sin que pueda 
alegarse su incompatibilidad.   
 
Amparo en revisión 903/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 

HAGH/cop. 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LV/2009. 
 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE UN DERECHO CUYA 
EXIGIBILIDAD DEBE ENCAUSARSE EN LA VÍA Y PROCEDIMIENTOS 
PREVISTOS POR EL LEGISLADOR ORDINARIO, MIENTRAS NO 
RESTRINJAN SU CONTENIDO MÍNIMO. La citada norma constitucional 
no obliga a los particulares a tramitar el derecho que tutela a través de 
una vía específica –por ejemplo, la administrativa– ni a través de una ley 
determinada, pues establece un derecho sustantivo en favor de los 
gobernados que no reclama con exclusividad un ámbito competencial 
propio; sin embargo no puede concluirse que sus titulares pueden hacerlo 
valer a través de la vía que más les convenga, sino mediante la que el 
legislador dispuso para tal fin. Lo anterior, porque el artículo 113 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al determinar que 
los particulares tendrán derecho a una indemnización por la actividad 
administrativa irregular del Estado, conforme a las bases, límites y 
procedimientos que establezcan las leyes, no permite que escojan la 
materia y vía que mejor les parezca sin considerar el contexto normativo 
del orden jurídico en que se ubiquen, por tratarse de una cuestión 
delegada al legislador ordinario, con la única condición de que no 
restrinjan el contenido mínimo de este derecho. 
 
Amparo en revisión 903/2008. **********. 12 de noviembre de 2008. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LVI/2009. 
 
 

CAREOS PROCESALES. EL JUZGADOR DEBE ORDENAR DE OFICIO 
SU DESAHOGO, CUANDO ADVIERTA CONTRADICCIONES 
SUSTANTIVAS ENTRE EL DICHO DE DOS PERSONAS, INCLUSO 
TRATÁNDOSE DEL INCULPADO. El artículo 20, apartado A, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de junio de 2008) regula la figura del careo como garantía del inculpado, 
esto es, como un derecho de defensa consagrado a su favor que sólo 
puede decretarse a petición de parte, con la limitante establecida en la 
fracción V del apartado B de dicho precepto constitucional, en el sentido 
de que las víctimas u ofendidos menores de edad no están obligados a 
carearse con el inculpado tratándose de los delitos de violación o 
secuestro. Por su parte, el artículo 265 del Código Federal de 
Procedimientos Penales se ubica en el capítulo que específicamente 
regula al careo como medio de prueba. Así, se advierte que ambos tipos 
de careos tienen diferentes objetos, pues mientras el constitucional es 
una garantía de defensa del acusado para que vea y conozca a quienes 
declaran en su contra, a fin de permitir que les formule las preguntas que 
estime pertinentes y evitar que en su perjuicio se formen testimonios 
artificiosamente, el objeto del careo procesal consiste en que el juzgador 
conozca la verdad de los hechos, es decir, se trata de una regla 
probatoria aplicable a los casos en que, dentro del proceso, cualquier 
persona emita declaraciones contradictorias con las vertidas por otra, y el 
juez estime necesario determinar la verdad al respecto. En ese tenor, 
resulta evidente que el juzgador debe ordenar de oficio el desahogo del 
careo procesal cuando advierta contradicciones sustantivas entre el dicho 
de dos personas, incluso tratándose del inculpado, pues si la finalidad de 
tal desahogo es que aquél cuente con pruebas eficaces para resolver la 
cuestión sujeta a su potestad, no hay razón para considerar que el aludido 
precepto constitucional impide la celebración de careos procesales entre 
el acusado y los testigos de cargo o los agentes que intervinieron en su 
aprehensión. 
 
Amparo directo en revisión 1380/2008. 1o. de octubre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla 
López. 
 
Amparo directo en revisión 2186/2008. 4 de marzo de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LVII/2009. 
 

 
SUSPENSIÓN EN CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. PARA 
DETERMINAR  QUIEN RESULTA COMPETENTE PARA RESOLVER 
SOBRE SU REVOCACIÓN O MODIFICACIÓN POR HECHOS 
SUPERVENIENTES, DEBE ACUDIRSE AL AUTO DEL MINISTRO 
INSTRUCTOR O SENTENCIA QUE CONTENGA LA CONCESIÓN DE 
LA MEDIDA. (INTERPRETACIÓN  DEL ARTÍCULO 17 DE LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS). El citado artículo establece dos previsiones: a) la facultad 
del Ministro instructor para que en tanto no se dicte sentencia definitiva, 
modifique o revoque el auto de suspensión dictado por él, siempre con 
motivo de un hecho superveniente que lo fundamente; y, b) cuando la 
suspensión hubiera sido concedida por el Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver un recurso de 
reclamación, el Ministro instructor deberá someter a la consideración del 
propio Pleno los hechos supervenientes que fundamenten su modificación 
o revocación para que éste resuelva lo conducente –lo cual, conforme a 
los acuerdos generales emitidos por el mencionado Tribunal, también 
debe comprender a los casos en que los recursos fuesen resueltos por 
cualquiera de sus Salas–. Así, las hipótesis normativas previstas en el 
artículo 17 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos están 
supeditadas al surgimiento de un hecho superveniente para que, según 
sea el caso, el Ministro instructor, el Pleno o las Salas de la Suprema 
Corte puedan modificar un auto de suspensión en controversia 
constitucional. 
 
Recurso de reclamación 84/2008-CA, derivado del incidente de 
suspensión de la controversia constitucional 88/2008. Poder Ejecutivo del 
Estado de Morelos. 28 de enero de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José Ramón Cossío Díaz; 
en su ausencia hizo suyo el asunto José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretaria: Laura Patricia Rojas Zamudio. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    LVIII/2009. 
 
 
USO DE MONEDA FALSIFICADA. EL ARTÍCULO 234, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, NO VIOLA EL ARTÍCULO 
22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. De la interpretación armónica del citado precepto 
constitucional se infiere que las penas privativas de la libertad deben 
atender a la gravedad de la conducta delictiva cometida en correlación 
con el riesgo social y la necesidad de preservar el orden jurídico, de 
manera que el carácter excesivo proscrito por el propio numeral no se 
refiere a la duración de la sanción, sino a que ésta exceda 
desproporcionalmente al hecho delictuoso. En ese sentido, se concluye 
que el último párrafo del artículo 234 del Código Penal Federal, al 
sancionar con prisión de cinco a doce años a quien a sabiendas hiciere 
uso de moneda falsificada, no viola el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues no puede considerarse 
excesiva o desproporcional  en relación al bien jurídico que tutela, esto es, 
la autenticidad de la moneda, ya que dicha pena no sólo permite el 
aseguramiento de la estabilidad y certidumbre del sistema económico 
nacional, sino que además disuade a terceros de la realización futura de 
dicha conducta.  
 
 
Amparo directo en revisión 2125/2008. 18 de febrero de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LIX/2009. 
 

USO DE MONEDA FALSIFICADA. EL ARTÍCULO 234, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, NO CONTRAVIENE EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El citado artículo, al prever la 
pena de prisión de cinco a doce años para quien a sabiendas hiciere uso 
de moneda falsificada, no contraviene el principio de seguridad jurídica en 
virtud de que contiene un elemento normativo del delito, es decir, “a 
sabiendas”, el cual no da lugar a confusión en cuanto a su aplicación, ni 
disminuye el derecho de defensa del inculpado, pues está sometido a la 
valoración de la autoridad aplicadora de la norma. Además, si bien dicho 
elemento puede ser motivo de interpretación, ello no torna inconstitucional 
al indicado precepto, ya que sólo se estaría ante un problema de mera 
legalidad, pero no de constitucionalidad. 
 
Amparo directo en revisión 2125/2008. 18 de febrero de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C  A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LX/2009. 
 

 
 
EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. LOS ARTÍCULOS 2, 22, 24, 25, 30, 
33 Y 34 DE LA LEY RELATIVA NO SON VIOLATORIOS DE LO 
DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 20 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Al no tener el procedimiento 
de extradición la naturaleza de un juicio penal, sino de un procedimiento 
administrativo con intervención judicial limitada, según se desprende del 
artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
a las personas reclamadas por el Estado peticionario no le son aplicables 
las garantías previstas en el artículo 20 constitucional a favor de los 
inculpados en un proceso de esa naturaleza, toda vez que no están 
siendo sujetas a un juicio penal y, por ende, no tienen el carácter de 
procesados. En consecuencia, es posible concluir que los artículos 2, 22, 
24, 25, 30, 33 y 34 de la Ley de Extradición Internacional no son 
violatorios del artículo 20, apartado A, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en atención a que dicho precepto 
constitucional no es aplicable tratándose de procedimientos de 
extradición.    
 

Amparo en revisión 30/2009.  25  de febrero de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXI/2009. 
 
 

EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. LOS ARTÍCULOS 24, 25 Y 30 DE LA 
LEY RELATIVA QUE REGULAN DICHO PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO NO VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Los 
citados numerales de la Ley de Extradición Internacional no violan la 
garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en virtud de que permiten una 
adecuada y oportuna defensa del sujeto reclamado, respetando las 
formalidades esenciales del procedimiento. En efecto, los indicados 
artículos 24, 25 y 30 establecen, respectivamente, que una vez detenido 
el reclamado, sin demora se le hará comparecer ante el juez de distrito 
correspondiente, quien le dará a conocer el contenido de la petición de 
extradición, así como los documentos que se acompañen a ésta, en cuya 
audiencia podrá nombrar defensor; que debe ser oído en defensa por sí o 
por su defensor y dispondrá hasta de tres días para oponer las 
excepciones que establece la Ley, y de veinte para demostrarlas, cuyo 
plazo podrá ampliarse por el juez en caso necesario, dando vista previa al 
Ministerio Público, y que la Secretaría de Relaciones Exteriores en vista 
del expediente y de la opinión del juez, dentro de los veinte días 
siguientes resolverá si concede o rehúsa la extradición; de ahí que 
conforme a lo sostenido por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en la tesis P. XXI/2008, si bien es cierto que las 
excepciones opuestas por el sujeto reclamado y las pruebas conducentes 
no se hacen valer ante la Secretaría de Relaciones Exteriores, que es la 
emisora de la resolución final del procedimiento de extradición, también lo 
es que ello obedece a que esa resolución no es ajena e independiente del 
procedimiento administrativo seguido en forma de juicio ante el juez de 
distrito, sino que representa la culminación de tal procedimiento en el cual 
se sustenta la decisión. 
 
Amparo en revisión 30/2009. 25 de febrero de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
  
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXII/2009. 
 
 

EXTRADICIÓN INTERNACIONAL. LOS ARTÍCULOS 2, 22 Y 34 DE LA 
LEY RELATIVA NO VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Acorde 
con lo sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
garantía de audiencia prevista en el artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos consiste en otorgar al gobernado la 
oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la libertad, 
propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las 
autoridades, entre otras obligaciones, la relativa a que en el juicio que se 
siga se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, las 
cuales, genéricamente se traducen en: 1) la notificación del inicio del 
procedimiento y sus consecuencias; 2) la oportunidad de ofrecer y 
desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) la oportunidad de 
alegar; y 4) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones 
debatidas. En ese sentido, se concluye que los artículos 2, 22 y 34 de la 
Ley de Extradición Internacional, al establecer, respectivamente, el ámbito 
de aplicación de la Ley; la regla competencial sobre el juez de distrito que 
estará facultado para intervenir en un procedimiento de extradición, 
atendiendo al lugar en donde se encuentre la persona reclamada, y la 
forma en que se llevará a cabo la entrega del extraditado, cuando se haya 
agotado el procedimiento respectivo (en el cual se le dio ya la oportunidad 
de ser oído en defensa) y se haya acordado la solicitud de que se trate, 
no violan la referida garantía constitucional, pues ninguno de dichos 
supuestos atenta contra las posibilidades de defensa del sujeto 
reclamado, ni quebranta las formalidades esenciales del procedimiento. 
  

Amparo en revisión 30/2009. 25 de febrero de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de marzo  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintiséis de marzo de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXIII/2009. 
 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO TRANSGREDE LA GARANTÍA A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL. El artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, al prever 
un plazo de cuarenta y cinco días hábiles para que la autoridad dicte la 
resolución en el procedimiento relativo, sin establecer una consecuencia 
en caso de que lo haga fuera de ese plazo, no transgrede la garantía a la 
tutela jurisdiccional contenida en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues no vulnera los principios de 
impartición de justicia pronta, completa e imparcial, en tanto que el 
legislador cumplió con el imperativo de fijar un plazo razonable para la 
conclusión del procedimiento señalado, y la circunstancia de no fijar una 
sanción obedece a que la autoridad no puede prolongar el procedimiento 
por ser de pronunciamiento forzoso. 
 
Amparo en revisión 304/2008. **********. 13 de agosto de 2008. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García.   
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de primero de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXIV/2009. 
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LOS ARTÍCULOS 8o., FRACCIONES I, II, XVII Y XXIV, 13, 
14, 15 Y 16 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉN EL 
SISTEMA PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES, NO 
CONTRAVIENEN LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA. De la lectura integral y relacionada de los artículos 8o., 
fracciones I, II, XVII y XXIV, 13, 14, 15 y 16 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, se advierte 
que el sistema para la imposición de sanciones que prevén no deja en 
estado de incertidumbre al servidor público en torno a la conducta 
calificada como infractora, toda vez que el proceder de aquél se delimita 
por los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia en el desempeño de sus funciones, contenidos en el artículo 
113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por 
tanto, los indicados numerales de la Ley Federal señalada no 
contravienen las garantías de legalidad y seguridad jurídica previstas en 
los artículos 14 y 16 constitucionales, pues precisan con grado de certeza 
y concreción constitucionalmente exigible, el núcleo básico de las 
conductas calificadas como infractoras, las sanciones correspondientes y 
los parámetros para su imposición, impidiendo con ello que la actuación 
de la autoridad sea caprichosa o arbitraria. Además, la Ley Federal 
mencionada se refiere expresamente a todo acto u omisión que implique 
incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el 
desempeño de la función pública –por lo que debe estarse al marco legal 
aplicable en la materia–, lo cual no sólo otorga certeza al servidor público, 
sino que evita que la autoridad incurra en confusión. 
 
Amparo en revisión 304/2008. **********. 13 de agosto de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de primero de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXV/2009. 
 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO TRANSGREDE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. El procedimiento de responsabilidad administrativa tiene por 
objeto asegurar la óptima prestación del servicio público, de manera que 
éste corresponda a los intereses de la colectividad, pudiendo concluir 
sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo la sanción 
administrativa correspondiente, determinando si el servidor público 
cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo. Así, el 
artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos no transgrede la garantía de 
seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, por el hecho de no fijar consecuencia o 
sanción alguna para los casos en que la autoridad no dicte la resolución 
correspondiente dentro del plazo de cuarenta y cinco días a que alude 
aquella norma, pues por razones de seguridad jurídica y conforme a la 
materia de estos procedimientos que son de pronunciamiento forzoso, 
deben resolverse con la emisión de la resolución que les ponga fin. 
 

Amparo en revisión 304/2008. **********. 13 de agosto de 2008. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García.   
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de primero de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, dos de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
  
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXVI/2009. 
 
 

VALOR AGREGADO. SI LA EVENTUAL CONCESIÓN DEL AMPARO 
IMPLICA LA PÉRDIDA DEL DERECHO AL ACREDITAMIENTO DEL 
IMPUESTO RELATIVO, SE MATERIALIZA UN PERJUICIO 
INCOMPATIBLE CON EL PROPÓSITO Y NATURALEZA DEL JUICIO 
DE GARANTÍAS. Si a través del juicio de amparo se impugnan 
disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado que establecen 
algún supuesto de exención, el efecto de la eventual concesión de la 
protección constitucional en términos del artículo 80 de la Ley de Amparo, 
sería restituir las cosas al estado en que se encontraban antes de la 
supuesta violación cometida, lo que al tratarse de un amparo contra leyes 
significaría que la norma deje de tener validez jurídica para el gobernado, 
es decir, quedaría protegido de su aplicación presente y futura, con lo cual 
se le haría extensiva la exención correspondiente; sin embargo, ello no 
sólo implica la no exigibilidad de la deuda tributaria relativa al gravamen 
causado, sino también la pérdida del derecho al acreditamiento del 
impuesto al valor agregado que le hubiere sido trasladado al quejoso por 
sus proveedores de bienes y servicios, con lo cual, por regla general, se 
materializa un perjuicio para el promovente, incompatible con el propósito 
y naturaleza del juicio de garantías; de ahí que en la hipótesis indicada se 
actualiza la causal de improcedencia contenida en el artículo 73, fracción 
XVIII, en relación con el 80, ambos de la Ley de Amparo. Lo anterior es 
así, porque los contribuyentes que realizan actos o actividades gravados, 
aun a la tasa del 0%, pueden recuperar el costo inherente al impuesto que 
les trasladaron sus proveedores, siempre que cumplan con los demás 
requisitos establecidos en la Ley del Impuesto al Valor Agregado; en 
cambio, tratándose de actos o actividades exentas, el impuesto se causa, 
pero por razones de índole económica, política, social y financiera, entre 
otras, que dan lugar a la no exigibilidad de la deuda tributaria, no se 
efectúa traslado alguno al adquirente del bien o del servicio por concepto 
de impuesto al valor agregado, lo cual se traduce en que quien enajena el 
bien o presta el servicio, al no formar parte de la mecánica del gravamen, 
está imposibilitado para efectuar el acreditamiento, de manera que el 
impuesto que le fue trasladado deberá absorberlo como costo. Esto es, el 
régimen de causación, inclusive a la tasa del 0%, representa mayores 
beneficios que el de exención en el impuesto al valor agregado, pues el 
único contrapeso a la posibilidad de acreditar el impuesto en el primero 
(causación), deriva de simples ventajas administrativas en el segundo 
(exención), como la consistente en no llevar contabilidad para efectos del 
gravamen o no presentar declaraciones. Y si bien existe la posibilidad 
fáctica de que algún caso particular no encuadre en el esquema general 
descrito, dicha circunstancia no puede preverse anticipadamente por el 
tribunal constitucional, ni puede considerarse de antemano como 
fundamento de la pretensión del quejoso en la generalidad de los casos, 
que son los que posibilitan el estudio de constitucionalidad de leyes.  
 

Amparo en revisión 201/2008. **********. 28 de mayo de 2008. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXVII/2009. 
 

RENTA. EN EL DISEÑO NORMATIVO DEL PROCEDIMIENTO PARA 
DETERMINAR LA CANTIDAD LÍQUIDA DEL IMPUESTO RELATIVO 
CONCURREN FIGURAS JURÍDICAS DE DISTINTA NATURALEZA. El 
impuesto sobre la renta pretende pesar sobre los incrementos 
patrimoniales positivos, de lo cual se desprende que su base imponible 
deriva de la conjunción de disposiciones que esencialmente incorporan 
componentes positivos y negativos, necesarios para su configuración. En 
tal virtud, corresponde al legislador tributario incorporar en su mecánica, 
cuando menos, los instrumentos que permitan ajustarlo a tal propósito, a 
fin de que el gravamen no pese únicamente sobre los ingresos brutos del 
causante. En efecto, en el diseño normativo del procedimiento para 
determinar la cantidad líquida a cargo del contribuyente del impuesto 
sobre la renta concurren figuras jurídicas de distinta naturaleza: a) 
sustractivas –deducciones, créditos, amortizaciones, los supuestos de 
exención o no sujeción, coeficientes de decremento, entre otras– y b) 
aditivas –acumulación de ingresos, elementos que amplían el radio de 
acción del propio impuesto, como ocurre en el caso de los presupuestos 
asimilados o equiparados, coeficientes de incremento, entre otras– y sólo 
gracias a la acción conjunta y simultánea de todas ellas puede conocerse 
la entidad de la obligación tributaria resultante. Así, en el diseño del 
sistema tributario del gravamen aludido el legislador tiene a su alcance 
una serie de figuras jurídicas que podrían provocar la disminución de la 
cantidad líquida a cargo del contribuyente (las tradicionalmente 
denominadas “sustractivas”); sin embargo, no porque tengan este efecto 
como denominador común pueden homologarse unas con otras pues, por 
regla general, de cada uno de dichos institutos puede predicarse un 
propósito determinado, o bien, a cada uno de ellos puede corresponder 
una consecuencia específica diversa –a pesar de que en todos los casos 
se provoque la disminución del gravamen a cargo–, dependiendo del 
punto específico en el que impacten dentro de la mecánica del referido 
tributo, como se evidencia al apreciar el efecto diferenciado de las figuras 
que influyen en la determinación de la base, frente a las que disminuyen 
directamente la contribución causada. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  LXVIII/2009. 
 

 
RENTA. FUNCIÓN DE LAS DEDUCCIONES EN LA MECÁNICA DEL 
CÁLCULO DEL IMPUESTO RELATIVO. Bajo el nombre de deducciones 
suele identificarse a los conceptos que disminuyen los ingresos brutos, a 
fin de determinar una utilidad cuando éstos excedan a las deducciones, o 
bien, una pérdida, en caso contrario. En el impuesto sobre la renta, las 
deducciones permiten que el gravamen refleje los aspectos relevantes del 
hecho imponible y, de igual forma, por conducto de ellas puede 
concretarse la cantidad a la que se aplicará la tasa para arribar a la 
contribución causada. En lo que se refiere a su impacto en el mecanismo 
de determinación del gravamen en cantidad líquida, se advierte que 
únicamente disminuyen la base del impuesto conforme al monto 
disminuido, por lo que la deuda tributaria resultante sólo se reduce en 
razón de la tasa del gravamen; de ahí que puede afirmarse que para el 
contribuyente las deducciones no tienen un valor real equiparable a su 
valor nominal, lo cual obedece a que dicho concepto incide previamente a 
la aplicación de la tasa del impuesto. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXIX/2009. 
 

DEDUCCIONES ESTRUCTURALES Y NO ESTRUCTURALES. 
RAZONES QUE PUEDEN JUSTIFICAR SU INCORPORACIÓN EN EL 
DISEÑO NORMATIVO DEL CÁLCULO DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA. Conforme a la tesis 1a. XXIX/2007, de rubro: “DEDUCCIONES. 
CRITERIOS PARA DISTINGUIR LAS DIFERENCIAS ENTRE LAS 
CONTEMPLADAS EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, A LA 
LUZ DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA 
CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, 
CONSTITUCIONAL.”, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha distinguido entre dos tipos de deducciones en materia de 
impuesto sobre la renta. Ahora bien, en un avance progresivo sobre lo 
sostenido en dicho criterio, puede abonarse, diferenciando dos tipos de 
deducciones:   1. Estructurales, identificadas como figuras sustractivas o 
minorativas que tienen como funciones, entre otras, subjetivizar el 
gravamen, adecuándolo a las circunstancias personales del 
contribuyente; frenar o corregir los excesos de progresividad; coadyuvar a 
la discriminación cualitativa de rentas; o bien, rectificar situaciones 
peculiares derivadas de transferencias de recursos que son un signo de 
capacidad contributiva. En este rubro se ubican las deducciones que, por 
regla general, el legislador debe reconocer en acatamiento al principio de 
proporcionalidad tributaria para que el impuesto resultante se ajuste a la 
capacidad contributiva de los causantes. Ahora bien, los preceptos que 
reconocen este tipo de deducciones son normas jurídicas no autónomas –
dada su vinculación con las que definen el presupuesto de hecho o los 
elementos de gravamen–, que perfilan los límites específicos del tributo, 
su estructura y función, se dirigen a coadyuvar al funcionamiento de éste 
y, en estricto sentido, no suponen una disminución en los recursos del 
erario, pues el Estado únicamente dejaría de percibir ingresos a los que 
formalmente parece tener acceso, pero que materialmente no le 
corresponden; de ahí que estas deducciones no pueden equipararse o 
sustituirse con subvenciones públicas o asignaciones directas de 
recursos, ya que no tienen como finalidad prioritaria la promoción de 
conductas, aunque debe reconocerse que no excluyen la posibilidad de 
asumir finalidades extrafiscales. 2. No estructurales o “beneficios”, las 
cuales son figuras sustractivas que también auxilian en la configuración 
de las modalidades de la base imponible del impuesto sobre la renta pero 
que, a diferencia de las estructurales, tienen como objetivo conferir o 
generar posiciones preferenciales, o bien, pretender obtener alguna 
finalidad específica, ya sea propia de la política fiscal del Estado o de 
carácter extrafiscal. Estas deducciones son producto de una sanción 
positiva prevista por una norma típicamente promocional y pueden 
suscribirse entre los denominados “gastos fiscales”, es decir, los 
originados por la disminución o reducción de tributos, traduciéndose en la 
no obtención de un ingreso público como consecuencia de la concesión 
de beneficios fiscales orientados al logro de la política económica o social; 
de manera que tales deducciones sí pueden equipararse o sustituirse por 
subvenciones públicas, pues en estos beneficios se tiene como objetivo 
prioritario plasmar criterios de extrafiscalidad justificados en razones de 
interés público. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXX/2009. 
 

 
RENTA. FUNCIÓN DE LA DISMINUCIÓN DE PÉRDIDAS FISCALES 
AMORTIZABLES EN LA MECÁNICA DEL CÁLCULO DEL IMPUESTO 
RELATIVO. La disminución (también llamada “amortización”) de pérdidas 
fiscales es una figura jurídica sustractiva que permite disminuir la utilidad 
fiscal, con las pérdidas fiscales sufridas en anualidades anteriores, lo cual, 
tradicionalmente, se limita a un periodo determinado. La aplicación de 
dicho concepto en la mecánica del impuesto sobre la renta se justifica en 
el reconocimiento de la continuidad de la operación de la empresa en el 
tiempo. Así, si bien puede resultar razonable que el fisco requiera cortes 
anuales para la determinación de la situación jurídica del causante del 
impuesto sobre la renta, también se reconoce que dicho corte anual  –el 
ejercicio fiscal– no agota el desarrollo ordinario de la empresa, por lo que 
se permite conjuntar el impacto de las utilidades fiscales presentes con el 
de las pérdidas fiscales pasadas. En efecto, conforme al artículo 10 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, el concepto aditivo equivalente a las 
pérdidas fiscales amortizables lo constituyen las utilidades fiscales, y de la 
resta de aquéllas frente a éstas se obtiene lo que la legislación nacional 
denomina “resultado fiscal”. Finalmente, en lo referente al impacto que 
tiene la disminución de pérdidas fiscales en el mecanismo de 
determinación del gravamen en cantidad líquida, se observa que 
únicamente reducen la base del impuesto conforme a su valor nominal, 
disminuyendo la deuda tributaria sólo en razón de la tasa del gravamen, 
de manera análoga a lo que acontece con las deducciones, pues en 
ambos supuestos el impacto de la figura sustractiva tiene lugar antes de 
la aplicación de la tasa del impuesto. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXI/2009. 
 

RENTA. FUNCIÓN DE LOS ACREDITAMIENTOS EN LA MECÁNICA 
DEL CÁLCULO DEL IMPUESTO RELATIVO. A los conceptos revestidos 
de un carácter eminentemente técnico que, por regla general, operan 
sobre la contribución causada, disminuyéndola a fin de determinar la 
cantidad líquida que debe cubrirse, se les suele denominar “créditos”, y a 
la acción de disminuirlos del concepto aludido se le conoce como 
“acreditamiento”, el cual genera un efecto económico equivalente al de 
una compensación. Usualmente, los conceptos reconocidos como 
acreditables se dirigen a evitar algunas  contradicciones  en  el  sistema  
tributario –como acontece con el crédito reconocido por el impuesto sobre 
la renta pagado en el extranjero, el cual, de no ser acreditable, bajo un 
principio de renta universal, daría lugar al fenómeno de doble tributación 
al reconocerse el ingreso en el país de residencia–; también suelen 
utilizarse para armonizar la dinámica interna de los momentos que se 
articulan dentro del tributo –como cuando se permite el acreditamiento de 
los pagos provisionales efectuados durante el ejercicio–. Así, los créditos 
fiscales tienen como característica impactar en la mecánica del cálculo del 
gravamen tras la aplicación de la tasa; en tal virtud, reducen peso por 
peso el impuesto a pagar, de manera que su valor real para el causante 
es igual al valor nominal del crédito. Finalmente, debe señalarse que 
también a este nivel pueden introducirse ciertos beneficios que funcionan 
como bonificaciones y que buscan generar posiciones preferentes en los 
sujetos a los que se otorguen. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXII/2009. 
 

RENTA. EFECTO JURÍDICO CORRESPONDIENTE A LA 
“DISMINUCIÓN” DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES 
EN LAS UTILIDADES DE LAS EMPRESAS, A RAÍZ DE LA REFORMA 
AL ARTÍCULO 10 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2005). La disposición aludida, 
reformada mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 1o. de diciembre de 2004, establece la mecánica aplicable 
a partir del ejercicio fiscal de 2005, en el caso de los contribuyentes del 
Título II, a fin de calcular el resultado fiscal, al cual se le aplicará la tasa 
señalada en el propio artículo, y que consiste básicamente en lo siguiente: 
a los ingresos acumulables obtenidos en el ejercicio se les podrán restar 
las deducciones autorizadas por el legislador tributario para obtener la 
utilidad fiscal –o pérdida fiscal, en su caso– de la que podrá disminuirse la 
participación de los trabajadores en las utilidades, así como las pérdidas 
sufridas en ejercicios anteriores –de existir–. Ahora bien, conforme a la 
mecánica derivada de la indicada reforma, la disminución mencionada 
impacta en la determinación del resultado fiscal, tanto como lo hacen las 
deducciones autorizadas que son disminuidas de los ingresos 
acumulables para el cálculo de la utilidad (o pérdida) fiscal, por lo que 
puede concluirse que el valor nominal de la disminución del reparto de 
utilidades –dada su ubicación en la mecánica para el cálculo del resultado 
fiscal– es igual al de las deducciones, ya que la disminución de la 
participación de los trabajadores en las utilidades reduce el monto que se 
multiplicará por la tasa del impuesto para determinar el tributo causado, 
en la misma medida en que lo haría si se considerara una deducción. Si 
bien la participación de los trabajadores en las utilidades no reduce el 
monto correspondiente a la utilidad fiscal, no por ello podría afirmarse que 
su ubicación en la mecánica para el cálculo del impuesto tiene como 
efecto dejar de reconocer una erogación efectuada en el desarrollo 
ordinario de las actividades del contribuyente e, inclusive, en 
cumplimiento a un deber establecido constitucionalmente. Lo anterior 
debe valorarse a la luz de los efectos que la citada reforma legal tiene 
para el patrón y para los trabajadores: por un lado, para el primero, puede 
apreciarse que la “disminución” de tal concepto permite obtener una base 
–y, por ende, una cantidad líquida a pagar– que resulta menor, 
justamente en la medida de la participación de los trabajadores en las 
utilidades, tanto como si se tratara de un concepto deducible de los 
ingresos acumulables; por otro lado, para los trabajadores, la distinción 
entre conceptos “disminuibles” y “deducibles” sí puede ser relevante, pues 
debe tomarse en cuenta que el derecho a que les sean distribuidas las 
utilidades que generan es un factor dependiente de la “renta gravable” 
que corresponde conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
concepto que este Alto Tribunal ha identificado con la utilidad fiscal. Por 
otro lado, y según el proceso de creación del artículo 10 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente a partir de 2005, dicho tratamiento 
novedoso surgió a fin de que pudiera reconocerse la repercusión que 
tiene en el patrimonio del patrón el pago de la participación de los 
trabajadores en las utilidades, sin que ello implique afectar los derechos 
de los trabajadores, pues si la participación de éstos en las utilidades se 
incluyera en la determinación de la utilidad fiscal como una deducción, 
dicha reducción traería como consecuencia que el monto al cual se le 
aplicara el porcentaje relevante para el cálculo del reparto de utilidades 
fuera menor, en la medida en que se estaría restando un concepto más a 



 
 

 
 

 

los ingresos acumulables, afectando a las utilidades de las empresas y, 
finalmente, a la renta gravable que debe repartirse a los trabajadores. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXIII/2009. 
 

 
RENTA. CON LA INCORPORACIÓN EN LA MECÁNICA DEL 
IMPUESTO RELATIVO DE LA “DISMINUCIÓN” DE LA 
PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LAS UTILIDADES DE 
LAS EMPRESAS SE RESPETA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DE 2005). La prohibición de la deducción de la participación de 
los trabajadores en las utilidades de las empresas, conforme al artículo 
32, fracción XXV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, continúa vigente; 
no obstante, con la incorporación de la disminución de dicho concepto, 
establecido a través de la reforma del artículo 10 de la citada Ley, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de diciembre de 
2004, el vicio de inconstitucionalidad del indicado artículo 32 queda 
subsanado. En efecto, en la declaratoria de inconstitucionalidad del 
artículo mencionado en último término, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo que resultaba necesario admitir el impacto de la erogación 
relativa al reparto de utilidades en la capacidad contributiva, todo ello en 
torno al cálculo del impuesto sobre la renta, lo cual no se lograba al no 
reconocerse la deducibilidad de dicho concepto como erogación 
necesaria e indispensable en el desarrollo ordinario de la empresa. En 
este contexto, esta Primera Sala advierte que con la reforma al señalado 
artículo 10, la aparente falta de reconocimiento de un concepto deducible 
proveniente del artículo 32, fracción XXV, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta se corrige mediante una figura sustractiva excepcional: la 
“disminución”, que permite tomar en cuenta el impacto de la erogación en 
el haber patrimonial del patrón y, simultáneamente, logra que no se afecte 
el derecho de los trabajadores a percibir un porcentaje de la utilidad que 
efectivamente contribuyeron a generar. En tal virtud, se concluye que con 
la incorporación en la mecánica del impuesto sobre la renta, de la 
disminución de la participación de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas se respeta el principio de proporcionalidad tributaria contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; máxime que la decisión de generar un concepto 
“disminuible” correspondía plenamente al ámbito de configuración del 
sistema tributario que es propio del legislador, y que la creación de tal 
figura –conjuntamente con la decisión de conservar la prohibición 
reclamada– no trasciende hasta el grado de provocar la 
inconstitucionalidad del precepto, dado que el mecanismo referido permite 
reconocer la capacidad contributiva sin perder de vista los derechos 
laborales. 
 
Amparo en revisión 316/2008. **********. 9 de julio de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXIV/2009. 
 
 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO DE SONORA. EL ARTÍCULO 6o. DEL REGLAMENTO PARA 
LOS SERVICIOS MÉDICOS DEL ISSSTESON, AL ESTABLECER QUE 
PARA TENER ACCESO AL SERVICIO MÉDICO LOS TRABAJADORES 
DE NUEVO INGRESO O REINGRESO DEBERÁN ACREDITAR QUE 
GOZAN DE BUENA SALUD, VIOLA EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, 
FRACCIÓN XI, INCISO A), DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. El precepto constitucional mencionado contiene los 
principios fundamentales de los derechos sociales, inspirados en la 
justicia y la humanidad, cuya finalidad es preservar, frente a una situación 
jurídica desigual, la existencia de una clase social económicamente débil 
y desvalida, sobre la base de un mínimo de condiciones destinadas a 
dignificar y elevar la condición humana de los trabajadores; así, se 
traduce en una disposición eminentemente proteccionista no sólo de la 
clase trabajadora sino también de sus familiares y de la comunidad, 
contra los riesgos derivados del trabajo y la existencia en general de los 
riesgos vitales, para procurarles una vida digna y decorosa; de manera 
que por el solo hecho de ser trabajador al servicio del Estado se adquiere 
el derecho a recibir los servicios médicos, a través de las instituciones que 
otorgan la seguridad social y a que está obligado a proporcionar el 
Estado, sin condición alguna. Por tanto, el artículo 6o. del Reglamento 
para los Servicios Médicos del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado de Sonora, al establecer que para tener 
acceso al servicio médico, los trabajadores de nuevo ingreso o reingreso 
deberán acreditar que gozan de buena salud y que para ello habrán de 
someterse a un examen médico según el formato proporcionado por el 
propio Instituto, llenado por un médico de éste o afiliado al mismo, al cual 
se anexarán los resultados de diversos exámenes de laboratorio –
detección de sífilis, radiografía de tórax, química sanguínea de glucosa, 
urea y creatinina, biometría hemática completa, examen general de orina, 
ácido úrico, colesterol y triglicéridos, y en caso de ser mujer, prueba de 
embarazo negativo–, los cuales serán valorados por la Subdirección de 
Servicios Médicos, quien a su juicio podrá solicitar otros estudios 
especiales, viola el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en tanto que con 
la indicada condicionante niega el acceso a los servicios médicos a los 
trabajadores que no demuestren gozar de buena salud, lo cual 
contraviene el objeto pretendido por los derechos sociales tutelados en el 
citado precepto constitucional. 
 

Amparo en revisión 44/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,-  C E R T I F I C A:  -Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés  de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXV/2009. 
 

 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO DE SONORA. EL ARTÍCULO 6o. DEL REGLAMENTO PARA 
LOS SERVICIOS MÉDICOS DEL ISSSTESON, AL ESTABLECER QUE 
PARA TENER ACCESO AL SERVICIO MÉDICO LOS TRABAJADORES 
DE NUEVO INGRESO O REINGRESO DEBERÁN ACREDITAR QUE 
GOZAN DE BUENA SALUD, VIOLA EL ARTÍCULO 1o. DE LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. El precepto 
constitucional citado, en su párrafo tercero, establece que queda 
prohibida toda discriminación motivada, entre otras, por condiciones de 
salud, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas, lo que significa 
que el principio de igualdad y de no discriminación por razón de salud es 
vinculante a todos los poderes públicos, incluyendo al legislador en la 
regulación de las relaciones entre la Institución de Seguridad Social y los 
individuos que la integran, así, la garantía de igualdad es violada cuando 
para la diferenciación legal o para el tratamiento legal igual, no es posible 
encontrar una razón suficiente o comprensible, esto es, cuando la 
diferenciación sea desproporcionada, injustificada o arbitraria, de tal 
manera que el legislador debe actuar conforme a los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad jurídica, lo que implica que la limitación 
de una garantía constitucional por parte del legislador debe perseguir una 
finalidad constitucionalmente legítima, esto es, debe ser adecuada, 
idónea y apta, de tal suerte que se pueda alcanzar la finalidad perseguida; 
por tanto, si el artículo 6° del Reglamento para los Servicios Médicos del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
de Sonora, señala que para tener acceso a los servicios médicos, los 
trabajadores de nuevo ingreso o de reingreso, deberán acreditar que 
gozan de buena salud, viola las garantías individuales de igualdad y de no 
discriminación por razón de salud, contenida en el artículo 1° 
Constitucional, al condicionar el acceso a los servicios médicos, a que 
acrediten gozar de buena salud, pues constitucionalmente, por el hecho 
de ser trabajador al servicio del Estado, tiene derecho a que se le 
otorguen los servicios médicos sin restricción o condición alguna. 
 
Amparo en revisión 44/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés  de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXVI/2009. 
 

 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 
ESTADO DE SONORA. EL ARTÍCULO 6o. DEL REGLAMENTO PARA 
LOS SERVICIOS MÉDICOS DEL ISSSTESON, AL ESTABLECER QUE 
PARA TENER ACCESO AL SERVICIO MÉDICO LOS TRABAJADORES 
DE NUEVO INGRESO O REINGRESO DEBERÁN ACREDITAR QUE 
GOZAN DE BUENA SALUD, VIOLA EL ARTÍCULO 4o., TERCER 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. El 
precepto constitucional citado prevé el derecho a la protección de la 
salud, el cual debe entenderse como un derecho tanto social como 
individual del que goza toda persona y colectividad que se encuentre en el 
territorio nacional. Ahora bien, dicha garantía no protege la salud per se, 
sino el acceso en condiciones de igualdad a servicios de salud dignos que 
brinden atención en cualquier caso y bajo cualquier circunstancia. Por 
tanto, el artículo 6o. del Reglamento para los Servicios Médicos del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
de Sonora, al señalar que para tener acceso al servicio médico, los 
trabajadores de nuevo ingreso o reingreso deben acreditar que gozan de 
buena salud, para lo cual habrán de someterse a un examen médico 
según formato proporcionado por el propio Instituto, llenado por un 
médico de éste o afiliado al mismo, al cual se anexarán los resultados de 
diversos exámenes de laboratorio, viola el derecho a la protección de la 
salud previsto en el artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que condiciona el acceso a 
los servicios médicos a que tienen derecho los trabajadores al servicio del 
Estado. 
 
 
Amparo en revisión 44/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés  de abril de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXVII/2009. 
 
 
PRUEBA PERICIAL EN MATERIA MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1253, 
FRACCIÓN VI, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AL 
ESTABLECER QUE SI DENTRO DEL TÉRMINO LEGAL EL PERITO 
DESIGNADO POR EL OFERENTE DE LA PRUEBA NO PRESENTA SU 
ESCRITO DE ACEPTACIÓN Y PROTESTA DEL CARGO CONFERIDO, 
ÉSTA SE TENDRÁ POR DESIERTA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
AUDIENCIA. La formalidad procesal relativa a la oportunidad de ofrecer y 
desahogar pruebas, derivada de la garantía de audiencia contenida en el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se cumple mediante la implementación de los instrumentos necesarios 
para no dejar al gobernado en estado de indefensión; sin embargo, ello no 
impide que el legislador regule, e incluso limite, la indicada oportunidad de 
probar, en aras de observar los principios procesales de economía y 
celeridad, así como la garantía de administración de justicia expedita, 
tutelada en el artículo 17 constitucional. En ese sentido, se concluye que 
el artículo 1253, fracción VI, primer párrafo, del Código de Comercio, al 
establecer que si dentro del término legal el perito designado por el 
oferente de la prueba no presenta su escrito de aceptación y protesta del 
cargo conferido, ésta se tendrá por desierta, no viola la mencionada 
garantía de audiencia, pues el hecho de que el oferente de la pericial 
tenga la carga procesal de conseguir que el perito por él designado 
presente su escrito de aceptación y protesta del cargo, como condición 
para el desahogo de la prueba respectiva, no lo priva de una instancia 
adecuada para ello, ya que en términos de las fracciones III y VI del 
artículo 1253 citado, dicha instancia existe, precisamente en el 
acatamiento de la carga procesal; y si se limita su actividad probatoria, 
estableciéndose la deserción de la prueba como consecuencia del 
incumplimiento de esa carga, ello constituye una finalidad 
constitucionalmente válida, tendente a evitar la prolongación del juicio 
mercantil, que debe destacarse por su celeridad. 
 
Amparo directo en revisión 259/2009. **********. 1o. de abril de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintidós de abril de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintitrés de abril de dos mil nueve. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXVIII/2009. 
 
 

AGRAVIOS EN LA RECLAMACIÓN. DEBEN DECLARARSE 
INOPERANTES CUANDO SON AJENOS A LA LITIS DE ESE 
RECURSO, AUNQUE LO PROMUEVAN SUJETOS DE DERECHO 
AGRARIO. Si bien es cierto que conforme a los artículos 76 Bis, fracción 
III, y 227, en relación con el 212, todos de la Ley de Amparo, la suplencia 
de la queja deficiente en materia agraria opera siempre en beneficio de 
los sujetos individuales y colectivos pertenecientes a esa rama del 
derecho, también lo es que el recurso de reclamación contiene una litis 
concreta y específica, motivo por el cual cuando en él se exponen 
agravios que carecen de razonamientos suficientes para emprender el 
estudio de las cuestiones propuestas, por ser ajenos a la litis cerrada que 
rige en el mencionado recurso, es evidente que deben declararse 
inoperantes, aunque lo promuevan sujetos de derecho agrario.  

 

Reclamación 71/2008-PL. **********. 23 de abril de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA  LXXIX/2009. 

 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE CONTRA 
RESOLUCIONES DE TRIBUNALES CONTENCIOSOS 
ADMINISTRATIVOS ESTATALES QUE REVISEN LA LEGALIDAD DE 
LAS DETERMINACIONES DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES 
RELATIVAS A RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS DE ESTOS ÚLTIMOS, SIEMPRE QUE 
DICHAS RESOLUCIONES CONLLEVEN UN PROBLEMA DE 
INVASIÓN DE ESFERAS COMPETENCIALES. Acorde con lo sostenido 
por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la jurisprudencia P./J. 117/2000, por regla general la controversia 
constitucional no es la vía idónea para combatir resoluciones 
jurisdiccionales; sin embargo, conforme al artículo 105, fracción I, inciso 
h), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
establece su procedencia contra los conflictos competenciales suscitados 
entre dos poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales, el citado medio de control constitucional 
excepcionalmente procede contra las resoluciones de los tribunales 
contenciosos administrativos de las entidades federativas que revisan la 
legalidad de las determinaciones del tribunal superior de justicia del 
mismo Estado o, en su caso, del consejo de la judicatura local, relativas a 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos del poder 
judicial estatal. Ello es así, porque si bien en estricto sentido las 
resoluciones dictadas por los tribunales contenciosos administrativos 
locales son de carácter jurisdiccional, cuando revisan la legalidad de las 
aludidas determinaciones pueden sujetarse al indicado medio de control 
constitucional en tanto que en éste no se conocerá sobre la misma 
cuestión litigiosa que originó el juicio contencioso administrativo, y mucho 
menos sobre lo resuelto al respecto, sino que en dicha vía habrá de 
examinarse estrictamente un aspecto que atañe al ámbito competencial 
de dos poderes estatales.  
 
Controversia constitucional 93/2007. Poder Judicial del Estado de 
Yucatán. 3 de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: José Francisco Castellanos Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   LXXX/2009. 
 

 
TRIBUNALES CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS ESTATALES. 
CARECEN DE COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA LEGALIDAD 
DE LAS RESOLUCIONES DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES 
DICTADAS EN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE 
RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ADSCRITOS 
A DICHOS PODERES. Conforme al artículo 116, fracciones III y V, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la competencia de 
los tribunales contenciosos administrativos estatales se circunscribe a 
dirimir controversias suscitadas entre la administración pública del poder 
ejecutivo local, central o paraestatal, y los particulares. En ese orden de 
ideas y tomando en cuenta, por un lado, que los poderes judiciales y los 
consejos de la judicatura locales no forman parte de dicha administración 
y, por el otro, que éstos tienen a su cargo, entre otras cuestiones, la 
vigilancia y el seguimiento de la actuación de los servidores públicos 
adscritos a los poderes judiciales estatales, se concluye que los 
mencionados órganos contenciosos administrativos carecen de 
competencia para conocer de la legalidad de las resoluciones de los 
poderes judiciales locales dictadas en los procedimientos administrativos 
de responsabilidad de los indicados servidores públicos, ya que al hacerlo 
invadirían la esfera de competencia otorgada legal y constitucionalmente 
a los poderes judiciales de las entidades y, por tanto, vulnerarían las 
garantías institucionales de autonomía e independencia judicial 
contenidas en los artículos 17, 116 y 133 constitucionales, con la 
consecuente transgresión al principio de división de poderes.  
 
Controversia constitucional 93/2007. Poder Judicial del Estado de 
Yucatán. 3 de septiembre de 2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: José Francisco Castellanos Madrazo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXI/2009. 
 

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 119, FRACCIÓN XV, DE LA LEY 
RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE TIPICIDAD. El Tribunal en 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el 
principio de tipicidad se cumple cuando en la norma consta una 
predeterminación inteligible de la conducta ilícita y de la sanción 
correspondiente, así como que dicho principio, normalmente referido a la 
materia penal, también es extensivo a las infracciones y sanciones 
administrativas, para lo cual el juzgador sólo tiene que asegurarse de 
conocer el alcance y significado de la norma al realizar la adecuación 
típica y la correlación de sus elementos. En ese sentido, se concluye que 
el artículo 119, fracción XV, de la Ley de Aguas Nacionales no viola el 
principio de tipicidad al establecer que el incumplimiento de las 
obligaciones consignadas en el título de concesión correspondiente 
constituye una infracción que se sanciona en los términos de la propia Ley 
de la materia, pues tal determinación no requiere de la pormenorización 
de mayores elementos, ya que si se toma en cuenta el contexto normativo 
al que pertenece, resulta evidente que tanto el titular de la concesión 
como los terceros solidarios –en caso de transmisión de derechos– 
necesariamente conocen las obligaciones derivadas y expresamente 
consignadas en el título de concesión y, en todo caso, la sanción se aplica 
a quien las incumpla. 
 

Amparo directo en revisión 1534/2008. **********. 19 de noviembre de 
2008. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo 
Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr.      
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXII/2009. 
 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. LOS ARTÍCULOS 399 Y 
402 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO 
LIMITAN LA GARANTÍA DE ASEQUIBILIDAD A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). Conforme al citado 
precepto constitucional, cuando el inculpado queda a disposición del juez 
puede solicitar la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando el 
delito imputado y las circunstancias permitan acceder a tal beneficio; 
siendo que el monto de la caución fijada debe ser asequible para el 
inculpado, para lo cual el juzgador no solamente debe tomar en cuenta la 
reparación del daño y las sanciones pecuniarias que en su caso puedan 
imponerse, sino también el cumplimiento de las obligaciones procesales a 
su cargo. En ese sentido, se concluye que los artículos 399 y 402 del 
Código Federal de Procedimientos Penales no limitan la garantía de 
asequibilidad a que se refiere el numeral 20, apartado A, fracción I, de la 
Constitución General de la República, pues por lo que hace al indicado 
artículo 399, tratándose de delitos con efectos económicos en los que el 
autor obtiene un beneficio o causa un daño patrimonial, el objeto de la 
garantía es asegurar la reparación del daño, ya que de lo contrario la 
fianza podría resultar significativamente menor al beneficio obtenido con 
el ilícito o a los daños y perjuicios causados con su realización, lo cual 
también se justifica en la sanción pecuniaria que pueda llegar a 
imponerse; mientras que el citado artículo 402 establece una prevención 
idéntica a la contenida en el aludido precepto constitucional. De manera 
que al señalar dicho artículo que se tomará en cuenta la naturaleza de la 
garantía que se ofrezca, sólo desarrolla un concepto incluido en la 
Constitución, además de considerar las diversas formas previstas en la 
legislación penal para exhibir la caución (depósito en efectivo, fianza, 
prenda, hipoteca, entre otras), lo cual también permite cumplir con la 
orden de que la garantía debe ser asequible para el inculpado, ya que 
éste puede presentar la caución fijada en la forma que más le convenga, 
por mandato constitucional. Además, la materia que anima a los 
señalados artículos procesales no es la libertad provisional bajo caución 
del inculpado, sino el derecho a obtenerla cuando se cumplan los 
requisitos de ley; de ahí que no pueden considerarse inconstitucionales, al 
no prever mayores requisitos a los contenidos en la Ley Fundamental. 
 

Amparo en revisión 893/2008. 5 de noviembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
Amparo en revisión 182/2009. 1o. de abril de 2009. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXIII/2009. 
 
 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, COMETIDOS 
POR SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 225, FRACCIÓN X, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL CUMPLE CON LA GARANTÍA DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL. La citada garantía, 
prevista en el tercer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, no sólo prohíbe a la autoridad 
jurisdiccional imponer penas por analogía o por mayoría de razón, sino 
que también obliga al legislador a que, al expedir las normas de carácter 
penal, señale las conductas típicas y las penas aplicables con tal 
precisión que evite un estado de incertidumbre jurídica al gobernado y 
una actuación arbitraria del juzgador, por lo que la ley penal debe 
concebirse de tal forma que los términos mediante los cuales se 
especifiquen los delitos o las penas sean claros, precisos y exactos para 
evitar que la autoridad aplicadora incurra en confusión ante la 
indeterminación de los conceptos y, en consecuencia, en demérito de la 
defensa del procesado. En efecto, el legislador establecerá los tipos 
penales y los elementos que los contienen, acorde con la conducta que 
trate de regular y del bien jurídico que pretenda proteger; de manera que 
si bien no todos los tipos penales contienen los mismos elementos, ello no 
implica violación de garantías individuales en materia penal. Así, se 
concluye que el artículo 225, fracción X, del Código Penal Federal cumple 
con la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, toda vez 
que al establecer como uno de los delitos contra la administración de 
justicia, cometidos por servidores públicos, la detención de un individuo 
durante la averiguación previa “fuera de los casos señalados por la ley”, 
alude clara, precisa y exactamente a las hipótesis previstas en el artículo 
16 de la Constitución General de la República, mediante las cuales los 
individuos pueden ser privados legalmente de su libertad (orden de 
aprehensión, flagrancia y caso urgente), así como a las normas 
secundarias que receptan dichos postulados. En consecuencia, si el 
vocablo “ley” constituye un concepto claro, tanto en el lenguaje común 
como en el jurídico, el destinatario de la norma puede saber con precisión 
qué es lo que está prohibido. 
 
Amparo directo en revisión 359/2009. 22 de abril de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXIV/2009. 
 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 225, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 
QUE ESTABLECE LA DESTITUCIÓN E INHABILITACIÓN DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS QUE LOS COMETAN, NO VULNERA LA 
GARANTÍA DE LIBERTAD DE TRABAJO. El artículo 225, último párrafo, 
del Código Penal Federal, al establecer que además de las penas 
privativa de libertad y pecuniaria, el servidor público será destituido e 
inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o 
comisión públicos, no vulnera la garantía de libertad de trabajo tutelada 
por el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en razón de que dicha garantía no debe entenderse en el 
sentido de que la autoridad competente no puede restringir 
temporalmente la capacidad de un servidor público para desempeñar otro 
cargo público, pues lo que prohíbe es que se limite a las personas, en 
forma absoluta, el ejercicio de la profesión, industria, comercio o trabajo 
que les acomode, siendo lícitos; imperativo que no se vulnera cuando la 
ley sanciona por tiempo determinado al servidor público que despliegue 
una conducta delictiva. Lo anterior es así, porque las garantías 
individuales no pueden ejercerse en forma irrestricta y sin control, sobre 
todo ante la comisión de una conducta considerada como ilícito penal, 
pues al verificarse ésta, la mencionada regulación se justifica en tanto que 
es de interés social que los servidores públicos se conduzcan con estricto 
apego a las normas que rigen su actuación. Asimismo, conforme al 
precepto constitucional indicado, la libertad de trabajo puede vedarse por 
determinación judicial, que es precisamente lo que acontece cuando se 
aplica el aludido artículo 225, ya que el órgano jurisdiccional es quien al 
individualizar la pena determina entre un mínimo y un máximo el tiempo 
de inhabilitación para los servidores públicos que desplieguen conductas 
delictivas. 
 
Amparo directo en revisión 359/2009. 22 de abril de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXV/2009. 
 
 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 225, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 
AL ESTABLECER LA INHABILITACIÓN DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS QUE LOS COMETAN, NO IMPONE UNA PENA INUSITADA 
DE LAS PROHIBIDAS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL DE LA REPÚBLICA. El artículo 225, último párrafo, del 
Código Penal Federal, al establecer que además de las penas privativa de 
libertad y pecuniaria, el servidor público será destituido e inhabilitado de 
tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
públicos, no impone una pena inusitada de las prohibidas por el artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón 
de que la inhabilitación está reconocida como sanción en el orden jurídico 
de nuestro país, pues en su potestad punitiva el Estado puede incapacitar 
por tiempo determinado a los servidores públicos que desplieguen una 
conducta delictiva, lo cual se vincula con la ratio legis de la norma penal, 
que es la obtención de una recta y eficaz administración de justicia. Así, la 
indicada sanción no resulta inusitada por la circunstancia de que el sujeto 
activo no pueda desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos, 
durante el tiempo que determine el órgano jurisdiccional, dentro de los 
límites mínimo y máximo que para tal efecto se prevén.  
 
Amparo directo en revisión 359/2009. 22 de abril de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXVI/2009. 
 
 

 
CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL EJERCICIO 
DEL DERECHO DE VETO, PUES AL CONSTITUIR UN MEDIO DE 
CONTROL POLÍTICO, NO ES SUSCEPTIBLE DE ANÁLISIS EN SEDE 
JUDICIAL. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
cuando la materia de lo impugnado verse sobre asuntos que 
corresponden en su totalidad a cuestiones de índole política, éstos no 
están sujetos a control jurisdiccional. Así, la pretensión de que este Alto 
Tribunal califique las observaciones realizadas por el Ejecutivo local a un 
proyecto de ley o decreto emitido por el Legislativo, para determinar si 
puede o no considerársele como veto y, por tanto, si debe superarse 
mediante votación calificada del Congreso local, carece de sustento 
constitucional en tanto que obligaría a la Suprema Corte a establecer 
parámetros que ni siquiera se encuentran establecidos en la Norma 
Fundamental, ni en la Constitución local, para de ahí realizar un análisis 
sobre si tales observaciones satisfacen ese estándar, cuando el 
Constituyente Permanente local ha establecido el mecanismo idóneo para 
su superación, consistente en atender las observaciones realizadas por el 
Ejecutivo, o confirmar el proyecto de ley o decreto mediante la votación 
calificada requerida, lo cual constituye un medio de control político que 
representa un contrapeso a la actividad del Poder Legislativo. Por tanto, la 
controversia constitucional es improcedente contra el ejercicio del derecho 
de veto, pues al constituir un medio de control político, no es susceptible 
de análisis en sede judicial; además de que admitir la procedencia de la 
controversia constitucional en el supuesto indicado generaría la irrupción 
del Tribunal Constitucional en el sistema de pesos y contrapesos 
diseñado por el Constituyente del Estado, y la consiguiente afectación al 
cauce que debe seguir el proceso legislativo. 

 

Controversia constitucional 148/2008. Poder Legislativo del Estado de 
Nuevo León. 11 de marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Laura García Velasco. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXVII/2009 
 

DERECHO DE VETO. AL NO EXISTIR ALGÚN PRECEPTO 
CONSTITUCIONAL QUE LIMITE SU EJERCICIO EN CUANTO AL 
CONTENIDO, EL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO PUEDE 
REALIZAR LIBREMENTE SUS OBSERVACIONES A CUALQUIER 
PROYECTO DE LEY O DECRETO. El derecho de veto consiste en la 
facultad conferida al titular del Poder Ejecutivo para realizar libremente 
observaciones a cualquier proyecto de ley o decreto emitido por el 
Legislativo, con la única limitante de que lo haga dentro de los primeros 
diez días contados a partir de que recibió el documento respectivo y, en 
su caso, en razón de la materia con que éste se vincule, pero sin que  se 
advierta alguna disposición constitucional que limite el ejercicio de este 
derecho en cuanto a su contenido; de ahí que se presuponga la libertad 
que el Constituyente Permanente le ha conferido al Ejecutivo para 
ejercerlo, derivado de su carácter eminentemente político. En ese sentido, 
se concluye que el titular del Poder Ejecutivo puede realizar libremente 
sus observaciones a cualquier proyecto de ley o decreto, en virtud de que 
la interpretación efectuada en el escrito que las contiene no puede 
reputarse jurídica, sino política, ya que no se sustenta necesariamente en 
motivos de derecho, sino de oportunidad, referidos a intereses 
económicos, sociales, políticos, etcétera, es decir, bajo argumentos y 
razones políticas, y no sujetas a un método jurídico, pues sólo así el 
derecho de veto representa un mecanismo de control político de poderes 
cuyo objeto es mantener el equilibrio entre ellos, al presuponer una 
limitación del poder por el poder mismo, representando su ejercicio el 
principal contrapeso que posee el Poder Ejecutivo para frenar el exceso 
en el ejercicio de las funciones del Legislativo. 

Controversia constitucional 148/2008. Poder Legislativo del Estado de 
Nuevo León. 11 de marzo de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretaria: Laura García Velasco. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de trece de mayo de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, catorce de mayo de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  LXXXVIII/2009. 
 
 
PUNTOS DE VERIFICACIÓN E INSPECCIÓN ZOOSANITARIA. 
NATURALEZA DE LA RELACIÓN JURÍDICA QUE SE GENERA ENTRE 
EL ESTADO Y LOS PARTICULARES CON MOTIVO DE SU 
APLICACIÓN Y OPERACIÓN. Conforme al artículo 47, en relación con el 
párrafo ochenta y ocho del numeral 4º., ambos de la Ley Federal de 
Sanidad Animal, la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación está facultada para autorizar a los particulares la 
operación e instalación de puntos de verificación e inspección 
zoosanitaria para importación, cuando cumplan los requisitos, 
procedimientos y disposiciones de sanidad animal que emita la propia 
secretaría. El carácter de esta norma jurídica no es estrictamente 
obligatorio sino potestativo. Ello permite afirmar que la norma en cuestión 
genera una relación jurídica en la que el Estado ejerce una potestad a la 
que se sujeta el particular siempre que cubra determinados requisitos que 
establece la Ley. Así, no es que el Estado tenga el deber de otorgar o 
mantener una autorización, ni que el particular goce de un derecho 
derivado de ésta, sino se trata más bien de una relación jurídica en la que 
el Estado, en el ámbito de su competencia y como titular de la potestad de 
otorgar o no las autorizaciones, puede modificar las condiciones mediante 
las cuales los particulares se sujetan a esa potestad estatal. Por tanto, la 
relación jurídica derivada de las señaladas autorizaciones no es la de un 
derecho subjetivo (pretensión) correlativo a un deber u obligación, sino la 
de una potestad estatal correlativa a una sujeción a cargo de los 
particulares, los cuales tienen que avenirse a los requisitos y modalidades 
que, conforme a la Ley, regulan su situación jurídica. 
 
Amparo en revisión 276/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara 
Chagoyán. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, cuatro  de junio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  LXXXIX/2009. 
 

 
VERIFICACIÓN E INSPECCIÓN ZOOSANITARIA. LOS ARTÍCULOS 
4o., PÁRRAFO OCHENTA Y OCHO, Y 47 DE LA LEY FEDERAL DE 
SANIDAD ANIMAL NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. Conforme a los citados artículos de la 
Ley Federal de Sanidad Animal, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 25 de julio de 2007, el Estado mexicano, a través de la 
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación, tiene la potestad de autorizar a los particulares para que 
operen e instalen puntos de verificación e inspección zoosanitaria para 
importación, cuando se cumplan los requisitos, procedimientos y 
disposiciones de sanidad animal que emita la propia secretaría. Esto es, 
se confieren poderes, pero no se imponen obligaciones en sentido 
estricto, lo cual genera una relación de potestad-sujeción entre el Estado 
y los particulares y no una de derecho subjetivo-obligación. Así las cosas, 
los indicados artículos, al modificar las condiciones anteriores para el 
otorgamiento de las autorizaciones en el sentido de exigir que los puntos 
de verificación e inspección zoosanitaria para importación se ubiquen en 
puntos de entrada al territorio nacional, en la franja fronteriza o en un 
recinto fiscal estratégico, no violan el principio de irretroactividad de la ley 
contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en tanto que con dicha modificación sólo se ejerce 
una potestad estatal, sin que ello altere algún derecho. En efecto, si antes 
de la referida reforma se otorgó a una empresa autorización para operar 
un punto de verificación, las nuevas condiciones para operar tales puntos 
no violan el mencionado principio, ya que el Estado es el titular de la 
potestad para otorgar o no las autorizaciones y la empresa se coloca en 
una situación correlativa de sujeción, precisamente porque tiene que 
avenirse a los requisitos y modalidades legales que regulan su situación 
jurídica, sin que pueda alegar algún tipo de derecho o de expectativa de 
derecho a la perpetuidad de la autorización. 
 
Amparo en revisión 276/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara 
Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, cuatro  de junio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XC/2009. 
 

 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN AMPARO DIRECTO. NO 
DEBE LLEGAR AL EXTREMO DE VIOLENTAR O INAPLICAR LOS 
PRINCIPIOS DE CONTINENCIA DE LA CAUSA Y DE COSA JUZGADA. 
No es jurídicamente válido suplir la queja deficiente en términos del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, en un segundo juicio de amparo 
directo promovido contra la resolución dictada en cumplimiento de otro 
juicio de garantías en el que se plantearon únicamente cuestiones de 
legalidad y donde además se emitió un pronunciamiento sobre las 
mismas consideraciones expresadas en el acto reclamado, pues si bien la 
suplencia de la queja consiste en perfeccionar la argumentación del 
beneficiado, ello es únicamente respecto de la litis que se resuelve y 
mediante argumentos que por su esencia podría expresar cualquier 
gobernado; de ahí que dicha suplencia no puede llegar al extremo de 
considerar válido un argumento contrario a las normas que rigen el 
procedimiento de amparo, las cuales son de orden público y de 
cumplimiento inexcusable. En efecto, la suplencia de la queja deficiente 
tiene como fin que sean el imperio de la ley y la correcta aplicación del 
derecho, y no la situación desventajosa del beneficiario de esta medida, lo 
que determine el sentido de las resoluciones; por tanto, en el supuesto 
referido aquélla no debe llegar al extremo de violentar o inaplicar los 
principios de continencia de la causa y de cosa juzgada pues, por una 
parte, se incluiría un elemento extraño en la litis de un juicio ya concluido 
y que no se contiene como materia de litis en el segundo juicio de amparo 
y, por otra, el análisis de las cuestiones de constitucionalidad planteadas 
en el segundo juicio de garantías implicaría estudiar nuevamente la 
constitucionalidad de un argumento emitido por la autoridad responsable, 
que ya fue declarado constitucional en la sentencia definitiva ejecutoriada 
dictada en el primer juicio de amparo, cuyos efectos deben considerarse 
definitivos, incontestables e inatacables al vincular a las partes. 
 
Amparo directo en revisión 411/2009. **********. 29 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de tres de junio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, cuatro  de junio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCI/2009. 
 
 
INTERPRETACIÓN DIRECTA DE NORMAS CONSTITUCIONALES. 
CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS PARA SU IDENTIFICACIÓN. 
En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden 
detectarse, al menos, dos criterios positivos y cuatro negativos para 
identificar qué debe entenderse por “interpretación directa” de un precepto 
constitucional, a saber: en cuanto a los criterios positivos: 1) la 
interpretación directa de un precepto constitucional con el objeto de 
desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de la norma, para lo cual 
puede atenderse a la voluntad del legislador o al sentido lingüístico, lógico 
u objetivo de las palabras, a fin de entender el auténtico significado de la 
normativa, y ello se logra al utilizar los métodos gramatical, analógico, 
histórico, lógico, sistemático, causal o teleológico. Esto implica que la 
sentencia del tribunal colegiado de circuito efectivamente debe fijar o 
explicar el sentido o alcance del contenido de una disposición 
constitucional; y, 2) la interpretación directa de normas constitucionales 
que por sus características especiales y el carácter supremo del órgano 
que las crea y modifica, además de concurrir las reglas generales de 
interpretación, pueden tomarse en cuenta otros aspectos de tipo histórico, 
político, social y económico. En cuanto a los criterios negativos: 1) no se 
considera interpretación directa si únicamente se hace referencia a un  
criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia en el que se establezca 
el alcance y sentido de una norma constitucional. En este caso, el tribunal 
colegiado de circuito no realiza interpretación alguna sino que 
simplemente refuerza su sentencia con lo dicho por el Alto Tribunal; 2) la 
sola mención de un precepto constitucional en la sentencia del tribunal 
colegiado de circuito no constituye una interpretación directa; 3) no puede 
considerarse que hay interpretación directa si deja de aplicarse o se 
considera infringida una norma constitucional; y, 4) la petición en 
abstracto que se le formula a un tribunal colegiado de circuito para que 
interprete algún precepto constitucional no hace procedente el recurso de 
revisión si dicha interpretación no se vincula a un acto reclamado. 
 
Reclamación 112/2009. 13 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de junio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, cuatro de junio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCII/2009. 
 
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA DETERMINACIÓN DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO RELATIVA A LA NO 
APLICABILIDAD DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL NO PUEDE 
CONSIDERARSE COMO LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE ÉSTE 
PARA LA PROCEDENCIA DE AQUEL RECURSO. Si el tribunal 
colegiado de circuito lleva a cabo un ejercicio mediante el cual señala 
que, por determinadas razones, no resulta aplicable al caso concreto un 
determinado artículo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no puede considerarse que esté realizando su interpretación 
directa, en virtud de que con dicha acción no desentraña, esclarece o 
revela su sentido, ni toma en cuenta otros aspectos de tipo histórico, 
político, social y económico para dicho propósito. Así, si el tribunal 
colegiado de circuito sostiene la no aplicabilidad del artículo 19 
constitucional, en tanto que regula la situación jurídica de un procesado 
antes del dictado de la sentencia de primera instancia, y en el caso se 
trata de la impugnación –a través del amparo directo– de una sentencia 
de segunda instancia, tal determinación no constituye un ejercicio 
interpretativo que pueda tomarse en cuenta como condición de 
procedencia del recurso de revisión en amparo directo.  
 
Reclamación 112/2009. 13 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de tres de junio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, cuatro de junio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCIII/2009. 

 
CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. CUANDO SE PRESENTA EN ASUNTOS QUE 
PERTENECEN A LAS MATERIAS DE LA ESPECIALIDAD DE AMBAS 
SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
SERÁ COMPETENTE PARA RESOLVERLO AQUELLA CUYA 
ESPECIALIZACIÓN COINCIDA CON LA DEL TRIBUNAL QUE 
PREVINO. Del artículo 21, fracción VII, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, así como de los puntos primero al quinto del 
Acuerdo General Plenario 5/2001 y sus posteriores reformas, se advierte 
que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sólo conoce de 
conflictos competenciales de interés y trascendencia, pero por regla 
general dichos asuntos son de la incumbencia de sus Salas, de manera 
que si el asunto pertenece a las materias penal y civil, corresponderá su 
resolución a la Primera, mientras que la Segunda conocerá de los asuntos 
de las materias administrativa y laboral; sin embargo, este criterio de 
especialización en ocasiones resulta insuficiente para determinar la 
competencia de la Sala que deberá resolver el conflicto, ya que puede 
ocurrir que el asunto en cuestión involucre el estudio de materias de la 
competencia de las dos Salas del Alto Tribunal. En ese orden y en 
congruencia con el principio de que el conflicto competencial deberá 
resolverse por el órgano que tenga jurisdicción sobre el tribunal que 
previno en el conocimiento del asunto, se concluye que corresponderá 
resolver la competencia a la Sala cuya especialización coincida con la del 
tribunal que previno. 
 
Competencia 215/2008. Suscitada entre los Tribunales Colegiados en 
Materias Penal y Administrativa y en Materias Civil y Administrativa, 
ambos del Décimo Cuarto Circuito. 19 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel Rosales Guerrero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diez de junio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, once de junio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCIV/2009. 
 
 

CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. CUANDO EL QUE PREVINO SE ESPECIALIZA EN 
MATERIAS DEL CONOCIMIENTO DE AMBAS SALAS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA DEFINIR A 
CUÁL DE ELLAS CORRESPONDE RESOLVERLO, NO DEBE 
ATENDERSE A LAS MATERIAS DE ESPECIALIDAD DEL TRIBUNAL 
DE CIRCUITO, SINO A LA NATURALEZA DEL ASUNTO DESDE SU 
ORIGEN. Del artículo 21, fracción VII, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, así como de los puntos primero al quinto del 
Acuerdo General Plenario 5/2001 y sus posteriores reformas, se 
desprende que, por regla general, compete a las Salas de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación resolver los conflictos competenciales 
suscitados entre tribunales colegiados de circuito, y específicamente le 
corresponderá a la Sala cuya especialidad coincida con la del órgano que 
previno; sin embargo, en ocasiones ese criterio es insuficiente para 
determinar la competencia de la Sala que debe resolver el conflicto. Así, 
cuando el tribunal colegiado de circuito que previno se especializa en dos 
materias de la competencia de ambas Salas del Alto Tribunal, para definir 
a cuál de ellas corresponde resolver el conflicto no debe atenderse a las 
materias de especialización del tribunal colegiado, sino a la naturaleza del 
asunto desde su origen, pues la existencia de esa doble especialización 
en los tribunales colegiados de circuito impide asignar competencia a las 
Salas de la Suprema Corte con base en el criterio de determinación de 
especialización por materia del órgano que previno. 
 

Competencia 215/2008. Suscitada entre los Tribunales Colegiados en 
Materias Penal y Administrativa y en Materias Civil y Administrativa, 
ambos del Décimo Cuarto Circuito. 19 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diez de junio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, once de junio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCV/2009. 
 
 

CONFLICTO COMPETENCIAL. CUANDO SE SUSCITA EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA, LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN ES INCOMPETENTE PARA RESOLVERLO. 
Si bien es verdad que el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en ejercicio de sus facultades derivadas de los 
artículos 94, párrafo séptimo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 11, fracción  IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, determinó en el Acuerdo General Número 9/2006 que 
compete a la Primera Sala del Alto Tribunal conocer conjuntamente con la 
Segunda de los asuntos pertenecientes a la materia administrativa, 
también lo es que ese reparto de competencias no incluye toda clase de 
expedientes, sino solamente a los recursos de revisión y de revisión en 
amparo directo, según el punto quinto del referido acuerdo, quedando 
excluidos del conocimiento conjunto cualquier otra clase de asuntos, entre 
ellos, los conflictos competenciales; de ahí que cuando éstos se suscitan 
en materia administrativa, la Primera Sala es incompetente para 
resolverlos. 
 

Competencia 215/2008. Suscitada entre los Tribunales Colegiados en 
Materias Penal y Administrativa y en Materias Civil y Administrativa, 
ambos del Décimo Cuarto Circuito. 19 de noviembre de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel  G. Rosales Guerrero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de diez de junio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, once de junio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCVI/2009. 
 

VISITAS DOMICILIARIAS. EL ARTÍCULO 46, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE DEL 1o. DE ENERO 
AL 31 DE DICIEMBRE DE 2007, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA E INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. 
Conforme a dicha norma, reformada mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2006, para que la 
autoridad hacendaria pueda iniciar una segunda visita domiciliaria dirigida 
a verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales por concepto de las 
mismas contribuciones, aprovechamientos y periodos revisados en una 
primera visita, se requerirá nueva orden y sólo podrá determinar el crédito 
fiscal correspondiente cuando compruebe que se trata de “hechos 
diferentes” a los ya revisados. Además, la comprobación de tales hechos 
debe sustentarse mediante cualquiera de los siguientes elementos: 1) la 
información, datos o documentos obtenidos de terceros; 2) los datos que 
se desprendan de las declaraciones complementarias presentadas por el 
propio contribuyente; o 3) la revisión de conceptos específicos que no se 
hayan verificado con anterioridad. Así, se advierte que al acotar 
suficientemente la segunda revisión en los términos señalados, el artículo 
46, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación vigente del 1o. de 
enero al 31 de diciembre de 2007, no viola las garantías de inviolabilidad 
del domicilio y de seguridad jurídica contenidas en los artículos 16 y 23 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
respectivamente, en virtud de que con la intención de constatar la efectiva 
existencia de los aludidos “hechos diferentes”, no sólo se legitima la 
determinación de créditos fiscales –como sostendría una interpretación 
letrista del último párrafo del indicado artículo 46–, sino también la propia 
revisión y orden en que se basa.  
 
Amparo en revisión 204/2009. **********. 6 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara 
López. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de diez  de junio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, once  de junio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCVII/2009. 
 
 

RECONVENCIÓN EN CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS 
PLAZOS PARA IMPUGNAR POR ESA VÍA ACTOS O NORMAS 
GENERALES SON LOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. El artículo 26, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, expresamente prevé que la parte demandada 
podrá reconvenir a la actora en la controversia constitucional, siempre y 
cuando lo haga conforme a las formalidades y reglas exigidas por la 
propia ley para la demanda y su contestación. Lo anterior es así, ya que la 
reconvención –en su carácter de nueva demanda en la que se hace valer 
una acción autónoma e independiente de la que originó el juicio– se 
encuentra sujeta a todos los requisitos exigidos para la demanda original 
(ámbitos personal, temporal y material). Por tanto, la oportunidad para 
interponer la reconvención en controversia constitucional se constriñe a 
los plazos previstos para tal efecto en el artículo 21 de la indicada Ley 
Reglamentaria. Así, el plazo para impugnar actos en la reconvención de 
una controversia constitucional es de treinta días siguientes al en que 
conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la 
resolución o acuerdo reclamado, al en que se haya tenido conocimiento 
de ellos o de su ejecución, o al en que el actor se ostente sabedor de los 
mismos; mientras que tratándose de normas generales, dicho plazo es de 
treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su 
publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de 
aplicación. 
 
Recurso de reclamación 41/2009-CA, derivado de la controversia 
constitucional 72/2008. Municipio de Tulum, Estado de Quintana Roo. 27 
de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Etienne Luquet Farías.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 

 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  XCVIII/2009. 
 
 

CATEO. EL ACTA CIRCUNSTANCIADA DERIVADA DE LA 
DILIGENCIA RELATIVA NO CARECE DE VALIDEZ POR EL HECHO 
DE QUE EL OCUPANTE DEL INMUEBLE A REVISAR HAYA 
DESIGNADO COMO TESTIGOS A QUIENES SE ENCONTRABAN EN 
ÉL Y POSTERIORMENTE LES RESULTÓ LA CALIDAD DE 
INDICIADOS EN LA MISMA CAUSA PENAL. Del análisis e 
interpretación de la exposición de motivos del Constituyente Originario, 
vertida en el proceso de creación del artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la persona que 
ocupa el lugar en que debe realizarse una diligencia de cateo tiene el 
derecho preferente de proponer a los testigos que intervendrán en el acta 
que debe levantarse al concluir dicha diligencia, sin que se requiera una 
cualidad específica para las personas que pueden designarse con tal 
carácter, es decir, la propuesta no necesariamente debe recaer en un 
tercero ajeno para garantizar su imparcialidad. Por tanto, el acta 
circunstanciada derivada de la diligencia de cateo no carece de validez 
por el hecho de que el ocupante del inmueble a revisar haya designado 
como testigos a quienes se encontraban en él y posteriormente les resultó 
la calidad de indiciados en la misma causa penal. Ello es así porque, por 
un lado, esa designación obedece al derecho preferente del ocupante del 
domicilio para proponer a dos testigos y, por el otro, porque el hecho de 
que posteriormente éstos resulten inculpados es un aspecto que será 
motivo de valoración por parte del órgano jurisdiccional, quien tendrá que 
establecer, entre otras cosas, si no obstante su situación jurídica se 
condujeron imparcialmente o fueron coaccionados en cualquier forma. 
Además, en el supuesto indicado, cuando los testigos son designados no 
tienen la calidad de indiciados y sólo fungen en el acto como testigos 
instrumentales para otorgar validez al acta respectiva, lo cual no significa 
que lo atestiguado en ésta redunde en una autoincriminación, en tanto 
que la diligencia de cateo no tiene como finalidad el desahogo de una 
prueba confesional o testimonial, sino la búsqueda de personas u objetos 
relacionados con algún delito. 
 
Amparo en revisión 367/2009. **********. 3 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
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“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   XCIX/2009. 
 
 
CATEO. LOS TESTIGOS INSTRUMENTALES DESIGNADOS POR EL 
OCUPANTE DEL LUGAR CATEADO PARA DAR CUENTA DE LOS 
HECHOS CONSIGNADOS EN EL ACTA RESPECTIVA SON IDÓNEOS 
PARA FUNGIR CON ESE CARÁCTER, AUNQUE POSTERIORMENTE 
LES RESULTE LA CALIDAD DE INDICIADOS EN LA MISMA CAUSA 
PENAL. Conforme al análisis histórico y teleológico del artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la persona que 
ocupa el lugar en el que debe realizarse una diligencia de cateo tiene el 
derecho preferente de proponer a los testigos que estarán presentes en 
ella, sin que se advierta que el Poder Constituyente hubiere precisado 
alguna cualidad específica para éstos; de manera que el hecho de que la 
intervención de los testigos constituya una condición para la validez de 
una diligencia de cateo no implica que la designación de quienes han de 
intervenir con ese carácter ineludiblemente deba recaer en un tercero 
ajeno a las partes. En este sentido, se concluye que los testigos 
instrumentales designados por el ocupante del lugar que habrá de ser 
cateado, son idóneos para fungir con ese carácter aunque posteriormente 
les resulte la calidad de indiciados en la misma causa penal. Ello es así, 
porque la intervención de los testigos en la aludida diligencia se limita a 
presenciar los hechos desarrollados en ella, así como a constatar que 
corresponden con lo asentado en el acta respectiva, ya que es facultad 
exclusiva del juzgador calificar el valor de esa probanza. Además, el 
requisito legal relativo a que los testigos deben mantener independencia 
en sus posiciones no se infringe por el solo hecho de que hayan 
participado como tales en la diligencia de cateo, pues durante el 
desarrollo de la misma no vierten declaración alguna que sirva como 
testimonio rendido de su parte, en tanto que sólo fungen como testigos 
instrumentales que dotan de validez al acto. Es decir, al rendir su 
testimonio ante la autoridad judicial, lo hacen a nombre propio, sobre los 
hechos que les constan y no con un interés que les es ajeno, como sería 
sostener la validez de la diligencia. En todo caso, su falta de idoneidad 
como testigos derivará de circunstancias por las que cualquier otra 
persona pueda conducirse con parcialidad. 
 
Amparo en revisión 367/2009. **********. 3 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosalía Argumosa López. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

  TESIS AISLADA    C/2009. 
 
 

AMPARO CONTRA LEYES. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN NO ESTÁ CONSTREÑIDA A LA INTERPRETACIÓN QUE 
LA RESPONSABLE, EL JUEZ O EL TRIBUNAL REALIZARON DEL 
PRECEPTO CUESTIONADO, SINO QUE DEBE ESTABLECER LA 
PROPIA PARA HACER EL PRONUNCIAMIENTO DEFINITIVO DE 
CONSTITUCIONALIDAD. En términos de los artículos 107, fracción VIII, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, para el análisis de un 
precepto legal a la luz de las garantías y derechos previstos en la 
Constitución General de la República, esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación no se encuentra constreñida a la interpretación del precepto 
cuestionado que llevaron a cabo tanto la autoridad responsable como el 
órgano de control constitucional, inferior jerárquico, en razón de que este 
Alto Tribunal debe establecer la propia, fijando su sentido y alcance, para 
hacer el pronunciamiento de constitucionalidad que le corresponde emitir 
en forma definitiva. 
 
Amparo en revisión 680/2008. **********. 3 de junio de 2009. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CI/2009. 
 
 
DELITOS CONCURSALES. EL ARTÍCULO 276 DE LA LEY DE 
CONCURSOS MERCANTILES, AL DISPONER QUE EL JUEZ PENAL 
NO CONOCERÁ DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO, NO VIOLA EL 
ARTÍCULO 20, APARTADOS A, FRACCIÓN I, Y B, FRACCIÓN IV, DE 
LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 18 DE JUNIO DE 2008. El artículo 276 de la Ley de Concursos 
Mercantiles, al disponer que en los delitos en situación de concurso 
mercantil el juez penal no conocerá de la reparación del daño, sino que 
ello corresponde al juez del concurso mercantil, no viola las garantías 
contenidas en el artículo 20, apartados A, fracción I, y B, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008), relativas a la obligación del juez penal de tomar en cuenta el monto 
de la reparación del daño para fijar la caución y otorgar a los procesados 
la libertad provisional bajo caución, así como el derecho de la víctima u 
ofendido a obtener la reparación del daño. En efecto, dicho precepto legal 
sólo distingue las facultades del juzgador penal de las que le 
corresponden al del concurso mercantil, sin que de dicha distinción 
normativa se advierta alguna prohibición para que el primero pueda 
pronunciarse en torno a la reparación del daño, pues la acepción “no 
conocerá” de ninguna manera implica que el juez penal sea totalmente 
ajeno a este tema; de ahí que no puede entenderse que de su jurisdicción 
se haya abstraído dicho aspecto jurídico, ya sea para efectos de la 
libertad provisional bajo caución que se solicite o para el dictado de la 
sentencia condenatoria, de ser el caso. En ambos supuestos, de acuerdo 
a los hechos delictivos y al acervo probatorio que obre en la causa, el 
juzgador tiene conocimiento del quebranto patrimonial que sufrió la 
víctima u ofendido por el despliegue de la conducta delictiva, por lo que al 
realizar sus juicios de valoración no puede abstenerse de emitir un 
pronunciamiento al respecto. Así, el hecho de que el precepto de mérito 
establezca que el juzgador penal no conocerá de la reparación del daño, 
significa que al juez del concurso mercantil corresponde en definitiva 
cuantificar su monto y ejecutar la referida reparación, lo que bien puede 
hacer tomando en cuenta el pronunciamiento realizado por aquél. Lo 
anterior es así, porque el indicado precepto legal forma parte de un 
sistema creado en la Ley de Concursos Mercantiles que pretende 
sancionar las conductas criminosas que puedan actualizarse en esta 
materia, donde el patrimonio del justiciable se unifica en una sola cosa, a 
repartir entre sus acreedores y con un esquema de prelación, de acuerdo 
a la naturaleza de sus créditos. Por tanto, la evolución mercantil y las 
necesidades que plantea, aunado al gran tecnicismo que caracteriza al 
derecho concursal penal, explican que sea el juez concursal y no el penal 
quien analice en su contexto los alcances de la reparación del daño, como 
una sanción eminentemente patrimonial e indemnizatoria que, por ende, 
no puede ser ajena a la masa del concurso. 
 
Amparo en revisión 680/2008. **********. 3 de junio de 2009. Mayoría de 
tres votos. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
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este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
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“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CII/2009. 
 
 

CORREDURÍA PÚBLICA. EL ARTÍCULO 35 DEL REGLAMENTO DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 89, 
FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. 
Acorde con el indicado principio constitucional, el reglamento constituye 
una norma subalterna que tiene su medida y justificación en la ley cuyas 
disposiciones debe desarrollar, complementar o pormenorizar, por lo que 
no puede exceder o contravenir la ley a cuya observancia provee. Así, el 
artículo 35 del Reglamento de la Ley Federal de Correduría Pública, al 
establecer que tratándose de las interpelaciones, en el acta que levante el 
corredor público basta mencionar el nombre que manifieste tener la 
persona con quien se practique la diligencia, sin necesidad de agregar 
sus demás generales, transgrede el principio de subordinación jerárquica 
previsto en el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque va más allá de lo que autoriza la ley, 
en tanto que libera a dicho fedatario de su obligación de cerciorarse de la 
identidad de las partes contratantes o ratificantes, así como de dejar 
acreditada en las pólizas y actas la personalidad de los comparecientes, 
como lo exige el artículo 19 de la Ley Federal de Correduría Pública. 
 
Amparo directo en revisión 400/2009. **********. 1o. de abril de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate 
Chigo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
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“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CIII/2009. 
 
 

MULTA EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. NO DEBE IMPONERSE 
CUANDO QUIEN LO INTERPONE ES UN TRABAJADOR. La multa a 
que se refiere el último párrafo del artículo 103 de la Ley de Amparo no 
debe imponerse cuando quien interpone el recurso de reclamación es un 
sujeto de derecho laboral, concretamente un trabajador, dado que 
quienes integran esta categoría carecen de conocimientos técnicos 
especializados en materia de derecho que les permitan advertir si el 
recurso intentado tiene o no un motivo justificado. Además, por la 
condición de sujetos de derecho laboral, son objeto de tutela jurídica por 
la citada Ley de Amparo, de manera que la imposición de una sanción 
sería contraria a dicha tutela y agravaría injustamente la situación de la 
parte ordinariamente débil. 
 
Reclamación 91/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel  Ángel Antemate 
Chigo. 
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HAGH/cop. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CIV/2009. 
 

EMBARGO DE NEGOCIACIONES MERCANTILES EN GRADO DE 
INTERVENCIÓN CON CARGO A LA CAJA. LOS ARTÍCULOS 515 Y 
518 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN NO VIOLAN LOS NUMERALES 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. El efecto del embargo 
de una negociación mercantil en grado de intervención con cargo a la caja 
consiste en sustituir a su encargado por un interventor para que supervise 
la administración de dicha negociación y dé cuenta con ello al juzgador. 
Así, los artículos 515 y 518 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Nuevo León que regulan el referido secuestro, no violan los 
numerales 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que la indicada sustitución no implica para el 
demandado una privación definitiva del derecho de posesión o propiedad 
sobre los bienes embargados, ya que únicamente cambia al encargado 
de la negociación por el interventor, quien tendrá una intervención directa 
en la caja para el cumplimiento de las obligaciones del deudor, hasta que 
éstas se cubran, lo cual no sólo no afecta directamente el derecho de 
posesión o propiedad sobre los bienes embargados del demandado, sino 
que no genera la divulgación de información relevante de la empresa ni 
que se entorpezca su administración. Esto es, si bien es cierto que tal 
medida ocasiona una limitación de los derechos derivados de la libre 
administración y manejo de la caja, también lo es que ello no constituye 
una privación definitiva de esos derechos, sino una medida provisional de 
aseguramiento supeditada a la resolución del conflicto, en tanto que la 
negociación seguirá siendo administrada y manejada por su propio 
personal, bajo la vigilancia del interventor, hasta el cumplimiento de las 
obligaciones del deudor.  
 
Amparo en revisión 1110/2007. **********. 27 de febrero de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Rafael Vázquez-
Mellado Mier y Terán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CV/2009. 
 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. LA FALTA DE FIRMA AUTÓGRAFA 
EN EL ESCRITO RELATIVO TRAE COMO CONSECUENCIA SU 
DESECHAMIENTO. Conforme al artículo 4o. de la Ley de Amparo, el 
juicio de garantías únicamente puede promoverse por la parte a quien 
perjudique el acto reclamado, pudiendo hacerlo por sí, por su 
representante, por su defensor, si se trata de un acto que corresponda a 
una causa criminal, o por medio de algún pariente o persona extraña en 
los casos en que la ley lo permita expresamente. Por otra parte, la firma 
autógrafa imprime la expresión de la voluntad a toda promoción o acto, es 
decir, constituye la base para tener por cierta la manifestación de voluntad 
del promovente, en virtud de que la finalidad de asentarla es vincular al 
autor con el acto jurídico contenido en el ocurso. Por tanto, si el escrito de 
un recurso sin firma o huella digital es un simple papel en el que no se 
incorpora la voluntad del recurrente de presentarlo, resulta evidente que la 
falta de firma autógrafa en el recurso de reclamación trae como 
consecuencia su desechamiento, por incumplimiento de un requisito 
esencial de validez de la promoción.  
 
 
Reclamación 44/2008-PL. **********. 5 de marzo de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Rafael Vázquez-Mellado 
Mier y Terán.   
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HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CVI/2009. 
 

 
MERCADO DE VALORES. LA DETERMINACIÓN DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE DELITOS Y SANCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL 
BANCARIA Y DE VALORES EN QUE SE INFORMA A UN 
PARTICULAR QUE SE LE CONSIDERA PRESUNTO INFRACTOR DE 
LA LEY RELATIVA CONSTITUYE UN ACTO DE MOLESTIA. La 
determinación emitida por la Dirección General de Delitos y Sanciones de 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en que se informa a un 
particular que se le considera presunto infractor de la Ley del Mercado de 
Valores no es más que un emplazamiento en el procedimiento de 
infracciones previsto en el artículo 50 Bis, primer párrafo, fracción I, de 
dicha Ley (abrogada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 30 de diciembre de 2005), para que aquél comparezca ante 
la Comisión aludida dentro de un plazo de diez días hábiles a manifestar 
lo que a su derecho convenga, a ofrecer pruebas y formular alegatos, lo 
cual no representa un acto privativo sino uno de molestia en tanto que no 
implica la privación de un derecho ni tiene efectos definitivos, pues 
aunque a través de tal determinación la autoridad administrativa ordena 
llevar a cabo un procedimiento de inspección, revisión y supervisión, ello 
no tiene el efecto de disminuir, menoscabar o suprimir definitivamente 
derechos del particular, lo cual sólo se autoriza a través del cumplimiento 
de determinados requisitos precisados en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo en revisión 453/2008. **********. 28 de mayo de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Rafael 
Vázquez-Mellado Mier y Terán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CVII/2009. 
 
 

MERCADO DE VALORES. LA DETERMINACIÓN DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE DELITOS Y SANCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL 
BANCARIA Y DE VALORES EN QUE INFORMA A UN PARTICULAR 
QUE SE LE CONSIDERA PRESUNTO INFRACTOR DE LA LEY 
RELATIVA NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, POR 
LO QUE PROCEDE DESECHAR EL RECURSO DE REVOCACIÓN 
INTERPUESTO EN SU CONTRA. Conforme al artículo 11 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
abrogada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 6 de diciembre de 2007, el juicio contencioso administrativo ante dicho 
tribunal sólo procede contra las resoluciones  administrativas definitivas 
que pongan fin al procedimiento. Ahora bien, la definitividad para efectos 
del juicio referido, además de ponderar la atacabilidad de la resolución 
respectiva a través de recursos ordinarios en sede administrativa, también 
debe considerar la naturaleza de tal resolución, la cual debe constituir la 
voluntad final de la autoridad, que puede expresarse de dos formas: a) 
como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, o b) 
como manifestación aislada que por su naturaleza y características no 
requiere de procedimientos previos para reflejar la voluntad definitiva de la 
administración pública. Así, las fases del procedimiento administrativo o 
actos de naturaleza iter procedimental no pueden considerarse 
resoluciones definitivas. Por tanto, la determinación emitida por la 
Dirección General de Delitos y Sanciones de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores en que informa a un particular que se le considera 
presunto infractor de la Ley del Mercado de Valores y le concede un plazo 
de diez días hábiles para manifestar lo que a su derecho convenga, no 
constituye un fallo que culmine el procedimiento administrativo 
sancionador; de ahí que al no tratarse de una resolución definitiva 
procede desechar el recurso de revocación interpuesto en su contra.  
 
Amparo directo en revisión 453/2008. **********. 28 de mayo de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Rafael 
Vázquez-Mellado Mier y Terán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CVIII/2009. 
 
 

PRUEBA TESTIMONIAL EN MATERIA MERCANTIL. LOS ARTÍCULOS 
1302, FRACCIÓN III, Y 1303, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, AL CONDICIONAR SU EFICACIA A LA EXISTENCIA DE 
DOS TESTIGOS PRESENCIALES DE LOS HECHOS QUE PRETENDEN 
DEMOSTRARSE, NO VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Los 
citados artículos prevén, respectivamente, que el juez no puede 
considerar probados los hechos sobre los cuales verse una prueba 
testimonial cuando no haya por lo menos dos testigos en quienes 
concurran, entre otros requisitos, el que declaren de ciencia cierta, esto 
es, que hayan oído pronunciar las palabras, presenciado el acto o visto el 
hecho material sobre que deponen, y que para valorar las declaraciones 
de los testigos aquél debe tener en cuenta, entre otras circunstancias, que 
el hecho de que se trate sea susceptible de ser conocido por medio de los 
sentidos y que el testigo lo conozca por sí mismo y no por inducciones ni 
referencias a otras personas. Así, los requisitos contenidos en tales 
dispositivos atienden a criterios de idoneidad, utilidad y trascendencia de 
los medios probatorios, y obedecen a un principio de congruencia 
consistente en que las pruebas deben guardar un nexo directo con los 
hechos que traten de probarse y ser eficaces para dilucidar los puntos 
litigiosos. Por tanto, los artículos 1302, fracción III, y 1303, fracción IV, del 
Código de Comercio, al condicionar la eficacia de la prueba testimonial en 
materia mercantil a la existencia de dos testigos presenciales de los 
hechos que pretenden demostrarse, no violan la garantía de audiencia 
contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que conceden a las partes la oportunidad de 
ofrecer, aportar y rendir las pruebas que estimen pertinentes, con 
independencia de que lo hagan correcta o incorrectamente, y cumplen 
cabalmente con dicha garantía en tanto que establecen la manera en que 
debe desahogarse la prueba testimonial para tener eficacia demostrativa, 
quedando las partes enteradas de las formas y términos en que deben 
proceder. Es decir, los señalados requisitos no restringen la capacidad 
probatoria de las partes en el juicio, pues no privan al posible afectado de 
la oportunidad de su aportación, sino que únicamente lo constriñen a 
cumplir con una formalidad más del procedimiento, consistente en ofrecer 
testimonio de dos o más testigos para que la probanza tenga eficacia, lo 
cual se justifica en la medida en que así como a veces la ley impone un 
criterio determinado para la valoración de la prueba, también puede 
establecer una forma determinada en que debe ofrecerse o desahogarse. 
 
Amparo directo en revisión 2072/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas 
Ornelas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CIX/2009. 
 
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA INTERPRETACIÓN DIRECTA 
DE UN PRECEPTO CONSTITUCIONAL, COMO SUPUESTO PARA SU 
PROCEDENCIA, NO PUEDE DERIVAR DE UNA SENTENCIA DE 
SOBRESEIMIENTO POR CESACIÓN DE EFECTOS, AUNQUE EL 
AMPARO RELACIONADO PROMOVIDO CONTRA EL MISMO ACTO Y 
QUE MOTIVÓ DICHO SOBRESEIMIENTO SÍ LA CONTENGA. Conforme 
a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 83, fracción V, de la Ley de Amparo; y, 10, fracción III 
y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, la procedencia del recurso de revisión en el juicio de amparo 
directo requiere, entre otros supuestos, que en la demanda de garantías 
se plantee la interpretación directa de un precepto de la Constitución 
General de la República, o que al dictar la sentencia, el tribunal colegiado 
de circuito correspondiente haya establecido tal interpretación directa u 
omitido el estudio hecho valer en ese aspecto. En ese sentido, dicha 
interpretación no puede derivar de la sentencia en que se decreta el 
sobreseimiento por cesación de efectos del acto reclamado, aunque el 
amparo directo relacionado promovido contra el mismo acto y que motivó 
dicho sobreseimiento sí la contenga, máxime si aquella resolución no se 
fundó expresa o implícitamente en la interpretación directa de un precepto 
constitucional. Ello es así, porque la circunstancia de que en el amparo 
directo relacionado sí se haya realizado una interpretación directa no 
implica la reiteración de las consideraciones relativas en el amparo 
sobreseído, sino sólo el reconocimiento de que lo determinado en aquélla 
tuvo como consecuencia dejar sin efectos el acto reclamado, y sin ningún 
pronunciamiento de fondo, el sobreseimiento indicado. Además, una 
interpretación implícita, en el supuesto de que existiera, no es suficiente 
para justificar la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, 
en virtud de que la interpretación debe ser expresa y directa para 
desentrañar y explicar el contenido de la norma constitucional, 
determinando su sentido y alcance con base en un análisis gramatical, 
histórico, lógico o sistemático. 
 
Reclamación 16/2009. **********. 18 de febrero de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas 
Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CX/2009. 
 
 

DERECHOS DE AUTOR. EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL PREVER LA REPARACIÓN POR EL DAÑO MORAL 
Y/O MATERIAL, ASÍ COMO LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS POR VIOLACIÓN A TALES DERECHOS, NO VIOLA LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD. El citado precepto legal prevé en su párrafo 
primero que la reparación del daño material y/o moral, así como la 
indemnización por daños y perjuicios por violación a los derechos que 
confiere la propia Ley en ningún caso será inferior al cuarenta por ciento 
del precio de venta al público del producto original o de la prestación 
original de cualquier tipo de servicios que impliquen violación a algún 
derecho tutelado en la Ley. Así, la finalidad de dicho precepto es permitir 
que sean resarcidos en un mínimo los derechos autorales violados, lo 
cual no constituye una norma privativa, pues de manera general, 
abstracta e impersonal determina que deben reparar el daño material o 
moral e indemnizar por los daños y perjuicios todos aquellos que violen 
los derechos indicados, sin dirigirse a una persona o grupo previamente 
identificado, o a casos determinados de antemano, destinados a 
desaparecer después de su aplicación. Por tanto, el artículo 216 bis de la 
Ley Federal del Derecho de Autor no viola la garantía de igualdad 
contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que otorga a los infractores idéntico 
estatus jurídico. En efecto, el análisis de igualdad no sólo implica tratar 
igual a los iguales, sino también desigual a los desiguales, pero el 
mencionado precepto legal no se refiere a sujetos desiguales ubicados en 
estatus jurídicos distintos, ya que no distingue entre los causantes de 
daño moral y material, o de daños y perjuicios, los cuales tienen en 
común que afectan derechos de valor patrimonial. Además, dicho numeral 
describe las conductas infractoras y regula individualmente la 
indemnización a cargo de quien cause alguno de los daños indicados, sin 
exigir para su actualización la realización de una o varias conductas, ni 
establecer la imposición de la sanción relativa atento al número de 
infracciones cometidas. 
 
Amparo directo en revisión 1916/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
Amparo directo en revisión 1917/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXI/2009. 
 
 

DERECHOS DE AUTOR. EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA POR 
NO DEFINIR LO QUE DEBE ENTENDERSE POR DAÑO MATERIAL. El 
citado precepto legal prevé la reparación del daño moral y/o material, y 
define al primero como aquel que se ocasione por la violación a 
cualquiera de los derechos señalados en las fracciones I, II, III, IV y VI del 
artículo 21 de la Ley Federal del Derecho de Autor, pero no define lo que 
debe entenderse por daño material; sin embargo, esa omisión no lo torna 
violatorio de la garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que 
en términos de las fracciones indicadas, por daño moral se entiende el 
que resulta de la violación a los derechos de los autores consistentes en 
determinar cuándo debe divulgarse su obra o mantenerla inédita; exigir el 
reconocimiento de su calidad de autor y disponer que su divulgación se 
efectúe como obra anónima o seudónima; oponerse a su deformación, 
mutilación u otra modificación y oponerse a que se les atribuya una obra 
que no es de su creación, resulta evidente que se trata de derechos 
extrapatrimoniales; de ahí que por exclusión el daño material debe 
conceptualizarse como el que produce afectación a los derechos de 
contenido patrimonial, diversos a los aludidos.  
 
Amparo directo en revisión 1916/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
Amparo directo en revisión 1917/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXII/2009. 
 

 
DERECHOS DE AUTOR. EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL CUANTIFICAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL 
Y/O MATERIAL, ASÍ COMO DE LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS A CARGO DE QUIEN TRANSGREDA TALES 
DERECHOS, NO VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que tratándose de 
disposiciones legales, la garantía de legalidad contenida en el artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se satisface 
cuando la autoridad legislativa que las emite está legítimamente facultada 
para ello por la propia Constitución y por las leyes que así lo determinan, 
y cuando se refieren a relaciones sociales que requieren regularse 
jurídicamente. Ahora bien, el párrafo noveno del artículo 28 constitucional 
establece que no constituyen monopolios los privilegios que por 
determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la 
producción de sus obras y los que para el uso exclusivo de sus inventos 
se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora y, por 
otra parte, la fracción XXX del artículo 73 de la Constitución General de la 
República prevé que el Congreso de la Unión tiene facultades para 
expedir todas las leyes necesarias para hacer efectivas las facultades 
previstas en el propio precepto y las demás concedidas por la Norma 
Fundamental a los Poderes de la Unión, es decir, las no conferidas 
expresamente a las legislaturas locales. En ese sentido, el artículo 216 bis 
de la Ley Federal del Derecho de Autor, al establecer que la reparación 
del daño moral y/o material, así como la indemnización por daños y 
perjuicios a cargo de quien transgreda los derechos autorales no podrá 
ser inferior al cuarenta por ciento del precio de venta al público del 
producto original o de la prestación original de cualquier tipo de servicio, 
no viola la mencionada garantía de legalidad, pues además de que señala 
al sujeto destinatario de la norma (cualquiera que cause daños por la 
violación a tales derechos), en términos de los referidos preceptos 
constitucionales el legislador federal está facultado para cuantificar el 
monto correspondiente. 
 
Amparo directo en revisión 1916/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
Amparo directo en revisión 1917/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXIII/2009. 
 

 
DERECHOS DE AUTOR. LA REPARACIÓN DEL DAÑO MATERIAL Y/O 
MORAL, Y LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS POR 
VIOLACIÓN A TALES DERECHOS, CUYO MONTO PREVÉ EL 
ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
CONSTITUYEN UNA PENA INUSITADA O UNA MULTA EXCESIVA. El 
citado precepto legal señala que la reparación del daño material y/o moral 
así como la indemnización por daños y perjuicios por violación a los 
derechos que confiere dicha Ley en ningún caso será inferior al cuarenta 
por ciento del precio de venta al público del producto original o de la 
prestación original de cualquier tipo de servicios que impliquen violación a 
alguno o algunos de los derechos tutelados por la propia ley, lo cual se 
inscribe dentro del campo de la responsabilidad civil y tiene como 
finalidad garantizar a los titulares de derechos autorales que la reparación 
exigible equivaldrá a ese mínimo, cuyo fundamento se encuentra en el 
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
es decir, no tiene el propósito de castigar, sino de resarcir, ya que no 
atiende a la conducta infractora sino al daño causado. Por tanto, la 
reparación y la indemnización de que se trata no constituyen una pena 
inusitada o una multa excesiva de las prohibidas por el artículo 22 
constitucional, porque no implica la imposición de penas o sanciones por 
la comisión de algún ilícito penal o una falta administrativa, ni tiene el 
ánimo de causar al gobernado dolor en su cuerpo, deshonrarlo, causarle 
una alteración física o privarlo de una parte de su patrimonio a favor del 
Estado, sino sólo tiene propósitos indemnizatorios. 
 
Amparo directo en revisión 1916/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
Amparo directo en revisión 1917/2008. **********. 4 de marzo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: José 
Álvaro Vargas Ornelas y Juan Carlos de la Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXIV/2009. 
 
 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, 
AL PREVER QUE LA DEMANDA SE PRESENTARÁ DENTRO DEL 
PLAZO DE CUARENTA Y CINCO DÍAS SIGUIENTES A AQUÉL EN 
QUE HAYA SURTIDO EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA 
RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO, RESPETA LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que dichos principios, contenidos en su 
expresión genérica en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se respetan por el legislador, por una 
parte, si las disposiciones de observancia general generan certidumbre a 
los gobernados sobre las consecuencias jurídicas de su conducta y, por 
otra, tratándose de normas que confieren alguna facultad a la autoridad, 
cuando acotan en la medida necesaria y razonable tal atribución, de 
forma que se le impida actuar arbitraria o caprichosamente. Ahora bien, si 
se tiene en cuenta que por su naturaleza una notificación sólo puede 
afectar al notificado cuando surte sus efectos o consecuencias jurídicas, 
es evidente que el artículo 13, fracción I, inciso a), de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, al disponer que la demanda 
de nulidad se presentará por escrito directamente ante la Sala Regional 
competente dentro del plazo de cuarenta y cinco días siguientes a aquel 
en que haya surtido efectos la notificación de la resolución o acto 
impugnado, remite a la ley que rija el acto o resolución cuestionado, tanto 
para lo relativo a la forma y términos de la notificación como respecto de 
las consecuencias jurídicas o efectos de dicho acto o resolución. Así, el 
plazo relativo debe computarse desde el día siguiente al en que la 
notificación se perfecciona jurídicamente, o sea, desde que surte sus 
efectos, y ese momento lo determina la ley que haya servido de base para 
la notificación del acto y no otra, en tanto que sería un contrasentido 
suponer que un acto o resolución se dé a conocer conforme a las reglas 
adjetivas previstas en cierta legislación y que sus efectos legales se 
surtan conforme a lo establecido en una diversa. Por tanto, el citado 
artículo 13, fracción I, inciso a), respeta los principios de legalidad y 
seguridad jurídica contenidos en los artículos 14 y 16 constitucionales, 
pues permite al interesado conocer cabalmente el plazo para promover la 
demanda de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, y la consecuencia de no presentarla dentro de ese 
término. Además, no deja en estado de incertidumbre al particular, pues 
para establecer a partir de qué momento debe computarse el plazo en 
cuestión, basta con atender a la naturaleza del acto que le cause perjuicio 
y a su fundamentación y motivación. 
 
Amparo directo en revisión 385/2009. **********. 22 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXV/2009 
 
 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, 
QUE PREVÉ EL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA, NO VIOLA 
LA GARANTÍA DE ACCESO A LA JUSTICIA. El citado precepto 
establece que la demanda se presentará por escrito directamente ante la 
Sala Regional competente, dentro del plazo de cuarenta y cinco días 
siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación de la 
resolución impugnada, inclusive cuando se controvierta simultáneamente 
como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter 
general. Es decir, señala el tiempo durante el cual un acto procesal –
como lo es el ejercicio de una acción– debe llevarse a cabo para tener 
eficacia y validez legales. En ese sentido, se concluye que el artículo 13, 
fracción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, no viola la garantía de acceso a la justicia tutelado en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues no restringe el acceso a la justicia ni constituye un obstáculo 
procesal para ejercer el derecho fundamental de pedir justicia, ya que 
prevé claramente que el plazo en cuestión debe empezar a computarse a 
partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación, 
conforme a la ley que rija el acto reclamado, por lo que resulta evidente 
que para determinar el inicio del plazo para promover la demanda debe 
acudirse a la ley que rige el acto impugnado.  
 
Amparo directo en revisión 385/2009. **********. 22 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXVI/2009. 
 
 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, 
QUE PREVÉ QUE LA DEMANDA SE PRESENTARÁ DENTRO DEL 
PLAZO DE CUARENTA Y CINCO DÍAS SIGUIENTES A AQUÉL EN 
QUE HAYA SURTIDO EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA 
RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IGUALDAD. El citado artículo, al disponer que la demanda se presentará 
por escrito directamente ante la Sala Regional competente dentro del 
plazo de cuarenta y cinco días siguientes a aquél en que haya surtido 
efectos la notificación de la resolución impugnada, inclusive cuando se 
controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla 
administrativa de carácter general, no constituye una norma privativa, 
pues de manera general, abstracta e impersonal determina que todos los 
que deseen promover juicio de nulidad deben presentar la demanda 
relativa dentro del plazo indicado, sin hacer consideración de especie o de 
persona, además de que es aplicable a todos los casos en que se 
produzcan los supuestos normativos, y se encuentra dirigida a un grupo 
indeterminado de personas, es decir, todas las que promuevan una 
demanda, no sólo a una persona o grupo previamente identificado o a 
casos determinados de antemano, a quienes deba aplicarse para 
desaparecer después. Así, el artículo 13, fracción I, inciso a), de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, no viola la garantía 
de igualdad contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Ahora bien, aunque prácticamente podría 
parecer que dicho precepto legal otorga a los particulares un diferente 
tratamiento dependiendo de la naturaleza del acto impugnado, en tanto 
que el plazo para presentar la demanda se computa de acuerdo a la fecha 
en que surta efectos la notificación del acto conforme a la ley que lo 
regule, pudiendo ser el mismo día o al día siguiente; lo cierto es que la 
inconstitucionalidad de una ley no puede derivar de situaciones 
particulares; de ahí que en todo caso son los artículos conforme a los 
cuales surten efectos los diversos actos impugnados los que pueden 
generar cierta desigualdad y, por ende, los que podrían impugnarse, 
haciendo valer al respecto argumentos orientados a demostrar un trato 
inequitativo, no así el indicado artículo 13, que sólo prevé a partir de qué 
momento debe presentarse la demanda, pero no el surtimiento de efectos 
de los diversos actos que puede emitir la administración pública federal. 
 
Amparo directo en revisión 385/2009. **********. 22 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXVII/2009. 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. CUANDO LOS MIEMBROS DEL 
AYUNTAMIENTO LA PROMUEVEN PARA RECLAMAR LA 
REVOCACIÓN DEL MANDATO CONFERIDO A ALGUNO DE ELLOS O 
UN ACTO QUE VULNERA SU INTEGRACIÓN, Y ADEMÁS 
CONTROVIERTEN NORMAS GENERALES, PERO DURANTE EL 
PROCEDIMIENTO CONCLUYE SU PERIODO DE GOBIERNO, 
PROCEDE SOBRESEER EN EL JUICIO POR FALTA DE INTERÉS 
LEGÍTIMO. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo en la jurisprudencia P./J. 83/2001, de rubro: 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS LEGÍTIMO PARA 
PROMOVERLA.”, que en la controversia constitucional el promovente 
plantea la existencia de un agravio en su perjuicio, el cual debe 
entenderse como un interés legítimo para acudir al procedimiento y éste, 
a su vez, se traduce en una afectación que resienten en su esfera de 
atribuciones las entidades, poderes u órganos a que se refiere la fracción 
I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, aspecto que necesariamente debe estar legalmente tutelado 
para que pueda exigirse su observancia, pues de lo contrario el interés 
será inexistente y, por ende, aquéllos carecerán de derecho suficiente 
para promover legítimamente la controversia constitucional. De lo anterior 
se sigue que si los miembros de un Ayuntamiento promueven 
controversia constitucional para reclamar la revocación del mandato de 
gobierno conferido a alguno de ellos o un acto que vulnera su integración, 
y conjuntamente controvierten normas generales aplicadas en dicho acto 
revocatorio, pero durante el procedimiento concluye su periodo de 
gobierno, e incluso opera la sustitución de los integrantes del 
Ayuntamiento, procede sobreseer en el juicio por falta de interés legítimo, 
en tanto que la afectación resentida por dicha entidad desaparece en 
razón de su especial situación frente a los actos controvertidos, pues la 
nueva composición del Ayuntamiento no resiente ni podría resentir 
afectación alguna por los actos concretos impugnados en el juicio 
constitucional. Así, con la conclusión del periodo de gobierno sobreviene 
la causa de improcedencia por falta de interés legítimo para acudir a esta 
modalidad de juicios, en términos del artículo 19, fracción VIII, de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional y, 
por tanto, procede decretar el sobreseimiento con apoyo en el numeral 
20, fracción II, de la citada Ley Reglamentaria respecto tanto de los actos 
revocatorios como de las normas generales controvertidas. 
 
Controversia constitucional 7/2008. Ayuntamiento del Municipio de 
Cochoapa El Grande, Estado de Guerrero. 25 de febrero de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,    C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio  de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve.  Doy fe. 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXVIII/2009. 
 
 
JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. EL ARTÍCULO 560-E DEL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES, AL ESTABLECER QUE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DE REMATE NO ADMITE RECURSO ALGUNO, NO VIOLA 
LA GARANTÍA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. De la 
interpretación sistemática de los artículos 560-D y 560-E del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes se advierte que la 
sentencia definitiva dictada en el juicio especial hipotecario es aquella que 
declara si procedió o no el procedimiento hipotecario y decide si ha lugar 
o no al remate de los bienes sujetos a cédula. En ese sentido, se 
concluye que el citado artículo 560-E, al establecer que la sentencia 
definitiva de remate no admite recurso alguno, no viola la garantía de 
administración de justicia contenida en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si el legislador no 
distingue en cuanto al sentido de la resolución, resulta evidente que no 
sólo se impide al demandado interponer algún recurso contra la indicada 
sentencia definitiva, sino también al acreedor cuando no obtenga 
sentencia favorable. 
 
Amparo directo en revisión 1352/2008. **********. 1o. de octubre de 
2008. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXIX/2009. 
 
 
SOCIEDAD CONYUGAL. LA PREVISIÓN DEL ARTÍCULO 2863 DEL 
CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO ABROGADO, SOBRE LOS 
SUPUESTOS PARA QUE AQUÉLLA SURTA EFECTOS FRENTE A 
TERCEROS DE BUENA FE NO CONSTITUYE UN ACTO PRIVATIVO, 
POR LO QUE NO SE RIGE POR LA GARANTÍA DE PREVIA 
AUDIENCIA. El citado precepto legal establece una consecuencia 
consistente en que los inmuebles o derechos reales u otros bienes 
inscribibles o anotables de una sociedad conyugal pero que estén 
inscritos en el Registro Público de la Propiedad sólo a nombre de uno de 
ellos, no deben considerarse frente a terceros como integrantes de la 
comunidad de bienes respectiva sino, en todo caso, sólo del cónyuge a 
favor del cual aparezcan inscritos. Ahora bien, tal disposición no autoriza 
al cónyuge casado bajo el régimen de sociedad conyugal y que tenga 
inscrito a su nombre en dicho registro un inmueble o algún otro derecho, 
para que prive al otro del bien o del derecho respectivo, ni restringe el 
dominio que corresponde a ambos como partes de esa comunidad, pues 
mientras no se liquide la sociedad, aquéllos pertenecen a ambos en la 
proporción convenida en las capitulaciones matrimoniales o, en su 
defecto, según lo dispuesto en la ley; de ahí que lo que uno u otro haga 
en relación con los bienes de la sociedad conyugal beneficia o perjudica a 
ambos. Así, la previsión del artículo 2863 del Código Civil del Estado de 
México, abrogado mediante decreto publicado en el periódico oficial de la 
entidad el 7 de junio de 2002, en el sentido de que los consortes casados 
bajo el régimen de sociedad conyugal deben inscribir en el registro 
relativo los inmuebles, derechos reales o cualquier otro inscribible o 
anotable que pertenezca a tal comunidad, para que aquélla surta efectos 
frente a terceros de buena fe, no constituye un acto privativo y, por ende, 
no se rige por la garantía de previa audiencia contenida en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sino que, en 
todo caso, implica un acto de molestia ya que sólo se trata de una 
obligación registral que responde a la necesidad de dar publicidad a los 
derechos que requieren inscripción para evitar fraudes y abusos 
provenientes de ocultación de gravámenes o de modificaciones de la 
propiedad, poner de manifiesto la condición de los inmuebles e imprimir 
certidumbre y seguridad a los hechos y actos jurídicos celebrados al 
respecto. 
 
Amparo directo en revisión 83/2009. **********. 11 de marzo de 2009. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXX/2009. 
 
 

FACULTAD DE ATRACCIÓN. NO PUEDE EJERCITARSE PARA 
CONOCER DEL IMPEDIMENTO FORMULADO CONTRA LOS 
MAGISTRADOS INTEGRANTES DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO. Conforme a los artículos 107, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 84, fracción III, y 182 de la Ley 
de Amparo, el ejercicio de la facultad de atracción por parte de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación únicamente procede de oficio o a 
petición fundada del tribunal colegiado de circuito correspondiente o del 
Procurador General de la República, para conocer de los juicios de 
amparo en revisión o amparo directo que por su importancia y 
trascendencia así lo ameriten. Sobre tales premisas, es inatendible la 
petición realizada por una persona ajena a dichos supuestos, en el 
sentido de que se ejercite la indicada facultad para que este Alto Tribunal 
se pronuncie acerca del impedimento formulado contra los magistrados 
integrantes de un tribunal colegiado de circuito para conocer, a su vez, de 
un juicio de amparo directo, pues además de que carece de legitimación 
para ello, si la facultad de atracción sólo puede ejercitarse respecto de 
asuntos que a juicio de esta Suprema Corte de Justicia revistan interés y 
trascendencia, es evidente que se refiere a cuestiones de fondo, pero en 
el caso aludido únicamente habrá de resolverse si los referidos 
magistrados se encuentran en causa de impedimento. 
 
Reclamación 114/2009. 13 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXI/2009. 
 
 

RECLAMACIÓN. DEBE DECLARARSE INFUNDADO EL RECURSO 
RELATIVO CUANDO SE INTERPONE CONTRA EL AUTO DE 
PRESIDENCIA QUE DESECHA UNA INCONFORMIDAD PRESENTADA 
POR UN TERCERO PERJUDICADO. De la interpretación del artículo 
105, párrafo tercero, de la Ley de Amparo se advierte que corresponde al 
quejoso promover la inconformidad, por ser quien tiene interés en tanto 
que le beneficia la concesión del amparo y, en todo caso, le perjudica la 
resolución que tiene por cumplida la ejecutoria dictada en el juicio de 
garantías, y no así al tercero perjudicado, quien carece de legitimación 
porque tal determinación no afecta sus intereses. Por tanto, debe 
declararse infundado el recurso de reclamación interpuesto contra el auto 
de presidencia que desecha una inconformidad presentada por un tercero 
perjudicado. 
 
Reclamación 119/2009. **********. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Isabel Castillo 
Vorrarth. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXII/2009. 
 
 

RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN NO ES EXTEMPORÁNEA SI 
OCURRE ANTES DE QUE INICIE EL PLAZO PARA HACERLO. 
Conforme al artículo 103 de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación 
podrá interponerse dentro del término de tres días siguientes al en que 
surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada; sin embargo, 
si dicho recurso se interpone antes de que inicie dicho plazo, su 
presentación no es extemporánea, pues el citado numeral sólo se refiere 
a que el aludido medio de defensa no puede hacerse valer después de 
tres días, lo cual no impide que el escrito correspondiente se presente 
antes de ese término. 
 
Reclamación 125/2009. **********. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Isabel Castillo 
Vorrath. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de ocho de julio de dos mil nueve. México, 
Distrito Federal, nueve de julio de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CXXIII/2009. 
 

 
AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL ARTÍCULO 282 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA NO VIOLA EL NUMERAL 19 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El artículo 282 
citado no viola el numeral 19 de la Constitución General de la República al 
prever el auto de vinculación a proceso para justificar una detención 
mayor a las setenta y dos horas, pues aunque no se le denomine auto de 
formal prisión o de sujeción a proceso, al igual que éstos cumple con la 
garantía del imputado relativa a que la autoridad judicial que conozca de 
los hechos que se le atribuyen determine cuál es su situación jurídica 
frente al proceso penal que se seguirá en su contra; esto es, que de no 
dictársele un auto de libertad se le comunique fehacientemente que habrá 
de enfrentar un proceso penal por la imputación de hechos eventualmente 
constitutivos de delito. Además, conforme a la exposición de motivos que 
originó dicho precepto legal se advierte que la razón fundamental del 
cambio de término obedece a que el concepto “formal prisión” es de cuño 
inquisitorio, pero como ahora las reglas del proceso penal responden a un 
sistema acusatorio, aquél resultaba inapropiado. 
 
Amparo en revisión 334/2008. 3 de diciembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS   AISLADA   CXXIV/2009. 
 

 
AUDIENCIA DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL ARTÍCULO 283 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA NO CONTRAVIENE EL NUMERAL 19 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El artículo 283  citado no contraviene el numeral 19 de la Constitución 
General de la República en tanto que respeta la garantía de audiencia 
previa al dictado del acto de molestia, consistente en el auto de 
vinculación a proceso, ya que prevé cómo debe llevarse a cabo el 
desahogo de la audiencia de vinculación a proceso al señalar que iniciará 
con el desahogo de los medios de prueba que el imputado hubiese 
ofrecido, siguiendo en lo conducente las reglas previstas para el 
desahogo de pruebas en la audiencia de debate de juicio oral; que 
desahogada la prueba, si la hubo, se le concederá la palabra en primer 
término al Ministerio Público y luego al imputado, y una vez agotado el 
debate el juez resolverá sobre la vinculación o no del imputado a proceso; 
de ahí que no se le deja en estado de indefensión. 
 
Amparo en revisión 334/2008. 3 de diciembre de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXV/2009. 
 
 

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY RELATIVA 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROTECCIÓN A LA 
ORGANIZACIÓN Y EL DESARROLLO DE LA FAMILIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997). La familia se encuentra 
protegida por los instrumentos jurídicos tendentes a proporcionarle la 
organización, unidad y permanencia que requiere como grupo social 
primario, lo cual se establece en distintas disposiciones de orden público 
e interés social, a través de las que se generan deberes, derechos y 
obligaciones entre sus miembros a causa del matrimonio, el parentesco o 
el concubinato. En ese sentido y tomando en cuenta que el artículo 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que el 
varón y la mujer son iguales ante la ley y que ésta protegerá la 
organización y el desarrollo de la familia, se concluye que el artículo 152 
de la Ley del Seguro Social, vigente hasta el 30 de junio de 1997, según 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de noviembre 
de 1996, al imponer mayores requisitos al viudo que se ubique en el 
supuesto del otorgamiento de la pensión de viudez, exigiéndole acreditar 
su incapacidad total y que hubiese dependido económicamente de la 
trabajadora asegurada o pensionada fallecida, transgrede el principio de 
protección a la familia contenido en el citado precepto constitucional. Lo 
anterior, porque al encontrarse en situaciones de igualdad, ambos 
cónyuges deben ser tratados en forma idéntica, lo cual redunda en la 
seguridad de evitarles soportar un perjuicio desigual e injustificado, y no 
privarlos de un beneficio, en este caso, disfrutar sin distinción de género 
de los seguros a que tienen derecho.  
 
Amparo en revisión 1147/2008.  **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    CXXVI/2009. 
 
 
RECLAMACIÓN. DEBEN DECLARARSE INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS DIRIGIDOS A SOLICITAR LA ANULACIÓN DE LA MULTA 
IMPUESTA SIN CONTROVERTIR LAS RAZONES POR LAS QUE SE 
DESECHÓ EL RECURSO RESPECTIVO. El recurso de reclamación 
previsto en el artículo 103 de la Ley de Amparo tiene como finalidad 
determinar la legalidad de los acuerdos de trámite dictados por los 
presidentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de sus salas o 
de los tribunales colegiados de circuito. De  ahí que si a través de este 
medio de defensa se solicita la anulación de la multa impuesta, sin 
controvertir las razones por las cuales se desechó el recurso respectivo, 
ni las consideraciones en que se sustentó el auto recurrido para 
imponerla, resulta inconcuso que tales agravios deben declararse 
inoperantes. 
 
Reclamación 61/2009. **********.  25 de marzo de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CXXVII/2009. 
 

 

INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA 
CUANDO EL JUEZ DE DISTRITO O EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO QUE HAYA CONOCIDO DEL JUICIO DE GARANTÍAS 
DETERMINA QUE EXISTE IMPOSIBILIDAD JURÍDICA Y MATERIAL 
PARA SU CUMPLIMIENTO. De la interpretación del artículo 105 de la 
Ley de Amparo se colige que corresponde al juez de distrito o al tribunal 
colegiado de circuito que haya conocido del juicio de garantías determinar 
si existe imposibilidad jurídica y material para cumplir la ejecutoria de 
amparo. Así, cuando el órgano jurisdiccional competente para 
pronunciarse emite un acuerdo en el sentido de que existe imposibilidad 
jurídica y material para que se cumpla la sentencia concesoria del amparo 
y dicha determinación se comunica oficialmente a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, el incidente de inejecución de sentencia debe 
declararse sin materia por haber dejado de existir el presupuesto que lo 
originó al resultar excusable el incumplimiento de la autoridad 
responsable y, por ende, queda sin efectos el dictamen relativo a la 
aplicación de las sanciones previstas en la fracción XVI del artículo 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Incidente de inejecución 214/2009.  **********.  29 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   CXXVIII/2009. 
 

 
INEJECUCIÓN DE SENTENCIA. EL ACUERDO GENERAL PLENARIO 
3/2009 NO DEJÓ SIN EFECTOS EL PROCEDIMIENTO QUE 
RESPECTO DE DICHO TRÁMITE SE SIGUE ANTE LOS JUZGADOS 
DE DISTRITO O TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. Conforme 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley de 
Amparo y el Acuerdo General Número 5/2001 del Tribunal Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el incidente de inejecución de 
sentencia requiere, como presupuesto, que el juez de distrito o el tribunal 
colegiado de circuito, después de haber agotado todos los medios legales 
que la ley les concede para hacer cumplir sus determinaciones, concluyan 
que la autoridad responsable ha incurrido en una actitud de rebeldía en el 
cumplimiento de la sentencia de amparo, lo que da lugar a solicitar la 
intervención de este alto tribunal para que aplique la sanción prevista en 
el artículo 107, fracción XVI, constitucional. Por otra parte, de este artículo 
y del diverso 105 de la Ley de Amparo se advierte que la intervención de 
la Suprema Corte de Justicia sólo procede una vez que se ha 
determinado que la autoridad responsable soslayó su obligación de dar 
cumplimiento a la ejecutoria de amparo, emitida por el juzgador que tuvo 
a su cargo el procedimiento de ejecución de la sentencia. Ahora bien, 
atento a la necesidad de agilizar el trámite y la resolución de los 
incidentes de inejecución, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
expidió el Acuerdo General 6/1998 del 9 de noviembre de 1998, con el 
objeto de permitir a las autoridades responsables plantear y demostrar 
dentro del propio incidente la imposibilidad jurídica o material para cumplir 
los fallos protectores, y en el punto octavo determinó que cuando el 
secretario general de acuerdos recibiera un proyecto de resolución 
proponiendo aplicar la sanción prevista en la fracción XVI del artículo 107 
constitucional, notificaría por medio de oficio a las autoridades 
responsables contra las que se hubiese concedido el amparo, la fecha 
señalada para la vista del asunto. Más adelante, el referido punto octavo 
se modificó mediante el Acuerdo General Número 2/2002 del 24 de enero 
de 2002, para establecer que en caso de que se recibiera un proyecto de 
resolución proponiendo la referida sanción, el aludido secretario haría 
llegar a todos los Ministros copia de dicho proyecto, de manera que el 
Tribunal en Pleno pudiera resolver el asunto dentro de los diez días 
hábiles siguientes, y notificaría personalmente a las autoridades 
responsables respecto de las cuales se concedió el amparo y a quienes 
según el proyecto debían tener alguna participación, a fin de que si 
estuviera cumplida la sentencia procedieran a acreditarlo directamente 
ante la Suprema Corte. Posteriormente, en el Acuerdo General 3/2009 del 
2 de abril de 2009, sobre la base de que la aplicación del procedimiento 
previsto en el punto octavo mencionado provocó la dilación en el 
cumplimiento de las sentencias concesorias de la protección 
constitucional, el Pleno determinó derogarlo y fijar el régimen que 
transitoriamente regirá a los incidentes de inejecución que a esa fecha se 
encontraran radicados o en el futuro se radicaran en este alto tribunal. 
Así, el indicado Acuerdo General 3/2009 no dejó sin efectos el 
procedimiento que debe seguirse para tramitar el incidente de inejecución 
de sentencia ante los juzgados de distrito o tribunales colegiados de 
circuito, en tanto que no determinó que el máximo tribunal en lo sucesivo 
conocería, tramitaría y resolvería lo concerniente al cumplimiento de las 
sentencias concesorias del amparo, pues su finalidad no fue eliminar los 
procedimientos de ejecución e inejecución de sentencia que se siguen 
previamente ante dichos órganos jurisdiccionales, durante los cuales las 



 
 

 
 

 

autoridades vinculadas al cumplimiento de tales sentencias pueden 
acreditar la imposibilidad jurídica o material para ello, sino sólo la de 
prescindir del trámite que implicaba entregar copia del proyecto a los 
Ministros para que el Tribunal en Pleno pudiera resolverlo dentro de los 
diez días hábiles siguientes y notificara personalmente a las autoridades 
vinculadas con el cumplimiento del fallo para que lo acreditaran 
directamente ante la Suprema Corte de Justicia. 
 
Reclamación 136/2009. **********.  3 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas 
Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXIX/2009. 
 

 
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. EL CONGRESO DE LA 
UNIÓN TIENE FACULTADES PARA LEGISLAR EN ESA MATERIA. La 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no se limita a 
establecer contribuciones sobre algunas de las materias enumeradas en 
el artículo 73, fracción XXIX, inciso 5o., de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, esto es, energía eléctrica, producción y 
consumo de tabacos labrados, gasolina y otros productos derivados del 
petróleo, cerillos y fósforos, aguamiel y productos de su fermentación, 
explotación forestal y producción y consumo de cerveza; de manera que 
no puede considerarse que en dicha ley impositiva forzosa y 
necesariamente deben contenerse todas las contribuciones sobre las 
referidas materias, so pena de inconstitucionalidad, y tampoco cabe esta 
censura por el hecho de que en el aludido ordenamiento impositivo se 
incluya el gravamen de una materia que no aparece en el indicado inciso, 
que se refiere a los impuestos especiales. Ello es así, en virtud de que 
con fundamento en la fracción VII del artículo 73 constitucional, el 
Congreso de la Unión tiene facultades para establecer los tributos 
necesarios para cubrir el gasto público y, por tanto, no existe 
inconveniente constitucional alguno para que en la mencionada ley 
ordinaria se establezca una contribución que grave el servicio de juegos 
con apuestas y sorteos. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********.  24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********.  24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXX/2009. 
 

 
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. EL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS CONSTITUYE UN GRAVAMEN 
INDIRECTO Y, DADA SU NATURALEZA, ES TRASLADABLE 
TRATÁNDOSE DE ESAS ACTIVIDADES. Aun cuando el impuesto 
especial sobre producción y servicios no es acreditable, es trasladable a 
los participantes en los juegos con apuestas y sorteos que, en su calidad 
de consumidores, deben aceptar la traslación del gravamen, conforme a 
la tasa prevista en el artículo 2o., fracción II, inciso B), de la ley relativa. 
Así, dada su intrínseca naturaleza indirecta, el impuesto especial referido 
es totalmente trasladable, con independencia de las dificultades técnico 
operativas que pueda aducir el organizador de dichas actividades. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  CXXXI/2009. 
 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. TRATÁNDOSE DE ESAS 
ACTIVIDADES, EL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que la capacidad contributiva se vincula con la persona que debe soportar 
la carga del tributo, o sea, aquella que finalmente, según las diversas 
características de cada contribución, ve disminuido su patrimonio al pagar 
una cantidad específica por concepto de esos gravámenes, sea en su 
calidad de sujeto pasivo o como destinatario de ellos por la traslación que 
deba efectuarse por disposición legal o por las características propias del 
tributo de que se trate. Lo anterior resulta particularmente relevante 
tratándose de impuestos indirectos, toda vez que éstos no deben medirse 
en términos tradicionales de capacidad contributiva del causante, dada su 
particular naturaleza, en tanto que no gravan el movimiento de riqueza 
que corresponde a la operación, sino que atienden al patrimonio que 
soporta esa operación (el del consumidor). Así, el impuesto especial 
sobre producción y servicios, específicamente por la realización de juegos 
con apuestas y sorteos, no viola el principio de proporcionalidad tributaria 
contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en tanto que la base gravable tiene 
estrecha relación con el hecho imponible, pues el legislador ha 
considerado que si dicho patrimonio es suficiente para soportar el 
consumo (costo del juego o sorteo), también lo es para absorber el 
impuesto, lo cual demuestra que para efectos del traslado, retención y 
entero del impuesto especial relativo a juegos con apuestas y sorteos, 
nada tiene que ver la capacidad contributiva del organizador de dichos 
eventos porque, se reitera, dada la naturaleza indirecta del impuesto, 
quien lo absorbe y lo paga es el consumidor del servicio. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXXII/2009. 
 
 

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 27, ÚLTIMO PÁRRAFO, 
DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Acorde con la citada disposición 
legal, los estados adheridos al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 
no mantendrán impuestos locales sobre las actividades por las que deba 
pagarse el impuesto especial sobre producción y servicios. No obstante, 
en su último párrafo establece una salvedad en el sentido de que respecto 
de los juegos con apuestas no será aplicable dicha prohibición, 
puntualizando que ese impuesto no se incluirá en la recaudación federal 
participable. En ese sentido, se concluye que el último párrafo del artículo 
27 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no viola 
el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de 
que con la mencionada salvedad no se aplica la prohibición genérica 
establecida en dicho precepto legal. En efecto, el legislador estableció un 
trato diferenciado y creó dos categorías de contribuyentes, pues quienes 
no realicen juegos con apuestas en las entidades federativas no pagarán 
el impuesto local, mientras que los que sí lleven a cabo dichas actividades 
deberán cubrir el tributo; de ahí que de la propia disposición legal se 
advierte la justificación del trato diferenciado. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   CXXXIII/2009. 
 
 
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. EL TRATO DIFERENCIADO 
QUE APLICA EL LEGISLADOR ENTRE LOS INCISOS A) Y B) DE LA 
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 2o. DE LA LEY DEL IMPUESTO 
ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.  La obligación prevista en la 
referida disposición legal se establece para todos los contribuyentes que 
realicen juegos con apuestas y sorteos, quienes constituyen un mismo 
grupo al que se les aplica un tratamiento  fiscal determinado por el 
legislador, sujetándolos genéricamente al pago del impuesto y no con un 
señalamiento particular, lo cual pone de manifiesto que en esa categoría 
el trato es igual para todos los que la integren. Por ello y tomando en 
cuenta que el legislador no sólo está facultado sino que tiene la obligación 
de crear categorías de contribuyentes, justificando el diferente 
tratamiento, el cual puede responder a razones económicas, sociales, de 
política fiscal e incluso extrafiscales, resulta inconcuso que el trato 
diferenciado que aplica entre los incisos A) y B) de la fracción II del 
artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, 
al establecer que no se pagará el impuesto cuando los servicios a los que 
se refiere el inciso A) se realicen con motivo de las enajenaciones de 
bienes por los que no se está obligado al pago del tributo, en términos del 
artículo 8o. de la propia ley, no viola el principio de equidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que conforme al propio contexto 
normativo, ese trato diferenciado se justifica porque el hecho de que no 
estén obligadas al pago del tributo las personas morales sin fines de 
lucro, las instituciones de asistencia o beneficencia, las sociedades o 
asociaciones de carácter civil dedicadas a la enseñanza y/o que otorguen 
becas, obedece a que su actividad no está encaminada a obtener un 
lucro. En efecto, el tipo de personas morales y la actividad a la que se 
dedican marca la diferencia frente a los actos y actividades de un 
organizador de juegos con apuestas, por lo que no puede darse el mismo 
tratamiento fiscal a quienes, aun desarrollando una actividad similar, no lo 
hacen con fines preponderantemente lucrativos, frente a contribuyentes 
que, de acuerdo con su objeto social, tienen como principal actividad 
económica organizar y llevar a cabo juegos con apuestas y concursos, 
con una perspectiva eminentemente lucrativa. 
 
Amparo en revisión 663/2009. **********.  24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.     
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXXIV/2009. 
 
 
ALIMENTOS. LA SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 288 DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE HASTA EL 3 
DE OCTUBRE DE 2008, NO CONSTITUYE UNA PENA INUSITADA O 
TRASCENDENTAL DE LAS PROHIBIDAS EN EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Acorde con lo sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la naturaleza de la pensión alimenticia establecida 
como sanción a cargo del cónyuge que dio causa al divorcio necesario y a 
favor del inocente hasta que contraiga nuevas nupcias o se una en 
concubinato implica la continuación o subsistencia del deber alimentario 
que surge del matrimonio. Así, la sanción prevista en el artículo 288 del 
Código Civil para el Distrito Federal, vigente hasta el 3 de octubre de 
2008, no constituye una pena inusitada o trascendental de las prohibidas 
en el artículo 22 de la Constitución General de la República, pues el 
hecho de que no tenga un límite temporal no la torna inusitada en tanto 
que no tiene por objeto causar un dolor o alteración física en el cuerpo de 
la persona sancionada, ni en su reputación o dignidad, por lo que no es 
inhumana, cruel ni infamante; y tampoco es excesiva, ni en sí misma 
ilimitada, porque la cuantía de la pensión respectiva se fija con base en el 
principio de proporcionalidad que rige en la materia   –en razón de la 
capacidad económica y de las necesidades alimentarias de las partes–, 
así como en función de los demás elementos de cada caso; de manera 
que dicha sanción es congruente con el fin que persigue, consistente en 
solventar las necesidades alimentarias del cónyuge inocente que después 
de concluido el matrimonio puedan seguir generándose según su 
capacidad económica, edad y estado de salud, calificación profesional y 
posibilidad de acceso a un empleo, la duración del matrimonio y la 
circunstancia de que, eventualmente, haya contribuido económicamente a 
los fines del matrimonio dedicándose a la familia, o bien, haya colaborado 
con su trabajo en las actividades del cónyuge. Además, tampoco es una 
pena trascendental ya que, por un lado, sus efectos no afectan de modo 
legal y directo a terceros extraños que no hayan sido condenados y, por 
otro, para fijar su cuantía el juzgador debe tomar en cuenta las demás 
obligaciones que tenga el deudor.  
 
Amparo directo en revisión 838/2009. **********.  1o. de julio de 2009. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintiséis de agosto  de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veintisiete de agosto de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  CXXXV/2009 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU EXISTENCIA. Tomando en cuenta 
que la finalidad última de la contradicción de tesis es resolver los 
diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales 
colegiados en aras de la seguridad jurídica, independientemente de que 
las cuestiones fácticas sean exactamente iguales, es posible afirmar que 
para que una contradicción de tesis sea procedente es necesario que se 
cumplan las siguientes condiciones: 1) que los tribunales contendientes 
hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se vieron en la 
necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio 
interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, cualquiera 
que fuese; 2) que entre los ejercicios interpretativos respectivos se 
encuentre al menos un tramo de razonamiento en el que la diferente 
interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico: 
ya sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de un principio, la 
finalidad de una determinada institución o cualquier otra cuestión jurídica 
en general; y 3) que lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una 
pregunta genuina acerca de si la forma de acometer la cuestión jurídica 
es preferente con relación a cualquier otra que, como la primera, también 
sea legalmente posible. 
 
 
Contradicción de tesis 124/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Miguel Enrique Sánchez 
Frías, Roberto Lara Chagoyán y Raúl Manuel Mejía Garza. 
 
 
Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve.- 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.- Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   CXXXVI/2009 
 
 

CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. FINALIDAD y CONCEPTO. El Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 
36/2007-PL, en sesión de 30 de abril de 2009, determinó interrumpir la 
jurisprudencia número P./J. 26/2001, de rubro: “CONTRADICCIÓN DE 
TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS 
PARA SU EXISTENCIA.” Así, de un nuevo análisis del contenido de los 
artículos 107, fracción XIII constitucional y 197-A de la Ley de Amparo, 
esta Primera Sala advierte como condición para la existencia de la 
contradicción de tesis, que los criterios enfrentados sean contradictorios; 
sin embargo, el sentido del concepto “contradictorio” ha de entenderse 
cuidadosamente, no tanto en función del estado de los criterios 
enfrentados, sino de la finalidad misma de la contradicción de tesis, es 
decir, la producción de seguridad jurídica. En efecto, la condición que 
debe observarse está más ligada con el fin que con el medio y, por tanto, 
la esencia de la contradicción radica más en la necesidad de dotar al 
sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de comprobar que 
se reúnan una serie de características determinadas en los casos 
resueltos por los tribunales colegiados de circuito; de ahí que para 
determinar si existe o no una contradicción de tesis deben analizarse 
detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados —y 
no tanto los resultados que ellos arrojen— con el objeto de identificar si en 
algún razonamiento de las  respectivas decisiones se tomaron vías de 
solución distintas —no necesariamente contradictorias en términos 
lógicos— aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial pueden existir 
diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la legalidad. Por ello, 
en las contradicciones de tesis que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación está llamada a resolver debe avocarse a reducir al máximo, 
cuando no a eliminar, ese margen de discrecionalidad creado por la 
actuación legal y libre de los tribunales contendientes.  
 
 
Contradicción de tesis 124/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez 
Frías, Roberto Lara Chagoyán y Raúl Manuel Mejía Garza. 
 
 
Nota. Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de fondo de la contradicción planteada. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve.- 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.- Doy 
fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA CXXXVII/2009. 
 

 
LEGALIDAD TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 16 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN NO CONLLEVA IMPLÍCITAMENTE UN 
SUPUESTO DE CAUSACIÓN, POR LO QUE  NO ES POSIBLE 
ESTUDIAR SU CONSTITUCIONALIDAD A LA LUZ DEL PRINCIPIO 
RELATIVO. El Código Fiscal de la Federación reúne en su articulado 
principios generales conforme a los cuales se desenvuelven las 
relaciones entre los contribuyentes y el Estado, determinando los 
procedimientos, las reglas en cuanto a su administración y la forma de 
ejecución con base en los cuales se harán efectivas las contribuciones, 
entre los que se encuentra el establecimiento de definiciones que en su 
caso determinarán el supuesto de causación. Ahora bien, el principio de 
legalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consiste en que 
mediante un acto formal y materialmente legislativo se establezcan todos 
los elementos que sirvan de base para calcular una contribución, esto es, 
exige que el legislador determine sus elementos esenciales para evitar 
una actuación caprichosa de las autoridades administrativas en la 
exigencia del pago respectivo. En ese sentido, resulta evidente que el 
artículo 16 del citado Código, al establecer lo que debe entenderse por 
actividades empresariales para efectos fiscales no conlleva implícitamente 
un supuesto de causación –ya que ello dependerá del tributo de que se 
trate–  y, por tanto, si no prevé algún elemento esencial de un impuesto 
no es posible estudiar su constitucionalidad a la luz del indicado principio 
tributario.  
 
Amparo directo en revisión 2004/2007. **********. 16 de enero de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO  DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CXXXVIII/2009. 
 
 

CONCURSOS MERCANTILES. SI EN EL AMPARO SE RECLAMAN 
LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL DE LA LEY RELATIVA, 
EXPEDIDAS POR LA JUNTA DIRECTIVA DEL INSTITUTO FEDERAL 
DE ESPECIALISTAS DE CONCURSOS MERCANTILES, NO SE SURTE 
LA COMPETENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN EN EL QUE 
SUBSISTA EL PROBLEMA DE CONSTITUCIONALIDAD, SINO LA DE 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. Conforme a los 
artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción I, inciso a), y 85, fracción II, de la 
Ley de Amparo; 10, fracción II, inciso a), y 21, fracción II, inciso a), de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, corresponde a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación conocer del recurso de revisión 
en amparo contra sentencias pronunciadas por los jueces de distrito o los 
tribunales unitarios de circuito cuando subsista en el recurso el problema 
de constitucionalidad, siempre que en la demanda de garantías se haya 
impugnado la constitucionalidad de una ley, tratado internacional o 
reglamento expedido por el Presidente de la República en uso de la 
facultad reglamentaria que le otorga el artículo 89, fracción I, 
constitucional, o de reglamentos de leyes locales expedidos por el Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal o por los gobernadores de los Estados, 
mientras que en todos los demás casos, salvo que se plantee invasión de 
soberanías o la interpretación directa de un precepto de la Carta Magna, 
compete conocer de la revisión a los tribunales colegiados de circuito. Por 
tanto, si en un juicio de amparo se reclaman las reglas de carácter 
general de la Ley de Concursos Mercantiles expedidas por la Junta 
Directiva del Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, 
órgano auxiliar del Consejo de la Judicatura Federal, no se surte la 
competencia de este alto tribunal para conocer del recurso de revisión en 
el que subsista el problema de constitucionalidad, sino la de los tribunales 
colegiados de circuito, en virtud de que dichas reglas no las emitió el 
Presidente de la República en uso de su facultad reglamentaria, sino el 
mencionado Instituto, en ejercicio de las atribuciones conferidas por los 
artículos 311, fracciones XIII y XV, 321, fracción I, y demás aplicables de 
la Ley de Concursos Mercantiles. 
 
Amparo en revisión 1253/2008. **********. 18 de febrero de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro 
Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXXXIX/2009. 
 
PÉRDIDAS FISCALES. EL ARTÍCULO 30 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2007, AL 
ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE CONSERVAR LA 
DOCUMENTACIÓN COMPROBATORIA QUE ACREDITE EL ORIGEN 
DE AQUÉLLAS, INDEPENDIENTEMENTE DEL EJERCICIO DE QUE SE 
TRATE, NO VIOLA LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA 
LEY. Siguiendo la teoría de los componentes de la norma, cuando ésta 
prevé un supuesto complejo integrado por diversos actos parciales 
sucesivos y una consecuencia, y algunos de ellos no se ejecutan durante 
la vigencia de la norma que los creó, si se modifican por una posterior, 
ésta no puede considerarse retroactiva. Ahora bien, si se toma en cuenta, 
por un lado, que la amortización de una pérdida fiscal constituye un acto 
cuyos efectos se prolongan en el tiempo, pues en términos del artículo 61 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta el contribuyente tiene derecho de 
aplicar la pérdida a la utilidad generada durante los diez ejercicios 
siguientes y, por el otro, que antes de las reformas al Código Fiscal de la 
Federación publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
diciembre de 2006 los particulares que decidieran amortizar sus pérdidas 
fiscales en ejercicios subsecuentes tenían que conservar la 
documentación que acreditara su origen cinco años a partir de la 
presentación de la última declaración del ejercicio en que se aplicaran 
aquéllas, resulta evidente que el artículo 30 del indicado Código, vigente a 
partir del 1o. de enero de 2007, al establecer la obligación de conservar la 
documentación comprobatoria que acredite el origen de las pérdidas 
fiscales para ejercer el derecho de amortizarlas cuando la autoridad 
hacendaria ejerza sus facultades de comprobación, independientemente 
del ejercicio fiscal de que se trate, no viola la garantía de irretroactividad 
de la ley contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, porque el precepto 
reformado rige hacia el futuro en tanto que es aplicable a los 
contribuyentes para quienes no se había agotado el plazo de cinco años 
establecido antes de la reforma mencionada, ya que en ese caso no se 
habrían materializado los efectos de la norma anterior a 2007. Además, lo 
que regula el aludido artículo 30 es una carga para el contribuyente y no 
el derecho de amortizar las pérdidas –el cual se origina en virtud del 
referido artículo 61–, pues lo que se modificó fue la condición con base en 
la cual se demuestra la procedencia y origen para la aplicación de ese 
derecho; de ahí que sea incorrecto afirmar que los particulares 
adquirieron al amparo de la norma anterior el derecho a conservar la 
señalada documentación por cinco años. 
 
Amparo en revisión 142/2008. **********. 4 de junio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXL/2009. 
 

PÉRDIDAS FISCALES. LOS ARTÍCULOS 30 Y 42 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE 
ENERO DE 2007, NO VIOLAN LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. Los citados artículos, al establecer la obligación para los 
particulares de conservar la contabilidad y documentación relativa al 
origen y procedencia de las pérdidas fiscales que pretendan acreditar en 
el ejercicio que se revise y la correlativa facultad de la autoridad para 
revisar dicha documentación, no violan la garantía de seguridad jurídica 
contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que ello deriva de la propia facultad de la 
autoridad para verificar la documentación que compruebe el debido 
cumplimiento de las obligaciones fiscales, lo cual constituye un acto de 
molestia acotado por los requisitos previstos en el artículo 16 
constitucional, así como por las formalidades establecidas para las 
órdenes de visita y su desarrollo en los artículos 38, 43, 44, 45, 46, 46-A, 
48 y 50 del Código Fiscal de la Federación. Del mismo modo, al 
ejercitarse dicha facultad dentro de un procedimiento de fiscalización, su 
actuación se limita en el tiempo por la figura de la caducidad de las 
facultades de determinación regulada por el artículo 67 del Código Fiscal 
de la Federación, es decir, la obligación de conservar la indicada 
documentación se limita implícitamente por el periodo en el que la 
autoridad puede válidamente determinar una consecuencia jurídica por su 
falta de presentación; de ahí que se acota el término para determinar 
contribuciones omitidas y, por ende, afectar la esfera jurídica del 
contribuyente. Así, una vez transcurrido el plazo correspondiente –cinco o 
diez años, según sea el caso–, aun cuando la autoridad fiscal pudiera 
exigir la documentación referida y el contribuyente no entregarla, el 
crédito que se determinara podría impugnarse y en todo caso nulificarse, 
pues la autoridad estaría revisando un ejercicio en relación con el cual su 
facultad para determinar diferencias ya habría caducado; de ahí que no se 
deja a su arbitrio el tiempo en el que puede solicitar la documentación de 
que se trata. 

 

Amparo en revisión 142/2008. **********. 4 de junio de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CXLI/2009. 
 
 

FONDO DE APORTACIONES FEDERALES PARA LA SEGURIDAD 
PÚBLICA DE LOS ESTADOS Y DEL   DISTRITO FEDERAL. LA 
ENTREGA DIRECTA DE LOS RECURSOS QUE LO INTEGRAN A LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS NO VULNERA LA FACULTAD 
CONCURRENTE DE LOS MUNICIPIOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
21, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE 
JUNIO DE 2008). De la interpretación del citado precepto constitucional 
se colige que en materia de seguridad pública opera un sistema de 
coordinación de la atribución combinada, segmentaria y compartida de los 
distintos órdenes de gobierno. Ahora bien, el conjunto estructurado que 
compone la seguridad pública se dirige a la protección de personas y 
bienes y al mantenimiento del orden público, lo cual incluye un conjunto 
plural y diversificado de actuaciones, distintas por su naturaleza y 
contenido, aunque orientadas a una misma finalidad de custodia del bien 
jurídico definido; sin embargo, la consecución del fin de la materia no 
incluye la distribución directa de los recursos económicos a los 
municipios, pues la administración de dichos recursos federales es 
materia del sistema de coordinación fiscal. Por tanto,  la entrega directa 
de los recursos que integran el Fondo de Aportaciones Federales para la 
Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal a las entidades 
federativas, no vulnera la facultad concurrente de los municipios en 
materia de seguridad pública prevista en el artículo 21, último párrafo, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADAS   CXLII/2009. 
 
 

FONDO DE APORTACIONES FEDERALES PARA LA SEGURIDAD 
PÚBLICA DE LOS ESTADOS Y DEL DISTRITO FEDERAL. LOS 
RECURSOS QUE LO INTEGRAN DEBEN ENTREGARSE 
DIRECTAMENTE AL GOBIERNO DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
Y NO A SUS MUNICIPIOS. Del artículo 9 del Presupuesto de Egresos de 
la Federación para el Ejercicio Fiscal 2008 se advierte que las 
aportaciones federales destinadas a la seguridad pública deben 
entregarse directamente a los gobiernos estatales, por ser recursos de 
naturaleza federal, y en términos del artículo 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal, las entidades federativas serán las encargadas de la 
administración y ejercicio de dichas aportaciones. En consecuencia, los 
recursos que integran el Fondo de Aportaciones para la Seguridad 
Pública de los Estados y el Distrito Federal deben entregarse 
directamente al gobierno de las entidades federativas y no a sus 
municipios. 
 
Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXLIII/2009. 
 
 
FONDO DE APORTACIONES FEDERALES PARA LA SEGURIDAD 
PÚBLICA DE LOS ESTADOS Y DEL DISTRITO FEDERAL. EL 
ARTÍCULO 9, FRACCIÓN I, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL 
PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2008 ÚNICAMENTE FACULTA AL CONSEJO 
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA PROMOVER LA 
ENTREGA A LOS MUNICIPIOS DE LOS RECURSOS QUE LO 
INTEGRAN, PERO NO PARA ACTUAR COACTIVAMENTE. El artículo 
9, fracción I, párrafo segundo, del Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal 2008 dispone que el Consejo Nacional 
de Seguridad Pública promoverá que el veinte por ciento de los recursos 
del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del 
Distrito Federal, se distribuyan a los municipios conforme a criterios que 
integren el número de habitantes, y el avance en la aplicación del 
Programa Estatal de Seguridad Pública en materia de profesionalización, 
equipamiento, modernización tecnológica e infraestructura. Así, de la 
interpretación de dicho precepto se advierte que únicamente faculta al 
referido Consejo para promover la entrega a los municipios de los 
recursos del fondo mencionado, pero no para actuar coactivamente sobre 
los gobiernos de las entidades federativas, a efecto de que éstos 
distribuyan los aludidos recursos; de ahí que sólo puede actuar a manera 
de sugerencia ante los estados, pero no para emitir  órdenes vinculantes. 
 

Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 

 

 

HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CXLIV/2009. 
 

 
GASTO PÚBLICO. PRINCIPIOS RELACIONADOS CON EL RÉGIMEN 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 126 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El citado precepto 
constitucional prohíbe expresamente efectuar pagos no comprendidos en 
el presupuesto o determinados en una ley posterior. Así, de la 
interpretación de dicha norma se advierte que salvaguarda el régimen de 
gasto público y los principios relacionados con éste, conforme a los cuales 
los pagos a cargo del Estado únicamente deben realizarse: 1) si están 
previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación y, como 
excepción, establecidos en una ley posterior expedida por el Congreso de 
la Unión;  2) ciñéndose a un marco normativo presupuestario, generando 
un control de economicidad referido a la eficiencia, eficacia y economía en 
la erogación de los recursos públicos; control que puede ser financiero, de 
legalidad, de obra pública y programático presupuestal; y, 3) de manera 
eficiente, eficaz, de economía, transparente y honrado. 
 
Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

 

TESIS AISLADA  CXLV/2009. 
 

 
GASTO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ELEVA A RANGO 
CONSTITUCIONAL LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, EFICIENCIA, 
EFICACIA, ECONOMÍA, TRANSPARECIA Y HONRADEZ EN ESTA 
MATERIA. Del citado precepto constitucional se advierte que el correcto 
ejercicio del gasto público se salvaguarda por los siguientes principios:                  
1. Legalidad, en tanto que debe estar prescrito en el Presupuesto de 
Egresos o, en su defecto, en una ley expedida por el Congreso de la 
Unión, lo cual significa la sujeción de las autoridades a un modelo 
normativo previamente establecido. 2. Honradez, pues implica que no 
debe llevarse a cabo de manera abusiva, ni para un destino diverso al 
programado.   3. Eficiencia, en el entendido de que las autoridades deben 
disponer de los medios que estimen convenientes para que el ejercicio del 
gasto público logre el fin para el cual se programó y destinó.  4. Eficacia, 
ya que es indispensable contar con la capacidad suficiente para lograr las 
metas estimadas. 5. Economía, en el sentido de que el gasto público debe 
ejercerse recta y prudentemente, lo cual implica que los servidores 
públicos siempre deben buscar las mejores condiciones de contratación 
para el Estado; y, 6. Transparencia, para permitir hacer del conocimiento 
público el ejercicio del gasto estatal. 
 
Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXLVI/2009. 
 
 

FONDO DE APORTACIONES FEDERALES PARA LA SEGURIDAD 
PÚBLICA DE LOS ESTADOS Y DEL DISTRITO FEDERAL. LA 
OMISIÓN DEL CONSEJO NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DE 
PROMOVER LA DISTRIBUCIÓN DEL VEINTE POR CIENTO DE TALES 
RECURSOS ENTRE LOS MUNICIPIOS, NO VIOLA EL ARTÍCULO 126 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. La omisión de promover la distribución del veinte por ciento 
de los recursos que integran el Fondo de Aportaciones para la Seguridad 
Pública de los Estados y del Distrito Federal a los Municipios, como lo 
prevé el párrafo segundo de la fracción I del artículo 9 del Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2008 no viola el artículo 
126 de la Constitución General de la República, pues por su efecto no se 
produce una autorización implícita para efectuar un pago no previsto en 
dicho presupuesto. 
 
Controversia constitucional 55/2008. Municipio de Otzolotepec, Estado 
de México. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretarios: José Francisco Castellanos Madrazo, Raúl Manuel Mejía 
Garza y Agustín Tello Espíndola. 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 

 

HAGH/cop. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXLVII/2009. 
 

 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 213, FRACCIÓN I, DE LA 
LEY RELATIVA, AL PREVER COMO INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA 
REALIZAR “ACTOS CONTRARIOS A LOS BUENOS USOS Y 
COSTUMBRES EN LA INDUSTRIA, COMERCIO Y SERVICIOS”, NO 
VIOLA LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
De la interpretación armónica y sistemática de las fracciones I a XXVII del 
artículo 213 de la Ley de la Propiedad Industrial se advierte que la citada 
fracción I, al prever como infracción administrativa realizar “actos 
contrarios a los buenos usos y costumbres en la industria, comercio y 
servicios” no viola las garantías de legalidad y seguridad jurídica 
contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en tanto que las palabras de la aludida 
expresión están dotadas de significado propio y se complementan con los 
otros elementos previstos en la disposición legal señalada; de manera 
que la configuración de la infracción administrativa de mérito requiere que 
concurran, además de la mencionada actividad, que ésta implique una 
competencia desleal y que se relacione con los derechos tutelados por la 
Ley de la Propiedad Industrial, cuyo artículo 213, fracción XXVI, 
claramente señala los casos que constituyen competencia desleal para 
efectos de la indicada fracción I. Además, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha sostenido que la inconstitucionalidad de las leyes no 
depende de los vicios en la redacción e imprecisión de términos en que el 
legislador ordinario pueda incurrir, ya que la Constitución General de la 
República no exige que aquél defina los vocablos o locuciones utilizados 
en las normas generales, pues no condiciona su validez al hecho de que 
no sean claras en su redacción y en los términos utilizados en su texto. 
 
Amparo en revisión 1126/2008. **********. 28 de enero de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Manuel González Díaz. 
 

Amparo en revisión 843/2009. **********. 10 de junio de 2009. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel 
Ángel Antemate Chigo.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXLVIII/2009. 
 
SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL. EL SISTEMA DE 
RESPONSABILIDADES ESPECÍFICO PREVISTO EN LA LEY 
RELATIVA COMPLEMENTA AL GENERAL CONTENIDO EN LA LEY 
FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. Atento a la especial naturaleza de las atribuciones de los 
miembros de los cuerpos de seguridad pública del Distrito Federal, el 
legislador federal estableció en la Ley de Seguridad Pública del Distrito 
Federal, por un lado, la aplicación de un sistema específico de 
responsabilidades que rige únicamente respecto de estos servidores 
públicos y, por otro, la aplicación, sin distinción alguna, del sistema 
general de responsabilidades previsto en la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. Así, de los artículos 41 a 
52 de la indicada Ley de Seguridad se advierte que prevé diferentes tipos 
de sanciones a imponer, lo cual no implica que ambos ordenamientos 
establecen sanciones distintas para la violación del mismo dispositivo 
jurídico, sino que la que se aplique atenderá a la gravedad de la infracción 
y a las circunstancias en que ocurra; de manera que el primer sistema 
complementa al segundo en la medida en que establece nuevas y 
precisas obligaciones para los miembros de los cuerpos de seguridad 
pública del Distrito Federal y, además, en relación con estas precisas 
responsabilidades, contiene normas que rigen el procedimiento 
respectivo. 
 

Amparo directo en revisión 45/2009. **********. 4 de marzo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXLIX/2009. 
 
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LOS ARTÍCULOS  13, 15 Y 16 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, QUE PREVÉN EL SISTEMA PARA LA IMPOSICIÓN DE 
SANCIONES, NO TRANSGREDEN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. De 
la lectura integral y relacionada de los preceptos citados se concluye que 
al prever el sistema para la imposición de sanciones a los servidores 
públicos no transgreden la garantía de audiencia contenida en el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez 
que el numeral 21 de la Ley referida establece los requisitos y 
lineamientos para dar vista e intervención a la parte afectada, quien tiene 
la oportunidad de presentar pruebas y alegar lo que a su derecho 
convenga.  
 
Amparo en revisión 192/2009. **********. 1o. de abril de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto Rodríguez 
García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CL/2009. 
 
 
OPCIÓN DE COMPRA DE ACCIONES PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 
110, FRACCIÓN VII, Y 110-A DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005 Y 
OPERACIONES FINANCIERAS DERIVADAS. CONCEPTO Y NOTAS 
DISTINTIVAS. La opción de compra de acciones a favor de los 
trabajadores prevista en los artículos 110, fracción VII, y 110-A de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1o. de enero de 2005 es 
distinta a las operaciones financieras derivadas, pues conforme al artículo 
16-A del Código Fiscal de la Federación, se entiende por operaciones 
financieras derivadas, entre otras, aquellas en que una de las partes 
obtiene el derecho o la obligación de adquirir acciones que cotizan en 
mercados reconocidos a un precio establecido al celebrarlas, esto es, en 
dichas operaciones pueden concurrir todas las personas con capacidad 
para contratar, mientras que a la referida opción de compra de acciones 
sólo pueden acudir quienes tengan el carácter de trabajadores, en tanto 
que es una prestación laboral otorgada por el patrón o una parte 
relacionada con éste para adquirir acciones sin costo o a uno menor o 
igual al del mercado. A diferencia de lo anterior, en las operaciones 
financieras derivadas el derecho de comprar o vender en el futuro ciertos 
bienes, títulos o valores se establece a un precio convenido. Otra nota 
distintiva es que en las operaciones financieras derivadas las acciones se 
adquieren hasta la fecha acordada por las partes –cuando se lleva a cabo 
la enajenación–, en cambio, en la opción de compra de acciones se 
adquieren cuando el trabajador ejerce la opción y se enajenan cuando el 
adquirente transmite la propiedad a un tercero.  
 
Amparo en revisión 109/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CLI/2009. 
 
 

PRUEBA PERICIAL CONTABLE. MEDIANTE ÉSTA NO PUEDE 
DEMOSTRARSE LA NATURALEZA DE INSTITUCIONES JURÍDICAS. 
Si se toma en consideración que la contabilidad es una técnica que 
sistemática y estructuralmente produce información cuantitativa sobre 
situaciones económicas identificables y cuantificables de una entidad, 
resulta evidente que mediante una prueba pericial contable no puede 
demostrarse la naturaleza de instituciones jurídicas, pues la esencia de 
éstas depende del tratamiento que les dé la ley, de acuerdo con las 
finalidades de la norma, y no de un resultado cuantitativo que pudiera 
derivar de las operaciones que se realicen. 
  
Amparo en revisión 109/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLII/2009. 
 

 
OPCIÓN DE COMPRA DE ACCIONES. LA PREVISTA EN LOS 
ARTÍCULOS 110, FRACCIÓN VII, Y 110-A DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2005. 
ES UNA REMUNERACIÓN.  Tomando en cuenta que toda 
contraprestación en dinero o en especie valuable en dinero que el 
trabajador percibe con motivo de la relación laboral se define como 
remuneración, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación concluye que el descuento a que accede el trabajador en la 
compra de acciones de una sociedad en virtud de un programa de 
compensaciones constituye una remuneración ya que se trata de una 
especie o utilidad valuable e incluso liquidable en dinero. En efecto, con 
dicha adquisición se produce una diferencia pecuniaria a favor del 
trabajador siempre que: a) el ejercicio de la facultad otorgada a éste tenga 
por causa el contrato de trabajo, y b) obtenga una diferencia favorable al 
comparar el valor preestablecido de la acción y el vigente al momento de 
ejercer la opción. 
  
Amparo en revisión 109/2009. **********. 29 de abril de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CLIII/2009. 
 

 

AUTORIZADO PARA OÍR NOTIFICACIONES EN LA DEMANDA 
FISCAL. ESTÁ LEGITIMADO PARA DESAHOGAR PREVENCIONES. El 
último párrafo del artículo 5o. de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo señala que los particulares podrán autorizar a 
otra persona para que a su nombre reciba notificaciones, haga 
promociones de trámite, rinda pruebas, presente alegatos e interponga 
recursos, en la inteligencia de que dichas actuaciones tendrán que 
realizarse en su respectivo momento procesal; sin que de dicha 
disposición se advierta que el legislador estableció como condición o 
requisito para que surtiera efecto la autorización otorgada por el titular de 
la acción, que la demanda hubiera sido admitida por el órgano 
jurisdiccional. Por tanto, el autorizado para oír notificaciones en la 
demanda fiscal está legitimado para desahogar prevenciones, tomando 
en cuenta que éstas se reducen a exhibir ciertos documentos, 
constancias o copias para correr traslado, pues si el derecho de acción ya 
lo ejercitó su titular, los aspectos accesorios o colaterales derivados del 
ejercicio de ese derecho bien pueden subsanarse por la persona 
autorizada para ese efecto; máxime porque no se trata de ampliar o 
aclarar la demanda, que son actuaciones de carácter personalísimo, sino 
de promociones de trámite para subsanar requisitos formales; de ahí que 
no sea válido exigir algún otro requisito –salvo la expresa autorización en 
la demanda– para tener por subsanada la prevención, cuando ésta es 
cabalmente desahogada por el referido autorizado. 
 
Amparo directo en revisión 550/2009. **********. 3 de junio de 2009. 
Mayoría de tres votos; unanimidad en relación con el tema contenido en 
esta tesis. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de dos de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, tres de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLIV/2009 
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 14, 
FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA, AL ESTABLECER UN TOPE MÁXIMO PARA LAS 
INDEMNIZACIONES POR DAÑO MORAL, VIOLA EL ARTÍCULO 113 
SEGUNDO PÁRRAFO DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA 
REPÚBLICA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que el artículo 113, segundo párrafo, de la Constitución Federal prevé un 
derecho sustantivo a ser indemnizado por los daños generados por la 
actividad administrativa irregular del Estado (A.R. 903/2008). Las 
autoridades estatales, incluido el legislador,  tienen la obligación genérica 
de no restringir arbitraria y desproporcionadamente su ámbito o extensión 
material al regularlo y de desplegar sus potestades públicas con el 
objetivo de garantizarlo. Por su parte, el artículo 14 de la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado establece las reglas conforme a 
las cuales deben calcularse los montos de las indemnizaciones que el 
Estado debe pagar cuando genera daños a los particulares, y en su 
fracción II señala dos reglas respecto al daño moral: 1) la autoridad 
administrativa o jurisdiccional debe calcular la indemnización conforme a 
los criterios establecidos en el Código Civil Federal, tomando en 
consideración los dictámenes periciales ofrecidos por el reclamante y 2) 
dicha indemnización no debe exceder del equivalente a veinte mil veces 
el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal por cada 
reclamante afectado. De acuerdo con los criterios con que esta Corte 
evalúa si existe una restricción injustificada a los derechos 
constitucionales, se concluye que el referido tope es inconstitucional 
porque, aunque sea una medida que puede relacionarse con la 
consecución de un objetivo admisible constitucionalmente, no es 
instrumentalmente adecuada para alcanzarlo. La existencia de límites a 
las indemnizaciones a los perjudicados por daños morales causados por 
el Estado es un objetivo sin duda cubierto por el artículo 113 
constitucional, que precisa que los particulares tienen derecho a las 
mismas conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan 
las leyes. La voluntad de evitar tanto reclamos injustificados como 
indemnizaciones excesivas, subrayada en la exposición de motivos de la 
Ley, alude igualmente a la legítima voluntad de que las medidas 
compensatorias se apliquen a los casos que justamente lo ameritan. Sin 
embargo, la fijación del tope máximo no constituye una medida adecuada 
porque ni garantiza por sí misma que los abusos no se den ni resulta 
necesaria para evitarlos. Las previsiones legales generales —en particular 
las que imponen requisitos de fondo y forma al tipo de reclamos que 
pueden elevarse— permiten depurar adecuadamente las peticiones de los 
justiciables, y el establecimiento de criterios individualizadores que 
vinculan a la autoridad aplicadora ofrece suficientes garantías contra la 
fijación de indemnizaciones desproporcionadas. El tope máximo previsto 
por el precepto legal examinado es una medida no suficientemente 
ajustada a los fines que pretende conseguir que en algunos casos puede 
ocasionar limitaciones irrazonables al derecho a ser indemnizado. 
Además, el mismo contraviene a las obligaciones internacionales 
suscritas por el Estado mexicano y podría plantear problemas para 
cumplir con lo dispuesto por la Corte Interamericana y con las 
recomendaciones de la Comisión Interamericana en materia de 
reparación del daño, ya que el segundo párrafo del artículo 2 de la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado dispone que el 
cumplimiento de indemnizaciones ordenadas por estos órganos se rige 



 
 

 
 

 

por lo establecido en el Capítulo II de la misma, sección en la que se 
encuentra el artículo 14.  
 
Amparo en revisión 75/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLV/2009. 
 
 

DAÑO MORAL Y RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
LOS CRITERIOS ESTABLECIDOS EN EL CÓDIGO CIVIL FEDERAL, A 
QUE REMITE EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, OBLIGAN A LA AUTORIDAD 
JUDICIAL A INDIVIDUALIZAR LOS MONTOS DE MANERA OBJETIVA 
Y RAZONABLE. El artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado establece las reglas conforme a las cuales deben 
calcularse los montos indemnizatorios que debe pagar el Estado por la 
generación de daños materiales, personales o morales, y su fracción II 
establece que la autoridad administrativa o jurisdiccional debe hacer el 
cálculo correspondiente conforme a los criterios establecidos en el 
Código Civil Federal y debiendo tomar en consideración los dictámenes 
periciales ofrecidos por el reclamante. Por su parte, el artículo 1916 del 
Código citado dispone que las indemnizaciones a los particulares por 
este tipo de daño deberán determinarse con base en la valoración de los 
siguientes criterios: los derechos lesionados, el grado de 
responsabilidad, la situación económica del responsable y de la víctima, 
así como las demás circunstancias del caso. Aunque exista base para 
partir de que el Estado se presume siempre solvente, ello no implica que 
los jueces puedan condenarlo a satisfacer indemnizaciones excesivas. 
La situación económica del responsable del daño es uno de los criterios 
a valorar, pero no determina la magnitud de la indemnización: tan sólo 
indica que la indemnización podrá ser pagada por el sujeto responsable. 
Conforme al artículo 12 de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado —según el cual la indemnización debe 
corresponderse con la idea de reparación integral del daño— el monto 
indemnizatorio debe determinarse no en función de la capacidad 
económica del responsable, sino en función de la naturaleza del daño 
ocasionado, la valoración de los derechos lesionados y el grado de 
responsabilidad de los sujetos involucrados. La aplicación e 
interpretación de estos criterios individualizadores es competencia de la 
autoridad aplicadora, y si son debidamente observados evitarán el 
otorgamiento de indemnizaciones excesivas.  
 

Amparo en revisión 75/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CLVI/2009. 
   

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA FIJACIÓN DE 
UN TOPE MÁXIMO PARA LOS MONTOS INDEMNIZATORIOS POR 
DAÑO MORAL, AL OCASIONAR QUE EN CIERTOS CASOS SEAN 
LOS PARTICULARES QUIENES ASUMAN LOS COSTOS Y RIESGOS 
DERIVADOS DE LA ACTIVIDAD ESTATAL, CONTRAVIENE LOS 
OBJETIVOS GENERALES DE LA LEY FEDERAL RELATIVA Y CREA 
INCENTIVOS CONTRARIOS AL MANTENIMIENTO DE LA 
ADECUADA CALIDAD DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. El 
establecimiento de un tope máximo a las indemnizaciones a que puede 
ser condenado el Estado por daño moral, establecido en la fracción II del 
artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
no es en sí mismo una garantía contra los reclamos injustificados y las 
indemnizaciones excesivas —abusos contra los cuales deben actuar 
suficientemente otras reglas del régimen de responsabilidad— y puede 
entrar incluso en tensión con los objetivos destacados por la exposición 
de motivos de dicha ley: cumplir con un imperativo de justicia, fortalecer 
el Estado de Derecho, elevar la calidad de los servicios públicos, 
profundizar o restablecer la confianza que el Estado merece a los 
gobernados y aumentar la respetabilidad del derecho como instrumento 
de solución de conflictos. La exposición de motivos reconduce todos 
estos fines a dos, derivados del segundo párrafo del artículo 113 
constitucional: 1) el principio de que quien ocasione un daño que no hay 
obligación de soportar, debe repararlo y 2) el principio de solidaridad 
social, que insta a repartir las cargas de la convivencia social entre los 
integrantes de la sociedad. Estos fines se logran si la indemnización 
obedece al principio de reparación integral del daño, en los términos del 
artículo 12 de la Ley, pues el particular obtiene una compensación que 
se corresponde con el daño resentido y el Estado interioriza los costos 
de su actuación irregular. Ambos resultados favorecen los objetivos 
generales relacionados con la justicia y el mejoramiento de los servicios 
públicos. Sin embargo, si el cálculo del monto está disciplinado no sólo 
por la entidad del daño y el grado de responsabilidad del sujeto que lo 
causa (en los términos del artículo 1916 del Código Civil Federal), sino 
también por el tope monetario máximo establecido en la fracción II del 
artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, 
habrá daños desiguales que serán tratados de la misma manera. En esta 
categoría de casos, los particulares deberán asumir el costo que supere 
el tope máximo, lo cual no sólo impedirá la reparación integral de la 
violación sufrida en sus derechos, sino que le permitirá al Estado no 
asumir parte de las consecuencias de los daños que causa, dejándolo 
sin los incentivos necesarios para adoptar medidas que eliminen o 
aminoren la mala calidad de los servicios públicos.  
 

Amparo en revisión 75/2009. **********. 18 de marzo de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Francisca María Pou Giménez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 



 
 

 
 

 

nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLVII/2009. 
 

 
CARGAS PROCESALES RELACIONADAS CON EL IMPULSO 
PROCESAL. ATENTO AL PRINCIPIO DISPOSITIVO, EL LEGISLADOR 
PUEDE ESTABLECERLAS CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. En los juicios 
de derecho público, en los que normalmente se ventilan cuestiones que 
interesan y afectan a toda la sociedad, prevalece el principio inquisitivo 
del procedimiento, en términos del cual, el juzgador tiene la facultad y la 
función de llegar a la verdad de los hechos mediante el empleo de todos 
los medios a su alcance.  En cambio, en los juicios de derecho privado, 
donde se afectan únicamente intereses particulares, como son, salvo 
excepciones muy concretas, los juicios del orden civil, debe prevalecer el 
principio dispositivo sobre el inquisitivo, pues en términos del primero, son 
las partes quienes encauzan y determinan el desarrollo del procedimiento, 
porque en éste se ventilan sus propios intereses; de manera que el juez 
debe conformarse con llegar a la mayor veracidad posible respecto de los 
hechos controvertidos, a través de los medios de convicción y argumentos 
que aporten las partes. Esto es, en este tipo de procedimientos pesa 
sobre las partes el impulso procesal; de ahí que al regular estos juicios, 
atento al mencionado principio dispositivo, el legislador puede establecer 
cargas procesales relacionadas con el impulso procesal, con fundamento 
en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en aras de procurar una pronta impartición de justicia y dar 
celeridad al procedimiento, el cual es una concatenación sucesiva de 
etapas en que la procedencia y naturaleza de cada una depende de la 
manera en que concluyó la anterior. 
 
Amparo directo en revisión 259/2009. **********. 1o. de abril de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
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TESIS AISLADA  CLVIII/2009. 
 
 
OBLIGACIONES Y CARGAS PROCESALES.  DISTINCIÓN DE LAS 
CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DE UNAS Y OTRAS. La 
obligación procesal existe cuando la ley ordena a alguien tener 
determinado comportamiento para satisfacer un interés ajeno, 
sacrificando el propio; mientras que la carga procesal tiene lugar cuando 
la ley fija la conducta que debe asumir quien quiera conseguir un 
resultado favorable a su propio interés.  Así, el incumplimiento de una 
obligación procesal puede dar lugar a la imposición de sanciones, como 
son los medios de apremio, la condena en costas o el pago de daños y 
perjuicios; en cambio, no es jurídicamente correcto sostener que el 
incumplimiento de una carga procesal produce como consecuencia 
propiamente una sanción, entendida como castigo o penalización por el 
incumplimiento de un deber, sino que en función de su naturaleza 
procesal, constituye una omisión en la de verificación de un requisito 
procesal; es decir, si el cumplimiento de una carga procesal constituye 
una condición para que el litigante consiga los fines que satisfacen su 
propio interés, es evidente que la insatisfacción de esa condición tiene 
como consecuencia que el interesado no alcance dichos fines. 
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TESIS AISLADA  CLIX/2009. 
 
 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA 
IMPUGNACIÓN DE DISPOSICIONES LEGALES NO 
NECESARIAMENTE DEBE DEMOSTRAR LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE TODOS LOS COMPONENTES DE LA 
NORMA.  Aunque la impugnación suficiente de una norma jurídica, en 
función del aspecto de su constitucionalidad, requiere que se base en 
premisas esenciales mínimas a satisfacer en la demanda de amparo 
directo, entre ellas, el planteamiento de conceptos de violación en los que 
se trate de demostrar, jurídicamente, que la ley impugnada resulta 
contraria al supuesto normativo de un precepto constitucional, en cuanto 
al marco de su contenido y alcance, ello no significa que necesariamente 
deba demostrarse la inconstitucionalidad de todos los componentes de 
aquélla, ya que puede suceder que en concepto del quejoso, el supuesto 
de derecho contenido en la norma impugnada sea en sí mismo 
constitucional, y no así la consecuencia jurídica, o viceversa.  Lo anterior, 
porque considerar lo contrario llevaría al absurdo de exigir al quejoso que 
impugne elementos de la norma que no estima inconstitucionales. 
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TESIS AISLADA  CLX/2009. 

 
REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ASPECTOS QUE DEBEN 
ESTUDIAR LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ANTES 
DE REMITIR LOS AUTOS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, CONFORME AL ACUERDO GENERAL PLENARIO 
5/2001. Cuando se interpone revisión contra sentencias dictadas por 
jueces de distrito en la audiencia constitucional y su materia comprende 
temas propiamente constitucionales, y por ello se remite directamente el 
recurso al tribunal colegiado de circuito en turno, conforme al punto 
décimo, fracción I, del Acuerdo General Plenario 5/2001, resulta 
inconcuso que los órganos colegiados a quienes competa el asunto 
deberán agotar el estudio de la totalidad de los aspectos de legalidad 
preparatorios y previos al fondo, tales como la procedencia de la vía, el 
desistimiento, la caducidad o la reposición del procedimiento, así como 
respecto de la improcedencia del juicio, e incluso analizar los temas 
constitucionales en casos específicos, como cuando: a) estén resueltos 
con fundamento en la jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, o b) se trate de asuntos en los 
que se reclame la constitucionalidad de leyes locales o reglamentos, aun 
cuando no exista precedente de la Suprema Corte, pero tampoco sean 
particularmente importantes y/o trascendentes que ameriten 
necesariamente su decisión por la propia Corte; y, c) aunque no exista 
jurisprudencia del alto tribunal exactamente aplicable, pero se trate de los 
casos que ejemplificativamente y por materias enuncia el punto quinto, 
fracción I, inciso c), puntos 1 a 4, del citado Acuerdo Plenario 5/2001.  
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TESIS AISLADA  CLXI/2009. 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI NO EXISTE 
PRONUNCIAMIENTO SOBRE LA OPORTUNIDAD DE LA 
INTERPOSICIÓN DEL RECURSO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO Y SE TRATA DE UN ASPECTO NECESARIO, LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDE HACERLO EN 
EJERCICIO DE SU COMPETENCIA ORIGINARIA (INTERPRETACIÓN 
DEL ACUERDO GENERAL PLENARIO 5/2001). Cuando los jueces de 
distrito remitan directamente una revisión de la competencia originaria de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación al tribunal colegiado de circuito 
en turno, en términos del punto décimo, fracción I, del Acuerdo General 
Plenario 5/2001, dicho órgano jurisdiccional deberá pronunciarse, de 
oficio o a petición de parte y entre otros aspectos, sobre la oportunidad en 
la presentación del recurso; sin embargo, si después de remitidos y 
analizados los autos en el alto tribunal se advierte que sobre dicho tópico 
no existe pronunciamiento del órgano colegiado –ni en el auto de 
admisión de su presidencia ni en la sentencia colegiada que abrió la 
revisión– y se trata de una cuestión donde resulta necesaria una decisión 
explícita jurisdiccional por lo peculiar o dudoso del caso, entonces, ante 
tal ausencia y para no retrasar la solución del asunto, previa declaratoria 
de la omisión en que incurrió el tribunal colegiado de circuito y sin que 
fuere necesario devolverle los autos, la Suprema Corte podrá 
pronunciarse y resolver sobre dicho aspecto en ejercicio de su 
competencia originaria.   
 
Amparo en revisión 131/2009. **********. 27 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXII/2009. 
 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI SE INTERPONE DENTRO DEL 
HORARIO NORMAL DE LABORES DE LOS TRIBUNALES 
FEDERALES, PERO EN OFICINAS DE CORRESPONDENCIA COMÚN, 
Y NO DIRECTAMENTE ANTE EL JUZGADO DE DISTRITO O 
TRIBUNAL UNITARIO QUE DICTÓ LA SENTENCIA, LA FECHA 
CIERTA DE LA PRESENTACIÓN SERÁ LA DE RECEPCIÓN DEL 
ESCRITO RELATIVO EN LA OFICIALÍA DE PARTES DEL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL CORRESPONDIENTE (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 29 DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA FEDERAL 13/2007). Conforme al mencionado 
precepto, en relación con el artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y atento al criterio sustentado en la tesis 1a. 
XXXI/2004, de rubro: “PROMOCIONES DE TÉRMINO. ES OPORTUNA 
SU PRESENTACIÓN ANTE LAS OFICINAS DE CORRESPONDENCIA 
COMÚN, EN SU CARÁCTER DE ORGANISMOS AUXILIARES DE 
RECEPCIÓN, FUERA DEL HORARIO NORMAL DE LABORES DE LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES A LOS QUE SE DIRIGEN (ACUERDO 
GENERAL 23/2002 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL).”, se colige que la presentación de un escrito de revisión ante 
las oficinas de correspondencia común sólo puede considerarse apta para 
interrumpir los términos cuando su recepción se haga fuera del horario 
normal de labores de los tribunales del Poder Judicial de la Federación y 
sólo en las fechas de término, por disposición expresa del artículo 29 del 
referido Acuerdo General, que señala que dichas oficinas comunes del 
circuito únicamente auxiliarán a las oficialías de partes de cada uno de los 
órganos jurisdiccionales a los que prestan servicios, en la recepción de 
los documentos dirigidos de manera concreta a cada uno de ellos, fuera 
del horario normal de labores y hasta las veinticuatro horas, en la 
inteligencia de que el auxilio se limitará a la recepción del documento y su 
entrega al órgano jurisdiccional a primera hora del día hábil siguiente a 
través del oficial de partes de cada órgano, quien deberá acudir a la 
oficina de correspondencia común para recibir las promociones. De ahí 
que si alguna de las partes en el juicio de amparo interpone el recurso de 
revisión dentro del horario normal de labores de los tribunales federales, 
pero en oficinas de correspondencia común, y no directamente ante el 
juzgado de distrito o tribunal unitario que dictó la sentencia, la fecha cierta 
de la presentación será la de recepción del escrito relativo en la oficialía 
de partes del órgano jurisdiccional correspondiente y no la de 
interposición en las indicadas oficinas de correspondencia común. 
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TESIS AISLADA  CLXIII/2009. 
 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN ADVIERTE QUE LOS MOTIVOS DE SU 
REMISIÓN RESULTAN DUDOSOS, DEBATIBLES O DE ALTA 
COMPLEJIDAD, RESOLVERÁ LA INSTANCIA POR TRATARSE DE 
UNA CUESTIÓN RELACIONADA CON ASUNTOS DE SU 
COMPETENCIA ORIGINARIA  (INTERPRETACIÓN DEL ACUERDO 
GENERAL PLENARIO 5/2001). Cuando en aplicación del Acuerdo 
General Plenario 5/2001 los tribunales colegiados de circuito conozcan 
delegadamente de recursos de revisión en amparo indirecto y durante su 
análisis consideren que el caso debería resolverse por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, remitiéndole los autos respectivos, y si ésta 
advierte que los motivos de su remisión resultan dudosos, debatibles o de 
alta complejidad, este alto tribunal resolverá la instancia, por incumbirle 
originariamente el conocimiento de los recursos de revisión cuya materia 
se integre por temas de constitucionalidad, pues en todo caso la 
jurisdicción delegada a los tribunales colegiados de circuito no representa 
materialmente una ampliación de su jurisdicción, sino una prolongación de 
la correspondiente a la Suprema Corte de Justicia. 
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TESIS AISLADA   CLXIV/2009. 
 
 

ARBITRAJE. SU CONCEPTO GENÉRICO Y SU FINALIDAD. El 
concepto genérico de “arbitraje” (vocablo que proviene del latín adbiter, 
formado por la proposición ad, y arbiter, que significa “tercero que se 
dirige a dos litigantes para entender sobre su controversia”) se refiere al 
proceso de solución de conflictos –distinto a la jurisdicción estatal– 
mediante el cual se dirimen controversias entre intereses particulares y 
surge de sus voluntades, las que se expresan en un compromiso por 
medio del cual prefieren concordar sus entredichos con base en el 
consejo o avenencia de otra persona de su confianza (física o colectiva) a 
la que regularmente se le llama “árbitro”, “avenidor” o “arbitrador”, en 
cuyas manos las partes eligen colocar voluntariamente la respuesta al 
problema que las enfrenta, buscando lograr así el esclarecimiento del 
conflicto con una decisión práctica y sustancialmente diversa de la 
jurisdicción, que proviene de la autodeterminación de las sociedades que 
deciden entregar al Estado la potestad pública de tutelar los conflictos 
intersubjetivos en juicios. Desde esta perspectiva, el arbitraje, en principio, 
no supone la solución de diferencias mediante el proceso jurisdiccional 
sino a partir de la voluntad, destacando que aun cuando la competencia 
de los tribunales arbitrales no está determinada por la ley, finalmente así 
debe estimarse indirectamente en la medida en que el acuerdo para 
comprometer en árbitros una problemática tendrá que hacerse mediante 
un compromiso que deberá ajustarse a las leyes aplicables, por lo que la 
competencia arbitral tiene en cierta forma un origen legal y, por ende, está 
supeditada a la legalidad y en última instancia, a través de ésta, a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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TESIS AISLADA   CLXV/2009. 

 
ARBITRAJE. SUS MODALIDADES GENÉRICAS. Para la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, desde una perspectiva 
procesal los mecanismos para la solución de conflictos se clasifican en 
autocompositivos (como el desistimiento, el allanamiento, la transacción y 
en general el convenio) y heterocompositivos (donde interviene un tercero 
como la jurisdicción, la conciliación y algunas formas de arbitraje); de 
manera que los primeros se caracterizan porque las partes buscan sanear 
la discordia evitando el conflicto por sus decisiones personales y por ello 
no existe interés o motivo suficiente para litigar, no existe controversia 
directa pues el proceso se resuelve con base en mera pacificación; en 
cambio, los segundos  presuponen el nacimiento de un proceso judicial o 
jurisdiccional o la posibilidad de remitir la respuesta al conflicto a un 
tercero distinto de un juez o autoridad judicial con competencia 
establecida estatalmente (como las Juntas de Conciliación y Arbitraje o la 
Comisión de Arbitraje Médico). Así, resulta inconcuso que el arbitraje es 
autocompositivo si se basa únicamente en la voluntad de las partes y en 
la contractualidad; y heterocompositivo cuando el árbitro, más que 
intervenir por voluntad de los contratantes, tiene una actuación 
determinada por la ley. Por ello, si el arbitraje se presenta por una 
decisión voluntaria, libre y concertada (como ocurre en los arbitrajes 
privados civiles o comerciales puros) sus fundamentos tendrán naturaleza 
meramente contractual; y, por otra parte, quienes solucionen sus 
conflictos mediante arbitrajes regidos por disposiciones estatales 
preestablecidas, componen sus diferencias a través de procedimientos 
arbitrales pero con una naturaleza casi jurisdiccional o al menos próximos 
a ésta, aunque mediante su voluntad, las partes también pueden acudir a 
autoridades estatales para que funjan como árbitros y las leyes en 
ocasiones facultan a estas entidades para actuar como tales, 
conformando verdaderos arbitrajes intermedios entre el contractualmente 
establecido y el estatalmente erigido, por lo que se advierte que 
básicamente existen tres clases de arbitrajes: a) el voluntario o 
contractual, b) el forzoso o necesario, y c) el intermedio. 
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TESIS AISLADA   CLXVI/2009. 
 

ARBITRAJE VOLUNTARIO. SU CONCEPCIÓN JURÍDICA. El arbitraje 
voluntario o contractual se determina por la libre voluntad con que se fija 
al árbitro o árbitros, a las reglas procesales para la solución del conflicto y 
en ocasiones el derecho sustantivo aplicable al caso; a diferencia del 
forzoso, donde el árbitro, el proceso y el derecho sustantivo son regulados 
de antemano por las normas estatales. Ahora bien, el arbitraje voluntario 
tiene origen en el compromiso arbitral o “cláusula compromisoria” que se 
instala en el momento de la concertación, la cual implica renuncia al 
conocimiento de una controversia por la autoridad judicial, a grado tal que 
si una de las partes citase a la otra ante el juez, la demandada podría 
solicitar que éste se abstenga del estudio de fondo en virtud de la 
“excepción de compromiso en árbitros”, que no es de incompetencia o 
litispendencia, sino materialmente de renuncia pactada al procedimiento 
judicial, de manera que las partes prácticamente sustituyen al proceso y 
optan por arreglarse conforme a la decisión de un árbitro, quien no será 
funcionario del Estado ni tendrá jurisdicción propia o delegada, sino que 
sus facultades derivarán de la voluntad de las partes expresadas “de 
conformidad” con la ley; su decisión será irrevocable por voluntad, pero no 
ejecutiva por no ser públicamente exigible hasta en tanto no sea 
homologada por la autoridad judicial. Así, la exclusión del juez en la 
arbitración puramente voluntaria representa una consecuencia importante 
porque la resolución que dirime el conflicto no será una sentencia sino un 
acto privado denominado laudo, el cual intrínsecamente no compromete 
al derecho subjetivo o las acciones judiciales, pues aun con el laudo 
dictado, las partes podrían convenir el sometimiento con reservas e 
insistir en la promoción del problema ante la justicia estatal, siendo ésta 
una peculiaridad que evita caer en el equívoco de que el arbitraje permite 
integrar la voluntad privada en los aspectos que no fueron tenidos en 
cuenta al convenir, ni tampoco implica que la voluntad de un tercero 
concurra para determinar la voluntad privada, ya que la única relevante en 
una decisión arbitral será la proveniente de las partes, quienes se 
arreglarán mediante resolución adoptada por ellas mismas a través de su 
propio representante, es decir, el árbitro o tribunal arbitral. Resulta 
importante señalar también que los árbitros deben resolver 
imparcialmente las cuestiones sometidas a su potestad y no deben 
derivar u orientar sus funciones ni sus decisiones por el común 
consentimiento de las partes (salvo que se exprese como transacción 
para finiquitar el proceso arbitral), porque dicho consentimiento sólo opera 
en el momento inicial del arbitraje –que es el compromiso– pero después 
será irrelevante; tan es así que incluso el procedimiento puede ser 
revisado posteriormente por la autoridad jurisdiccional a fin de corroborar 
la imparcialidad del árbitro, de ahí que sea válido afirmar que los árbitros 
poseen “autoridad” pero les falta “potestad”, la cual es atributo exclusivo 
del Estado y por ello podrán realizar todos aquellos actos para los que 
baste la simple autoridad, y deberán solicitar la cooperación de los 
tribunales respecto de aquellos otros que requieran la potestad, como 
ocurre por ejemplo en materia de medidas o providencias cautelares y de 
ejecución en donde se requiere del auxilio de la jurisdicción estatal para 
lograr dichas medidas mediante procedimientos que (por la forma como 
se debatirán los intereses) serán contenciosos. Los árbitros voluntarios no 
integran organización estatal alguna pues no son auxiliares de la justicia 
ni servidores públicos, ya que la posibilidad del arbitraje se materializa por 
el principio de libertad y disposición de las partes para elegir la vía para 
resolver sus diferencias y conflictos. Asimismo, cabe agregar que el 



 
 

 
 

 

arbitraje voluntario puede dar origen al denominado arbitraje ad hoc o 
casuístico, en donde las partes someten la decisión a una tercera persona 
con base en un procedimiento elaborado por ellas mismas para el caso 
concreto. El arbitraje privado en ocasiones puede ser institucional, el cual 
es una submodalidad del arbitraje voluntario en donde las partes someten 
la controversia mediante libre compromiso ante una institución 
especializada –nacional o internacional, pública o privada– que organiza y 
asiste en la conducción del procedimiento arbitral, el cual puede realizarse 
según sus propias reglas. 
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TESIS AISLADA   CLXVII/2009. 
 

ARBITRAJE FORZOSO. SU CONCEPCIÓN JURÍDICA. El arbitraje 
forzoso es aquel donde la ley expresamente reserva la solución de ciertos 
conflictos a un árbitro cuyo nombramiento está determinado por la ley 
aplicable que es un tercero discernido que no representa a las partes y es 
imparcial respecto del objeto debatido, de lo que se sigue que en esta 
modalidad el Estado tiene interés en auspiciar su labor de gestión y 
procura la pacificación; por ello, al emitirse el laudo en esta variante del 
arbitraje, el árbitro no representa voluntad alguna de las partes más que la 
propia, de manera que su decisión está revestida de un sentido de justicia 
suficiente como para darle una razón jurisdiccional y, por ende, puede 
sostenerse que en esta modalidad los árbitros gozan de jurisdicción 
derivada del Estado, mas no de las partes, por lo que se trata de 
jurisdicciones complementarias (como en los procedimientos seguidos 
ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje).  
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TESIS  AISLADA   CLXVIII/2009. 
 

ARBITRAJE. SUBCLASIFICACIONES BAJO CRITERIOS DE 
VALORACIÓN. El arbitraje, además de ser voluntario, forzoso o 
intermedio, según la intervención y medida de la libre voluntad de las 
partes que se comprometen en árbitros, se subclasifica a su vez bajo 
criterios de valoración en: a) jurídico o de hecho, donde el árbitro se rige 
por disposiciones legales que ha de interpretar y aplicar en los alcances 
precisos que su técnica o especialización le facultan; b) de equidad o 
amigable composición, aquel en que se habilita por las partes al árbitro 
para proponer soluciones de acercamiento entre intereses contrapuestos, 
propiciando fórmulas equitativas cuya obligatoriedad es facultativa, es 
decir, que se rigen por las reglas de la caballerosidad y el honor que el 
compromiso supone, pero no por soluciones técnicas basadas en 
fórmulas de derecho o normas jurídicas; c) formal, cuando se aplican 
disposiciones conocidas como las del juicio de conocimiento ordinario y 
las demás solemnidades se guían por normas de derecho práctico, como 
la manera de emitir las sentencias o apreciar la prueba producida; d) no 
formal o ad hoc, si el procedimiento o el derecho aplicable a la solución se 
ajusta a las modalidades que las partes acuerdan; e) interno o doméstico, 
cuando se rige por árbitros o disposiciones locales; y, f) extranjero o 
internacional, si las normas en uso provienen de tratados o convenios 
internacionales. 
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TESIS AISLADA  CLXIX/2009. 
 
 

ARBITRAJE INTERMEDIO. SU CONCEPCIÓN JURÍDICA. 
Considerando que el arbitraje voluntario o contractual se determina por la 
libre voluntad de las partes mediante la cual fijan al árbitro o árbitros, 
reglas procesales y/o el derecho sustantivo, y que el arbitraje forzoso o 
necesario es aquel donde la resolución de los conflictos se regula por 
normas estatales, resulta inconcuso que el arbitraje intermedio es el que 
tiene características de ambos. En efecto, por voluntad y regulación 
aplicable puede haber arbitraje intermedio, si se pacta el procedimiento 
remitiendo a leyes existentes o se fija el derecho sustantivo, ya sea que 
esto se acuerde respecto de alguno de tales aspectos o de los tres 
(árbitro, proceso y derecho sustantivo), pero considerándolo como una 
institución práctica que pretende descongestionar la intensa labor de los 
tribunales mediante un mecanismo alternativo que no es aplicable a todas 
las materias, sino solamente a las que se identifican con derechos 
libremente transigibles. 
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TESIS AISLADA  CLXX/2009. 
 

 
ARBITRAJE COMERCIAL. ASPECTOS RELEVANTES Y PRINCIPIOS 
QUE RIGEN EL TÍTULO CUARTO DEL LIBRO QUINTO DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO. El arbitraje comercial regulado en el Código de 
Comercio, en su parte final, fue reformado e introducido con sus 
características actuales mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 22 de julio de 1993, y según se asentó en la iniciativa 
presidencial que representa su exposición de motivos, prácticamente 
adopta, casi en su integridad, la Ley Modelo de Arbitraje de la Comisión 
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (conocida 
por sus siglas CNUDMI y como UNCITRAL por sus siglas en inglés), 
instrumento creado para regular cualquier arbitraje comercial, sea 
nacional o internacional, público o privado. En materia civil, el arbitraje –y 
principalmente el privado– se regula en cada legislación estatal, dado que 
el ámbito competencial de las legislaciones procesales que las contienen 
es de carácter local, lo que trae como resultado que en el derecho civil de 
aplicación ordinaria el estatuto del arbitraje sea distinto en cada estado; 
pero para evitar esa problemática de dispersión, en materia mercantil o 
comercial –que es de competencia legislativa federal, conforme a la 
fracción X del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos– se estableció un estatuto único en el Código de Comercio 
respondiendo con ello a la unicidad que caracteriza a la materia federal y 
que se exige por el ámbito de aplicación espacial de las leyes mercantiles, 
las cuales rigen en todo el territorio nacional. Los más importantes 
principios generales de este apartado normativo son la prevalencia de la 
voluntad de las partes sobre la norma y el de intervención judicial 
excepcional, que consisten en concebirlo como una regulación supletoria 
a falta de pacto en contrario, pues en materia de procedimientos arbitrales 
nacionales o internacionales, públicos o privados, el acuerdo entre las 
partes prevalecerá sobre la regulación establecida en la ley (artículos 
1415, 1416, fracción III, 1417, fracción II, y 1418 de dicho Código). Sin 
embargo, cuando durante el procedimiento arbitral, por acuerdo o por 
disposición legal, sea necesaria la intervención de la autoridad judicial 
estatal, federal o local, según el caso, su intervención se regirá por las 
reglas establecidas en la ley (artículos 1418, fracción II, y 1422 del propio 
ordenamiento); asimismo, la normatividad relativa también cobrará 
aplicación cuando las partes en disenso acuerden que dicha norma sea 
utilizada por un tribunal arbitral, sea éste cualquier persona (física o 
moral, árbitro o árbitros) o institución, sea permanente o no (artículos 
1416, fracciones II y V, 1417, fracción I, y 1426 del aludido Código), o 
incluso pública o privada. 
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TESIS AISLADA  CLXXI/2009. 
 
 

ARBITRAJE COMERCIAL. ACUERDO O COMPROMISO ARBITRAL Y 
CARACTERÍSTICAS DEL LAUDO PRONUNCIADO POR EL TRIBUNAL 
ARBITRAL CUANDO SE ENCUENTRA EXPRESAMENTE FACULTADO 
PARA DECIDIR COMO “AMIGABLE COMPONEDOR” Y/O “EN 
CONCIENCIA” (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1416, 
FRACCIÓN I, 1423, 1435, 1436, 1437, 1445 Y 1448 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO). El compromiso arbitral o acuerdo de arbitraje (como se 
denomina en la regulación referida) consta en un acuerdo de voluntades 
previo al surgimiento del conflicto como “cláusula compromisoria”, o 
puede revestir la forma de pacto independiente y acordarse 
coetáneamente al surgimiento del conflicto que puede ser objeto del 
arbitraje (artículos 1416, fracción I, 1423, 1435, 1436 y 1437). Así, el 
tribunal arbitral o el árbitro único, según sea el caso, decidirá el litigio 
conforme con las normas elegidas por las partes; salvo acuerdo en 
contrario, se entenderá que toda indicación del derecho u ordenamiento 
jurídico de un país determinado se refiere al derecho sustantivo, y si las 
partes no acuerdan la norma que debe regir el fondo, el tribunal arbitral, 
tomando en cuenta las características y conexiones del caso, determinará 
el derecho aplicable. Asimismo, el árbitro o tribunal arbitral podrá decidir 
la contienda como “amigable componedor” y/o “en conciencia”, pero sólo 
si las partes lo han autorizado expresamente para ello (artículo 1445, 
párrafo tercero), en el entendido de que resolver en “amigable 
composición” y/o “en conciencia” implica un procedimiento 
eminentemente contractual donde la solución a la controversia se 
presenta  mediante una decisión más equitativa y justa que jurídica, o 
estrictamente apegada al derecho aplicable y que está fundada en la 
propia voluntad de las partes en disenso, lo que se presenta por una 
transmisión de la voluntad. Por ello jurídicamente resulta válido afirmar 
que esta forma de solución de conflictos concluye con un acuerdo o 
convención que tiene los efectos de la transacción y por tales motivos no 
tiene que estar fundado ni motivado, razones por las cuales se le 
considera un mecanismo convencional de autocomposición a pesar de la 
intervención de terceros, pues la intervención del tribunal arbitral (único o 
por varios árbitros) materialmente significa una decisión propia y 
autoimpuesta por las partes, adoptada por su representante con 
facultades suficientes para comprometerlas contractualmente y donde su 
decisión les afecta como si fueran tomadas por propia voluntad y 
autosometimiento a la decisión de avenencia emitida, siendo 
precisamente esta característica, por otra parte, lo que implica “fallar en 
conciencia”, es decir, la valoración de las pruebas, así como la 
argumentación, motivos y fundamentos de la sentencia no requieren 
constar por escrito sino que pueden ser obviadas y pasar de inmediato a 
la decisión, es decir, se pueden resolver de plano y sin ninguna 
explicación detallada (las cavilaciones y razonamientos quedan en la 
conciencia del árbitro y no pasan al documento del laudo) toda vez que se 
trata de una actividad cumplida por particulares en ejercicio de sus 
voluntades; de ahí que no caben las exigencias aplicables a los actos 
públicos de autoridad, que indefectiblemente deben estar fundados y 
motivados en congruencia con los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En todos los casos, el tribunal 
arbitral debe decidir con base en las estipulaciones del convenio y tener 
en cuenta los usos mercantiles aplicables al caso (artículo 1445, último 
párrafo); y si no existe pacto en contrario, por regla general el laudo 
deberá dictarse por escrito, motivado y firmado por el o los árbitros, 



 
 

 
 

 

aunque tratándose de tribunales arbitrales con una composición compleja 
bastará la firma de la mayoría, siempre que se deje constancia de las 
firmas faltantes; constará la fecha y el lugar del arbitraje y el fallo se 
notificará a cada una de las partes mediante entrega de una copia firmada 
por los árbitros (artículo 1448).  
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TESIS AISLADA  CLXXII/2009. 
 
 
ARBITRAJE COMERCIAL. REGULACIÓN DEL DICTADO DEL LAUDO 
A CARGO DEL TRIBUNAL ARBITRAL (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 1445, 1448 y 1450 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 
Tratándose del arbitraje comercial regulado por el Código de Comercio, 
por principio y en todos los casos, el tribunal arbitral deberá decidir con 
base en las estipulaciones del convenio y tener en cuenta los usos 
mercantiles aplicables al caso (artículo 1445, último párrafo); si no existe 
pacto expreso en contrario, el laudo se dictará por escrito, motivado y 
firmado por el o los árbitros, aunque en tribunales de composición 
compleja bastará la firma de la mayoría, siempre que se deje constancia 
de las firmas faltantes; constará la fecha y el lugar del arbitraje y el fallo se 
notificará a cada una de las partes mediante entrega de una copia firmada 
por los árbitros (artículo 1448). Además del laudo definitivo, dentro de los 
treinta días siguientes y salvo que las partes hubieran pactado otro plazo, 
de ser necesario éstas podrán pedir al tribunal arbitral la corrección del 
laudo mediante la cual: a) puede subsanarse cualquier error de cálculo, 
de copia, tipográfico o de naturaleza similar, aspectos que incluso el 
tribunal arbitral podrá enmendar por propia iniciativa, también dentro de 
los treinta días siguientes a la fecha del laudo; y, b) si lo acuerdan las 
partes, podrá solicitarse que se haga una interpretación sobre un punto o 
una parte concreta del laudo; y si el tribunal arbitral lo estima justificado, 
después de esa estimativa efectuará la corrección o dará la interpretación 
dentro de los treinta días siguientes a la recepción de la solicitud; de 
manera que la interpretación y los pronunciamientos aclaratorios formarán 
parte del laudo definitivo (artículo 1450). En igual plazo las partes podrán 
pedir el dictado de un laudo adicional para que el tribunal arbitral se 
pronuncie respecto de reclamaciones formuladas pero omitidas, y si el 
tribunal arbitral estima justificada la petición lo dictará dentro de sesenta 
días, los cuales podrán prorrogarse de ser necesario, laudo que también 
deberá reunir los requisitos formales a que se refiere el numeral 1448 del 
Código de Comercio. 
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TESIS AISLADA   CLXXIII/2009. 
 
ARBITRAJE COMERCIAL. NULIDAD, RECONOCIMIENTO Y 
EJECUCIÓN SON PROCEDIMIENTOS JUDICIALES RELACIONADOS 
CON LOS LAUDOS ARBITRALES (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 1422, 1457 A 1462 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). Una 
vez dictados, los laudos arbitrales podrán ser objeto de estudio por la 
autoridad judicial cuando se promuevan los procedimientos de nulidad 
(artículos 1422 y 1457 a 1460), reconocimiento y ejecución (artículos 
1460 a 1462). La nulidad es una vía de naturaleza procesal interdictal 
especial (la ley la denomina “incidental”) que se sustancia a petición de 
parte ante la potestad judicial y tiene por objeto anular el laudo cuando se 
presente algún motivo para ello, y de resultar procedente, el fallo arbitral 
quedará sin efectos a partir de la fecha que así lo declare el juez 
competente (común o federal, a elección del actor y por efectos de la 
jurisdicción concurrente) aunque dicho laudo también puede quedar  
parcialmente nulificado y, en consecuencia, sujeto a los términos de la 
resolución de nulidad que dicte el juez que conozca del procedimiento. El 
reconocimiento de laudo arbitral es el acto formal realizado por la 
autoridad judicial que lo declara como final y obligatorio sobre los puntos 
controvertidos entre las partes, el efecto de este procedimiento 
jurisdiccional es el de darle efectos jurídicos a los resolutivos de un laudo, 
aunque ello no involucre su ejecución activa, concepto que deriva de la 
noción de que existen diferencias entre el reconocimiento del laudo y su 
ejecución, es decir, un laudo puede ser reconocido sin ser ejecutado, 
pues éste puede ser aportado a un juicio como prueba de que una 
controversia sobre la que versa ya representa cosa juzgada (res judicata) 
y, por ende, no sería necesario volver a litigar el asunto; así como también 
puede ser reconocido para aportarse como prueba y fundamento de la 
compensación. Por último, la ejecución de un laudo es el medio para que  
se materialicen los efectos de lo resuelto, incluso coactivamente y aun 
contra la voluntad de las partes comprometidas a cumplirlo; constituye el 
mecanismo por virtud del cual mediante la intervención judicial y con la 
posible utilización de la fuerza pública se conmina a materializar y 
consumar hasta sus últimas consecuencias los efectos del fallo arbitral. 
Además, el conocimiento de esta vía corresponde al juez del orden 
común o federal con jurisdicción territorial en el domicilio del demandado 
o, en su defecto, en el de ubicación de los bienes que serán objeto de la 
ejecución. 
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Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CLXXIV/2009. 
 
 

ARBITRAJE COMERCIAL. LOS ARTÍCULOS 1415 A 1463 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO NO VIOLAN LA GARANTÍA DE SEGURIDAD 
JURÍDICA. Las garantías jurisdiccionales de fundamentación y motivación 
son derechos públicos exigibles a las autoridades que ejercen una función 
jurisdiccional, pero no a los arbitrajes privados donde el principal 
fundamento de la resolución es la representación trasladada al árbitro y la 
confianza que depositan las partes en el tribunal arbitral, en donde éste 
materialmente actúa como un representante y sustituto de la voluntad de 
los propios litigantes del arbitraje (lo anterior no es aplicable al arbitraje 
forzoso ni a arbitrajes institucionales decididos por un ente público regido 
por su regulación aplicable y por la obligación constitucional de fundar y 
motivar sus actos, aunque hubiera pacto de amigable composición y fallo 
en conciencia). Para concluir lo anterior, es importante tener en cuenta el 
criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, al resolver la contradicción de tesis 133/2004-PS, de la que 
derivó la jurisprudencia 1a./J. 139/2005, de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
RESPECTIVAMENTE.”, acorde con la cual, la fundamentación y 
motivación son aspectos que conforman derechos fundamentales 
exigibles a autoridades públicas con actividad jurisdiccional o próximas a 
ésta, y que no pueden aplicarse a particulares. Ahora bien, no pasa 
inadvertido que el párrafo segundo del artículo 1448 del Código de 
Comercio establece que todos los laudos (públicos o privados, voluntarios 
o forzosos y, en principio, sea quien fuere el tribunal arbitral) siempre 
deberán estar motivados, a menos que las partes expresamente hayan 
convenido otra cosa o se trate de arbitrajes que culminen por transacción 
y ésta se eleve al carácter de laudo; sin embargo, esta porción normativa 
no puede valorarse aisladamente sino en su conjunto, de lo que se 
advierte que el “no motivar” los laudos no es una regla general en el 
arbitraje sino sólo una de las posibles actitudes que, dependiendo del 
caso y de los acuerdos entre las partes, puede asumir un tribunal arbitral 
ya que, en principio, sí tiene la obligación de motivar sus decisiones, a 
menos que se actualice algún supuesto de excepción. Esto es, el Código 
de Comercio parte de la  obligación general de motivar los laudos, aunque 
no por ello puede afirmarse que la ratio de la motivación arbitral lo sean 
los artículos 14 y 16 constitucionales o su equiparación con la función 
jurisdiccional; sino que la motivación del laudo arbitral, salvo acuerdo 
expreso en contrario, obedece a una situación fundada en razón práctica 
y en la lógica, como lo sería el que se presente una posible ejecución 
forzosa del laudo posterior a su dictado, y como para ello se requiere de 
la intervención judicial, ésta deberá tener conocimiento sobre los alcances 
y límites de dicha ejecución, para lo cual necesitará ser informada del 
debate y de sus alcances. Así, es claro que la motivación en el laudo de 
arbitraje privado se vuelve crucial pero se basa en los pactos y, por ello, la 
ley presume que salvo disposición expresa en contrario, las partes 
prefieren y desean una motivación. Lo anterior evidencia que la 
motivación de los árbitros comerciales jurídicamente dimana del principio 
de derecho civil res inter alios acta conforme al cual las partes (y en este 
caso además el árbitro como su representante y mandatario) no pueden 
desconocerse mutuamente la personalidad que ya se reconocieron en 
otro momento anterior de un acto jurídico y además de las obligaciones 
adquiridas a partir del acuerdo arbitral que, por efectos del diverso 



 
 

 
 

 

principio pacta sunt servanda, se entiende que los compromisos se 
adquieren para cumplirse. 
 
Amparo en revisión 131/2009. **********. 27 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   CLXXV/2009. 
 
 
REPRESENTACIÓN. LA RECONOCIDA ENTRE LAS PARTES AL 
MOMENTO DE LA CELEBRACIÓN DE UN CONTRATO, CONVENIO O 
ACUERDO DE VOLUNTADES DE CUALQUIER ESPECIE, NO PUEDE 
DESCONOCERSE POSTERIORMENTE EN EL DESARROLLO DE LA 
MISMA RELACIÓN JURÍDICA (PRINCIPIO RES INTER ALIOS ACTA). 
El hecho de que al celebrarse un contrato, convenio o acuerdo de dos o 
más voluntades de cualquier especie se reconozca y acepte la 
representación de alguna de las partes o que tal aceptación sea mutua 
entre todas las que acuden a la celebración del acto jurídico del cual se 
deriva una relación cuya duración se prolonga en el tiempo, implica una 
aceptación expresa en términos del artículo 1803 del Código Civil Federal. 
Ahora bien, si posteriormente, en el desarrollo de esa misma relación 
jurídica, surgiera un conflicto en donde pretende desconocerse esa 
representación previamente aceptada, es evidente que tal 
desconocimiento queda desvirtuado con la existencia misma de la 
relación jurídica de que se trate, pues no es jurídicamente aceptable 
desconocer la representación de alguna de las partes que expresamente 
se aceptó al momento de contratar, además de que quien la desconoce 
estaría actuando contra sus propios actos, ya que la aceptación de la 
representación en la celebración del acto de origen de la relación jurídica 
implica un conocimiento cierto para ejercer esa representación, es decir, 
el pacto de reconocimiento mutuo de representación trae consigo la 
actualización del principio res inter alios acta que surte efectos entre las 
partes, aunque sólo sea para ese negocio jurídico específico. Así, resulta 
inadmisible que después de haber aprovechado los efectos de la 
representación en una etapa no contenciosa de la relación jurídica, el 
demandado pretenda ser exonerado de toda responsabilidad por el 
posible incumplimiento de las obligaciones contraídas, alegando que la 
otra parte carece de la representación que ya había reconocido, pues ello 
constituiría una actitud contraria a la probidad y buena fe que debe 
guardarse en toda clase de obligaciones contraídas por acuerdo de 
voluntades. 
 

Amparo en revisión 131/2009. **********. 27 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA  CLXXVI/2009. 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. CUANDO QUEDEN 
PENDIENTES CUESTIONES DE LEGALIDAD CUYO ESTUDIO, POR 
RAZÓN DE  MÉTODO, SEA ULTERIOR AL PROPIAMENTE 
CONSTITUCIONAL Y DE LA COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, EL RECURSO DEBERÁ 
DEVOLVERSE AL ÓRGANO QUE PREVINO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 92 DE LA LEY DE AMPARO). Conforme a los puntos quinto, 
décimo, fracción I, décimo primero, décimo segundo y décimo octavo del 
Acuerdo General Plenario 5/2001, cuando en la materia de la revisión 
concurran temas de constitucionalidad y de legalidad, los jueces de 
Distrito –y los tribunales unitarios de circuito, según el caso– remitirán 
directamente los recursos de revisión al tribunal colegiado de circuito en 
turno para que éste resuelva los aspectos de legalidad previos al estudio 
de fondo, así como los temas de constitucionalidad que les resulten 
pertinentes por efectos de la competencia que les fue delegada por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a través del referido acuerdo 
general, y en caso de que dichos tribunales adviertan que existen tópicos 
relevantes o razones para que sea el Pleno o las Salas de la Suprema 
Corte quienes los resuelvan y asuman su competencia originaria, 
enviarán los autos del amparo exponiendo sus razones, las que serán 
revisadas en el alto tribunal y, en su caso, éste se pronunciará respecto 
de ellos, pero si concluida su intervención aun quedaran pendientes de 
análisis temas de legalidad de la competencia exclusiva de los tribunales 
colegiados de circuito, conforme al artículo 92, párrafo segundo, de la Ley 
de Amparo, la Suprema Corte se limitará a resolver la revisión 
exclusivamente en el aspecto que corresponda a su competencia, 
dejando a salvo la del tribunal colegiado de circuito, por lo que el asunto 
deberá devolverse al órgano que inició el estudio de la revisión por haber 
sido el que previno en dicha instancia. 
 
Amparo en revisión 131/2009. **********. 27 de mayo de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, diez de septiembre de dos mil nueve.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA    CLXXVII/2009. 
 
 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY RELATIVA, 
AL PREVER EL ABANDONO DE LA SOLICITUD DE PATENTE POR 
FALTA DE CUMPLIMIENTO OPORTUNO DE LOS REQUISITOS A QUE 
ALUDE EL PROPIO NUMERAL, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
AUDIENCIA EN TANTO QUE NO IMPONE UNA SANCIÓN 
DESPROPORCIONADA. El citado artículo, al prever que cuando proceda 
el otorgamiento de una patente se comunicará por escrito al solicitante 
para que dentro del plazo de dos meses cumpla ante el Instituto Mexicano 
de la Propiedad Industrial con todos los requisitos necesarios para su 
publicación y presente el comprobante de pago de la tarifa 
correspondiente a la expedición del título, so pena de que si vencido el 
plazo el solicitante no cumple con lo establecido en el propio numeral, se 
tendrá por abandonada la solicitud de mérito, no viola la garantía de 
audiencia en tanto que no impone una sanción desproporcionada a la 
omisión incurrida. Ello es así, porque el propio precepto prevé el 
requerimiento previo y por escrito al gobernado, así como un tiempo 
improrrogable de dos meses para cumplir con los requisitos necesarios; 
de manera que la consecuencia por su incumplimiento resulta acorde con 
su falta de interés en obtener el título correspondiente, pues la obligación 
de impulsar dicho procedimiento administrativo recae en él. Además, la 
indicada sanción no transgrede algún derecho sustantivo, porque el hecho 
de que el particular haya cumplido con ciertos requisitos de forma y fondo 
durante el trámite de solicitud de patente sólo resulta en una expectativa 
de derechos cuya validez frente a terceros requiere de la constancia y el 
reconocimiento oficial a través de la expedición del título respectivo.  
 
Amparo directo en revisión 896/2009. **********. 24 de junio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veinticuatro de septiembre de dos 
mil nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXVIII/2009. 
 

 
DEFENSA ADECUADA EN EL PROCESO PENAL. ESA GARANTÍA 
TAMBIÉN ES APLICABLE EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE 
SENTENCIA. El artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008), al tutelar la defensa adecuada en el proceso penal, la instituyó 
como un derecho fundamental mínimo, por lo que dicha garantía también 
es aplicable en la etapa de ejecución de sentencia, pues en ese periodo el 
sentenciado cuenta con ciertos beneficios preliberacionales que puede 
hacer valer cuando proceda –como la condena condicional, la sustitución 
de la pena de prisión y la conmutación de sanciones–, lo cual requiere la 
asistencia, asesoramiento jurídico y, en su caso, la promoción por parte 
de un defensor, pues de lo contrario se dejaría inerme al sentenciado 
frente a la actuación de las autoridades ejecutoras. 
 
Amparo en revisión 1375/2009. 12 de agosto de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Arnoldo Castellanos 
Morfín. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veinticuatro de septiembre de dos 
mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXIX/2009. 
 
 

EROGACIONES POR REMUNERACIÓN AL TRABAJO PERSONAL. EL 
ARTÍCULO 27, FRACCIÓN II, DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA 
DEL ESTADO DE YUCATÁN, AL EXENTAR DEL PAGO DEL 
IMPUESTO RELATIVO A DETERMINADOS SUJETOS, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Dicho precepto legal, al 
establecer diversas hipótesis de exención del pago del impuesto sobre 
erogaciones por remuneración al trabajo personal, a favor de sujetos que 
no realizan actividades preponderantemente económicas o lucrativas, 
sino de naturaleza política, social, asistencial, cultural, deportiva no 
profesional, entre otras, sin fines de lucro, no viola el principio de equidad 
tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, a pesar de no 
incluir dentro de tal categoría a las asociaciones civiles que, de acuerdo 
con su objeto social, se dediquen a impartir educación de manera privada, 
mediante el pago de cuotas y colegiaturas, pues los ingresos que 
perciben reflejan cierto grado de capacidad contributiva que puede 
medirse con base en las erogaciones que efectúan al pagar los salarios 
de los profesores por medio de los cuales proporcionan los servicios 
educativos. Lo anterior es así, porque de la referida norma legal se 
advierte que el legislador distinguió el trato que debe otorgarse a 
determinados entes o personas jurídicas que, por el tipo de actividades 
que materialmente desarrollan, se consideró conveniente no sujetarlos al 
pago del impuesto mencionado, ya que tomó en cuenta diferencias 
objetivas y razones de orden económico, social, político, de seguridad 
social o de orden público, lo cual justifica el indicado trato diferenciado. 
 
Amparo directo en revisión 1020/2009. **********. 12 de agosto de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veinticuatro de septiembre de dos 
mil nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr.   

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXX/2009. 
 

OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS 
MISMAS. LOS ARTÍCULOS 61 Y 62 DE LA LEY RELATIVA Y EL 
NUMERAL 127, FRACCIONES II, III, IV Y XI, DE SU REGLAMENTO, 
NO VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Las citadas disposiciones, 
al regular el procedimiento de rescisión administrativa de los contratos por 
incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, no violan la 
garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, en virtud de 
que dichos numerales expresamente establecen que el procedimiento 
inicia con la notificación al contratista en que se le hace saber que ha 
incurrido en incumplimiento del contrato, así como los hechos que 
motivan esa imputación, para que en un término de quince días hábiles 
exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso, aporte las pruebas 
que estime pertinentes, a fin de que la autoridad administrativa determine 
si procede o no tener por rescindido el contrato, lo cual deberá estar 
debidamente fundado y motivado. Por tanto, se permite al contratista ser 
escuchado en su defensa, así como contestar y controvertir los hechos 
atribuidos como causa de rescisión, pues para ello se le concede un plazo 
para ofrecer pruebas, todo lo cual se traduce en el respeto a la referida 
garantía; máxime que la indicada potestad rescisoria es un acto 
administrativo de autoridad impugnable dentro de la propia jurisdicción 
administrativa, lo que también es acorde con la garantía de audiencia. 
Además, dicha facultad se justifica en tanto que si en el ámbito del 
derecho civil, donde por regla general prevalece el interés privado, existe 
previsión legal en el sentido de que los contratantes pueden, bajo 
determinadas condiciones, rescindir motu proprio los contratos bilaterales 
en que intervengan, sin necesidad de acudir a los tribunales, es lógico y 
jurídico sostener que en la esfera administrativa, donde imperan razones 
de interés general, la autoridad puede ejercer esa misma facultad 
rescisoria ante circunstancias que hagan patente la necesidad de 
salvaguardar el interés público. 

 
Amparo en revisión 1865/2009. **********. 2 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, veinticuatro de septiembre de dos 
mil nueve. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXI/2009. 
 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE ANALIZAR 
EN ESTA VÍA LA LEGALIDAD DEL ACTO IMPUGNADO, POR VICIOS 
PROPIOS, CUANDO EL ACTOR CARECE DE INTERÉS LEGÍTIMO. Por 
su propia y especial naturaleza, la controversia constitucional constituye 
una acción cuyo objetivo esencial es permitir la impugnación de los actos 
y disposiciones generales que afecten las facultades de cualquiera de las 
entidades, poderes u órganos a que se refiere la fracción I del artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o que de 
alguna manera se traduzcan en invasión o afectación en su ámbito 
competencial por parte de otro nivel de gobierno, todo ello en aras de 
respetar las facultades y atribuciones conferidas a cada uno por la propia 
Constitución General de la República. En ese sentido, si analizado el 
tema constitucional de invasión de esferas en controversia constitucional 
se concluye que el actor carece de interés legítimo por falta de una 
atribución constitucional directa que respalde su acción, resulta 
improcedente analizar en esta vía la legalidad del acto impugnado por 
vicios propios, pues como lo ha sostenido el Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el estudio de los actos cuya 
invalidez se demanda requiere al menos de la existencia de un principio 
de afectación, lo cual no se actualiza en el supuesto indicado, pues si el 
problema de fondo ya no es la lesión de la autonomía del recurrente ni los 
agravios que, como nivel de gobierno, le irroga el acto reclamado, es 
indudable que el actor carece de un derecho susceptible de ser 
constitucionalmente protegido a través de la controversia constitucional. 
 
Controversia constitucional 162/2008. Municipio de General Zuazua, 
Estado de Nuevo León. 1o. de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández. Secretario: David Rodríguez Matha. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, primero de  octubre  de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXII/2009. 
 
 
TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS. LA PRESTACIÓN DEL 
SERVICIO RELATIVO NO CONSTITUYE UNA ATRIBUCIÓN 
OTORGADA CONSTITUCIONALMENTE A LOS MUNICIPIOS. Atento a 
lo sostenido por el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en el sentido de que los conceptos “tránsito” y “transporte” son 
distintos y que el primero no involucra necesariamente al segundo, así 
como a la interpretación sistemática de las fracciones II, III, inciso h), y V 
del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se concluye que la prestación del servicio de transporte 
público de pasajeros no constituye una atribución otorgada 
constitucionalmente a los municipios, sino que su única participación se 
restringe a la formulación, integración y aplicación de los programas 
relativos. Lo anterior es así, porque el inciso h) de la citada fracción V 
establece una regla por medio de la cual los municipios, según lo 
dispongan las leyes federales o locales, tendrán facultad para intervenir 
exclusivamente en la formulación y aplicación de los programas de 
transporte público de pasajeros que afecten su ámbito territorial, esto es, 
establecer políticas públicas inherentes al propio transporte, tales como 
incluir el fomento de servicios alternativos, procurar el apoyo a grupos 
vulnerables –como adultos mayores, niños o discapacitados– y, en su 
caso, llevar a la práctica los programas enunciados. Por su parte, la 
mencionada fracción II esencialmente regula los aspectos de la 
autonomía municipal en los distintos órdenes, entre otros, establecer las 
bases generales de la administración pública municipal y del 
procedimiento administrativo, así como de servicios públicos de su 
competencia, de acuerdo con las leyes expedidas por las legislaturas de 
los estados; y, finalmente, conforme a la aludida fracción III, inciso h), los 
municipios sólo tienen atribución respecto del servicio público de tránsito, 
pero no del de transporte. Así, la participación que corresponde a los 
municipios en la aplicación de los programas de transporte público de 
pasajeros no autoriza a que también puedan prestar material y 
directamente el propio servicio, pues la Constitución General de la 
República no les confiere expresamente esa facultad. 
 
Controversia constitucional 162/2008. Municipio de General Zuazua, 
Estado de Nuevo León. 1o. de julio de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández. Secretario: David Rodríguez Matha. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, primero de  octubre  de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CLXXXIII/2009. 
 
 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
LAS RESOLUCIONES DEFINITIVAS EMITIDAS POR ORGANISMOS 
CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS ESTATALES ESPECIALIZADOS 
EN TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN, CUANDO NO 
EXISTA UN PLANTEAMIENTO DE INVASIÓN DE ESFERAS 
COMPETENCIALES. Si bien es cierto que la controversia constitucional 
es una acción reservada para preservar el orden constitucional entre 
órganos, entes o poderes en sus actos ordinarios, también lo es que en 
esa vía pueden estudiarse las resoluciones dictadas en procedimientos 
ordinarios, siempre y cuando se compruebe la existencia de una posible 
invasión al ámbito de sus competencias. En ese sentido, se concluye que 
la controversia constitucional es improcedente para controvertir una 
resolución emitida por un órgano constitucional autónomo estatal 
especializado en transparencia y acceso a la información, cuando no 
exista un planteamiento de invasión de esferas competenciales, toda vez 
que estimar lo contrario haría de ese juicio un recurso o ulterior medio de 
defensa para someter a revisión la misma litis debatida en el 
procedimiento administrativo natural, siendo que no es la vía idónea para 
revisar la legalidad de las resoluciones emitidas en procedimientos de 
adjudicación de carácter administrativo. 
 
Controversia constitucional 23/2009. Poder Legislativo del Estado de 
Jalisco. 19 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Etienne Luquet Farías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, primero de  octubre  de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

 

TESIS AISLADA  CLXXXIV/2009. 
 
 

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. TRATÁNDOSE DE ESAS 
ACTIVIDADES, EL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS NO SE TRADUCE EN DOBLE TRIBUTACIÓN. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que dicho impuesto es un 
gravamen indirecto, y como tal es absolutamente trasladable, de manera 
que quien finalmente lo absorbe es el consumidor final, en la inteligencia 
de que si su patrimonio puede soportar el costo del juego con apuestas o 
sorteos, también podrá hacerlo respecto del gravamen, de ahí que 
aunque el impuesto especial sobre producción y servicios coincida con 
otros gravámenes que inciden en la misma actividad, dada su naturaleza 
indirecta y su inherente característica de ser trasladable, no se traduce en 
una doble tributación para el contribuyente, pues si él no lo absorbe, es 
evidente que el impuesto no afecta su patrimonio, ya que sólo debe 
trasladarlo, retenerlo y enterarlo. Esto es, no puede haber doble 
tributación para el organizador de dichas actividades en virtud de que él 
no paga el impuesto referido, sino que al ser un gravamen indirecto es 
trasladable y quien lo absorbe es el consumidor del servicio de juegos con 
apuestas y sorteos. 
 
Amparo en revisión 1762/2009. **********. 9 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de treinta de septiembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, primero de octubre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CLXXXV/2009. 
 
 
AVERIGUACIÓN PREVIA. LAS TRANSGRESIONES COMETIDAS 
DURANTE ESTA FASE CONSTITUYEN VIOLACIONES PROCESALES 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DE AMPARO. Para 
determinar si la categoría de “violaciones procesales” contenida en el 
artículo 160 de la Ley de Amparo es aplicable a las cometidas durante la 
averiguación previa, es necesario interpretar tal disposición a la luz de las 
reformas constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la Federación 
el 3 de septiembre de 1993 y el 3 de julio de 1996; de las que se colige 
que la intención del Poder Reformador de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos fue que dentro de la indicada categoría se 
comprendieran las violaciones cometidas durante la fase de averiguación 
previa, toda vez que dicho órgano hizo alusión a un concepto amplio de 
juicio de orden penal para efectos de las garantías contenidas en el 
artículo 20 constitucional, señalando que éste prevé tanto la fase 
jurisdiccional (ante el juez) como la previa (ante el Ministerio Público); de 
ahí que algunas de las garantías antes reservadas para la etapa 
jurisdiccional ahora deben observarse en la averiguación previa, criterio 
que se refuerza si se  toma en cuenta que el indicado artículo 160 tiene 
como finalidad reparar, en el amparo directo, la violación a las garantías 
individuales contenidas en los artículos 14 y 20 constitucionales, pues 
todo el listado de violaciones se traduce en la vulneración de aquéllas. 
Además, no debe pasarse por alto la intención garantista del legislador 
federal, al establecer como violaciones procesales en la fracción XVII del 
citado artículo 160, los casos análogos precisados por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación o por los Tribunales Colegiados de Circuito, 
supuesto en el que pueden ubicarse las violaciones a las garantías 
individuales observables en la averiguación previa, consistentes en la 
obtención de pruebas ilícitas, la negativa para facilitar al inculpado los 
datos que solicite para su defensa y que consten en el proceso, así como 
la transgresión a la garantía de defensa adecuada, violaciones que no 
ameritarían la reposición del procedimiento, sino la invalidez de la 
declaración obtenida en su perjuicio o la de la prueba recabada 
ilegalmente, en tanto que su estudio necesariamente implicaría la 
interpretación directa de preceptos constitucionales. 
 
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 

 
HAGH/rfr. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXVI/2009. 
 
 

PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO 
COMPRENDE EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE 
PRUEBAS OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS 
CONSTITUCIONALES Y LEGALES. Exigir la nulidad de la prueba ilícita 
es una garantía que le asiste al inculpado durante todo el proceso y cuya 
protección puede hacer valer frente a los tribunales alegando como 
fundamento: (i) el artículo 14 constitucional, al establecer como condición 
de validez de una sentencia penal, el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, (ii) el derecho de que los jueces se 
conduzcan con imparcialidad, en términos del artículo 17 constitucional y 
(iii) el derecho a una defensa adecuada que asiste a todo inculpado de 
acuerdo con el artículo 20, fracción IX de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Si se pretende el respeto al derecho de ser 
juzgado por tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, 
es claro que una prueba cuya obtención ha sido irregular (ya sea por 
contravenir el orden constitucional o el legal), no puede sino ser 
considerada inválida. De otra forma, es claro que el inculpado estaría en 
condición de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, la regla de 
exclusión de la prueba ilícita se encuentra implícitamente prevista en 
nuestro orden constitucional. Así mismo, el artículo 206 del Código 
Federal de Procedimientos Penales establece, a contrario sensu, que 
ninguna prueba que vaya contra el derecho debe ser admitida. Esto 
deriva de la posición preferente de los derechos fundamentales en el 
ordenamiento y de su afirmada condición de inviolables. 
 
Juicio de amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXVII/2009. 
 
 
PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. SUPUESTOS EN QUE 
DEBE NULIFICARSE SU EFICACIA. La eficacia de las pruebas en el 
procedimiento penal debe nulificarse en los casos en que la norma 
transgredida establezca: (i) garantías procesales, (ii) la forma en que se 
practica la diligencia, o bien, (iii) derechos sustantivos en favor de la 
persona. Por su parte, las pruebas derivadas (aunque lícitas en sí 
mismas) deben anularse cuando aquellas de las que son fruto resultan 
inconstitucionales. Así, los medios de prueba que deriven de la 
vulneración de derechos fundamentales, no deben tener eficacia 
probatoria, pues de lo contrario se trastocaría la garantía de presunción 
de inocencia, la cual implica que nadie puede ser condenado si no se 
comprueba plenamente el delito que se le imputa y la responsabilidad 
penal en su comisión, circunstancia que necesariamente implica que las 
pruebas con las cuales se acreditan tales extremos, deben haber sido 
obtenidas lícitamente. 
 
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXVIII/2009. 
 
 
ACTO DE MOLESTIA. LO CONSTITUYE LA TOMA DE FOTOGRAFÍAS 
A QUIENES NO TIENEN LA CALIDAD DE DETENIDOS O PRESUNTOS 
RESPONSABLES. La toma de fotografías a personas que no han sido 
puestas a disposición del Ministerio Público en calidad de detenidas o 
presuntas responsables –cuando éste sólo ha ordenado su localización y 
presentación– configura un acto de molestia porque menoscaba o 
restringe derechos de la persona, al hacer uso de su imagen, aunado a 
que la obtención de fotografías puede resultar violatoria de los derechos a 
la honra y a la dignidad contenidos en los artículos 17 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 11 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, si el Estado incumple con sus 
obligaciones relativas a la protección de datos personales, las cuales 
consisten en: a) solicitar o registrar información que contenga datos 
personales sólo en los casos previstos por la ley; y, b) tratar 
confidencialmente tales datos, lo que implica utilizarlos o revelarlos sólo 
con el consentimiento de la persona a quien correspondan.  Así, el hecho 
de que la autoridad obtenga fotografías de cualquier persona, sin importar 
su situación jurídica, efectivamente representa un menoscabo y un 
deterioro en sus derechos, de naturaleza continuada, pues mientras el 
resultado del acto (las fotografías) no se elimine, el acto de molestia 
continúa.  
 
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CLXXXIX/2009. 
 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. REQUISITOS PARA SU VALIDEZ Y 
POSTERIOR VALORACIÓN. La prueba testimonial, en un primer plano 
de análisis, sólo es válida si cumple con ciertos requisitos (taxativamente 
delimitados en las normas procesales respectivas), de manera que si uno 
de ellos no se satisface, lo declarado por el testigo no puede tener valor 
probatorio en tanto que en un segundo nivel de estudio, superadas tales 
exigencias normativas, el juez tiene la facultad de ponderar, a su arbitrio, 
el alcance de lo relatado por el testigo, conforme al caso concreto. De lo 
anterior se advierte que la calificación no es respecto a la persona que lo 
emite, sino en cuanto al relato de hechos que proporciona, por lo que el 
alcance probatorio de su dicho puede dividirse, ya que una persona 
puede haber advertido por medio de sus sentidos un hecho particular y, a 
la vez, haber conocido otro hecho, vinculado con el primero, por medio de 
otra persona. Así, lo que un testigo ha conocido directamente tiene valor 
probatorio de indicio y debe ponderarse por la autoridad investigadora o 
judicial conforme al caso concreto, según su vinculación con otras fuentes 
de convicción; mientras que lo que no haya conocido directamente, sino a 
través del relato de terceros, no debe tener valor probatorio alguno. Por 
tanto, las referidas condiciones normativas están establecidas como 
garantía mínima para que un testimonio pueda adquirir el carácter 
indiciario sujeto a la calificación del juzgador.  
 
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 

 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXC/2009. 
 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. DEBE SER RENDIDA DE FORMA LIBRE Y 
ESPONTÁNEA. Conforme a la garantía de legalidad y debido proceso, 
contenida en el artículo 14 Constitucional, en relación con lo dispuesto en 
el artículo 289 del Código Federal de Procedimientos Penales, las 
personas que declaren como testigos en una averiguación previa deben 
hacerlo de forma espontánea e imparcial. Esta máxima se ve violentada 
en el momento en que el órgano investigador muestra a los testigos 
fotografías de los indiciados sin que hayan manifestado poder reconocer a 
éstos o sin que hayan proporcionado la razón por la cual estarían en 
posibilidad de identificarlos. Con tal forma de actuar, el órgano acusador 
induce la declaración del testigo para que realice imputaciones en contra 
de personas determinadas, mismas que, de esa forma, ven violentadas 
sus garantías individuales. En este supuesto, la vinculación de los 
inculpados a los hechos investigados se logra sin que se hayan respetado 
sus derechos fundamentales. Como consecuencia de lo anterior, las 
declaraciones en que se actualizan los vicios de ilicitud pueden tener valor 
probatorio en aquella parte en que los testigos declaran libremente, y 
deben considerarse como ilícitamente obtenidas en la parte en que el 
órgano de la acusación induce el señalamiento de los inculpados a partir 
de la muestra de fotografías mediante las cuales se imputa un cargo. 

 

Juicio de amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de veintiocho de octubre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, veintinueve de octubre de dos mil nueve. 
Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 

 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CXCI/2009. 
 
 
TORTURA. LA ACTUALIZACIÓN DE ESE DELITO NO PUEDE 
PRESUMIRSE, SINO QUE DEBE PROBARSE Y SUJETARSE A 
TODAS LAS REGLAS DE UN DEBIDO PROCESO PENAL. El artículo 
3o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura establece que 
comete el delito de tortura el servidor público que, con motivo de sus 
atribuciones, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, sean 
físicos o psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un tercero, 
información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o 
se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de 
realizar una conducta determinada. Por otra parte, al ser la tortura un 
delito, está sujeto a un procedimiento penal debidamente establecido para 
su comprobación, como sucede con cualquier otro ilícito y que, por ende, 
no puede presumirse, sino que debe probarse suficientemente y por las 
vías legales idóneas, previamente establecidas; máxime que el hecho de 
que para dar credibilidad a la existencia de la tortura sea necesario que se 
encuentre probada, garantiza seguridad jurídica para todos los 
gobernados y con ello, sustenta el Estado de derecho. 
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TESIS AISLADA CXCII/2009. 
 
 
TORTURA. OBLIGACIONES DEL ESTADO MEXICANO PARA 
PREVENIR SU PRÁCTICA. Con fundamento en el artículo 22  de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal 
para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el Estado 
Mexicano tiene las siguientes obligaciones para prevenir la práctica de la 
tortura: establecer dentro de su ordenamiento jurídico interno la condena 
a la tortura como un delito, sea consumada o tentativa; sancionar tanto al 
que la comete como al que colabora o participa en ella; detener 
oportunamente al torturador a fin de procesarlo internamente o 
extraditarlo, previa investigación preliminar; sancionar con las penas 
adecuadas este delito; indemnizar a las víctimas; prestar todo el auxilio 
posible a todo proceso penal relativo a los delitos de tortura, incluyendo el 
suministro de toda prueba que posean; y prohibir que toda declaración o 
confesión que ha sido obtenida bajo tortura sea considerada válida para 
los efectos de configurar prueba en procedimiento alguno, salvo contra el 
torturador. Además, la integridad personal es el bien jurídico cuya 
protección constituye el fin y objetivo principal para prohibir la tortura y 
otros tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes, lo  cual también 
se encuentra previsto en los artículos 5 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. Esto es, el derecho a no ser objeto de tortura, penas crueles o 
tratos inhumanos o degradantes es un derecho cuyo respeto no admite 
excepciones, sino que es absoluto y, por ende, su vigencia no puede  
alterarse ni siquiera durante una emergencia que amenace la vida de la 
nación. 
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TESIS AISLADA  CXCIII/2009. 
 

 
MINISTERIO PÚBLICO. ES EL ÚNICO ORGÁNO DEL ESTADO 
COMPETENTE PARA FORMULAR E IMPULSAR LA ACUSACIÓN 
PENAL. Conforme a los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Ministerio Público tiene a su cargo la 
persecución e investigación de los delitos, lo que significa que es el único 
órgano estatal competente para formular e impulsar la acusación o 
imputación delictiva. Así, la persecución e investigación de los delitos es 
una labor de carácter administrativo que por definición excluye a la 
judicial. Esto es, los artículos constitucionales aludidos deben leerse en el 
sentido de que establecen obligaciones a cargo del Ministerio Público, de 
manera que la investigación y persecución de los delitos no constituyen 
una prerrogativa a su cargo y, por tanto, no puede renunciar a su 
ejercicio, el cual es revisable en sede constitucional. Por otra parte, la 
posesión del monopolio no debe entenderse en el sentido de que la 
Constitución General de la República prohíbe la intervención de la víctima 
o del ofendido en el proceso penal como partes del mismo, en términos 
del artículo 20, apartado B, constitucional, pues el reconocimiento de este 
derecho coexiste con el indicado mandato constitucional a cargo del 
Ministerio Público. Así, a nivel constitucional también se dispone que 
deben existir medios de defensa que posibiliten la intervención de la 
víctima o del ofendido para efectos de impugnar, por ejemplo, el no 
ejercicio de la acción penal. Es decir, la división competencial es clara en 
el sentido de que el único órgano del Estado facultado para intervenir 
como parte acusadora en un proceso penal es el Ministerio Público, en su 
carácter de representante social, y –de manera concomitante, aunque no 
necesaria– con la propia sociedad (cuando se trate de la víctima o el 
ofendido), en los términos que establece la propia Constitución Federal.  
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TESIS AISLADA CXCIV/2009. 
 
 
DILIGENCIAS REALIZADAS EN AVERIGUACIÓN PREVIA CON EL 
CARÁCTER DE PRUEBAS. SU INCORPORACIÓN O TRASLADO A UN 
JUICIO RELACIONADO CON ELLA, ES ILEGAL. Se transgreden los 
principios de legalidad y debido proceso cuando el juez penal admite, 
como pruebas en el juicio, copias certificadas exhibidas por el Ministerio 
Público que fueron recabadas en las indagatorias de hechos relacionados 
con los ya consignados. En efecto, en el proceso penal, una vez ejercida 
la acción penal, el Ministerio Público de la Federación se torna en parte 
del proceso y, por tanto, se encuentra al mismo nivel procesal que el 
indiciado y su defensor, mientras que el juez es la autoridad que rige el 
proceso y ante él se ofrecen y desahogan los medios de prueba, de 
manera que para que cualquier diligencia pueda tener valor dentro de la 
causa penal, ejercida la acción penal, es necesario que se desahogue 
ante el juez penal. Por tanto, las copias que exhibe el Ministerio Público 
en las circunstancias apuntadas, únicamente tienen el efecto de acreditar 
que existe una averiguación previa vinculada con el proceso sometido a 
potestad del juzgador, siendo esa la exclusiva dimensión en la que está 
justificada su valoración. Esto es, considerar que las diligencias 
recabadas por el Ministerio Público –órgano que cuenta con plenas 
facultades para allegarse de información durante la averiguación previa– 
pueden trasladarse al terreno del juicio, resulta inadmisible 
constitucionalmente, pues los actos que realiza el Ministerio Público 
durante la fase de la averiguación previa están dotados de la fuerza 
propia de un acto de autoridad, la cual es incompatible con el carácter de 
parte que adquiere el Ministerio Público una vez que está ante el juez.  
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TESIS AISLADA  CXCV/2009. 
 

 
DECLARACIONES DEL COIMPUTADO EN UNA AVERIGUACIÓN 
PREVIA. NO PUEDEN FORMAR PARTE DEL ACERVO PROBATORIO 
DE UN JUICIO QUE VERSA SOBRE HECHOS RELACIONADOS. El 
contenido de las declaraciones hechas por el coimputado en una 
averiguación previa no puede tomarse en consideración hasta que éste 
rinda su declaración frente a un juez –no ante a la contraparte de su 
coinculpado en el juicio, a saber: el Ministerio Público–. En efecto, la 
indicada declaración no puede formar parte del acervo probatorio que 
obre en la causa, a menos que sea desahogada ante el juez, es decir, 
hasta en tanto la prueba pueda someterse al contradictorio de las partes, 
ya que si bien se ha considerado que el Ministerio Público actúa con 
carácter de autoridad durante la fase de averiguación previa, esa 
condición no puede trasladarse al juicio, pues en éste únicamente 
interviene con el carácter de autoridad aquel que tiene el mandato 
constitucional de conducirse imparcialmente, es decir, el juzgador, quien 
determinará el peso con el que habrá de valorar las afirmaciones de las 
partes, siempre y cuando lo haga con respeto a la condición de igualdad 
que debe existir entre ellas. 
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TESIS AISLADA  CXCVI/2009. 
 
ACCESO A LA JUSTICIA. SUS ALCANCES. Los alcances de la garantía 
de acceso a la justicia no deben confundirse con factores formales que 
atienden a la diversa garantía de legalidad, en cuanto al deber de las 
autoridades de fundar y motivar sus determinaciones. Por tanto, el acceso 
a la justicia implica que los órganos establecidos emitan resoluciones 
claras y acordes a la acción que ante ellos se ha hecho valer, en tanto 
que la congruencia y la claridad exigidas por la garantía de acceso a la 
justicia implica que deben manifestarse entre la acción pretendida y lo 
resuelto, pero sin que ello signifique afirmar que los vicios formales no 
pueden vulnerar otras garantías, como indebida valoración y violaciones 
procesales, en su caso.  
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TESIS AISLADA CXCVII/2009. 
 
 

INDÍGENAS. DERECHOS MÍNIMOS QUE LES ASISTEN EN EL JUICIO. 
Para garantizar el acceso pleno de los indígenas a la jurisdicción del 
Estado, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo coinciden en 
que los pueblos, comunidades e individuos indígenas tienen los siguientes 
derechos: en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, 
individual o colectivamente, deberán tomarse en cuenta sus costumbres y 
especificidades culturales; ser asistidos por intérpretes y defensores que 
tengan conocimiento de su lengua y cultura para comprender y hacerse 
comprender en los procedimientos legales; cumplir sentencias en los 
centros de readaptación más cercanos a sus comunidades; cuando se les 
impongan sanciones penales, deberán tenerse en cuenta sus 
características económicas, sociales y culturales; darse preferencia a 
tipos de sanción distintos del encarcelamiento; iniciar procedimientos 
legales, sea personalmente o por conducto de sus organismos 
representativos, para asegurar el respeto efectivo de sus derechos; 
ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir 
las obligaciones correspondientes en igualdad de condiciones.  
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TESIS AISLADA CXCVIII/2009. 
 

 
DEFENSA ADECUADA. FORMA EN QUE EL JUEZ DE LA CAUSA 
GARANTIZA SU VIGENCIA. La garantía individual de defensa adecuada 
contenida en el artículo 20, apartado A, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008) 
entraña una prohibición para el Estado consistente en no entorpecer el  
ejercicio del derecho de defensa del gobernado y un deber de actuar, en 
el sentido de informarle el nombre de su acusador, los datos que obren en 
la causa, brindarle la oportunidad de nombrar un defensor, no impedirle 
que se entreviste de manera previa y en privado con él y, en general, no 
impedir u obstaculizar el ejercicio de las cargas procesales que 
corresponden dentro del proceso penal para desvirtuar la acusación del 
Ministerio Público. Así, para proteger la citada garantía es necesario que 
la labor de quien funja como defensor sea eficaz, pues aquélla no puede 
concebirse como un mero requisito formal, sino que debe entenderse en 
el sentido de permitir una implementación real para tener oportunidades 
de descargo que, básicamente, permitan al imputado una efectiva 
participación en el proceso. Ahora bien, el juez de la causa garantiza la 
posibilidad de la defensa al permitir que se den todas las condiciones 
necesarias para que el inculpado sea debidamente asistido (tanto formal 
como materialmente); de manera que si en los hechos no es posible 
calificar de adecuada la defensa del inculpado –en razón de la forma en 
que se conduce el defensor respectivo–, ello no significa que el juez de la 
causa viole la garantía en cuestión, pues el control de la correcta o 
incorrecta actitud procesal del defensor, del debido ejercicio de las cargas 
procesales, así como de su pericia jurídica, sólo podrían ser materia de 
responsabilidad profesional, en términos de las leyes administrativas o 
penales, y según se trate de un defensor de oficio o particular. Esto es, el 
juez respeta la garantía de defensa adecuada (i) al no obstruir en su 
materialización (como ocurre cuando niega el derecho a una entrevista 
previa y en privado o interfiere y obstaculiza la participación efectiva del 
asesor) y (ii) al tener que asegurarse, con todos los medios legales a su 
alcance, que se satisfacen las condiciones que posibilitan la defensa 
adecuada, sin que el juzgador esté en condiciones de revisar la forma en 
que los defensores efectivamente logran su cometido, pues ello excede 
las facultades que tiene a su cargo para vigilar que en el proceso se 
garantice una defensa adecuada.  
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TESIS AISLADA  CXCIX/2009. 
 
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA PENAL. 
PERMITE SALVAGUARDAR LOS DERECHOS DEL INCULPADO 
CUYA DEFENSA SE HAYA REALIZADO EN FORMA DEFICIENTE O 
NULA. En cualquier proceso penal pueden existir deficiencias en la 
estrategia del defensor, ya sea particular o de oficio, pero tal posibilidad 
no conlleva a afirmar que el juez está obligado a subsanarlas, pues exigir 
lo contrario sería tanto como obligarlo a velar por los intereses del 
inculpado, lo cual resultaría contrario al principio básico de imparcialidad 
que debe caracterizar su actuación. No obstante lo anterior, debe 
señalarse que la suplencia de la queja deficiente en beneficio del reo, aun 
ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios, contenida en el 
artículo 76 Bis, fracción II, de la Ley de Amparo, permite salvaguardar los 
derechos del inculpado cuya defensa se haya realizado en forma 
deficiente o nula, pues esta figura obliga al juez de amparo a analizar de 
oficio las posibles violaciones de derechos fundamentales.  
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TESIS AISLADA  CC/2009. 
  
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL PROCESO PENAL. SU ALCANCE. 
En el proceso penal, el equilibrio de los sujetos procesales es de suma 
importancia, pues deben concedérseles iguales condiciones procesales 
de manera que ninguno quede en estado de indefensión, y si bien es 
cierto que este principio no está previsto expresamente en algún numeral 
concreto del Código Federal de Procedimientos Penales, también lo es 
que se consigna implícitamente en su artículo 206, en cuanto prevé que 
todo aquello que se ofrezca como prueba �en términos del artículo 20, 
apartado A, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 18 de junio de 2008� debe admitirse, siempre y 
cuando sea conducente y no vaya contra derecho a juicio del juez o del 
tribunal, lo que significa que los medios probatorios ofrecidos por ambas 
partes procesales deben valorarse con el mismo estándar o idénticas 
exigencias de juicio para generar convicción. Así, cuando la información 
que brinda un medio probatorio es imprecisa, parcial o genera duda 
porque adolece de claridad y da lugar a que el juez le reste valor, no es 
válido que tal estándar sólo aplique para una de las partes, ya que el 
mérito o valor de convicción del medio probatorio está sujeto a la libre 
apreciación del juez, pero es inadmisible que los medios de prueba de la 
misma índole –ofrecidos por ambas partes– tengan un estándar de 
valoración distinto, según se trate del actor o del demandado, del órgano 
ministerial o del acusado, pues ello atentaría contra las garantías de 
justicia imparcial, de equidad procesal y de correcta fundamentación y 
motivación. 
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TESIS AISLADA  CCI/2009. 
 
  
CONEXIDAD DE DELITOS. LA FACULTAD DEL MINISTERIO 
PÚBLICO FEDERAL PARA ATRAER LA INVESTIGACIÓN DE ILÍCITOS 
LOCALES NO IMPLICA QUE LAS CONDUCTAS SUJETAS A 
INVESTIGACIÓN DEBAN ANALIZARSE A LA LUZ DE LA 
DESCRIPCIÓN TÍPICA PREVISTA EN EL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
En términos del segundo párrafo del artículo 10 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, en caso de concurso de delitos, el Ministerio 
Público Federal es competente para investigar los del fuero común que 
tengan conexidad con ilícitos federales, y los jueces federales tienen, 
asimismo, competencia para juzgarlos, de manera que las conductas 
típicas del fuero común sujetas a investigación deben conservar ese 
carácter una vez que el Ministerio Público Federal atrae el asunto a su 
fuero. Esto es, la conducta considerada del orden común debe calificarse 
y sancionarse en términos del ordenamiento local, independientemente de 
que el juez federal esté conociendo de dichos delitos con motivo de la 
conexidad, sin que la atracción de los delitos locales, por su conexidad 
con otros pertenecientes al orden federal, tenga el efecto de modificar la 
descripción de la conducta típica realizada por el legislador local, pues la 
naturaleza del delito se determina por el lugar en donde se cometió 
(adscripción de entidad federativa), a menos que se surta alguna causal 
por la que el delito deba considerarse federal, conforme al artículo 50 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
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TESIS AISLADA  CCII/2009. 
 
 
ACCIÓN PENAL. LA INCORPORACIÓN POR PARTE DEL JUEZ EN EL 
AUTO DE FORMAL PRISIÓN, DE IMPUTACIONES DELICTIVAS 
DISTINTAS A LAS SEÑALADAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO AL 
EJERCERLA, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO. 
Si el órgano acusador fuere deficiente en su actuación, no cabe suponer 
que el juez está autorizado para suplir esa deficiencia, la cual lógicamente 
puede producirse no sólo a nivel de exposición de hechos, sino también 
de argumentos. Así, la incorporación por parte del juez en el auto de 
formal prisión, de imputaciones delictivas distintas a las señaladas por el 
Ministerio Público al ejercer la acción penal, constituye una violación al 
debido proceso, toda vez que el principio de presunción de inocencia 
implica que exclusivamente el Ministerio Público (como contraparte en el 
proceso y único órgano del Estado facultado para acusar) debe soportar 
la carga de probar la culpabilidad de la persona sujeta a proceso; de 
manera que si el juez considera que la actuación del Ministerio Público 
fue ilegal al no lograr acreditar los elementos del cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad, debe determinar que no hay una causa que 
seguir contra la persona en cuestión, lo cual implica que el juzgador tiene 
un impedimento legal para exponer argumentos tendentes a señalar que 
la causa del inculpado debe seguirse por más delitos de los 
expresamente señalados por el Ministerio Público (ello, aun cuando 
pretenda hacerlo con base en los hechos que el órgano acusador hizo de 
su conocimiento). En todo caso, si en la secuela de un proceso apareciere 
que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser 
objeto de averiguación separada, sin perjuicio de que después pueda 
decretarse la acumulación, si fuere conducente. Así, la calificación jurídica 
de los delitos, desde un aspecto técnico, debe distinguirse de aquella 
operación que no sólo modifica sino agrega elementos diversos a los 
señalados por la única autoridad competente para hacerlo. 
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TESIS AISLADA  CCIII/2009. 
 
 
ACREDITACIÓN DEL CUERPO DEL DELITO Y DEL DELITO EN SÍ. 
SUS DIFERENCIAS. Conforme a los artículos 134 y 168 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, en el ejercicio de la acción penal el 
Ministerio Público debe acreditar el cuerpo del delito y la probable 
responsabilidad del inculpado, lo cual significa que debe justificar por qué 
en la causa en cuestión se advierte la probable existencia del conjunto de 
los elementos objetivos o externos que constituyen la materialidad del 
hecho delictivo. Así, el análisis del cuerpo del delito sólo tiene un carácter 
presuntivo. El proceso no tendría sentido si se considerara que la 
acreditación del cuerpo del delito indica que, en definitiva, se ha cometido 
un ilícito. Por tanto, durante el proceso –fase preparatoria para el dictado 
de la sentencia– el juez cuenta con la facultad de revocar esa acreditación 
prima facie, esto es, el juzgador, al dictar el auto de término 
constitucional, y el Ministerio Público, en el ejercicio de la acción penal, 
deben argumentar sólidamente por qué, prima facie, se acredita la 
comisión de determinado delito, analizando si se acredita la tipicidad a 
partir de la reunión de sus elementos objetivos y normativos. Por su parte, 
el estudio relativo a la acreditación del delito comprende un estándar 
probatorio mucho más estricto, pues tal acreditación –que sólo puede 
darse en sentencia definitiva– implica la corroboración de que en los 
hechos existió una conducta (acción u omisión) típica, antijurídica y 
culpable. El principio de presunción de inocencia implica que el juzgador, 
al dictar el auto de término constitucional, únicamente puede señalar la 
presencia de condiciones suficientes para, en su caso, iniciar un proceso, 
pero no confirmar la actualización de un delito. La verdad que pretende 
alcanzarse sólo puede ser producto de un proceso donde la vigencia de la 
garantía de defensa adecuada permite refutar las pruebas aportadas por 
ambas partes. En efecto, antes del dictado de la sentencia el inculpado 
debe considerarse inocente, por tanto, la emisión del auto de término 
constitucional, en lo que se refiere a la acreditación del cuerpo del delito, 
es el acto que justifica que el Estado inicie un proceso contra una persona 
aún considerada inocente, y el propio acto tiene el objeto de dar 
seguridad jurídica al inculpado, a fin de que conozca que el proceso 
iniciado en su contra tiene una motivación concreta, lo cual sólo se logra a 
través de los indicios que obran en el momento, sin que tengan el carácter 
de prueba.  
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TESIS AISLADA  CCIV/2009. 
 
 
PROCEDIMIENTOS PENALES. EL ARTÍCULO 145, PRIMER 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FEDERAL RELATIVO, AL AUTORIZAR AL 
JUZGADOR FEDERAL PARA NO REPETIR LAS DILIGENCIAS DE LA 
POLICÍA JUDICIAL LOCAL Y DE LOS TRIBUNALES DEL ORDEN 
COMÚN, NO VIOLA LA GARANTÍA DE DEFENSA ADECUADA. El 
citado párrafo, al prever que las diligencias de policía judicial y las 
practicadas por los tribunales del orden común que pasen al conocimiento 
de los federales, no deben repetirse para que tengan validez, no viola la 
garantía de defensa adecuada contenida en el artículo 20, apartado A, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (texto anterior a 
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 
2008), en virtud de que, por un lado, no obliga a utilizar una prueba 
innominada con la cual pueda acreditarse la responsabilidad penal y, por 
otro, tampoco impide la posibilidad de impugnar la validez de las 
indicadas actuaciones, sino que la función de la norma es autorizar al 
juzgador federal a no tener que volver a desahogar aquellas diligencias 
cuya repetición es prácticamente imposible, justamente por el carácter de 
la prueba recabada con motivo de tales diligencias. Así, la lectura del 
artículo 145 del Código Federal de Procedimientos Penales a la luz de la 
Constitución General de la República permite advertir que no contiene 
una permisión dirigida al juez en el sentido de que debe tener como 
válidas diligencias contrarias a derecho, toda vez que la posibilidad de su 
escrutinio siempre está presente, pues la validez que el precepto 
reconoce a dichas actuaciones sólo se da a nivel prima facie. Esto es, el 
indicado artículo 145 no prescribe una obligación a cargo del juzgador 
consistente en no deber repetir las aludidas actuaciones bajo ningún 
supuesto, sino que de su interpretación sistemática se advierte que la 
formulación de la norma supone que mientras se observen todas las 
demás disposiciones legales, el juez debe tener por válidas las 
actuaciones respectivas; de manera que su finalidad es evitar la 
innecesaria repetición de diligencias desahogadas anteriormente por una 
autoridad distinta a la que eventualmente conoce (autoridad que siempre 
estuvo sometida a las exigencias formales y materiales de la ley), con lo 
cual se regula más eficientemente el cambio generado con motivo de la 
atracción del caso al ámbito federal. 
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TESIS AISLADA  CCV/2009. 
 
 
PROCEDIMIENTOS PENALES. EL ARTÍCULO 145 DEL CÓDIGO 
FEDERAL RELATIVO, AL AUTORIZAR AL JUZGADOR FEDERAL 
PARA NO REPETIR LAS DILIGENCIAS DE LA POLICÍA JUDICIAL 
LOCAL Y DE LOS TRIBUNALES DEL ORDEN COMÚN, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD JUDICIAL. El citado precepto no 
contiene un mandato dirigido al juez en el sentido de que deba limitar su 
actuación a revisar la legalidad de las pruebas desahogadas por el 
Ministerio Público, para después incorporarlas automáticamente al 
proceso. Por el contrario, dicho numeral debe interpretarse 
sistemáticamente con el resto de los preceptos que establecen la forma 
en que los jueces deben valorar las pruebas. Ahora bien, la validez de los 
medios de prueba está sujeta a criterios de corrección (tanto formales 
como materiales), y aun cuando dichos medios cumplan con tales criterios 
(es decir, aunque sean válidos), ello no implica que todo lo que pretendan 
aportar automáticamente deba tenerse por cierto, pues una consideración 
así mermaría la discreción del juez al valorar una prueba. Así, deben 
distinguirse esos dos momentos del proceso y, por tanto, debe observarse 
que la validez de las diligencias no presupone la verdad de su contenido; 
de ahí que debe diferenciarse entre la validez de los medios probatorios y 
la certeza de lo que aportan, es decir, su peso probatorio. En ese sentido, 
se concluye que el artículo 145 del Código Federal de Procedimientos 
Penales no viola el principio de imparcialidad judicial contenido en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
porque no impide al juez la valoración imparcial de las pruebas que obran 
en la causa, pues en todo caso subsiste su deber de resolver y 
determinar, a través de una sentencia debidamente motivada, si la verdad 
procesal ha sido suficiente para condenar a una persona por la comisión 
de un delito, para lo cual habrá de valorar todo lo ofrecido como prueba 
por las partes, permitiendo un libre desarrollo del proceso en igualdad de 
circunstancias.  
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TESIS AISLADA  CCVI/2009. 
 
 
PROCEDIMIENTOS PENALES. EL ARTÍCULO 145 DEL CÓDIGO 
FEDERAL RELATIVO, AL AUTORIZAR AL JUZGADOR FEDERAL 
PARA NO REPETIR LAS DILIGENCIAS DE LA POLICÍA JUDICIAL 
LOCAL Y DE LOS TRIBUNALES DEL ORDEN COMÚN, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. La Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008) no contiene un mandato 
específico en cuanto al principio de inmediación; sin embargo, el análisis 
sobre su protección deriva de los postulados relativos a la garantía de 
audiencia. En ese sentido y tomando en cuenta que el artículo 145 del 
Código Federal de Procedimientos Penales permite la validez de todas 
aquellas diligencias practicadas con base en circunstancias que por su 
condición generalmente desaparecen con el tiempo, resulta evidente que 
no sólo no viola el principio de inmediación, sino que lo favorece en tanto 
que permite tener por válidas las actuaciones llevadas a cabo con 
inmediata posterioridad a la conducta materia de la acusación, es decir, 
hace posible que en el proceso se tomen en cuenta diligencias que, de 
hecho, guardan una correspondencia más fiel con lo efectivamente 
acaecido; de manera que la repetición no sólo resultaría ociosa, sino que 
desfavorecería la inmediación misma, por lo que el factor del tiempo es lo 
que motiva que el precepto legal citado autorice  –prima facie– la validez 
de dichas actuaciones. 
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TESIS AISLADA  CCVII/2009. 
 
 
DILIGENCIAS PROBATORIAS. LOS ARTÍCULOS 180 Y 206 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE 
FACULTAN A LOS TRIBUNALES PARA DECRETAR SU PRÁCTICA, 
REPETICIÓN O AMPLIACIÓN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
IMPARCIALIDAD JUDICIAL. El artículo 180 del indicado Código da 
fundamento a todas las actuaciones del Ministerio Público y de los jueces 
mediante las cuales pretendan allegarse de elementos suficientes para 
ilustrar su criterio durante la etapa de averiguación previa o la de 
instrucción. Lo anterior, con independencia de que dichos elementos no 
sean planteados u ofrecidos como pruebas por las partes. De igual forma, 
el citado artículo 206 establece dicha facultad encomendada al juez, pero 
en referencia exclusiva a la etapa de la sentencia. Ahora bien, cabe 
distinguir entre las herramientas para integrar la premisa fáctica del 
razonamiento –una discusión que gira en torno a los medios de prueba y 
las cargas que las partes deben soportar en esa materia– y los elementos 
que el juez necesita para atribuir significados a las normas y determinar si 
un hecho está previsto en éstas. Así, la facultad encomendada al juzgador 
mediante el mencionado artículo 180 se ubica en el ámbito del “derecho” 
–y la determinación del derecho aplicable al caso, así como su 
interpretación, no es responsabilidad de las partes, sino del juez–. En 
efecto, dichos preceptos cumplen la función de facultar al juzgador para 
que incorpore, con el objeto de informar sus determinaciones, criterios 
sobre materias cuyos conocimiento y especialidad generalmente 
corresponden a personas ajenas a la actividad judicial, pues el derecho 
de acceso a un juez imparcial no ordena que éste únicamente atienda a lo 
planteado por las partes, en tanto que resulta razonable y deseable que 
pueda allegarse de información para formar su convicción y decidir con 
base en la verdad. Por tanto, a la luz de esta interpretación, se concluye 
que los indicados artículos 180 y 206, que facultan a los tribunales para 
decretar la práctica, repetición o ampliación de diligencias probatorias no 
violan el principio de imparcialidad judicial, en el entendido de que éstas 
han de ser las conducentes para el conocimiento de la verdad sobre los 
puntos controvertidos, y que en materia penal se atenderá al principio de 
presunción de inocencia. 
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TESIS AISLADA     CCVIII/2009. 
 

 
PERSONAS INDÍGENAS BILINGÜES O MULTILINGÜES. ÁMBITO 
SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, 
FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. No puede afirmarse que la previsión 
constitucional que obliga a tener en cuenta las costumbres y 
especificidades culturales de las personas indígenas en los juicios y 
procedimientos de que sean parte solamente resulta aplicable a quienes 
hablan una lengua indígena y además de ello no entienden ni hablan 
español. Por el contrario, la persona indígena cuyos derechos tutela la 
Constitución Federal es paradigmáticamente la persona multilingüe, que 
tiene derecho a obtener del Estado tanto el apoyo necesario para poder 
vivir plenamente en su lengua materna como el necesario para acceder a 
una comunidad política más amplia mediante el conocimiento del español. 
Definir lo “indígena” a partir del criterio de la competencia monolingüe en 
lengua indígena sería incompatible con la garantía de derechos 
constitucionales como el de recibir una educación adecuada o gozar de lo 
esencial para incorporarse igualitariamente al sistema productivo. Tan 
incompatibles con la Constitución son las políticas asimilacionistas 
tradicionales, que perseguían la desaparición de las lenguas indígenas, 
desconocían el derecho de las personas a transmitirlas y usarlas privada 
y públicamente y convertían la condición de hablante de lengua indígena 
en un locus permanente de discriminación y subordinación, como lo sería 
ahora una política que condicionara el mantenimiento de la condición de 
ser o sentirse persona indígena al hecho de no conocer el español. A 
nivel individual, ello implicaría condenar a las personas indígenas a la 
desventaja que la totalidad de las previsiones del artículo 2o. 
constitucional está centralmente destinada a erradicar, mientras que a 
nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación a todas las disposiciones 
que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que no son 
monolingües) y convertiría el artículo 2o. en un mero ejercicio expresivo, 
sin potencial jurídico transformativo real.  
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LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CCIX/2009 
 
 

PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL 
CONOCIMIENTO DE LA LENGUA PARA LA APLICACIÓN DE LAS 
PREVISIONES DEL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. En algunas de sus 
resoluciones, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido 
que el grado de competencia en lengua española es relevante para 
determinar el alcance de la previsión según la cual las personas indígenas 
tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidas por intérpretes y 
defensores que conozcan su lengua y cultura, lo cual es entendible dada 
la necesidad de racionalizar el uso de los recursos en el sistema de 
administración de justicia y armonizar en un escenario muy concreto las 
funciones y necesidades de todos los intervinientes en juicio. Sin 
embargo, los derechos que la Constitución Federal adjunta a la condición 
de ser una persona indígena son variados: algunos tienen un contenido 
lingüístico específico pero la mayoría carecen de él y respecto de ellos 
deben aplicarse los criterios generales que derivan del artículo 2o., que 
apelan a la articulación (total o parcial) de las personas en torno a 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas propias (en el 
caso de los pueblos indígenas), a la identificabilidad de algún tipo de 
unidad social, económica y cultural en torno a un territorio y a ciertos usos 
y costumbres (en el caso de las comunidades indígenas) así como al 
criterio de la auto-adscripción. Estos criterios en modo alguno permiten 
definir lo indígena sobre la base de la competencia monolingüe en lengua 
indígena. El derecho a que se tomen en consideración las costumbres y 
especificidades propias de los indígenas en los juicios y procedimientos 
de que sean parte no es un derecho de contenido lingüístico, ni es por 
tanto un derecho cuyos titulares puedan delimitarse con los criterios 
usados por la Primera Sala para efectos del ejercicio de un derecho 
completamente distinto.  
 
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCX/2009. 
 

PERSONAS INDÍGENAS. ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL 
ESTADO. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 2o.  APARTADO A, 
FRACCIÓN VIII DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. La reforma al artículo 2o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el catorce de agosto de dos mil uno, tuvo entre sus 
finalidades garantizar a los indígenas de México tanto el uso de sus 
sistemas normativos para la resolución de sus conflictos internos, dentro 
de los límites marcados por el necesario respeto a la Constitución, como 
el acceso pleno a la jurisdicción estatal. El objetivo general de esta última 
previsión era poner fin a la discriminación y marginación sufridas 
tradicionalmente por la población indígena también en el ámbito 
jurisdiccional —cuyos efectos pueden ser muy graves cuando se acude al 
mismo para denunciar violaciones de derechos fundamentales— y 
establecer medios efectivos para superar las diferencias impuestas por el 
propio ordenamiento jurídico estatal. El sentido de incorporar a la 
Constitución Federal previsiones específicas acerca de la posición jurídica 
de los ciudadanos indígenas es otorgarles un reconocimiento específico al 
más alto nivel del ordenamiento, mediante previsiones destinadas a 
condicionar e informar el resto de las normas, con el objetivo de posibilitar 
el ejercicio real de sus derechos y la expresión de su identidad individual y 
colectiva, y superar paulatinamente la desigualdad de oportunidades que 
tradicionalmente les ha afectado. Por ello la fracción VIII del apartado A 
del artículo 2o.  constitucional insta claramente a todos los juzgadores del 
país a desplegar su función jurisdiccional teniendo en cuenta sus 
costumbres y especificidades culturales en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, dentro del 
respeto a los preceptos de la Constitución. Se trata de un imperativo 
constitucional, no algo que las autoridades jurisdiccionales tienen la mera 
opción o permisión de hacer si y sólo si (además) en el caso concreto el 
acusado las prueba en el proceso de modo fehaciente. La Constitución es 
clara: en los juicios y procedimientos de que sean parte personas o 
colectivos indígenas los juzgadores deben partir de la premisa de que 
estas especificidades —que exigirán dar acogida a normas y prácticas 
especiales, no necesariamente iguales a las de fuente estatal ordinaria, 
en una amplia variedad de ámbitos— pueden existir en el caso concreto y 
evaluar, cuando efectivamente existan, si han influido en la comisión de 
los hechos enjuiciados o en los elementos determinantes de la 
responsabilidad del encausado.  
 
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 



 
 

 
 

 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CCXI/2009. 
 

PERSONAS INDÍGENAS. ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN DEL 
ESTADO. EN LOS JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS DE QUE SEAN 
PARTE, LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN TOMAR EN 
CUENTA TANTO LAS NORMAS DE FUENTE ESTATAL APLICABLES 
COMO SUS COSTUMBRES Y ESPECIFICIDADES CULTURALES. La 
fracción VIII del apartado A del artículo 2o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos establece que los pueblos y las 
comunidades indígenas tienen derecho al pleno acceso a la jurisdicción 
del  Estado y que,  para garantizar ese derecho, en todos los juicios y 
procedimientos de que sean parte, individual o colectivamente, deberán 
tomarse en cuenta sus costumbres y especificidades culturales, 
respetando los preceptos de la Constitución. Ello no los excluye del 
ámbito de cobertura de las normas penales, pues los jueces penales 
deben determinar si las personas indígenas procesadas merecen ser 
castigadas por haber incurrido en las conductas típicas y punibles 
consignadas en la legislación penal aplicable  —determinar hasta qué 
punto pueden imputárseles conductas típicas, en qué modalidad (dolosa o 
no dolosa), o bajo qué condiciones de exigibilidad, por ejemplo—. Sin 
embargo, el órgano jurisdiccional deberá aplicar estas normas de modo 
congruente con lo establecido en el citado artículo  2o. Por ello, cuando 
quedan satisfechos los requisitos para que al inculpado se le reconozca la 
condición de persona indígena dentro del procedimiento, el juzgador debe 
indagar cuáles son las costumbres y especificidades de la comunidad a la 
que se vincula que han podido influir en el desarrollo de los hechos 
enjuiciados, la materialización de los elementos objetivos o subjetivos del 
tipo, los aspectos de los que depende la culpabilidad del acusado, 
etcétera. Deberá tomar en cuenta, en otras palabras, tanto las diferentes 
normas de fuente estatal aplicables como las específicas que puedan 
existir en la comunidad cultural del procesado con relevancia en el caso. 
Además, durante el proceso deberá desplegar su función jurisdiccional 
tomando en consideración que la Constitución obliga a los órganos 
jurisdiccionales estatales a garantizar el pleno acceso a la jurisdicción y el 
pleno disfrute de los derechos y garantías de todos los ciudadanos, 
incluidos aquellos que, por pertenecer a categorías tradicionalmente 
desaventajadas, son objeto de especial mención en el texto 
constitucional.  
 
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXII/2009. 
 
PERSONAS INDÍGENAS. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL 
ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. AUTOADSCRIPCIÓN. El artículo 2o. de la 
Constitución Federal, reformado el catorce de agosto de dos mil uno, 
ofrece una respuesta normativa a aspectos determinantes de nuestra 
historia y de nuestra identidad como sociedad que están en el núcleo de 
muchos de los vectores de desventaja e injusticia que afectan a los 
ciudadanos. Sin embargo, como esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación tuvo oportunidad de subrayar al resolver los 
amparos directos en revisión 28/2007 y 1851/2007, las dificultades que 
enfrenta una corte de justicia al intentar determinar quiénes son las 
“personas indígenas” o los “pueblos y comunidades indígenas” a quienes 
aplican las previsiones constitucionales anteriores son notables; dichos 
conceptos, de sustrato originalmente antropológico y sociológico, deben 
adquirir un significado específicamente jurídico, cuya concreción viene 
dificultada por la intensa carga emotiva —tradicionalmente negativa y sólo 
recientemente transformada en algún grado— que gravita sobre ellos. La 
arquitectura del artículo 2o. de la Constitución Federal prevé que exista un 
desarrollo normativo mediante el cual el legislador ordinario concrete los 
conceptos, derechos y directrices que contiene, pero mientras este 
desarrollo no exista, o exista sólo parcialmente, los tribunales de justicia 
se ven a menudo confrontados directamente con la tarea de delimitar 
esas categorías de destinatarios en cumplimiento de su deber de 
atenerse a la fuerza vinculante y a la aplicabilidad directa de muchas de 
ellas. En el desarrollo de esa tarea deben tomar en consideración que el 
texto constitucional reconoce, en primer lugar, la importancia de la 
articulación (total o parcial) de las personas en torno a instituciones 
sociales, económicas, culturales y políticas (en el caso de los pueblos 
indígenas), así como de la identificabilidad de algún tipo de unidad social, 
económica y cultural en torno a un territorio y a ciertos usos y costumbres 
(en el caso de las comunidades indígenas). Asimismo, la Constitución —
siguiendo en este punto al convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo— no encierra ambigüedad alguna en torno al imperativo de 
tomar la autoconciencia o la autoadscripción como criterio determinante al 
señalar que “la conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio 
fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre 
pueblos indígenas”. Por tanto, en ausencia de previsiones específicas que 
regulen el modo en que debe manifestarse esta conciencia, será indígena 
y sujeto de los derechos motivo de la reforma constitucional, aquella 
persona que se autoadscriba y autoreconozca como indígena, que asuma 
como propios los rasgos sociales y las pautas culturales que caracterizan 
a los miembros de los pueblos indígenas. La apreciación de si existe o no 
existe una autoadscripción indígena en un caso concreto debe descansar 
en una consideración completa del caso, basada en constancias y 
actuaciones, y debe realizarse con una actitud orientada a favorecer la 
eficacia de los derechos de las personas, sobre todo en casos penales y 
en aquellos que prima facie parecen involucrar a grupos estructuralmente 
desaventajados. 
 
Amparo directo en revisión 1624/2008. 5 de noviembre de 2008. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Sergio 
A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXIII/2009. 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO ES VARIABLE 
TANTO EN SU DIMENSIÓN INTERNA COMO EXTERNA. El contenido 
del derecho a la intimidad o vida privada está destinado a variar, legítima 
y normalmente, tanto por motivos que podemos llamar internos al propio 
concepto como por motivos externos al mismo. La variabilidad interna de 
la noción de privacidad alude al hecho de que el comportamiento de sus 
titulares puede influir en la extensión de su ámbito de protección. No se 
trata sólo de que el entendimiento de lo privado cambie de una cultura a 
otra y que haya variado a lo largo de la historia, sino que forma parte del 
derecho a la privacidad, como lo entendemos ahora, la posibilidad de que 
sus titulares modulen, de palabra o de hecho, su alcance. Algunas 
personas comparten con la opinión pública, con los medios de 
comunicación o con un círculo amplio de personas anónimas, 
informaciones que para otras se inscriben en el ámbito de lo que 
preservan del conocimiento ajeno. Aunque una pauta de conducta de este 
tipo no implica que la persona en cuestión deje de ser titular del derecho a 
la privacidad, ciertamente disminuye la extensión de lo que de entrada 
puede considerarse incluido dentro de su ámbito de protección. Por su 
parte, la variabilidad externa deriva de la existencia de fuentes externas 
de límites al derecho, y alude a la diferencia normal y esperada entre el 
contenido prima facie de los derechos fundamentales y la protección real 
que ofrecen en los casos concretos, una vez contrapesados y 
armonizados con otros derechos e intereses, que pueden apuntar en 
direcciones distintas e incluso opuestas a las que derivan de su contenido 
normativo. Así, aunque una pretensión pueda en principio relacionarse 
con el ámbito generalmente protegido por el derecho, si la misma merece 
prevalecer en un caso concreto, y en qué grado, dependerá de un 
balance de razones desarrollado de conformidad con métodos de 
razonamiento jurídico bien conocidos y masivamente usados en los 
estados constitucionales contemporáneos. Como han expresado 
canónicamente los tribunales constitucionales y de derechos humanos del 
mundo, ningún derecho fundamental es absoluto y puede ser restringido 
siempre que ello no se haga de manera abusiva, arbitraria o 
desproporcional. 
 

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Francisca María 
Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
HAGH/rfr. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXIV/2009. 
 
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA. SU CONTENIDO GENERAL Y LA 
IMPORTANCIA DE NO DESCONTEXTUALIZAR LAS REFERENCIAS A 
LA MISMA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha referido en 
varias tesis a los rasgos característicos de la noción de lo “privado”. Así, 
lo ha relacionado con: lo que no constituye vida pública; el ámbito 
reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás; lo que se 
desea compartir únicamente con aquellos que uno elige; las actividades 
de las personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la 
familia; o aquello que las personas no desempeñan con el carácter de 
servidores públicos. Por otro lado, el derecho a la vida privada (o 
intimidad) está reconocido y protegido en declaraciones y tratados de 
derechos humanos que forman parte del orden jurídico mexicano, como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 12), el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 17), la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11) y la Convención sobre 
los Derechos del Niño (artículo 16). Al interpretar estas disposiciones, los 
organismos internacionales han destacado que la noción de vida privada 
atañe a la esfera de la vida en la que las personas pueden expresar 
libremente su identidad, ya sea en sus relaciones con los demás o en lo 
individual, y han destacado su vinculación con un amplio abanico de otros 
derechos, como la inviolabilidad de la correspondencia y de las 
comunicaciones en general, la inviolabilidad del domicilio, las garantías 
respecto de los registros personales y corporales, las relacionadas con la 
recopilación y registro de información personal en bancos de datos y otros 
dispositivos; el derecho a una vivienda adecuada, a la salud y a la 
igualdad; los derechos reproductivos, o la protección en caso de desalojos 
forzados. Las afirmaciones contenidas en las resoluciones nacionales e 
internacionales son útiles en la medida en que no se tomen de manera 
descontextualizada, emerjan de un análisis cuidadoso de los diferentes 
escenarios jurídicos en los que la idea de privacidad entra en juego y no 
se pretenda derivar de ellas un concepto mecánico de vida privada, de 
referentes fijos e inmutables. Lo único que estas resoluciones permiten 
reconstruir, en términos abstractos, es la imagen general que evoca la 
idea de privacidad en nuestro contexto cultural. Según esta noción, las 
personas tienen derecho a gozar de un ámbito de proyección de su 
existencia que quede reservado de la invasión y la mirada de los demás, 
que les concierna sólo a ellos y les provea de condiciones adecuadas 
para el despliegue de su individualidad —para el desarrollo de su 
autonomía y su libertad—. A un nivel más concreto, la misma idea puede 
describirse apelando al derecho de las personas a mantener fuera del 
conocimiento de los demás (o, a veces, dentro del círculo de sus 
personas más próximas) ciertas manifestaciones o dimensiones de su 
existencia (conducta, datos, información, objetos) y al correspondiente 
derecho a que los demás no las invadan sin su consentimiento. En un 
sentido amplio, entonces, la protección constitucional de la vida privada 
implica poder conducir parte de la vida de uno protegido de la mirada y las 
injerencias de los demás, y guarda conexiones de variado tipo con 
pretensiones más concretas que los textos constitucionales actuales 
reconocen a veces como derechos conexos: el derecho de poder tomar 
libremente ciertas decisiones atinentes al propio plan de vida, el derecho 
a ver protegidas ciertas manifestaciones de integridad física y moral, el 
derecho al honor o reputación, el derecho a no ser presentado bajo una 
falsa apariencia, el derecho a impedir la divulgación de ciertos hechos o la 
publicación no autorizada de cierto tipo de fotografías, la protección contra 



 
 

 
 

 

el espionaje, la protección contra el uso abusivo de las comunicaciones 
privadas, o la protección contra la divulgación de informaciones 
comunicadas o recibidas confidencialmente por un particular. 
 

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Francisca María 
Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXV/2009. 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 
IMPORTANCIA EN UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. La libertad 
de expresión y el derecho a la información son derechos funcionalmente 
centrales en un estado constitucional y tienen una doble faceta: por un 
lado, aseguran a las personas espacios esenciales para el despliegue de 
su autonomía y, por otro, gozan de una vertiente pública, colectiva o 
institucional que los convierte en piezas básicas para el adecuado 
funcionamiento de la democracia representativa. Como señaló la Corte 
Interamericana en el caso Herrera Ulloa, se trata de libertades que tienen 
tanto una dimensión individual como una dimensión social, y exigen no 
sólo que los individuos no vean impedida la posibilidad de manifestarse 
libremente, sino también que se respete su derecho como miembros de 
un colectivo a recibir información y a conocer la expresión del 
pensamiento ajeno. Así, tener plena libertad para expresar, recolectar, 
difundir y publicar informaciones e ideas es imprescindible no solamente 
como instancia esencial de auto expresión y desarrollo individual, sino 
como condición para ejercer plenamente otros derechos fundamentales 
—el de asociarse y reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito, el 
derecho de petición o el derecho a votar y ser votado— y como elemento 
determinante de la calidad de la vida democrática en un país, pues si los 
ciudadanos no tienen plena seguridad de que el derecho los protege en 
su posibilidad de expresar y publicar libremente ideas y hechos, será 
imposible avanzar en la obtención de un cuerpo extenso de ciudadanos 
activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, atentos al 
comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, capaces de 
cumplir la función que les corresponde en un régimen democrático. Por 
consiguiente, cuando un tribunal decide un caso de libertad de expresión, 
imprenta o información no sólo afecta las pretensiones de las partes en un 
litigio concreto, sino también el grado al que en un país quedará 
asegurada la libre circulación de noticias, ideas y opiniones, así como el 
más amplio acceso a la información por parte de la sociedad en su 
conjunto, condiciones todas ellas indispensables para el adecuado 
funcionamiento de la democracia representativa. 
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TESIS AISLADA CCXVI/2009 
 
 

LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN DE MASAS JUEGAN UN PAPEL ESENCIAL EN EL 
DESPLIEGUE DE SU FUNCIÓN COLECTIVA. La libertad de prensa es 
una piedra angular en el despliegue de la vertiente social o colectiva de 
las libertades de expresión e información. Los medios de comunicación 
social se cuentan entre los forjadores básicos de la opinión pública en las 
democracias actuales y es indispensable que tengan aseguradas las 
condiciones para incorporar y difundir las más diversas informaciones y 
opiniones. Ello hace necesario, específicamente, garantizar a los 
periodistas el goce de condiciones adecuadas para desempeñar su 
trabajo. Como ha destacado la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, “es fundamental que los periodistas que laboran en los medios 
de comunicación gocen de la protección y de la independencia necesarias 
para realizar sus funciones a cabalidad, ya que son ellos quienes 
mantienen informada a la sociedad, requisito indispensable para que ésta 
goce de una plena libertad” (caso Ivcher Bronstein v. Perú, párr. 150). El 
ejercicio efectivo de las libertades de expresión e información demanda la 
existencia de condiciones y prácticas sociales que lo favorezcan, y puede 
verse injustamente restringido por actos normativos o administrativos de 
los poderes públicos o por condiciones fácticas que coloquen en situación 
de riesgo o vulnerabilidad a quienes la ejerzan. Uno de los medios por los 
cuales se limita más poderosamente la circulación de la información y el 
debate público es la exigencia de responsabilidades civiles o penales a 
los periodistas, por actos propios o ajenos. La Corte Interamericana, 
siguiendo en este punto al Tribunal de Estrasburgo, lo ha subrayado 
también sin ambigüedad: “castigar a un periodista por asistir en la 
diseminación de las aseveraciones realizadas por otra persona 
amenazaría seriamente la contribución de la prensa en la discusión de 
temas de interés público” (caso Herrera Ulloa v. Costa Rica, párr. 134). 
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TESIS AISLADA CCXVII/2009. 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 
PROTECCIÓN ES ESPECIALMENTE INTENSA EN MATERIA 
POLÍTICA Y ASUNTOS DE INTERÉS PÚBLICO. El discurso político está 
más directamente relacionado que otros con la dimensión social y con las 
funciones institucionales de las libertades de expresión e información. Por 
tanto, proteger su libre difusión resulta especialmente relevante para que 
estas libertades desempeñen cabalmente sus funciones estratégicas de 
cara a la formación de la opinión pública, dentro del esquema estructural 
propio de la democracia representativa. Una opinión pública bien 
informada es un instrumento imprescindible para conocer y juzgar las 
ideas y acciones de los dirigentes políticos; el control ciudadano sobre las 
personas que ocupan o han ocupado en el pasado cargos públicos 
(servidores públicos, cargos electos, miembros de partidos políticos, 
diplomáticos, particulares que desempeñan funciones públicas o de 
interés público, etcétera) fomenta la transparencia de las actividades 
estatales y promueve la responsabilidad de todos los involucrados en la 
gestión de los asuntos públicos, lo cual justifica que exista un margen 
especialmente amplio de protección para la difusión de información y 
opiniones en el debate político o sobre asuntos de interés público. Como 
subraya el Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión 
de la Organización de Estados Americanos del año 2008, las personas 
con responsabilidades públicas tienen un umbral distinto de protección, 
que les expone en mayor grado al escrutinio y a la crítica del público, lo 
cual se justifica por el carácter de interés público de las actividades que 
realizan, porque se han expuesto voluntariamente a un escrutinio 
colectivo más exigente y porque su posición les da una gran capacidad de 
reaccionar a la información y las opiniones que se vierten sobre los 
mismos (Informe 2008, Capítulo III, párr. 39). 
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TESIS AISLADA CCXVIII/2009. 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU 
ESPECIAL POSICIÓN FRENTE A LOS DERECHOS DE LA 
PERSONALIDAD. La función colectiva o social de la libertad de expresión 
y del derecho a la información debe tomarse en cuenta cuidadosamente 
cuando tales libertades entran en conflicto con otros derechos, 
típicamente con los llamados “derechos de la personalidad”, entre los que 
se cuentan los derecho a la intimidad y al honor. La necesidad de que la 
relación instrumental entre las libertades de expresión e información y el 
adecuado desarrollo de las prácticas democráticas influya en la resolución 
de los conflictos de derechos que las involucran ha llevado en ocasiones 
a hablar de una “posición especial” de las mismas en las democracias 
constitucionales actuales. En cualquier caso, la resolución de los 
conflictos entre las libertades citadas y los derechos de la personalidad no 
parte cada vez de cero, sino que el operar del sistema jurídico va 
esclareciendo paulatinamente las condiciones bajo las cuales un 
argumento puede ser genuinamente presentado en nombre de la libertad 
de expresión, o cómo ciertas pretensiones concretas pueden conectarse 
argumentalmente con los fundamentos de determinadas formas de 
protección legal y constitucional. Ello da origen a la formación de un 
abanico más o menos extenso de reglas acerca de qué es y qué no es un 
equilibrio adecuado entre estos derechos a la luz de las previsiones 
constitucionales aplicables. Las más consensuadas de estas reglas están 
consagradas expresamente en los textos constitucionales o en los 
tratados de derechos humanos —como la prohibición de censura previa 
que hallamos en el artículo 7o. de la Constitución Federal o en el inciso 2 
del artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos (que 
la permite sólo en casos excepcionales)— y otras van explicitándose a 
medida que los tribunales van resolviendo casos, incluidos aquellos en los 
que se examina la constitucionalidad de las reglas específicas contenidas 
en las leyes. No hay duda de que el legislador democrático puede dar 
especificidad a los límites a las libertades de expresión e imprenta 
previstos genéricamente en la Constitución, y que ni siquiera el Código 
Penal o la Ley de Imprenta pueden ser excluidos de raíz de entre los 
medios de que puede valerse a tal efecto, aunque cualquier regulación 
operada mediante normas penales debe ser analizada con extrema 
cautela. Sin embargo, también es indudable que la labor de ponderación 
legislativa efectuada ha de ser compatible con previsiones 
constitucionales que tienen fuerza normativa directa y que no dan carta 
blanca a las autoridades públicas para desarrollarlas, pues de lo contrario 
se pondría en riesgo el carácter supralegal de los derechos 
fundamentales y se otorgarían atribuciones extraordinarias al legislador 
ordinario.  
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TESIS AISLADA CCXIX/2009. 
 

DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA 
FRENTE A INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN ES MENOR 
CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES 
PÚBLICAS. Los ordenamientos jurídicos de las democracias actuales 
cuentan con un abanico legal o jurisprudencialmente asentado de reglas 
acerca de qué es y qué no es un equilibrio adecuado entre estos 
derechos a la luz de las previsiones constitucionales aplicables. Una de 
estas reglas, ampliamente consensuada en el ámbito del derecho 
comparado y del derecho internacional de los derechos humanos —
precipitado de ejercicios reiterados de ponderación de derechos, incluidos 
los encaminados a examinar las ponderaciones vertidas por el legislador 
en normas generales— es aquella según la cual, frente a actuaciones de 
los medios de comunicación en ejercicio de los derechos a expresarse e 
informar, quienes desempeñan, han desempeñado o desean desempeñar 
responsabilidades públicas tienen pretensiones en términos de intimidad y 
respeto al honor con menos resistencia normativa general que los 
ciudadanos ordinarios. Ello es así por motivos estrictamente ligados al 
tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige un escrutinio 
público intenso de sus actividades. Tratándose de la intimidad en 
ocasiones su condición puede dotar de interés público a la difusión y 
general conocimiento de datos que, pudiendo calificarse de privados 
desde ciertas perspectivas, guardan clara conexión con aspectos que es 
deseable que la ciudadanía conozca para estar en condiciones de juzgar 
adecuadamente su desempeño como servidores o titulares de cargos 
públicos. Con el derecho al honor sucede algo similar: las actividades 
desempeñadas por las personas con responsabilidades públicas 
interesan a la sociedad, y la posibilidad de crítica que esta última pueda 
legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio. Como ha 
subrayado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el umbral de 
protección al honor de un funcionario público debe permitir el más amplio 
control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones, porque el 
funcionario público se expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad 
al asumir ciertas responsabilidades profesionales —lo que conlleva 
naturalmente mayores riesgos de sufrir afectaciones en su honor— y 
porque su condición le permite tener mayor influencia social y acceder 
con facilidad a los medios de comunicación para dar explicaciones o 
reaccionar ante hechos que lo involucren. Las personas con 
responsabilidades públicas mantienen la protección derivada del derecho 
al honor incluso cuando no estén actuando en carácter de particulares, 
pero las implicaciones de esta protección deben ser ponderadas con las 
que derivan del interés en un debate abierto sobre los asuntos públicos.  
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TESIS AISLADA CCXX/2009. 
 

 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. MODO 
EN QUE DEBEN SER ENTENDIDOS LOS REQUISITOS DE 
VERACIDAD E IMPARCIALIDAD. Los derechos citados cubren tanto la 
expresión de opiniones como la emisión de aseveraciones sobre hechos, 
dos cosas que, desde la perspectiva de su régimen jurídico, no son 
idénticas. Así, por ejemplo, cuando de opiniones se trata, no tiene sentido 
hablar de verdad o falsedad, que sí resultan relevantes cuando lo que nos 
concierne son afirmaciones sobre hechos. La información cuya búsqueda, 
obtención y amplia difusión está constitucionalmente protegida es la 
información veraz e imparcial. Estos dos requisitos pueden calificarse de 
límites o exigencias internas del derecho a la información. La veracidad 
no implica, sin embargo, que toda información difundida deba ser 
“verdadera” —esto es, clara e incontrovertiblemente cierta—; operar con 
un estándar tan difícil de satisfacer desnaturalizaría el ejercicio del 
derecho. Lo que la mención a la veracidad encierra es más sencillamente 
una exigencia de que los reportajes, las entrevistas y las notas 
periodísticas destinadas a influir en la formación de la opinión pública 
vengan respaldados por un razonable ejercicio de investigación y 
comprobación encaminado a determinar si lo que quiere difundirse tiene 
suficiente asiento en la realidad. El informador debe poder mostrar de 
algún modo que ha respetado un cierto estándar de diligencia en la 
comprobación del estatus de los hechos acerca de los cuales informa, y si 
no llega a conclusiones indubitadas, la manera de presentar la 
información debe darle ese mensaje al lector: debe sugerir con la 
suficiente claridad que existen otros puntos de vista y otras conclusiones 
posibles sobre los hechos o acontecimientos que se relatan. Todo ello 
está relacionado con la satisfacción de otro requisito “interno” de la 
información cuya difusión la Constitución y los tratados protegen al 
máximo nivel: la imparcialidad. Es la recepción de información de manera 
imparcial la que maximiza las finalidades por las cuales la libertad de 
obtenerla, difundirla y recibirla es una libertad prevaleciente en una 
democracia constitucional. El derecho a obtener información útil y los 
beneficios del intercambio libre y vigoroso de ideas son ciertamente 
incompatibles con la idea de imparcialidad absoluta y, hasta cierto punto, 
se espera que las diferentes perspectivas lleguen a los individuos por la 
combinación de fuentes de información y opinión a las que están 
expuestos, aunque cada una de esas fuentes no superen perfectamente 
el estándar en lo individual. La imparcialidad es, entonces, una barrera 
contra la tergiversación abierta, contra la difusión intencional de 
inexactitudes y contra el tratamiento no profesional de informaciones cuya 
difusión podría tener un impacto notorio en la vida de las personas 
involucradas.  
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TESIS AISLADA  CCXXI/2009. 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA 
RESPONSABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE 
FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPONSABILIDADES 
PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, 
MÁS ESTRICTAS QUE LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE 
EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS 
PARTICULARES. Para que la exigencia de responsabilidad ulterior por la 
emisión de expresiones invasoras del honor de funcionarios públicos u 
otras personas relacionadas con el ejercicio de funciones públicas 
constituya una reacción jurídica necesaria, idónea y proporcional, deben 
satisfacerse condiciones más estrictas que las que se aplican en caso de 
invasiones al derecho al honor de ciudadanos particulares. Entre ellas se 
cuentan las siguientes: a) cobertura legal y redacción clara. Las causas 
por las que pueda exigirse responsabilidad deben constar en una ley, en 
sentido formal y material. Las leyes que establecen limitaciones a las 
libertades de expresarse e informar deben estar redactadas en términos 
claros y precisos para garantizar la seguridad jurídica, proteger a los 
ciudadanos de la arbitrariedad de las autoridades y evitar la disuasión 
expresiva y la autocensura, pues las fórmulas vagas o ambiguas no 
permiten a los ciudadanos anticipar las consecuencias de sus actos, 
otorgan una discrecionalidad excesiva a las autoridades y tienen un 
clarísimo efecto disuasivo en el plano del ejercicio ordinario de las 
libertades. Cuando las normas de responsabilidad son de naturaleza 
penal y permiten privar a los individuos de bienes y derechos centrales —
incluida, en algunas ocasiones, su libertad— las exigencias anteriores 
cobran todavía más importancia; b) intención específica o negligencia 
patente. Las expresiones e informaciones deben analizarse bajo el 
estándar de la “malicia”, esto es, bajo un estándar que exige que la 
expresión que alegadamente causa un daño a la reputación de un 
servidor público se haya emitido con la intención de causar ese daño, con 
conocimiento de que se estaban difundiendo hechos falsos, o con clara 
negligencia en el control de su veracidad; de otro modo las personas 
podrían abrigar el temor de poder incurrir de modo inadvertido en 
responsabilidad por la emisión de expresiones o informaciones, lo cual 
podría llevarlos, directa o indirectamente, a restringir abruptamente el 
ejercicio de sus derechos a expresarse o informar; c) materialidad y 
acreditación del daño. Las reglas de imputación de responsabilidad 
posterior deben requerir que quien alega que cierta expresión o 
información causa daño en su honorabilidad tenga la carga de probar que 
el daño es real, que efectivamente se produjo; d) doble juego de la 
exceptio veritatis. Quien se expresa debe siempre poder bloquear una 
imputación de responsabilidad ulterior probando que los hechos a los que 
se refiere son ciertos y, complementariamente, no puede ser obligada a 
probar, como condición sine qua non para evitar esa responsabilidad, que 
los hechos sobre los cuales se expresó son ciertos; e) gradación de 
medios de exigencia de responsabilidad. El ordenamiento jurídico no 
puede contemplar una vía única de exigencia de responsabilidad, porque 
el requisito de que las afectaciones de derechos sean necesarias, 
adecuadas y proporcionales demanda la existencia de medidas leves 
para reaccionar a afectaciones leves y medidas más graves para casos 
más graves. Además, hay que tener presente que al lado de exigencia de 
responsabilidad civil y penal existe otra vía, ahora expresamente 
mencionada en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos: el derecho de réplica que, por su menor impacto en 



 
 

 
 

 

términos de afectación de derechos, está llamado a tener un lugar muy 
destacado en el diseño del mapa de consecuencias jurídicas derivables 
del ejercicio de la libertad de expresión; f) minimización de las 
restricciones indirectas. Al interpretar y aplicar las disposiciones 
constitucionales y legales en la materia no debe olvidarse que la plena 
garantía de las libertades consagradas en los artículos 6o. y 7o. de la 
Carta Magna no sólo exige evitar restricciones injustificadas directas, sino 
también indirectas. La proscripción de restricciones indirectas tiene 
muchas derivaciones posibles, pero entre ellas está sin duda la que obliga 
a prestar especial atención a las reglas de distribución de responsabilidad 
al interior del universo de sujetos implicados en la cadena de difusión de 
noticias y opiniones. Se trata, en otras palabras, de no generar dinámicas 
de distribución de responsabilidad entre ciudadanos, periodistas, editores 
y propietarios de medios de comunicación que lleven a unos a hallar 
interés en el silenciamiento o la restricción expresiva de los demás. 
 

Amparo directo en revisión 2044/2008. 17 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Francisca María 
Pou Giménez y Roberto Lara Chagoyán. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CCXXII/2009. 
 
DIVORCIO POR VOLUNTAD UNILATERAL DEL CÓNYUGE. LOS 
ARTÍCULOS 266 Y 267 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN LA 
GACETA OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE OCTUBRE DE 2008, NO 
VIOLAN EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 4o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El citado precepto constitucional señala que a través de las leyes se 
protegerán la organización y el desarrollo de la familia; de ahí que deban 
emitirse leyes y reglamentos que la cuiden y organicen como célula 
básica de la sociedad mexicana, estableciendo las mejores condiciones 
para el pleno desarrollo de sus miembros. Así, tanto juristas como 
legisladores se han ocupado de proteger los intereses particulares de 
quienes integran a la familia, dirigiendo también su atención a la 
reglamentación de las instituciones que mantienen su cohesión, como 
son, entre otras, el matrimonio, que además de ser un contrato que regula 
cuestiones económicas, constituye la base de la familia y es fuente de 
derechos y deberes morales, por lo cual es de interés público y social; sin 
embargo, el logro de la estabilidad familiar no implica que los consortes 
deban permanecer unidos a pesar de que la convivencia entre ellos o con 
sus hijos se torne imposible, o de la pérdida del afecto que les animó a 
contraer matrimonio. Por tanto, a través del divorcio el Estado ha 
reconocido la existencia de una figura jurídica que permite disolver la 
unión conyugal y con ello evitar los efectos generados por las relaciones 
disfuncionales de maltrato o de violencia familiar que pudieran suscitarse 
cuando los cónyuges estimen dejar de convivir, es decir, el divorcio es 
sólo el reconocimiento estatal de una situación de hecho respecto de la 
desvinculación de los cónyuges, cuya voluntad de no permanecer unidos 
legalmente debe respetarse; de ahí que la legislación civil ha previsto 
como formas de la disolución matrimonial los divorcios: necesario, por 
mutuo consentimiento y administrativo, sin que ello implique promover la 
ruptura conyugal. En ese sentido, se concluye que los artículos 266 y 267 
del Código Civil para el Distrito Federal, reformado mediante decreto 
publicado en la Gaceta Oficial de la entidad el 3 de octubre de 2008, al 
prever el divorcio que puede promoverse por voluntad unilateral del 
cónyuge no violan el primer párrafo del artículo 4o. de la Constitución 
General de la República, en virtud de que, por un lado, tienden a evitar la 
violencia ocurrida con motivo del trámite de los divorcios necesarios –y 
con ello incluso proteger a los menores que pudieran verse involucrados– 
y, por el otro, se respeta la libertad de los cónyuges al expresar su 
voluntad de no continuar casados, lo cual propicia un ambiente adecuado 
para su bienestar emocional, con la consecuente armonía entre los 
integrantes del núcleo familiar.  
 
Amparo directo en revisión 917/2009. **********. 23 de septiembre de 
2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 



 
 

 
 

 

nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS  AISLADA   CCXXIII/2009. 
 

DIVORCIO POR VOLUNTAD UNILATERAL DEL CÓNYUGE. LOS 
ARTÍCULOS 266, 267, 282, 283, FRACCIONES IV, V, VI, VII Y VIII, 283 
BIS, 287 Y 288 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN LA GACETA 
OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE OCTUBRE DE 2008, QUE 
REGULAN SU TRAMITACIÓN, NO VIOLAN LAS GARANTÍAS DE 
AUDIENCIA Y DE DEBIDO PROCESO LEGAL. Conforme a los artículos 
266 y 267 del citado Código, cualquiera de los cónyuges puede reclamar 
el divorcio ante la autoridad judicial manifestando su voluntad de no 
querer continuar con el matrimonio, sin que sea necesario justificar la 
causa por la cual lo solicita, asimismo, el cónyuge que unilateralmente 
promueva el divorcio acompañará una propuesta del convenio para 
regular las consecuencias derivadas de la disolución del vínculo 
matrimonial –especialmente las relacionadas con los hijos menores e 
incapaces–; de ahí que la tramitación del divorcio tiene dos fases: A) la no 
contenciosa, en la que una vez cumplidas las formalidades de ley el 
divorcio se decretará con la sola voluntad del solicitante, sin que deba 
señalar la causa que origina esa petición, y B) cuando exista oposición de 
alguno de los consortes respecto al convenio, se autorizará el divorcio y 
los puntos divergentes se reservarán para la vía incidental o la 
controversia familiar. Así, al no existir controversia en la primera etapa es 
innecesario que el otro cónyuge se excepcione manifestando su oposición 
a la disolución del vínculo, lo cual obedece a que el matrimonio es una 
institución de derecho civil que parte de la base de la autonomía de la 
voluntad de las personas, lo que implica una decisión libre de ambas para 
continuar o no unidas por ese vínculo; de manera que con la solicitud 
unilateral de divorcio no se priva de defensa alguna al cónyuge que esté 
en desacuerdo, pues si no existe la voluntad del otro para continuar con el 
matrimonio, el divorcio debe autorizarse; máxime que la resolución que la 
autoridad judicial pronuncie no será constitutiva de derechos sino 
declarativa, pues sólo evidencia una situación jurídica determinada, como 
lo es el rompimiento de facto de las relaciones afectivas entre los 
cónyuges. Consecuentemente, los artículos 266, 267, 282, 283, 
fracciones IV, V, VI, VII, y VIII, 283 Bis, 287 y 288 del Código Civil para el 
Distrito Federal, reformado mediante decreto publicado en la Gaceta 
Oficial de la entidad el 3 de octubre de 2008, que regulan la tramitación 
del divorcio que puede promoverse por voluntad unilateral del cónyuge, 
no violan las garantías de audiencia y de debido proceso legal contenidas 
en el artículo 14 de la Constitución  Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues en términos del artículo 256 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, una vez presentada la 
demanda con los documentos y copias prevenidos, se correrá traslado de 
ella a la parte contra la que se proponga y se le emplazará para que la 
conteste, de ahí la obligación de llamar al procedimiento de divorcio al 
cónyuge demandado y a que se le corra traslado con la demanda y 
documentos anexos, con lo cual no sólo se le brinda la oportunidad de 
conocer la cuestión materia de la litis y las consecuencias del 
procedimiento, sino que se le otorga el derecho a contestar la demanda y 
a manifestar su conformidad con el convenio o, en su caso, a presentar la 
correspondiente contrapropuesta. 
 
Amparo directo en revisión 917/2009.  **********. 23 de septiembre de 
2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosalía Argumosa López. 



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CCXXIV/2009. 
 
 

COMPETENCIA FEDERAL EN MATERIA TRIBUTARIA. CONFORME 
AL PRINCIPIO DE NO REDUNDANCIA EN MATERIA 
CONSTITUCIONAL, LA FACULTAD PARA LEGISLAR EN 
DETERMINADA MATERIA NO CONLLEVA UNA POTESTAD 
TRIBUTARIA EXCLUSIVA DE LA FEDERACIÓN PARA ESTABLECER 
CONTRIBUCIONES SOBRE CUALQUIER CUESTIÓN PROPIA DE LA 
MATERIA QUE SE REGULA. Los tributos exclusivamente federales son 
los enumerados en la fracción XXIX del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto y conforme al 
principio de no redundancia en materia constitucional, se concluye que la 
facultad federal para legislar en determinada materia no conlleva una 
potestad tributaria exclusiva de la federación para establecer 
contribuciones sobre cualquier cuestión propia de la materia que se 
regula. Es decir, el hecho de que exclusivamente la federación pueda 
legislar sobre alguna materia no significa que los Estados o el Distrito 
Federal no puedan ejercer sus atribuciones tributarias sobre determinados 
sujetos u objetos reglamentados por una norma de carácter federal. 
 

Amparo en revisión 1160/2009, **********. 30 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet Farías.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA  CCXXV/2009. 
 

CONTRIBUCIONES POR CONCEPTO DE SERVICIOS PÚBLICOS 
MUNICIPALES. LA FEDERACIÓN NO PUEDE OTORGAR 
EXENCIONES RESPECTO DE SU COBRO. El artículo 115, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos otorga 
directamente a los estados la potestad de facultar a los municipios para el 
cobro de contribuciones sobre los servicios públicos que presten, de ahí 
que atento al principio de supremacía constitucional, dicha facultad no 
puede limitarse por una norma federal y, por ende, las leyes federales no 
podrán otorgar algún tipo de exención respecto del cobro de las 
contribuciones que perciban los municipios por los servicios públicos que 
presten, pues la atribución federal para legislar en una materia no puede 
restringir potestades tributarias atribuidas por la Constitución General de 
la República a otros órdenes de gobierno.  
 
Amparo en revisión 1160/2009, **********. 30 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet Farías.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA  SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA   CCXXVI/2009. 
 
 

DERECHOS MUNICIPALES POR INSTALACIÓN DE CASETAS 
TELEFÓNICAS. SU COBRO NO INVADE LA ESFERA 
COMPETENCIAL DE LA FEDERACIÓN. El derecho sobre casetas 
telefónicas establece un pago por los servicios municipales prestados por 
concepto de uso u ocupación de la vía pública por la caseta telefónica, sin 
que con ello se involucre la actividad o naturaleza de los servicios 
prestados por quienes cuenten con una concesión para la explotación de 
una vía general de comunicación. En efecto, el objeto de ese derecho no 
versa sobre la caseta telefónica, el teléfono o la prestación del servicio 
telefónico, sino respecto del uso de un espacio público municipal para 
colocar la caseta. En este sentido, el cobro de derechos municipales por 
instalación de casetas telefónicas no invade la esfera competencial de la 
Federación y, por ende, no viola el artículo 73, fracción XXIX, punto 4o., 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo que 
éste prohíbe es la imposición de contribuciones estatales sobre servicios 
públicos concesionados, lo cual no acontece en la especie ya que se trata 
de un derecho que grava la utilización que hacen los particulares de un 
servicio público municipal. 
 

Amparo en revisión 1160/2009, **********. 30 de septiembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet Farías.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron  aprobados  por  la Primera  Sala de  
este  Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre   de dos mil 
nueve. México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil 
nueve.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXVII/2009. 
 
 

PENAS. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD CONTENIDO EN EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. De la interpretación del citado precepto 
constitucional se advierte que la gravedad de la pena debe ser 
proporcional a la del hecho antijurídico y del grado de afectación al bien 
jurídico protegido; de manera que las penas más graves deben dirigirse a 
los tipos penales que protegen los bienes jurídicos más importantes. Así, 
el legislador debe atender a tal principio de proporcionalidad al establecer 
en la ley tanto las penas como el sistema para su imposición, y si bien es 
cierto que decide el contenido de las normas penales y de sus 
consecuencias jurídicas conforme al principio de autonomía legislativa, 
también lo es que cuando ejerce dicha facultad no puede actuar a su libre 
arbitrio, sino que debe observar los postulados contenidos en la 
Constitución General de la República; de ahí que su actuación esté sujeta 
al escrutinio  del  órgano  de  control  constitucional –la legislación  penal 
no está constitucionalmente exenta–, pues la decisión que se emita al 
respecto habrá de depender del respeto irrestricto al indicado principio 
constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 1405/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 

 

 

 

HAGH/rfr. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA CCXXVIII/2009. 
 

HOMICIDIO CALIFICADO. EL ARTÍCULO 128 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL QUE PREVÉ LAS PENAS 
APLICABLES A QUIENES COMETAN ESE DELITO, NO VIOLA EL 
ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. El artículo 128 del Código Penal para el Distrito 
Federal, al establecer que a quien cometa homicidio calificado se le 
impondrán de veinte a cincuenta años de prisión, no viola el principio de 
proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que 
si bien el delito de homicidio en su forma básica se sanciona con una 
pena cuya temporalidad es de ocho a veinte años de prisión, es evidente 
que atento a la naturaleza del ilícito, la suma importancia del bien jurídico 
protegido, y la forma especial de su ejecución, o por el proceso 
motivacional que lo determinó, el legislador consideró sancionarlo con 
más severidad, lo cual respeta el principio de razonabilidad jurídica, pues 
en el caso del delito de homicidio calificado es más reprochable el 
desvalor de la conducta desplegada. 
 
Amparo directo en revisión 1405/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión de once de noviembre de dos mil nueve. 
México, Distrito Federal, doce de noviembre de dos mil nueve. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública se 
suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 


